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PRESENTACION

Julio TEJEDOR BIELSA

Tras una larga tramitacién administrativa, seguida de una rapidisima
tramitacién parlamentaria, la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitacién,
regeneracién y renovacién urbanas, es acaso una de esas normas de vocacién
transformadora de un sector estratégico de la economia espafola, el urbanis-
tico e inmobiliario. En él confluyen, ademds, mdltiples intereses territoriales,
ambientales, econdmicos, sociales y financieros, y competencias de todas las
administraciones pdblicas. El impulso que ahora aspira a proporcionar el legis-
lador a la intervencién sobre la edificacién y la ciudad existente, volviendo la
mirada hacia ella una vez colapsado el incesante proceso de expansién urbana,
acelerado en el decenio del cambio de siglo en nuestro pais, trasciende de una
mera preocupacién por la conservacién y rehabilitacién de los edificios.

La Ley 8/2013 es, sin duda, uno de los instrumentos fundamentales con
los que se trata de reconstruir en nuestro pais un sector inmobiliario viable
y sostenible en el tiempo, que alne un nivel de actividad que coadyuve al
crecimiento econémico y el empleo, con una intervencién sobre la ciudad
y la edificacién que la haga mds sostenible en términos energéticos y mds
habitable en términos sociales. En la misma linea se orienta el nuevo Plan
Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitacién edificatoria y
la regeneracién y renovacién urbanas, 2013-2016, aprobado mediante Real
Decreto 233/2003, de 5 de abril, que abandona las tradicionales ayudas a
los adquirentes de vivienda y se orienta prioritariamente, bien es cierto que con
notables déficits de financiacién, a impulsar la generacién de parques piblicos
de vivienda en alquiler, el alquiler mismo y la rehabilitacién, regeneracién y
renovacién urbanas. Si la Ley 8/2013, a diferencia de sus predecesoras, ya
no puede ser calificada de nueva ley de ensanche, el nuevo plan estatal de
vivienda, por su parte, rompe radicalmente con la tradicién de los planes de
vivienda del dltimo medio siglo, al menos.

La complejidad del fenémeno urbano, los diversos intereses que confluyen
en la ciudad, la interaccién que se produce entre ellos, explica que haya de
ser abordado desde diferentes dmbitos cientificos. Cuanto mds cuando la aten-
cién se centra en la ciudad y la edificacién existentes y no en la expansion.
A esa necesaria visién interdisciplinar trata de responder el presente volumen,

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 9-11 9



JULIO TEJEDOR BIELSA

en el que, siempre con la rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbanas
como objeto de estudio, participan académicos y profesionales del dmbito
del derecho administrativo, civil y tributario, arquitectos urbanistas y expertos
en construccién y materiales, ingenieros, gedgrafos o socidlogos. La riqueza
de los problemas exige, para abordarlos, la maxima sensibilidad a lo que
todos ellos pueden aportar. La interdisciplinariedad, desde esta perspectiva,
es un activo que, en la préctica, se traduce en el cardcter integrado con que
han de afrontarse los procesos de regeneracién y renovacién urbanas, coho-
nestando acciones de seguimiento social, financiacién, asesoramiento juridico
e implementacién técnica. Todo ello ha de contribuir al éxito o el fracaso de
la nueva forma que las nuevas normas citadas proponen para abordar el
fenémeno urbano.

Integran el presente volumen nueve trabajos. En cinco de ellos se analizan
las implicaciones de la rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbana desde
las perspectivas del derecho civil (LALANA) y tributario (BUENO), por un lado, y
administrativo, por oftro, prestando especial atencién a los nuevos instrumentos
de planificacién y gestién (TEJEDOR), la renovacién del régimen juridico del deber
de conservacién (GARCIA ALvarez) y al régimen de ayudas piblicas (IGLESIAS)
en esta materia. Se analizan igualmente los factores demogréficos y sociales
que inciden sobre la identificacién de los dmbitos idéneos para intervenir o
los efectos de esa intervencién (LEAL y SORANDO), asi como el encaje de esta
accién en la problemdtica territorial y urbanistica actual resultante de la expan-
sién incontrolada de los Gltimos afios (FARINA), algunas de las experiencias de
gestién punteras de rehabilitacién integral realizadas en Zaragoza (Rusio) y los
beneficios medioambientales y econémicos derivados de tales intervenciones
para tratar de reducir los periodos de retorno e identificar los problemas y
malas prdcticas que pueden incidir al alza sobre los mismos (LOPEZ, PALOMERO,
ORTEGA y DEL AMO).

Es tiempo de crisis, sin duda, pero es también tiempo de oportunidades.
En un escenario expansivo como el que vivimos entre los afios 1997 y 2007
el debate que ha llevado a la aprobacién de la Ley 8/2013 y el nuevo plan
estatal de vivienda, entre otras normas, hubiera sido imposible de abordar
y, a la postre, tales normas no se hubieran aprobado. Hoy son normas en
vigor que nos proponen nuevas técnicas, nuevos objetivos, nuevos derechos y
obligaciones. Europa empuja por ese camino con las exigencias de eficiencia
energética de la edificacién. La subsistencia del sector de la construccién, y de
las profesiones que giran en torno al mismo, también. Fue con ese propédsito
con el que la Cétedra Zaragoza Vivienda de la Universidad de Zaragoza,
con la siempre amable colaboracién del Instituto Aragonés de Administracién
Péblica, promovié la elaboracién del presente volumen colectivo que, centrado
en un principio de forma genérica en el andlisis de la rehabilitacién y la rege-
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PRESENTACION

neracién urbana, felizmente ha podido incorporar el de la nueva normativa
que trata de impulsarlas.

No estamos ante un estudio sistemdtico ni exhaustivo de toda la rica
problemdtica que suscitan las nuevas normas citadas en esta presentacién, y
de otras que las han precedido o seguido. Si ante una aproximacién rigurosa
e interdisciplinar a las mismas, que aspira a contribuir a generar debate
académico y profesional, a identificar problemas vy, en lo posible, a apuntar
soluciones. Al lector compete, como siempre, juzgar el resultado. A quien
suscribe estas lineas, en todo caso, corresponde agradecer su acogida a la
Revista aragonesa de Administracién Poblica, que incluyé este volumen entre sus
excelentes monografias, y a la Cétedra Zaragoza Vivienda de la Universidad
de Zaragoza y la sociedad municipal Zaragoza Vivienda, que contribuyeron
decisivamente a su financiacién haciendo posible la edicién.

Zaragoza, septiembre de 2013.
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CIUDAD SOSTENIBLE, REHABII.!TACION
ARQUITECTONICA Y REGENERACION URBANA

Jost FARINA Tojo

SUMARIO: I. LAREALIDAD GLOBAL.- 1. S/?’UACION DE LAS AREAS URBANIZADAS.-
il LA COYUNTURA LOCAL.~ IV. LA ACTUACION EN LA CIUDAD NO FRAGMENTADA.~
V. CIUDAD SOSTENIBLE, REHABILITACION Y REGENERACION.

RESUMEN: El verdadero problema al que se enfrentan la rehabilitacién y la rege-
neracién urbana actuales no estd en los centros histéricos, en la ciudad tradicional o en
los ensanches continuos de media y alta densidad, sino en los miles y miles de hectareas
de baja densidad urbanizadas de forma fragmentada y que dependen, para su super-
vivencia, del transporte horizontal de personas, mercancias, energia y alimentos. Hasta
el momento (mediados de los afios ochenta del pasado siglo XX) en que el consumo
de planeta no superé su biocapacidad, las cuestiones relacionadas con la energia y
la contaminacién no eran prioritarias. Pero a partir de entonces han incidido de forma
significativa en la forma de entender la ordenacién y gestién de nuestros territorios.

Palabras clave: planeamiento urbano y ferritorial; dispersién; rehabilitacién urbana;
regeneracién urbana; sostenibilidad.

ABSTRACT: At present, the real problem facing the rehabilitation and urban regen-
eration, is not in the historic centers, in the traditional city or in the continuous extensions
of medium and high density, but the thousands and thousands of hectares of low density,
urbanized in a fragmented form and that depend for their survival on the horizontal trans-
port of people, goods, energy and food. At mid-eighties of last century, the consumption
exceeded the biocapacity of the planet, and the issues related to energy and pollution
become priority. Since then they have significantly impacted on the way we understand
the planning and management of our ferritories.

Key words: urban and regional planning; sprawl; urban rehabilitation; urban regen-
eration; sustainability.

En los afos setenta del pasado siglo veinte se produjo un movimiento de
vuelta a la ciudad tradicional, después de un periodo de fuerte expansién, pero
su origen fue muy diferente al que podemos detectar en el momento actual. La
llamada «crisis energética» parecia que iba a revolucionar la forma de entender
la vida ciudadana, y el urbanismo de extensién se puso en cuarentena. Se
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hablaba de la necesidad de recuperar el centro de las ciudades que las clases
més favorecidas habian abandonado en parte, y se empezaron a producir
planes que respondian a estas «nuevas necesidades». Planes de reforma de
centros urbanos, de rehabilitacién, de reutilizacién de viejos contenedores
arquitecténicos para nuevos usos, de reconstruccién de nuevos barrios (sobre
todo en zonas muy degradadas como dreas chabolistas), fueron creando una
cultura de recuperacién urbana que duré aproximadamente tres lustros (1). Fue
el momento del auge del espacio urbano como contenedor de la civilidad, de
la creacién de las dreas de rehabilitacién integral y asi, por ejemplo, en la
declaracién de Amsterdam de 1975 se podia leer (2):

«La rehabilitacién de los barrios antiguos debe ser concebida y realizada, en
la medida de lo posible, de forma que no modifique sustancialmente la composicién
social de los residentes y que todos los estratos de la sociedad se beneficien de
una operacién financiada mediante fondos piblicos».

La situacién actual, tanto por su génesis como por sus circunstancias, es
radicalmente distinta y supone, probablemente, un verdadero momento critico
en la evolucién del sistema de relaciones tanto de los ciudadanos con la natura-
leza como de los ciudadanos entre si. Ademds, el caso espafiol presenta espe-
cificidades importantes que todavia la diferencian en mayor medida. Resulta
imprescindible analizar dos aspectos complementarios para poder abordar la
situacién: la realidad global y la coyuntura local.

I. LA REALIDAD GLOBAL

En el afio 2000 se calcula la huella ecolégica de la totalidad del planeta
atendiendo a siete indicadores. Los resultados fueron una llamada de atencién
acerca de que algo no se estaba haciendo bien: se consumian alrededor de
164 millones de unidades de medida pero la biocapacidad del planeta era
sélo de 125, lo que significaba un sobreconsumo del 31% (3). Aunque la

(1) Todo este proceso estd resefiado en muchos sitios pero es particularmente interesante la
visién que ofrece para el caso de Londres precisamente en estos afios Peter HALL en su libro Ciudades del
madana. Historia del urbanismo del siglo XX, publicado por ediciones del Serval en el afio 1996.

(2) Aunque la Declaracién de Amsterdam de 1975 se referia, bdsicamente, a la conservacién
y rehabilitacién del patrimonio histérico, supone un momento importante porque refleja que la mirada
social deja de dirigirse a la periferia y se vuelve a los centros. Ademds porque consolida la idea de
que rehabilitacién y regeneracién no pueden entenderse exclusivamente como arquitecténicas sino
que hay que entenderlas en un contexto urbano.

(3) Mathis WACKERNAGEL, Larry ONIsTO, Alejandro CALLEIAS LINARES, Ina Susana LOpPEZ FALFAN,
Jests MENDEZ GARCIA, Ana Isabel SuARez GUERRERO, M® Guadalupe SuAREZ GUERRERO: Ecological Foot-
prints of Nations: How Much Nature Do They Use2 How Much Nature Do they Have?2. Comisionado
por el foro de Rio+5. International Council for Local Environmental Initiatives, Toronto, 1997.
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utilizacién de otros indicadores pueda cambiar algo el resultado parece que
el exceso de consumo de planeta, en cualquier caso, no baja del 20%. Esto,
claro estd, sélo es posible porque el planeta ha ido «ahorrando» a lo largo de
milenios, y los «ahorros» acumulados en forma de sumideros de contaminacién,
materiales o energia (combustibles fésiles, energia nuclear) son los que suplen
los excesos de consumo.

Ademés resulta que esta excesiva explotacién del medio no se hace de
forma uniforme en la totalidad del planeta (4). Por poner ejemplos extremos: los
Emiratos Arabes Unidos (con el record mundial) tienen una huella 9,5 Ha/cap
(hectdreas globales per capita), y los Estados Unidos de Norteamérica (que le
siguen) 9,4 mientras que la de Per( es sélo de 1,6 y las de Zambia o el Congo
apenas llegan al 0,8 o la de Afganistdn estd en el 0,5. La media mundial
de 2,7 (5).

Por supuesto que estos datos se reproducen también en el dmbito euro-
peo. La huella ecolégica espafiola es de 5,7 Ha/cap superior, por tanto, a
la media de la Unién Europea que es de 4,8 (6). Y todo esto sin contar el
llamado «déficit ecolégico» que todavia hace la situacién més comprometida
en determinados lugares.

Para no plantear el dmbito de confrontacién muy directo (entre Comu-
nidades en este pais o entre paises de la Unién Europea) se puede ver que
el crecimiento de la huella ecolégica de la India entre 1992 y 2008 ha sido
casi de un 20% (con un valor actual de 0,9 Ha/cap) o el de China superior
al 25% (con un valor actual de 2,1 Ha/cap). Por supuesto que este consumo
de planeta es muy diferente también segin clases sociales (7).

Dado que se ha superado la huella ecolégica del planeta la dnica alter-
nativa para seguir aumentando el consumo (es decir, aparentemente la huella
ecolégica) es hacerlo a costa de otros territorios. Va a ser complicado que

(4) En concreto, para el caso de las ciudades, puede consultarse, Carl FOLKE, Asa JANSSON,
Jonas LARSSON y Robert CosTaNzZA: «Ecosystem Appropriation by Cities», Ambio. Vol. 26 No.3, May
1997.

(5) Estos ndmeros han sufrido numerosas correcciones pero las técnicas de célculo se han
ido depurando con el tiempo, de forma que, en la actualidad, son bastante fiables. Corresponden
al afio 2008 y han sido calculados por la Global Footprint Network.

(6) Estos valores han sido modificados (al alza) por un estudio més detallado del Ministerio
del Medio Ambiente y Medio Rural y Marino también del afio 2008 pero realizado especificamente
para Espafia donde también se pueden consultar los datos por Comunidades Auténomas y las proyec-
ciones. El estudio se titula Andlisis de la huella ecoldgica de Espafia. He preferido utilizar los datos
de la Global Footprint Network para poder compararlos con los del pérrafo anterior ya que se ha
seguido la misma metodologia. En cualquier caso un punto mds o menos es irrelevante para la tesis
que pretendo mantener, lo importante es el orden de magnitud en términos comparativos.

(7) Datos extraidos del mismo lugar que los anteriores.
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aquellos con valores mas altos de la huella ecolégica puedan seguir aumen-
tdndola a costa de ofros paises que tienen huellas muy bajas porque es ya
literalmente imposible sustraerles més territorio («ecolégico»). Mds bien, como
se ha ejemplificado para el caso de China o la India, esto se va a producir
a la inversa, aquellos que tengan huellas muy por debajo de la media van a
intentar recuperar para si los sumideros de contaminacién (Amazonia en Brasil,
p.e.) o las fuentes energéticas, biocombustibles incluidos.

La realidad global, por tanto, no parece particularmente favorable ya
que aparentemente, de una forma u otra, esta situacién supone costos (cuotas
de COg, precios mds altos por las importaciones de materias primas, biocom-
bustibles o productos agricolas) y ya ha empezado a repercutir de forma muy
desfavorable en la competitividad de nuestros servicios y nuestras empresas
y en la calidad de vida de los ciudadanos. Aparentemente la dnica solucién
posible para conseguir aumentar la competitividad es aumentar la eficiencia.
Y aumentar la eficiencia de nuestros territorios es hacer que funcionen mds con
menos. No desperdiciando energia, suelo, tiempo y contaminacién en desplaza-
mientos innecesarios o caros o en calentar o enfriar edificios bioclimaticamente
absurdos. Convirtiendo hectdreas de territorios inservibles a la espera de ser
urbanizados en territorios productivos. Y desde este punto de vista los objetivos
empresariales coinciden con los propuestos por un entendimiento sostenible
del territorio. Dado este panorama global se necesita de forma urgente un
funcionamiento mucho més eficiente de nuestras dreas urbanizadas.

Il. SITUACION DE LAS AREAS URBANIZADAS

La ciudad nacié para separarse de la naturaleza, para que la Humanidad
pudiera establecer en un drea limitada del territorio un orden diferente al orden
natural. Este orden urbano requiere muchos mds recursos materiales que el
natural y por eso, tradicionalmente, las ciudades han ocupado porciones de
territorio limitadas (8). De forma que a lo largo de la historia de la civilizacién y
hasta después de la segunda guerra mundial, las ciudades se han comportado
como elementos puntuales en el territorio. Desde el punto de vista sistémico
se estudiaban como objetos cuya masa era su poblacién, précticamente sin
superficie y unidas entre si mediante vias de comunicacién que apenas tenian
un impacto apreciable sobre el medio. A los urbanistas y a los gedgrafos de
entonces ni se les ocurria estudiar la relacién de su superficie sobre la total del

(8) Todas estas ideas de la relacién entre ambos érdenes, la naturaleza y la civdad, aparecen
desarrolladas con mayor amplitud y justificadas en el articulo de José FARINA y Javier Ruiz titulado
«Orden, desorden y entropia en la construccién de la ciudad» publicado en el nimero 7 de la revista
Urban correspondiente al verano del afio 2002.
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territorio, ya que era despreciable. Desde el punto de vista formal eran una
especie de quistes. Eso si, con una gran capacidad metabdlica, pues para su
funcionamiento necesitaban de todo su entorno y de estructuras intermedias
como la agricultura o la ganaderia (9).

Pero a partir de los afos cincuenta del pasado siglo XX la ciudad hace
suyo todo el territorio y, baséndose en las posibilidades que ofrecia el automévil
privado, empieza a ocuparlo de forma indiscriminada (10). Entonces hubo que
encerrar las dreas de naturaleza para protegerlas, dreas que pasaron de ser
la matriz a ser las teselas en la malla territorial. Y en Espafia esto se manifesté
incluso desde el punto de vista legislativo. En la Ley del Suelo de 1956 todo el
territorio era ristico, excepto aquel que ya era ciuvdad o el cercano a la misma
que tenia vocacién urbana. En la Ley del Suelo de 1998 ya todo el suelo del
territorio espafiol era urbanizable, excepto el que contaba con determinados
valores que habia que proteger y el que ya era urbano.

El problema es que para que el sistema urbano pueda funcionar necesita
del medio natural, por la sencilla razén de que el orden urbano es de diferente
clase que el natural, y la ciudad, tradicionalmente, utiliza su entorno para
completar sus ciclos de consumo vy eliminacién de desechos. Para decirlo de
una forma mds sistémica: el subsistema urbano necesita ceder entropia al Gnico
sitio que puede absorberla, que es el medio natural, para conseguir mantener
su orden antrépico (11). Pero la progresiva disminucién de este medio hace
que, segln apuntan todos los indicadores, probablemente hayamos llegado
al limite.

En el momento actual se pueden distinguir tres territorios con funcio-
namiento diferenciado: la naturaleza protegida, la ciudad tradicional y el
correspondiente al drea de interfase entre las dos (12). En muchos lugares

(9) Existen multitud de estudios de referencia acerca de los intercambios de la ciudad con el
entorno. En Espafia es ya clasico el de NAReDO Y FRrias publicado en el afio 1988 por la Consejeria
de Economia de la Comunidad de Madrid titulado Flujos de energia, agua, materiales e informacién
en la Comunidad de Madrid, donde se incluye un balance de estos flujos en millones de toneladas
anuales y sus principales contrapartidas monetarias.

(10)  Este proceso se analiza con mayor detalle en el comentario del libro La explosién de la
ciudad publicado en el nimero 100 del afio 2005 de la revista Arquitectura Viva, del que es autor
José Farifia y titulado «Todo el territorio para la ciudad».

(11) A pesar de que seria discutible el uso de algin término, por su claridad se reproduce
el siguiente parrafo del libro de Virginio BETTINI, Elementi di ecologia urbana, publicado por Einaudi
en 1996: «Un sistema abierto (una ciudad) puede, por tanto, mantenerse en un estado ordenado
cediendo entropia positiva al medioambiente circundante (es decir, desordenandolo) en forma de
calor y sustancias quimicas degradadas, al tiempo que captura entropia negativas.

(12) También este tema lo he desarrollado con mucha mayor amplitud en el articulo publi-
cado en 2006 en el nimero 75 de la revista Ingenieria y Territorio y que se titulaba «Asimetria e
incertidumbre en el paisaje de la ciudad sostenible».
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(por ejemplo, en una parte importante de los municipios madrilefios) la mayor
superficie en hectdreas corresponde precisamente a esta interfase. No es el
momento de abordar la cuestién del terreno de naturaleza protegida y no lo
voy a hacer. Apenas dedicaré unas palabras para mencionar que la forma
fragmentada en la que se estd produciendo la interfase, imposibilita en muchos
casos el funcionamiento efectivo de estas dreas de naturaleza como tales
convirtiéndolas en pseudonaturales al estar supeditados su ritmo y funciona-
miento a elementos antrépicos. En algunos sitios, por ejemplo, la posibilidad
de establecer redes ecoldgicas (imprescindibles para que estas dreas no se
conviertan en relictos) se ha convertido ya en imposibilidad (13). Respecto al
funcionamiento de las dreas urbanas tradicionales, por su importancia para
los temas de rehabilitacién, mds adelante se tratard de analizar su situacién
con defenimiento suficiente.

Ahora me voy a referir al resto. En las dreas urbanas de la interfase frag-
mentada la urbanizacién se estd comportando de forma perversa. La tendencia
a vivir en pequefias comunidades residenciales, separadas unas de ofras,
habitadas por personas de parecida categoria econémica y social, que van a
trabajar a los fragmentos dedicados a oficinas o a industrias (o al interior de
la ciudad tradicional que se ha convertido en un fragmento mds) o a comprar
los fines de semana en grandes hipermercados que, ademds, estdn sustituyendo
a los espacios puiblicos tradicionales. La ciudad se va haciendo asi a trozos,
ocupando dreas de campo, y dejando espacios libres entre estos trozos. Estas
nuevas dreas urbanizadas presentan el funcionamiento mds ineficiente posi-
ble (14). La cuestién de la movilidad es una de las disfunciones mds obvias. Por
ejemplo, estd mds que comprobada la imposibilidad de mantener un transporte
pUblico rentable con las bajas densidades de las modernas periferias (15). Esto
también pasa, claro, con una biblioteca. O una escuela (a menos que se haga
recorrer a los nifios largas distancias en autobuses).

(13) Esta cuestién ya la demostramos en un trabajo conjunto con la universidad de Palermo
publicado por la editorial italiana Aracne en 2008: FARINA, J.: «Urbanizazzioni fragméntate: alcune
riflessioni» en ACIERNO, A. y Mazza, A.: Cittd in transformazione. Pero la cuestién bésica de las
redes ecolégicas es ya un tépico en la literatura especializada. Sélo cémo hilo del que tirar podria
citar el articulo de BENNETT, G. and MutonGoy, K. J., 2006, «Review of experience with ecological
networks, corridors and buffer zones», Secretariat of the Convention on Biological Diversity, CBD
Technical Series, n. 23.

(14)  Una magnifica descripcién de este proceso puede encontrarse en el libro coordinado
por Ramén FotcH, publicado por la Diputacién de Barcelona en el afio 2003 y titulado El ferritorio
como sistema: conceptos y herramientas de coordinacién.

(15) Hay muchos estudios incluso con referencias concretas. Por ejemplo en la guia publicada
el afio 2005 por la Commission for Architecture del CABE de Londres titulada Better Neighbourhoods:
Making higher densities work, se habla de una densidad minima de 50 viviendas por hectérea para
hacer viable un transporte colectivo de utilidad.
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Pero este mal funcionamiento también lo es desde el punto de vista social
debido a la segregacién espacial producida y a la falta de movilidad entre
clases (16). Y es que a los problemas desde el punto de vista del transporte
de mercancias y de personas, con una altisima tasa de generacién de viajes,
la imposibilidad de trasladarse a pie o en bicicleta para realizar la mayor
parte de las actividades, o la nula rentabilidad del transporte piblico en la
periferia fragmentada que hace imposible su mantenimiento sin subvenciones
pUblicas, se une también la disminucién en la calidad de vida de los habitantes
al invertir una parte importante de su tiempo en los traslados.

lll. LA COYUNTURA LOCAL

Actualmente los municipios se encuentran en un momento de crisis finan-
ciera, con el problema de que tienen que dar servicios a los ciudadanos en
unas condiciones de eficiencia del funcionamiento de sus territorios realmente
deplorables. Pero es que, a esta crisis financiera hay que afadir que el modelo
de desarrollo seguido hasta el momento basado en la creacién de dreas urbe-
nizadas de forma indiscriminada ya no funciona. De momento el lema deberia
ser: ni un metro cuadrado de nueva urbanizacién mds. Resulta imprescindible
un tiempo de transicién que permita ir cambiando el modelo de forma paula-
tina ya que, de lo contrario, el ajuste puede ser (estd siendo) muy impactante.
El mantenimiento transitorio de la actividad constructiva en una superficie ya
construida sélo puede venir de la recomposicién de este espacio construido:
rehabilitar, reconstruir o reutilizar.

Recapitulando: tanto la coyuntura global como la local miran ambas en
la misma direccién, la ciudad construida. Respecto a la periferia fragmentada
parece que es el tiempo de la recomposicién pensando soluciones ferritoriales
més eficientes desde el punto de vista de las infraestructuras, los servicios,
usos y densidades. Estas soluciones probablemente pasen por la aglutinacién,
la creacién de nuevas centralidades no especializadas, el establecimiento de
gradientes que las dreas fragmentadas han eliminado casi de forma total, los
cambios en los usos, sistemas energéticos equidistribuidos y, en general, una
vuelta al llamado desarrollo endégeno o local. Esto significa la utilizacién
productiva del territorio entre fragmentos y la renovacién y reutilizacién, en

(16) Para el caso espafol [y de Madrid en particular) lo constatamos en un trabajo de inves-
tigacién realizado para el Ministerio de Obras Publicas y publicado en el nimero 2 de la revista
Urban en el afio 1998. José FARINA y Julio POZUETA: «La movilidad en los tejidos residenciales del
suburbio dispersos.
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parte, de lo existente (17). Generalmente cuando se habla de rehabilitacién
o renovacién urbana inmediatamente uno piensa en los casos histéricos en
los barrios periféricos de bloques y torres, en los ensanches. Sin embargo,
el verdadero problema al que ha de enfrentarse el siglo XXI en este aspecto
son las dreas de interfase fragmentada de baja densidad. Lo que solemos
denominar el sprawl/ (18).

IV. LA ACTUACION EN LA CIUDAD NO FRAGMENTADA

En lo que se refiere a la parte central del drea urbana los problemas y
las posibilidades son muy diferentes. Las posibilidades podriamos resumirlas
en tres apartados.

El primero tiene que ver con la renovacién. Probablemente sea necesario
renovar barrios enteros de casi imposible rehabilitacién. Generalmente situados
en zonas mds periféricas y construidos en unos momentos en que era necesario
alojar en las ciudades a miles de inmigrantes que llegaban de otras locali-
dades mds pequefas o de las aldeas, es muy dificil que superen los minimos
necesarios para cumplir decentemente los objetivos de un alojamiento digno vy,
ademds, no cuentan con ningin tipo de valor histérico o artistico que justifique
su mantenimiento. Pero se trata de terreno urbano consolidado, totalmente
antropizado cuyos costes de devolucién al medio natural, en general, son
superiores a los beneficios. En estos casos habrd que tirar y reconstruir con
criterios de sostenibilidad. Se trata de un tipo de operaciones que son muy
complejas y sobre ellas existe siempre el peligro de que renovar signifique,
en realidad, sustituir cuerpos sociales diversos por otros «de iguales» y, gene-
ralmente, correspondientes a capas sociales de mayor poder adquisitivo (19).
Hacer bien una operacién de renovacién urbana exige un cuidado exquisito
por parte del planificador y del gestor que se encargue de llevarla a cabo

(17) Este es el sentido que se le da actualmente al término «territorios productivos» como
contraposicién al de «suelos en espera de ser urbanizados». Empiezan a ser numerosos los cursos,
congresos, jornadas, centrados precisamente en esta cuestién. Por poner un ejemplo de uno al que
asisti recientemente como invitado: «Paisajes Productivos», organizado por el Colegio de Arquitectos
Vasco-Navarro en Bilbao el pasado mes de enero.

(18) A pesar de mis resistencias a la utilizacién de palabras inglesas no he conseguido
una equivalente en castellano. Una discusién acerca de este término escrita para clarificarlo a mis
alumnos puede encontrarse en mi blog en la direccién siguiente: http://elblogdefarina.blogspot.
com.es/2012/09/el-sprawl-es-bello.html También en muchos otros lugares, pero incluso el propio
concepto en inglés estd sometido a discusién.

(19)  Un articulo que puede llegar a clarificar el tema es el que escribié ya hace algunos afios,
2003, Miguel Angel TROITINO en la revista de la UPC Perspectivas Urbanas que ftitulé «Renovacién
Urbana: dindmicas y cambios funcionales».
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y seria un error dejar la direccién de la misma exclusivamente en manos del
constructor. Esta misma advertencia hay que hacerla también para el caso de
las operaciones de rehabilitacion.

El segundo se corresponde con todas aquellas operaciones relacionadas
con el aumento de calidad del entorno urbano. Seria una equivocacién pensar
que la adecuacién a los nuevos tiempos de una vivienda o de un edificio de
oficinas termina de puertas para dentro. Cada vez mds el entorno urbano se
entiende como una prolongacién del espacio privado habitado. Sin embargo,
el concepto de espacio piblico esté cambiando de forma muy acelerada y en
este apartado es muy dificil generalizar (20). Quizés lo Gnico que se pueda
decir en un acercamiento al problema como éste, es que las preocupaciones
mds relevantes acerca del espacio piblico en el momento actual tienen que
ver con la seguridad ciudadana (21). La seguridad que se presuponia a las
calles, plazas y jardines tenia que ver con el control por parte de los propios
ciudadanos basado en la civilidad. Al bascular en los Gltimos afios lo colectivo
hacia lo individual esta civilidad ha desaparecido en parte y con ella el auto-
control (22). La consecuencia es un desplazamiento de los espacios de relacién
de dmbitos pdblicos a privados donde se supone una mayor seguridad (para
aquellos que puedan pagarla, claro). Por tanto el disefio y organizacién del
espacio publico ha de tener un enfoque distinto, y esto apenas se estd consi-
derando. Se estd produciendo en la préctica la desaparicién de las funciones
tradicionales de dichos espacios, por no uso, o por colonizacién por parte
de determinados nichos sociales que los utilizan, no como sistema de relacién
sino como forma de autoafirmacién (23).

(20) Aunque mi libro titulado La proteccién del patrimonio urbano (Akal, 2000) tiene ya
unos cuantos afios a sus espaldas, recoge y desarrolla con mayor amplitud estas ideas, haciendo
referencia al momento concreto en que las operaciones de rehabilitacién y regeneracién pasaron de
considerarse como propias de la arquitectura para situarlas en un contexto més urbano.

(21) Todo lo relacionado con la seguridad en las calles estd adquiriendo una importancia muy
grande cuando estudiamos la ciudad tradicional. A partir de los pioneros trabajos de Oscar NEwMAN
con Defensible space: people and design in the violent city publicada por Architectural Press en el
afio 1971 o Creating Defensible Space con U.S. Department of Housing and Urban Development y
Office of Policy Development and Research en el afio 1996, se han desarrollado una serie de méto-
dos como el CEPTED y otros que permiten conseguir un notable aumento de la llamada seguridad
subjetiva (e, indirectamente, de la objetiva) mediante rutinas de disefio seguro.

(22) Esta tesis estd magnificamente defendida en el libro de Zygmunt BAUMAN Moderni-
dad liquida, en el que se analiza este transito de lo publico a lo privado y los problemas que
conlleva.

(23) AwsuAcl, J.: «La transformacién de la ciudad, de la ciudad-sociedad a la ciudad-mer-

cantil», en FARINA, J. (coord.): Los nuevos espacios publicos y la vivienda en el siglo XXI, Ministerio
de la Vivienda, Madrid, 2009.
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El tercero se refiere a la puesta en carga de los edificios ya construidos.
Para ello resulta imprescindible adaptarlos para mejorar sus, generalmente,
malas condiciones de habitabilidad. Y esta adaptacién debe cumplir un requi-
sito nuevo que en la anterior vuelta a la ciudad tradicional que se produjo en
los afios setenta del pasado siglo XX no era esencial: la eficiencia. Es decir,
los edificios por supuesto que han de ser rehabilitados con criterios de eficacia
(han de hacer posible una vida moderna de calidad) sino que, ademds, han
de hacerlo eficientemente: consiguiéndolo con el menor consumo de energia
posible y produciendo la menor contaminacién (24).

Si se quiere conseguir una ciudad mds competitiva este requisito es impres-
cindible ya que, de una forma u ofra tal y como se ha visto al comienzo, los
costes ambientales se van a pagar. Esto que no era tan evidente en la vuelta
a los centros que se produjo en los afios setenta ahora se ha vuelto crucial. Ya
no se puede rehabilitar como antes, simplemente con criterios de eficacia (en
muchos casos incluso muy discutibles) que hay que dar por supuestos ya que,
de lo contrario, es imposible la eficiencia, sino que se impone una rehabilita-
cién con criterios de sostenibilidad. Y los criterios de sostenibilidad no son tan
sélo criterios de mejora del ambiente local, sino que son criterios de huella
ecolégica. Es decir, criterios relacionados con el mantenimiento del planeta.

Pero es que, ademds, este aumento en la eficiencia es necesario para
conseguir mejorar el rendimiento de la ciudad y hacerla més competitiva. En un
mundo globalizado en que las grandes dreas urbanas necesitan posicionarse,
con costes cada vez mds altos de la energia y la imposicién de peajes por
contaminar, el mero hecho de rehabilitar no es suficiente. Probablemente lo
seria si el objetivo fuese simplemente propiciar un periodo de transicién, para
que las empresas constructoras y todo el empleo que depende de ellas pudieran
reconvertirse. Pero una vez terminado este periodo encontrariamos una ciudad
no adaptada a los requisitos del siglo XXI, poco competitiva, y cuyos habitantes
iban a tener graves problemas para poder mantener su calidad de vida.

V. CIUDAD SOSTENIBLE, REHABILITACION Y REGENERACION

Con ser todo lo anterior muy importante la verdadera lucha por la super-
vivencia de la urbanidad, es decir de la civilidad democrdtica, se va a pro-
ducir en las dreas de ciudad fragmentada y de baja densidad. De esos miles

(24) Esta eficiencia ha de poder ser cuantificada. Han empezado a surgir una serie de
sociedades que se dedican precisamente a esto. Son las llamadas entidades de certificacién. Un
repaso muy interesante sobre el tema aplicado a la parte mds dificil, la ciudad, puede encontrarse
en Cifur] n° 77, publicado en el afio 2011, del que es autor Ricardo ALviRa y que se titula Métodos
de certificacién de la sostenibilidad en proyectos urbanos.
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y miles de hectéreas que pueblan en su mayor parte las dreas urbanizadas
del mundo desarrollado. Y se va a producir por una razén muy sencilla: su
funcionamiento estd basado en unos precios irrisorios de la energia (toda
ella estd subvencionada por lo menos en aspectos clave tales como la no
internalizacién de los costes ecolégicos, pero también en muchos otros) que
ha permitido desplazamientos horizontales de personas, energia, materiales y
alimentos, realmente absurdos. No parece normal que sea mds caro consumir
en Pamplona un espdrrago cultivado a pocos kilémetros que otro traido de
Perd. Atn contando con costes de mano de obra muy diferentes. Eso sélo es
posible si la energia destinada a ese transporte practicamente se regala.

Pero este tiempo se ha terminado. Ya no se puede acaparar mds energia
por parte del mundo desarrollado del que todavia estd luchando por comer,
porque ya no se le puede sacar més. Y eso sin contar con economias emer-
gentes como Brasil, India o China que reclaman su cuota correspondiente de
consumo de planeta. No parece que el problema vaya a ser que la energia
se agote. Por supuesto que existen fuentes renovables y que todavia no se ha
llegado a extraer toda la energia fésil existente. El verdadero problema es su
precio. Independientemente de la necesidad de internalizar todos los costes
externos en el precio (es decir, incluir la contaminacién que también forma
parte de la huella ecolégica) la evidencia es que las fuentes energéticas actual-
mente existentes estén llegando al punto en el que los costes simplemente de
obtencién se disparen (25).

Sea a plazo de diez, quince o veinte afios este funcionamiento urbano va
a colapsar. De hecho, estd colapsando. Muchos ayuntamientos no tienen dinero
suficiente para recoger la basura de cientos y cientos de hectdreas urbanizadas
por todo el municipio, o para suministrar alumbrado pdblico. Y eso sin hablar
de servicios esenciales como la educacién o la sanidad. Autobuses que tienen
que recoger a los nifios haciendo rutas interminables, traslados urgentes en
helicépteros porque las ambulancias no llegarian a tiempo a los hospitales. Las
bajas densidades y la fragmentacién impiden suministrar la mayor parte de

(25) No quisiera entrar ahora en esta polémica que, sencillamente, he introducido mds bien
a efectos de que lector pueda entender répidamente que las bases de la ciudad fragmentada de
baja densidad, son muy endebles y que, de hecho, se estén fracturando. La principal es el trans-
porte de personas, mercancias, energia y contaminacién. Pero es que el transporte de todo esto
no sélo depende de una energia barata, es que significa, ademds, muchas otras cosas: ocupacién
del suelo con grandes infraestructuras, gastos de mantenimiento insoportables, imposibilidad de
suministrar servicios urbanos a todos los ciudadanos, una discriminacién socio-espacial que fractura
la convivencia y, sobre todo, que impide el buen funcionamiento de los ecosistemas naturales y de
los agroecosistemas, fundamentales para la existencia de la propia ciudad. El costo en términos de
no funcionamiento de los ecosistemas puede encontrarse en informe del Ministerio de Agricultura,
Alimentacién y Medio Ambiente titulado Evaluacién de los Ecosistemas del Milenio en Espafia del
cual todavia algunos de sus capitulos estdn terminando su redaccién definitiva.
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los servicios urbanos. Tampoco el transporte colectivo es la solucién porque, a
menos que tenga fortisimas subvenciones no puede ser rentable: se necesitan
densidades minimas para que se pueda prestar un servicio Util: que no tarde en
llegar a destino horas con recorridos eternos debido a la cantidad interminable
de paradas para recoger a uno o dos viajeros.

Este es el campo de batalla de la rehabilitacién y la regeneracién urbana
del siglo XXI. Asi como decia al comienzo del articulo que la vuelta a los cen-
tros urbanos significé la adaptacién de la ciudad tradicional al siglo XX, en el
momento actual necesitamos reconvertir todos estos ferritorios de urbanizacién
fragmentada y dispersa en algo distinto, que pueda funcionar con un consumo
de planeta mucho menor que el actual y que, a pesar de ello, permita una vida
digna a sus habitantes. Muchos centros de investigacién y los responsables
de la planificacién en ciudades de todo el mundo estén buscando soluciones.
La regeneracién y la rehabilitacién de los centros histéricos, de los ensanches
tradicionales en la ciudad continua de media y alta densidad, cuentan ya con
técnicas, soluciones, experiencias que permiten, si se trabaja con un minimo
de racionalidad, obtener respuestas eficientes, seguras y adecuadas a las
necesidades de sus habitantes. Pero todas las dreas de interfase fragmentada
que empiezan a plantear ya problemas graves de funcionamiento (y eso que
no he abordado muchos otros de cardcter social tales como el hecho de que
vamos hacia una sociedad de gente muy mayor) hay que reconvertirlas en otra
cosa. Ese es el verdadero problema al que nos enfrentamos en este siglo que
ya lleva mds de un década recorrida sin que la sociedad ni la clase politica
se percaten de su magnitud e importancia.
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RESUMEN: En Espaiia la accién publica y privada sobre la ciudad se ha orientado
habitualmente a la expansién urbana, al ensanche, primando la edificacién de nueva
planta sobre la intervencién en la ciudad y la edificacién existente. La regulacién del
deber de conservacién, estrechamente conectada con la ruina de los edificios, que cons-
tituye su limite, ha sido insuficiente para lograr el mantenimiento de la ciudad histérica
en adecuado estado de conservacién. Ademds, salvo en casos concretos, y relativamente
recientes, no se ha afrontado la regulacién o la gestién organizada de la rehabilitacién
y regeneracién urbana, la intervencién global sobre la ciudad existente para recuperar
el tejido urbano en su conjunto. En los Gltimos afos, sin embargo, la crisis parece haber
impuesto una profunda reflexién a este respecto que ha conducido a la aprobacién de
la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbanas,
entre ofras normas, que incorpora a nuestro ordenamiento nuevos instrumentos de pla-
nificacién y gestién de la rehabilitacién y la regeneracién urbana.

Palabras clave: deber de conservacién; ruina; rehabilitacién urbana; regeneracién
urbana.
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ABSTRACT: In Spain public and private action on the city has usually focused on
urban expansion, to the «ensanche», giving priority to the building of new plant on the
intervention in the city and the existing building. The regulation of the duty of conserva-
tion, closely connected with the ruin of buildings, which is its limit, has been insufficient
to achieve the maintenance of the historic city in proper condition. In addition, except
in specific cases, and relatively recent, there has not been faced the regulation or the
organised management of rehabilitation and urban regeneration, the global intervention
on the existing city to recover the urban fabric as a whole. In recent years, however,
the crisis appears to have imposed a profound reflection in this regard which has led to
the adoption of the law 8/2013, on June 26, rehabilitation, regeneration and renewal
urban, among other rules, incorporating new instruments of planning and management
of rehabilitation and urban regeneration to our legal system.

Key words: conservation of the buildings; urban improvement; urban renewal; duties
of the owner of a building.

I. LA REHABILITACION, ACCESORIA Y DESESTRUCTURADA

Es lugar comin en nuestro pais la afirmacién de la configuracién de la
legislacién urbanistica, antes estatal y hoy autonémica, como legislacién de
ensanche, como normas impulsoras de un modelo de accién sobre la ciudad
y el territorio que tiende a la expansién, al consumo de suelo, a la extensidn
de la ciudad para atender nuevas necesidades manifestadas en forma de
demanda financiable sin consideracién alguna a la posibilidad de satisfacerlas
con el tejido urbano ya existente. Al abandono por el urbanismo de la ciudad
interior, excepto acaso para operaciones de renovacién urbana que trasladan
a ella los esquemas del ensanche con mayor flexibilidad y expectativa de
aprovechamiento (sobre ellas CERVERA PAscUAL, 2013), se suma una regulacién
de la rehabilitacién, tanto en su vertiente puramente arquitecténica como en
la integral orientada a lograr la regeneracién de la ciudad existente, caracte-
rizada histéricamente en Espaiia por su fragmentacién, su cardcter accesorio
respecto de ofras politicas y, dada su vinculacién parcial a los planes de
vivienda, por su contingencia.

La rehabilitacién, en el amplio sentido apuntado comprensivo de ciudad y
edificacién, ha sido la gran ausente de la normativa urbanistica hasta fechas
recientes, limitada a una escasa regulacién de las actuaciones de reforma inte-
rior, dirigida fundamentalmente a la intervencién sobre la trama urbana y que
obvia, en general, la intervencién sobre la edificacién existente y el impacto
que la misma puede tener sobre conceptos como aprovechamiento, espacios
libres o urbanizacién. La apuntada deriva histérica de la legislacién urbanistica
espafiola hacia el ensanche supuso el abandono de técnicas operativas para la
reforma interior, bien es cierto que concebidas con objetivos muy distintos de
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los actuales, como la expropiacién por franjas laterales gestionada directamente
o mediante concesién. La ausencia de instrumentos urbanisticos operativos diri-
gidos a favorecer y canalizar la rehabilitacién de la ciudad o su renovacién,
més alld de los planes especiales introducidos en la normativa estatal de los
setenta, no ha impedido que de la legislacién y el planeamiento urbanistico se
derivasen auténticas obligaciones de rehabilitacién, habitualmente proyectadas
sobre concretos edificios o, a lo sumo, entornos y basadas en las determina-
ciones resultantes de los catdlogos o en la regulacién, cada vez mas amplia y
ambiciosa cualitativa y cuantitativamente, del deber de conservacion.

A la imprecisién de la normativa urbanistica se une tradicionalmente su
falta de conexién con la normativa sobre propiedad horizontal, siendo que
serd tal régimen juridico el ordinariamente aplicable en la gran mayoria de
intervenciones que se realicen sobre entornos urbanos o barrios de ciudades
de una minima entidad. Y tampoco la normativa fiscal favorecia este tipo de
procesos, al orientarse la prdctica totalidad del gasto fiscal en el dmbito de
las politicas de vivienda a favorecer el acceso a la vivienda en propiedad y,
a la postre, la promocién de vivienda de nueva construccién para venta o,
tan sélo ocasionalmente, el alquiler. El corolario de esta situacién venia consti-
tuido por unos planes de vivienda contingentes, mucho més que los complejos
procesos de regeneracién urbana, que vienen incorporando subvenciones y
sistemas de financiacién a la rehabilitacién que abarcan tanto la rehabilitacién
aislada, de cuestionable eficacia y alcance para la recuperacién sistemdtica
de la ciudad existente, como la rehabilitacién en dreas, con denominacién y
régimen de fomento diverso en funcién de sus caracteristicas y del compromiso
de administraciones e interesados.

Y no muy diferente era la situacién respecto de la normativa técnica de
edificacién pues, preocupado el cédigo técnico de la edificacién, aprobado
mediante Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo (en adelante CTE), por la
obra de nueva planta, apenas acertaba a modular su alcance sobre la rehabi-
litacién, remitiendo al criterio del proyectista y generando notable inseguridad
juridica, al establecer lacénicamente, y de forma manifiestamente insuficiente
e insegura, que «igualmente, el CTE se aplicard a las obras de ampliacién,
modificacién, reforma o rehabilitacién que se realicen en edificios existentes,
siempre y cuando dichas obras sean compatibles con la naturaleza de la
intervencién y, en su caso, con el grado de proteccién que puedan tener los
edificios afectados. La posible incompatibilidad de aplicacién deberd justifi-
carse en el proyecto y, en su caso, compensarse con medidas alternativas que
sean técnica y econdmicamente viables» (art. 2.3 CTE).

No en vano, no faltaron iniciativas para reducir la ambigiedad del citado
precepto mediante estudios, instrucciones o criterios orientativos, ni iniciati-
vas para su reforma, concretada hoy en las disposiciones final undécima y
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derogatoria Unica, apartado segundo, de la Ley 8/2013, de 26 de junio,
de rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbanas (en adelante L3R). Las
novedades mds relevantes se concentran, precisamente, en la modificacién del
art. 2. Asi, en primer lugar, se elimina la definicién del concepto de «obras
de rehabilitacién», derogdndose el articulo 2.5 CTE, adopténdose el concepto
de «intervencién en los edificios existentes» conforme a la modificacién de la
letra b) del art. 2.2 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de ordenacién
de la edificacién (en adelante LOE), mucho mds abierto y omnicomprensivo
(redactado por la disposicién final tercera, apartado uno, L3R). Asi, tendrdn
la consideracién de edificacién a efectos de la LOE «todas las intervencio-
nes sobre los edificios existentes, siempre y cuando alteren su configuracién
arquitecténica, entendiendo por tales las que tengan cardcter de intervencién
total o las parciales que produzcan una variacién esencial de la composicién
general exterior, la volumetria, o el conjunto del sistema estructural, o tengan
por objeto cambiar los usos caracteristicos del edificio».

También la flexibilidad en la aplicacién del CTE se ve afectada por la
reforma. Si por un lado se amplia, al preverse que la incompatibilidad de la
aplicacién del CTE puede derivar, a criterio del proyectista, no sélo «con la
naturaleza de la intervencién y, en su caso, con el grado de proteccién que
puedan tener los edificios afectados» sino también de que «no sea urbanistica,
técnica o econémicamente viable» (art. 2.3, pdrrafos segundo vy tercero); por
otro se impide expresamente que se reduzcan las condiciones preexistentes
en relacién con las exigencias bdsicas cuando aquéllas no alcancen éstas y
nunca por debajo de ellas cuando sean superiores (art. 2.4, parrafo quinto).
Resulta evidente el propésito de introducir flexibilidad en la aplicacién del CTE
en las obras de intervencién en edificios existentes. Pero se mantiene, a mi
juicio, el cardcter accesorio que la intervencién sobre la edificacién y la ciudad
existente ha tenido para el legislador cuando se ocupa del sector inmobiliario.
Falta reflexién sobre las exigencias técnicas de la obra de intervencién sobre
edificios existentes.

Con la L3R, y ofras normas autondmicas recientes, se estd abordando
al fin la regulacién sistemdtica de la intervencién sobre la ciudad y la edifi-
cacién existentes. Y es que era notable, y denunciada por la doctrina, como
ha venido ocurriendo en general en las politicas de vivienda, la inexistencia
de una adecuada regulacién de la rehabilitacién, tanto desde la perspectiva
urbanistica como edificatoria. Y falta adn una indispensable programacién
de la rehabilitacién, basada en la definicién de objetivos a largo plazo y de
medidas para alcanzarlos que, con cardcter horizontal, han de articularse
necesariamente sobre una serie de dmbitos y sectores normativos diversos de
manera arménica. No basta una planificacién entendida mds como estructu-
racién de un sistema de fomento para un periodo de tiempo deferminado que
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como un instrumento de programacién de estas complejas politicas publicas
conectadas, ademds, con el derecho a la ciudad en general y el derecho a
la vivienda en particular. En tanto la rehabilitacién no sea algo més que la
resultante de un conjunto de medidas de fomento incorporadas al plan de
vivienda en curso serd dificil afrontar con éxito los retos que hoy dia suscitan
numerosos entornos de nuestras ciudades y pueblos. Es preciso superar la
idea de planes contingentes y asumir la mds ambiciosa de programacién,
de planificacién estratégica, a medio y largo plazo, de la intervencién soste-
nida sobre la ciudad. Las técnicas de intervencién han de imponerse sobre la
financiacién para que la politica de vivienda en general y la de rehabilitacién
arquitecténica y regeneracién urbana en particular tengan continuidad. En
esta linea, propugnada en la Carta de Leipzig (adoptada por los ministros de
desarrollo urbano y cohesién territorial de la Unién Europea en dicha ciudad,
en su reunién de 24 y 25 de mayo de 2007), han avanzado comunidades
como Cataluia, Castilla y Ledn o Andalucia o, directamente mediante planes
directores, el Pais Vasco. El futuro de la intervencién sobre la ciudad existente
pasa por una percepcién y abordaje integrado de los problemas, comprensiva
de acciones en materia urbanistica, energética, social, de movilidad, empleo
o participacién. A este respecto, resultan de gran interés las conclusiones del
Consejo Econémico y Social Europeo en su Dictamen sobre «la necesidad
de aplicar un planteamiento integrado a la rehabilitacién urbanax», de 26 de
mayo de 2010, al igual que las del Comité de las Regiones en su Dictamen
sobre el papel de la regeneracién urbana en el futuro del desarrollo urbano

en Europa, de 9 de junio de 2010.

La omisién de una planificacién estratégica de las politicas urbanas de
vivienda y de rehabilitacién por parte del Estado y de la mayoria de Comu-
nidades permite explicar su falta de continuidad y aun improvisacién, que
contrasta con lo ocurrido en el entorno europeo (RODRIGUEZ ALONSO, 2011:
181-131), tan sélo han paliado esta situacién notables esfuerzos de gestién en
algunas ciudades. La peculiar distribucién competencial en estas materias no
resulta inocua, pues si priva al Estado de competencia suficiente para adoptar
tal planificacién estratégica, aunque la tenga en otras materias, actia condicio-
nando el acceso autondmico y local a la financiacién estatal con normativas
contingentes y las comunidades auténomas, a la postre, ven limitadas sus com-
petencias por esta via. Pese a la existencia de érganos de cooperacién como
la conferencia sectorial de vivienda, la conferencia multilateral de vivienda o
las comisiones bilaterales de seguimiento, en la préctica tampoco desde una
perspectiva colaborativa se ha abordado con decisién el disefio e implementa-
cién de una planificacién estratégica en la materia que, con la firmeza que sea
precisa, identifique las lineas de accién y objetivos de estas politicas. El dia a
dia de estos érganos, especialmente de la conferencia sectorial y multilateral,
pone de manifiesto que sus sesiones son en la mayor parte de las ocasiones
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de puro trédmite administrativo y alarde politico. La L3R, sin gestidn, sin un
impulso decidido a la programacién concertada de actuaciones, no podré
por si misma corregir la situacién. Una vez mds el legislador espafiol, acaso
consciente de la escasez de recursos que sustenten las normas y de estructuras
eficaces de gestién, entrega la ciudad a las fuerzas del mercado sin delimitar
nitidamente los roles de operadores pdblicos y privados y confidndolo todo a
la equidistribucién [arts. 8, 9 y 13y, especificamente, 10.2.a) L3R].

Il. NORMAS AUTONOMICAS ESPECIFICAS PARA LA INTERVENCION
SOBRE BARRIOS

Varias comunidades auténomas han regulado especificamente la interven-
cién en barrios o entornos urbanos delimitados en atencién a sus caracteristicas
y problemdtica comdn, en barrios degradados, desfavorecidos o, en general,
precisados de una especial atencién (una caracterizacién de los mismos en
BRUQUETAS CALLEJO, MORENO FUENTES, F. J. y WALLSER MARTINEZ, 2005: 23-30,
donde analizan los planes especiales de reforma interior del Raval, en Barce-
lona, y de Lavapiés, en Madrid, el plan de desarrollo local de Trinitat Nova,
en Barcelona, y el plan de inversiones en los distritos de Villaverde y Usera,
en Madrid, pp. 35-44). La caracteristica comin de dichas regulaciones es
la aplicacién de acciones integradas a problemas complejos, como los que
presentan los barrios degradados, que sélo pueden afrontarse coordinando
las acciones de todas las administraciones implicadas bajo un liderazgo claro,
con participacién ciudadana y colaboracién piblico-privada, e integrando
acciones de desarrollo econémico, empleo, igualdad, urbanisticas y de vivienda
y ofras que pudieran resultar adecuadas en funcién de las caracteristicas de
la poblacién implicada y su problemdtica social (BRUQUETAS CALLEJO, MORENO
FUENTES, F. J. y WALLSER MARTINEZ, 2005: 49-63).

En Cataluiia la aprobacién y aplicacién de la Lley 2/2004, de 4 de
junio, de mejora de barrios, dreas urbanas y villas que requieren una atencién
especial, financiada por el Estado (al margen del plan estatal), la Comunidad y
los municipios permitié impulsar la cultura de la regeneracién urbana por toda
la Comunidad con resultados cuantitativos y cualitativos muy positivos (MIER y
Botey: 2009: 35-36; NEL'l0, 2008: 233-253; y, en general, NEL'lO, 2009).
Tras las primeras cinco convocatorias se indujo en noventa y dos proyectos de
rehabilitacién infegral una inversién de novecientos noventa millones de euros,
de los cuales cuatrocientos noventa y cinco fueron aportados por Estado y
Comunidad (PICORELL y SABORIT, 2009: 75-80). De las actuaciones realizadas
el cuarenta y siete por ciento lo fueron en cascos antiguos, el treinta por ciento
en barrios de vivienda construidos en los afios sesenta y setenta y el veintitrés
por ciento restante a dreas urbanizadas en zonas sin previo planificacién.
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La mayor parte de la financiacién se destiné a infervenciones de mejora del
espacio pUblico y dotacién de zonas verdes, seguida de la dotacién de equi-
pamientos, la rehabilitacion de elementos comunes de edificios, mejora de
accesibilidad o eficiencia energética y programas de dinamizacién econémica
y social de los entornos afectados, siempre con una concepcién transversal
de las intervenciones que constituye una de las ideas fuerza del plan cataldn
(Ami, BERGA, CASCANTE, OBIOLS, SALA y TORRES, 2009: 115-128).

Posteriormente, inspirdndose en el modelo cataldn, se aprobaron la Ley
extremefia 16/2010, de 21 de diciembre, de actuacién integral en zonas de
atencién especial de la Comunidad Auténoma de Extremadura y la Ley 2/2009,
de 19 de marzo, de rehabilitacién y mejora de barrios de los municipios de
llles Balears. La Ley balear 2/2009 responde a unos planteamientos que no
se alejan en lo sustancial de los de la normativa catalana. No trata, por ello,
Unicamente de favorecer la rehabilitacién de los edificios en si misma sino como
un instrumento mds de accién para la recuperacién, la «atencién especial de un
barrio» afectado por problemas demogréficos, problemas econémicos o sociales
especialmente graves o de desarrollo social del barrio o, finalmente, por procesos
de degradacién arquitectdnica, urbanistica o ambiental motivados por factores
diversos, como la obsolescencia del parque edificado, su inadecuacién a las
necesidades actuales de la poblacién, la falta de equipamientos y espacios pibli-
cos u ofros andlogos. En fales circunstancias la norma balear propone medidas
de fomento, fundamentalmente, dirigidas a los ayuntamientos o consorcios que
creen con la administracién autonémica, y que podrdn financiar actuaciones
urbanisticas, arquitecténicas, de vivienda, econémica y sociales que detalla a
titulo enunciativo, aunque notablemente amplio ya, el propio texto legal.

La norma extremefia, en términos muy parecidos a la balear, trata de
implicar y coordinar a todas las administraciones piblicas y a las que deno-
mina entidades de iniciativa social, que define como «aquellas que teniendo
un cardcter social, careciendo de &nimo de lucro y con base territorial en la
Comunidad Auténoma de Extremadura, desarrollen programas y actuaciones
financiadas con fondos publicos, en una o varias de las zonas de atencién
especial». Se consideran zonas de atencién especial aquellas zonas urbanas
residenciales geogrdficamente diferenciadas en las ciudades extremefias de
mds de veinte mil habitantes en las que coincidan factores determinantes de
exclusién social tales como degradacién del espacio urbano y deficiencias
de accesibilidad, comunicacién, equipamientos y servicios publicos; impor-
tantes problemas sociales y econémicos como grandes carencias formativas,
altos indices de absentismo escolar, alta tasa de desempleo, elevados casos
de adicciones, significativo porcentaje de beneficiarios de ayudas sociales,
escasa o nula participacién social y débil o nula tasa de actividad econémica;
o inexistencia de estructuras de convivencia vecinal, relaciones de conviven-
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cia conflictivas asi como importantes tasas de inseguridad ciudadana. Las
actuaciones integrales abarcan acciones en las dreas de servicios sociales,
sanidad, educacién, urbanismo y vivienda, formacién y empleo, comercio y
empresa, seguridad ciudadana, participacién social, ocio y juventud u otras
y se detallardn en los programas de actuacién integral que elaborardn los
ayuntamientos mediante los comités zonales de coordinacién de cada zona,
programas que se integrardn en el plan de actuacién integral de la Comu-
nidad. Resulta patente el cambio del centro de atencién y de la concepcién
de las politicas urbanas para proyectar e impulsar acciones integrales que
atiendan problemdticas que van mds allé de lo estrictamente urbanistico o de
los problemas de acceso o conservacién de las viviendas mediante acciones
que integran todas las perspectivas relevantes de intervencién administrativa
(una caracterizacién de los mismos en BRUQUETAS CALIEJO, MORENO FUENTES,
F. J. y WALLSER MARTINEZ, 2005: 30-34).

Aun cuando no lo haya hecho mediante una norma especificamente diri-
gida a la regulacién de la intervencién sobre barrios, la comunidad auténoma
de Aragén ha abordado la regulacién de las actuaciones de rehabilitacion
urbana en los arts. 190bis a 190quinquies, entre ofros preceptos, de la Ley
3/2009, de 17 de junio, de Urbanismo de Aragén (en adelante LUA), intro-
ducidos mediante la ley 4/2013, de 24 de mayo, de modificacién de la
anterior. Concebidas como una modalidad de actuacién urbanistica, junto a
las de urbanizacién e intervencién en suelos consolidados total o parcialmente
por la edificacién, las actuaciones de rehabilitacién urbana incluyen «tanto las
de rehabilitacién edificatoria como las de regeneracién o renovacién urbana,
conforme a lo establecido en la normativa bésica estatal y en el articulo
190bis de esta Ley y disposiciones reglamentarias que la desarrollen» [art.
125.3.b) LUA]. Se proyectan sobre «dmbitos en los que se den procesos de
obsolescencia o degradacién del tejido urbano o del patrimonio arquitecténico
o de ambos» e incluyen las actuaciones de rehabilitacién edificatoria, las de
regeneracién urbana y las de renovacién urbana (art. 190bis.1 LUA). Para
detallarlas se regula un instrumento flexible, el programa de rehabilitacién
urbana, que las detallard en sus aspectos fundamentales (art. 190ter LUA), y
formard parte del plan general «como un documento con autonomia propia
dentro del plan o integrado en las normas urbanisticas y ordenanzas y en
los planos de ordenacién correspondientes» (art. 190qudter.1 LUA). El punto
débil de la nueva regulacién, una vez més y al igual que ocurre con la L3R,
serd la financiacién. En linea con la invocacién de la equidistribucién en la
L3R, basada fundamentalmente en la revisién de los pardmetros urbanisticos
preexistentes, y la regulacién en dicha norma de la memoria de viabilidad
econémica (art. 11 L3R), la norma aragonesa establece que «en todo caso,
se exigird memoria econdmica que justifique la viabilidad de la actuacién y
los pardmetros urbanisticos de aplicacién» [art. 190ter.2.f) LUA].
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. AC'CION ADMINISTRATIVA PARA IMPULSAR LA REHABILITA-
CION

Tradicionalmente, centrada como estaba la actividad inmobiliaria en la
urbanizacién y edificacién de nueva planta, la administracién piblica ha venido
estimulando la rehabilitacién mediante medidas de fomento integradas en los
planes de vivienda. Para ello declara la vivienda o la rehabilitacién protegi-
das mediante el correspondiente acto administrativo de calificacién definitiva
y verifica el cumplimiento de la normativa que las disciplina. Pero, ademds, la
administracién, ante un sector inmobiliario retraido, ha actuado también como
gestora de concretas actuaciones de rehabilitacién. Histéricamente, por tanto,
la administracién poblica ha desarrollado actividad de fomento, policia y servi-
cio publico en relacién con esta materia. Pero resulta evidente la primacia del
fomento sobre la policia y el servicio piblico. Y hoy el fomento de la rehabilito-
cién, ademds de dirigirse directamente a impulsar la recuperacién de entornos
urbanos, contribuye a la reorientacién de lo que queda del otrora poderoso y
pujante sector inmobiliario hacia la rehabilitacién. En palabras del nuevo plan
estatal, aprobado mediante Real Decreto 233/2003, de 5 de abril, por el que
se regula el Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitacién
edificatoria y la regeneracién y renovacién urbanas, 2013-2016 (en adelante
PEV), «el nuevo Plan se orienta a abordar la dificil problemdtica actual, acotando
las ayuda a los fines que se consideran prioritarios y de imprescindible atencién,
e incentivando al sector privado para que en términos de sostenibilidad y com-
petitividad, y con soluciones y lineas de ayuda innovadoras, puedan reactivar
el sector de la construccidn a través de la rehabilitacién, la regeneracién y la
renovacién urbanas y contribuir a la creacién de un mercado del alquiler mds
amplio que el actual» (Oltimo parrafo del apartado | de su exposicién de motivos)
de manera que uno de los objetivos del plan es «contribuir a la reactivacién
del sector inmobiliario» (apartado lll de su exposicién de motivos). Se atiende
de este modo lo propugnado por la Comisién Europea en la Comunicacién al
Parlamento Europeo y al Consejo [COM(2012) 433final, de 31 de julio de
2012] sobre «estrategia para una competitividad sostenible del sector de la
construccién y de sus empresas» que incluye como la primera de las medidas a
corto plazo para ello «fomentar la renovacién de edificios y de mantenimiento
de infraestructuras» vinculada estrechamente a la eficiencia energética de los
edificios. Sobre esta cuestién volveremos posteriormente.

Han sido muchas y diversas las lineas de subvenciones piblicas previstas
en los planes de vivienda estatal y autonédmicos en materia de rehabilitacién
(IcLesias GoNzALEz, 2010: 349-381; MuNoz CAsTILLO, 2000: 21-74). El modelo
estatal, complementado por algunas Comunidades, es el aplicado en el conjunto
del pais con escasas variantes. Asi, a los préstamos convenidos, de escaso
uso, se unen habitualmente las subvenciones piblicas, con regimenes diferen-
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ciados para la rehabilitacién aislada (programa RENOVE en el anterior plan
estatal o programa de fomento de la rehabilitacién edificatoria en el actual) o
integrada (en dreas de rehabilitacién integral o de casco histérico en el plan
anterior o en &dmbitos de regeneracién y renovacién urbana en el actual). En
todo caso, al igual que en el urbanismo el ensanche primaba sobre la atencién
a la ciudad consolidada, en los planes de vivienda la construccién de vivienda
sujeta a regimenes de proteccién publica resultaba claramente prevalente sobre
la rehabilitacién, lo que se manifestaba con claridad desde la perspectiva
presupuestaria, tanto si analizamos el gasto directo como si examinamos el
gasto fiscal. La politica de vivienda de nueva construccién estaba al servicio
del impulso al sector de la construccion.

Un punto de inflexién puede suponer el PEV. Se propugna en él un «cam-
bio de modelo que busque el equilibrio entre la fuerte expansién promotora
de los Gltimos afios y el insuficiente mantenimiento y conservacién del parque
inmobiliario ya construido», no sin reconocer «los escasos recursos disponibles»
(pentltimo pérrafo del apartado | de su exposicién de motivos), cifrados en
unos 2.500 millones de euros para todo el cuatrienio. Para ello, el impulso al
alquiler, a la rehabilitacién, la regeneracién y la renovacién urbanas son los
ejes fundamentales del plan. Pero, a diferencia de los anteriores, desaparece
el apoyo a la promocién de vivienda protegida de nueva construccién para
venta o la autopromocién colectiva en régimen cooperativo o andlogo, aunque
si se han incluido ayudas para el fomento de la creacién de parque piblico
de vivienda protegida para alquiler, de dificil viabilidad financiera (arts. 14
a 18 PEV). El cambio, de consolidarse en el futuro las nuevas lineas maestras
del plan, resultaria profundo y, ahora si, responderia al propésito de alterar
sustancialmente el modelo de funcionamiento de nuestro sector inmobiliario y
de la prdctica urbanistica. Los programas que disefia el PEV son coherentes
con su propésito general, y se centran en el alquiler (ya sea para fomentar
el de viviendas existentes ya para incrementar el parque piblico de alquiler)
y la rehabilitacién (edificatorio, regeneracién urbana). Ademds, entre ofras
novedades, incorpora programas instrumentales entre los que destaca, a mi
juicio, el de apoyo a la implantacién del informe de accesibilidad, eficiencia
energética y estado de conservacién de los edificios, que trata de impulsar las
inspecciones técnicas subvencionando parte del coste que han de asumir quie-
nes las realicen en sus edificios. En todo caso, una vez mds cae en el error de
no enmarcarse en un contexto programdtico y normativo mds amplio y estable,
que disefie politicas y, en la medida de lo posible, les proporcione estabilidad.
Para ello hubiera resultado esencial, a mi juicio, que las perspectivas financiera
y de fomento se hubiesen incorporado expresamente a la otra gran iniciativa
normativa estatal de los Gltimos meses, la L3R quebrando asi su permanente
imagen de provisionalidad y contingencia, que tanta incertidumbre e inseguri-
dad genera en ciudadanos y operadores del sector, piblicos o privados.
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Probablemente por ello, es decir, por la ausencia de una normativa inte-
gradora de instrumentos, objetivos y financiacién, la accién administrativa de
fomento de la mejora de la edificacién, en sentido amplio, adolece de clara
falta de coordinacién. Junto a las ayudas propias de los planes de vivienda,
en los Oltimos afios se han establecido programas de fomento desde otras
perspectivas sectoriales que, en ocasiones, se solapaban con los programas de
vivienda. Ha sido bastante evidente, a este respecto, la falta de coordinacién
de iniciativas que se proyectan sobre el mismo patrimonio edificado, tal cual
ha ocurrido en muchas comunidades auténomas, por ejemplo, con las subven-
ciones para mejora de la eficiencia energética de los edificios gestionadas
habitualmente desde las dreas de industria.

Por ofra parte, y dejando al margen las diversas experiencias de gestién
directa de la rehabilitacién, aunque por cuenta de terceros, desarrolladas en
diferentes municipios espafoles, la actuacién administrativa se ha basado,
ademds de en la accién de fomento, en técnicas de policia tales como la
clarificacién de la normativa de edificacién aplicable a la rehabilitacién desa-
rrollando el cédigo técnico de edificacién, la actuacién inspectora para la
exigencia de cumplimiento del deber de conservacién, el establecimiento y
regulacién de la inspeccién técnica de edificios o, ahora, del informe sobre el
estado del edificio (arts. 4 a 6 L3R y 33 a 36 PEV) o la simplificacién de las
técnicas de autorizacién para la realizacién de actuaciones de rehabilitacién.
En particular, desde esta Gltima perspectiva, resulta sorprendente comprobar,
por un lado, que en un dmbito productivo como éste no se hayan aplicado de
manera generalizada las técnicas de autorizacién impulsadas por la normativa
europea e incorporadas a la normativa espafola de procedimiento administra-
tivo com0n, como son la declaracién responsable o la comunicacién previa,
ésta Oltima de creciente aplicacién en el dmbito urbanistico. Probablemente,
la articulacién de las politicas de vivienda esencialmente sobre la base de
medidas de fomento, con los correspondientes efectos presupuestarios, explica
que técnicas como las sefialadas no se utilicen habitualmente en este dmbito.
Pero también resulta asombrosa, por otro lado, la escasa articulacién entre
procedimientos urbanisticos y de vivienda, en particular la calificacién, que
comportan el andlisis y pronunciamiento administrativo sobre un mismo proyecto
constructivo desde diferentes 6pticas que, sin embargo, podrian perfectamente
compatibilizarse en una sola sede. Lo mismo ocurre en cuanto a las determina-
ciones de planeamiento que, llegando més alld de la simple prevision del uso
residencial protegido, hacen referencia a concretas tipologias que, frecuente-
mente, desaparecen o son sustituidas en los sucesivos planes de vivienda, mds
dindmicos que el planeamiento urbanistico.

Finalmente, acaso por no resultar éste un dmbito atractivo para el sector
privado, volcado en la urbanizacién y construccién de nueva planta, también
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la administracién ha actuado como gestora de procesos de rehabilitacion y
regeneracién urbana en los ltimos afios. Desde luego, asi ha ocurrido en el
marco de la normativa citada de intervencién en barrios. Existen ejemplos
muy notables en los que el liderazgo publico ha supuesto la transformacién de
barrios antes incursos en procesos de degradacién que parecian dificilmente
reversibles. Resultan aleccionadoras intervenciones como la impulsada mediante
el plan especial de reforma y reordenacién del barrio de La Mina, un barrio edi-
ficado en los primeros afios setenta socialmente degradado de manera répida
y grave a finales de los afios ochenta. La actuacién, que combiné rehabilitacién
y remodelacién, generd nuevas viviendas, intervino sobre los equipamientos,
la urbanizacién, el comercio, la movilidad e incorporé programas de inser-
cién socio-laboral, de conciliacién de la vida familiar y laboral, de desarrollo
econémico local, de participacién y desarrollo comunitario, de mejora de la
convivencia y civismo o de apoyo educativo, entre otros. Demostrd, en suma,
que es posible afrontar la realidad de la ciudad existente aun partiendo de
situaciones de franco deterioro social y urbano (sobre esta actuacién, JORNET,
Liop y PAsTOR, 2009: 121-172). En la misma linea puede citarse, aunque los
amplios estudios no se hayan visto correspondidos por una amplia ejecucién
de las actuaciones proyectadas al sobrevenir la actual situacién, los trabajos
desarrollados en Zaragoza en relacién con diversos conjuntos urbanos de
interés, construidos entre los afios 1945 y 1965 y comprensivos de més de
ocho mil viviendas sociales (Ruslo DEL VAL y Ruiz PALOMEQUE, 2006).

IV. LAS BARRERAS: REGULACION INESTABLE, INADAPTADA Y TEC-
NICAMENTE CUESTIONABLE

Resulta sorprendente que en Espaiia, frente al auge y desarrollo técnico de
las técnicas urbanisticas vinculadas al ensanche, que desbordan ampliamente
los estrechos limites de las concepciones mds conservadoras de la propiedad,
en relacién con la ciudad existente y con las actuaciones de rehabilitacion
o regeneracién urbana haya sido tan escaso, y dificultoso, su desarrollo. La
regulacién de la propiedad horizontal y del propio planeamiento urbanistico
amplifican los problemas ya graves que la falta de acuerdo, los hechos consu-
mados o los derechos adquiridos que han de afrontarse en estas actuaciones
producen por si mismos.

No es de extrafar, por ello, que se hayan formulado auténticos compen-
dios de problemas a los que la intervencidn sobre la ciudad existente ha de
enfrentarse, auténticas barreras para estas précticas (gréfica expresién la de
«barreras» que tomo de Rusio DEL VAL, 2011: 5-20). Precisamente el andlisis
y conocimiento de dichas barreras, entre las cuales Rugio DeL VAL distingue las
barreras legales (urbanisticas, regulacién de las politica de vivienda, propiedad
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horizontal, fiscalidad), econémicas (baja capacidad econémica de afectados,
escasa financiacién), sociales (participacién, tejido asociativo, trabajo social)
y culturales, permiten estructurar y afrontar el andlisis de las mds recientes
iniciativas legales y propuestas de reforma en la medida en que contribuyan
o no eficazmente a levantarlas. Actualmente, si nos atenemos a la normativa
vigente, cabe afirmar que la situacién ha mejorado, pero la dispersién, falta
de coherencia interna y lagunas todavia existentes en la misma hacen que el
escenario resultante todavia no sea el deseable.

En relacién con las barreras urbanisticas se han regulado técnicas de urba-
nismo operativo, o de rehabilitacién operativa si se prefiere, que se pretenden
aptas para el suelo urbano, flexibilizando también el rigor de la normativa y
del propio planeamiento urbanistico cuando de impulsar estas actuaciones se
trata. En esta linea supusieron notables avances diversas normas anteriores
a la L3R que ésta ha integrado y modificado afrontando ademds la reforma
del texto refundido de la Lley de Suelo, aprobado mediante Real Decreto
legislativo 2/2008, de 20 de junio (en adelante LS) y diversas normas auto-
némicas. Asimismo se ha progresado con la modificacién del régimen de la
ruina en diferentes comunidades auténomas limitando su cardcter féctico vy,
consecuentemente, ampliando el alcance econémico del deber de conserva-
cién cuando no proceda declararla, su vertiente cuantitativa, pero ampliando
también el tipo de obras que el propietario ha de afrontar incluyendo las de
rehabilitacién, su faz cualitativa. Incluso, como explicaré, se ha regulado la
expropiacién forzosa para la realizacién de actuaciones de rehabilitacién.
Pero las técnicas desarrolladas se fundamentan, de nuevo, en la distribucién
equitativa de beneficios y cargas entre los propietarios afectados, como en
el urbanismo de ensanche, y, l6gicamente, en el juego de las mayorias y en
la presencia de plusvalias, lo que ha sido duramente criticado. Precisamente
desde esta perspectiva, son importantes las modificaciones de la normativa de
propiedad horizontal, también tendentes a evitar bloqueos previendo mayorias
que permitan adoptar acuerdos o incluso obviando estos. El viraje de las poli-
ticas de vivienda, por lo demds, parece irremediable por razones sustantivas
y presupuestarias conforme a lo ya sefialado.

Mayores dificultades cabe detectar para levantar las barreras econédmicas
pues no parece que la actual coyuntura vaya a contribuir a reforzar la sol-
vencia de una poblacién que, ya antes, carecia de la suficiente para afrontar
por si misma estos procesos. Del mismo modo, tampoco parece previsible a
corto plazo que fluya con normalidad el crédito hacia el sector inmobiliario, si
desease actuar como gestor de estos procesos, o directamente a particulares. Y
tampoco parece posible que los presupuestos piblicos suplementen los déficits
de la poblacién afectada o las actuales carencias del sistema financiero, aunque
su participacién resulta indispensable (RicHARDSON, H. W., 1975, pp. 139-158,
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refiriéndose a la renovacién urbana en sentido estricto). Sélo la combinacién
de ayudas puiblicas procedentes de fuentes diversas (planes de rehabilitacién,
eficiencia energética de la edificacién...), aportaciones de los particulares
y financiacién puede permitir superar las barreras econémicas (al respecto
CucHi y SWEATMAN, 2011: 32-34; y 2012: 45-54). El escenario, desde esta
perspectiva, no estd despejado. Y algo parecido puede afirmarse en relacién
con las barreras sociales o culturales. Su dependencia de los recursos piblicos
hace dificil ciertas politicas, pero eso no impide avanzar en programas de
participacién y desarrollo comunitario, acciones educativas u ofras con una
dependencia presupuestaria menos intensiva.

Pero, aun reconociendo mejoras innegables en la normativa anterior a la
L3R, resultaba imprescindible consolidarlas afrontando la sistematizacién de la
normativa aprobada hasta el momento, excesivamente dispersa. No parece
ser lo més adecuado para afrontar la situacién proporcionando la seguridad
juridica indispensable para que el sector financiero e inmobiliario apueste
por ese dmbito de actividad (TEJEDOR BIELSA, 2012: 227-246; ALONSO IBAREZ,
2012: 648-652) regular estas cuestiones, a veces de forma contradictoria, en
la normativa estatal de suelo, en la urbanistica y de vivienda autonémica, en
la estatal de propiedad horizontal o en la estatal tributaria, ademéds de en
normas diversas como la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economia Sostenible
(LES en adelante), la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién de
la Edificacién, el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se
aprueba el Cédigo Técnico de la Edificacién, modificado en varias ocasiones,
la Ley 19/2009, de 23 de noviembre, de medidas de fomento y agilizacién
procesal del alquiler y de la eficiencia energética de los edificios, o los Reales
Decretos leyes 6/2010, de 9 de abril, u 8/2011, de 1 de julio, entre otras
normas. Sin un marco regulatorio claro, estable, con objetivos definidos y
coherentes, no habrd plan de accién posible para impulsar la rehabilitacién
ni la regeneracién urbana (CucHi y SWEATMAN, 2011: 47).

Proporcionar ese nuevo marco regulatorio, al menos en parte, ha sido
uno de los propésitos de la L3R que, directamente o mediante la modificacién
de la LS, entre otras normas, aborda la regulacién sistemdtica del deber de
conservacién, sus limites y el informe de evaluacién de los edificios como ins-
trumento fundamental para garantizarlo (regulada antes inspeccién técnica de
edificios por el Real Decreto-ley 8/2011), por un lado, y de lo que denomina
actuaciones de rehabilitacién edificatoria y actuaciones de regeneracién y
renovacién urbanas (reguladas hasta la L3R en el Real Decreto-ley citado v,
especialmente, en la LES), por otro. La L3R afronta la regulacién sistemdtica de
tales actuaciones distinguiendo su tipologia, los sujetos obligados a realizarlas,
la forma de ordenacién y evaluacién de su viabilidad econémica y las formas
y sujetos gestores y modalidades de gestién, cuestiones que, aun recogidas ya
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en la normativa vigente, lo estdn sin precisién conceptual ni sistemdtica. Incluye,
ademds, una amplia reforma de la normativa estatal vigente sobre suelo, de
alcance y contenido desigual y objetivos no excesivamente precisos.

El anteproyecto de Ley de Castilla y Ledn de regeneracién urbana (fechado
a 30 de enero de 2013) incorpora medidas profundamente transformadoras
de la prdctica urbanistica, algunas claramente inspiradas en la Ley aragonesa
3/2009, de 17 de junio, de Urbanismo de Aragén, como el fomento del cre-
cimiento compacto, con prohibicién expresa de nuevos nicleos no autorizados
por planeamiento territorial (art. 34.2 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de
Urbanismo de Castilla y Ledn, modificado), o la reversién a la clase de suelo
ristico de los terrenos clasificados como suelo urbanizable no programado o
no delimitado cuya ordenacién pormenorizada no se haya aprobado defini-
tivamente antes del franscurso de cinco afos desde la entrada en vigor de la
nueva norma (disposicién transitoria tercera del Anteproyecto de Ley). Pero lo
que mds interesa del Anteproyecto castellano-leonés es su coherencia en la
regulacién del urbanismo, limitando crecimientos innecesarios y primando la
compacidad, para lograr que la regeneracién urbana pase al centro del debate
y la préctica urbanistica. Planteado como una reforma de la Ley 5/1999, de
8 de abril, de Urbanismo, el anteproyecto castellano-leonés imbrica la rege-
neracién urbana en los instrumentos de planificacién y gestién propiamente
urbanisticos, sin regular ofros especificos.

En todo caso, esta renovacién normativa no es un simple capricho. Como
ha sefalado la doctring, resulta imprescindible una regulacién de la rehabilita-
cién que, asumiendo su complejidad, como lo es el conjunto de la edificacién
existente, incorpore la idea de que «rehabilitar no consiste en intervenir en
un momento dado en un edificio, sino gestionar el modelo de habitabilidad a
lo largo del tiempo en un escenario de bajo impacto ambiental» (CASALS-TRES,
ARCAS-ABELLA y PAGES-RAMON, 2011: 31). Y dicha concepcién de la rehabilita-
cién se enmarca en un contexto mds amplio, pero perfectamente compatible e
integrador, el de revitalizacién de zonas degradadas, cuyo objetivo no es otro
que «situar sobre el terreno estrategias de regeneracién que permitan detener el
deterioro del tejido urbano y social, preservar sus valores patrimoniales, reforzar
la cohesién social y favorecer la actividad econdmica» (Ruslo DEL VAL, 2011:
7), todo ello en el apuntado contexto de bajo impacto ambiental, que pone en
primer plano las exigencias de eficiencia energética de la edificacién.

La rehabilitacién y regeneracién urbana son la clave para un nuevo modelo
de satisfaccién del derecho a la vivienda que optimice el parque y los recursos
existentes, minimice el impacto ambiental y genere actividad suficiente para
mantener en pie indefinidamente una parte sustancial del sector inmobiliario.
Las barreras normativas se estan superando, poco a poco. Las barreras que
subsisten, acaso las decisivas, son las econémicofinancieras que, al igual que
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ocurrié con el modelo de urbanismo expansivo, condicionan las alternativas
normativas para la rehabilitacién y regeneracién urbanas.

V. OBJETO Y OBJETIVOS DE LA REHABILITACION EN CONEXION
CON EL URBANISMO Y LA CIUDAD

Rehabilitacién edificatoria y regeneracién urbana tienen hoy sustantividad
propia y no pueden seguir siendo concebidas como mero apéndice de las
politicas urbanisticas o de vivienda, como acciones que se dirigen al indivi-
duo y a sus concretas necesidades de mejora de la vivienda que ocupa. La
rehabilitacién es hoy un imperativo social, colectivo, que ha de ser afrontado
desde esa perspectiva, intimamente integrado con la accién urbanistica, como
instrumento central para la accién sobre la ciudad y como alternativa econdmica
para un sector inmobiliario agotado. Pudiera decirse que nuestras ciudades
futuras serdn rehabilitadas o no serdn, serdn regeneradas o no serdn. Son
demasiados los entornos urbanos, los barrios, degradados o en proceso de
degradacién, las dreas urbanisticas vulnerables (al respecto resulta ilustrativo
el atlas de vulnerabilidad urbana del Ministerio de Fomento, accesible en su
web) sobre los cuales resulta indispensable actuar antes de que tales procesos
sean irreversibles. La intervencién sobre edificios obsoletos, sobre entornos con
riesgos ciertos de degradacién urbanistica y social, con déficits dotacionales
o dotaciones obsoletas o inadecuadas para las necesidades de la poblacién
actual, sobre un parque edificado energéticamente ineficiente, no puede depen-
der Unicamente de la voluntad individual de sus propietarios o de subvenciones
pUblicas coyunturales y limitadas.

En ese contexto, el mandato de sostenibilidad incorporado en la normativa
estatal sobre suelo estd llamado a tener consecuencias muy concretas sobre
las dindmicas de uso del parque edificado y la préctica de planeamiento. Las
decisiones de ordenacién no pueden resultar ajenas al devenir de la ciudad
existente y, en particular, al andlisis del grado de ocupacién y de conservacién
de la edificacién existente, sea cual sea su uso. Ningln sentido tiene, en un
contexto en el que el suelo se regula como un recurso natural cuyo consumo
ha de limitarse a lo estrictamente necesario, transformar nuevos espacios para
generar nueva edificacién destinada a usos para los cuales existe espacio
vacante ordenado, urbanizado y edificado. Resulta dificilmente justificable
generar nuevos costes de establecimiento y mantenimiento de servicios que
acaban repercutiéndose total o parcialmente sobre las haciendas piblicas para
dotar nuevos espacios urbanizados llamados a soportar edificacién innecesaria.
La motivacién de las decisiones de ordenacién debe conectar el estado de la
ciudad existente, su estado de conservacién y su grado de ocupacién efectiva
con la determinacién de clasificacién de nuevos suelos.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
42 ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 27-72



NUEVOS INSTRUMENTOS DE PLANIFICACION Y GESTION DE LA REHABILTACION Y LA REGENERACION URBANA

La L3R ha mantenido con algunas modificaciones de interés los fines
comunes de las politicas publicas para un medio urbano mdés sostenible, efi-
ciente y competitivo. Incluye por ello unos objetivos transversales que afectan
a las acciones y politicas de todas las administraciones pdblicas (art. 3 L3R,
con el precedente del art. 107 LES). Las politicas pUblicas han de propiciar
un medio urbano sostenible que haga posible el uso residencial en viviendas
constitutivas de domicilio habitual en un contexto urbano seguro, salubre, acce-
sible universalmente, de calidad adecuada e integrado socialmente, provisto
del equipamiento, los servicios, los materiales y productos que eliminen o, en
todo caso, minimicen, por aplicacién de la mejor tecnologia disponible en
el mercado a precio razonable, las emisiones contaminantes (ya no se hace
referencia al ruido) y de gases de efectos invernadero, el consumo de agua,
energia y la produccién de residuos, y mejoren su gestién. La vivienda, lejos
de contemplarse aisladamente, se ubica, analiza y cualifica en su entorno, tal y
como se propuso hace ya diecisiete afios en la Declaracién de Estambul sobre
los Asentamientos Humanos y Programa de Hdbitat de 1996, como demuestra
la inclusién entre tales fines de referencias a las dotaciones, infraestructuras
y espacios pUblicos y la garantia de acceso universal de los ciudadanos a
las mismas y de su movilidad, por un lado, o mandatos con clara proyeccién
sobre la potestad de planeamiento, como los que plantean la integracién de
usos compatibles con el residencial, entre ofros. Ademds, la L3R ha incluido y
potenciado entre estos fines objetivos de politica econémica, orientando estas
politicas a favorecer y fomentar la dinamizacién econémica y social, favorecer
la localizacién de actividades econémicas generadoras de empleo estable o
valorar la perspectiva turistica.

Para lograr los objetivos propuestos, en todo caso, es importante el and-
lisis de la realidad de ciudades y pueblos, todavia hoy muy insuficiente. La
disposicién adicional primera L3R mantiene el sistema informativo general e
integrado al servicio de las politicas piblicas para un medio urbano sosteni-
ble creado en su dia mediante el art. 108.a) y b) LES, un sistema que, sobre
bases necesariamente cooperativas entre administraciones, incluia censos de
construcciones, edificios, viviendas y locales desocupados y de los precisados
de mejora o rehabilitacién y mapas de dmbitos urbanos obsoletos, desfavore-
cidos o en dificultades, precisados de programas o planes de rehabilitacién o
de actuaciones de renovacién y rehabilitacién urbana.

Pero, pese a lo anterior, resulta facilmente constatable una tradicional
desconexién entre planeamiento urbanistico, reservas para vivienda protegida,
planes de vivienda y rehabilitacién y acciones de regeneracién urbana. No
es habitual que el planeamiento general analice, regule y coordine todas las
acciones sobre el territorio que ordena, muy diversas desde las perspectivas
sefialadas. Puede afirmarse sin temeridad ni exageracién que unos y otros ins-
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trumentos, a pesar de sus evidentes interrelaciones, han venido disefidndose y
aprobdndose de manera inconexa cuando no contradictoria. No es infrecuente
que el mismo municipio que impulsa grandes procesos de urbanizacién que
determinan, en contextos demogrdficos estancados o regresivos, el vaciamiento
del centro de los nicleos existentes, proponga y participe en programas de
rehabilitacién, regeneracién o renovacién urbanas que, en un contexto norma-
lizado de crédito (no el actual), dificilmente resultan competitivos. No es f4cil
corregir tal situacién, dado que puede comportar reciprocos condicionamientos
en materias tradicionalmente muy sensibles para las administraciones compe-
tentes. Y no lo es porque, impuestas nuevas condiciones a las decisiones de
planeamiento, la ausencia de motivacién suficiente determinaré su improceden-
cia y, consecuentemente, la frustracién de expectativas e intereses econémicos
que, superada la actual situacién de crisis, volverdn a ser poderosos.

Hoy dia, para adoptar decisiones de clasificacién y calificacién de suelo
residencial, en el marco de un uso racional de los recursos naturales, que
minimice el consumo de suelo y lo ponga al servicio del derecho de acceso a
una vivienda digna y adecuada previsto como principio rector de la politica
social y econémica en la CE, las decisiones de planeamiento deberén motivarse
exhaustivamente y por referencia a tales criterios, entre otros. La motivacién
deberd partir de datos que, frecuentemente, se han obviado en las memorias
de planeamiento y que, a la postre, no se consideraban a la hora de pro-
gramar suelos y crecimientos. Entre ellos, a mi juicio, resultard indispensable
analizar detenida y exhaustivamente la situacién del parque inmobiliario en el
municipio correspondiente considerando elementos como la antigiedad de la
edificacién existente, residencial o de otros usos, sus caracteristicas constructivas
y estado de conservacién, los programas de vivienda y su adecuacién a las
demandas determinadas por la situacién demogrdficas, el estado y suficiencia
de los servicios de la edificacién para atender a la poblacién que acoge, el
estado y suficiente de las redes piblicas y equipamientos existentes valorando
igualmente su adecuacién para atender las necesidades de la poblacién actual
(vivienda en su entorno, programa hdbitat). Pero también deberd prestarse
atencién a las dindmicas de ocupacién y flujos de poblacién concretando la
existencia de vivienda vacia susceptible de ser ocupada y sus caracteristicas,
la existencia de vivienda sobreocupada, independientemente de que se trate de
vivienda nueva o antigua, la concentracién de poblacién que pudiera requerir
intervencién social en zonas determinadas o la expulsién de la poblacién histé-
rica; asi como a la segmentacién social o generacional que produce la propia
evolucién de la ciudad, especialmente cuando el envejecimiento del parque
edificado es paralelo al envejecimiento de la poblacién que lo ocupa. En suma,
cualquier motivacién debiera basarse en necesidades acreditables y fundadas
de vivienda u otros productos inmobiliarios considerando todas las variables
anteriores y otras, como las puramente econémicas o de mercado, pues el
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planeamiento debe dimensionar su capacidad para atender esas necesidades
y no conveniencias puramente especulativas o la generacién de mercados
que, por ineficientes, ni corrigen las précticas especulativas ni atemperan los
precios de los productos inmobiliarios.

La degradacién progresiva del parque edificado, el envejecimiento de la
poblacién en zonas de la ciudad consolidada y la profundizacién en proce-
sos de segregacion social, los déficits o inadecuacién de los equipamientos
a las necesidades dindmicas de una poblacién (falta de flexibilidad del pla-
neamiento) que cambia sus prioridades y necesidades no son siempre bien
atendidos ni afrontados por el planeamiento. Frecuentemente, el planeamiento
urbanistico olvida la ciudad consolidada salvo para fijar su aprovechamiento,
habitualmente al alza con las consecuencias que ello tiene para el parque
edificado existente. La vivienda, en tales entornos urbanos precisados de rege-
neracién, deja de ser adecuada para satisfacer las necesidades de la poblacién
que la ocupa, incluso aunque su estado de conservacién sea aceptable, vy,
frecuentemente, presenta problemas serios de accesibilidad (falta de ascenso-
res) y evidentes de eficiencia energética (sistemas de calefaccién inexistentes u
obsolescentes, aislamientos inexistentes o degradados). Tales entornos, cuando
existe presién y dificultades de acceso, pueden acabar generando problemas
extremos de lo que la normativa catalana del derecho a la vivienda denomina
uso inadecuado de la vivienda, ya sea su abandono, ya la sobreocupacién
del parque edificado y el deterioro de la convivencia. Asimismo, la ausencia
de un adecuado seguimiento social, desde la perspectiva de la poblacién, o
patrimonial, desde la perspectiva de la edificacién, genera prdcticas coactivas
como el mobbing inmobiliario y acelera procesos de gentrificacién.

Si los problemas actuales de la ciudad consolidada, en parte debidos a
la expansién hacia la periferia acaecida en los Gltimos afos, en parte a pro-
cesos demogrdficos de migracién y envejecimiento dificiles de revertir, resultan
bastante evidentes, no lo son tanto las soluciones propuestas a los mismos.
Estas son diversas y se han centrado tanto en modificaciones de la regulacién
urbanistica de los cascos en el planeamiento con objeto de hacer mds atractiva
la promocién inmobiliaria de nueva planta en ellos, como en politicas gestoras
de los procesos de rehabilitacién de edificios y regeneracién urbana o de
movilizacién del parque de vivienda vacia existente.

Desde la primera perspectiva, a mi juicio, cabe afirmar la exposicién de
la ciudad existente a ofro tipo de insostenibilidad interior, no menos dafina y
con efectos directos sobre la poblacién que ocupaba los cascos histéricos. La
artificiosa y voluntarista alteracién de normas urbanisticas y, en particular, de las
normas zonales que le afectan para incrementar, y mucho, su aprovechamiento,
constituye en la prdctica y en defecto de medidas efectivas de proteccién de la
edificacién existente, una agresién a la ciudad histérica, abocada a la piqueta y
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a la reedificacién. Tales cambios se concretan, a la postre, en el aumento de la
edificabilidad y el cambio de la tipologia de vivienda, pasando habitualmente
de unifamiliar adosada o en hilera a plurifamiliar en bloque. Una fisonomia
urbana de baja mds una o, ocasionalmente, bajo cubierta, deja paso a baja
mds dos, baja mds tres o incluso mayores alturas y aprovechamientos. El solar
que albergaba una familia pasa a albergar a seis. La estética urbana que la
historia habia impuesto deja paso a una ciudad deconstruida permitida por
el plan, a una especie de cacofonia urbana que Gnicamente el tiempo, de
nuevo, podrd armonizar.

La insostenibilidad de esta ciudad radica en la ausencia de reordenacién
del viario y los espacios libres, en la omisién de mayores dotaciones o en la
reflexién sobre la capacidad de las existentes para dar respuesta a las nece-
sidades actuales de la poblacién o a las previsibles de la que puede llegar
a incorporarse o, aun cuando la magnitud de la poblacién lo exija y existan
problemas de movilidad, sobre la falta de sistemas de transporte publico efi-
cientes. El régimen de las actuaciones de dotacién, modalidad de actuacién de
transformacién urbanistica cuyo objeto es incrementar las dotaciones piblicas
de un dmbito de suelo urbanizado para reajustar su proporcién con la mayor
edificabilidad o densidad o con los nuevos usos asignados en la ordenacién
urbanistica a una o mds parcelas del dmbito cuando no requieran la reforma
o renovacién de la urbanistica de éste [art. 14.1.b) LS], podria resultar Gtil
en supuestos de revisién o modificacién de planes generales con sustanciales
incrementos de aprovechamiento mediante la alteracién de las normas zona-
les en el sentido anteriormente expuesto o la realizacién de modificaciones
aisladas (ROGER FERNANDEZ, 2011: 21-25). Es muy importante, en todo caso,
distinguir estas actuaciones de dotacién de las actuaciones de reforma inte-
rior cuyo régimen, por sus propias caracteristicas y cargas, debiera resultar
necesariamente mds flexible [arts. 14.1.0,2 y 16 LS]. Las primeras, al poner
de manifiesto mayor aprovechamiento, exigen las correspondientes cesiones
dotacionales y de aprovechamiento tomando como base el incremento, aun
cuando sea con alternativas para el cumplimiento; las segundas, en cambio,
en la medida en que impliquen operaciones de cirugia urbana en las que el
equilibrio entre beneficios y cargas puede quedar seriamente comprometido,
pueden ver reducidas las cesiones y restantes cargas que han de soportar.

Por contra, estos procesos de densificacién que conducen a un uso mds
eficiente del suelo transformado urbanisticamente, adecuadamente regulados
y plasmados en un planeamiento que atienda a toda la variada problemdtica
que generan pueden ser un magnifico camino para alcanzar objetivos como
la recuperacién urbanistica, social y econémica de determinados entornos, la
reurbanizacién del suelo evitando un mayor consumo de suelo y optimizando
su aprovechamiento, la generacién de vivienda de calidad, bien dotada, es
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decir con un programa adecuado a las necesidades de los ciudadanos, con
los servicios necesarios en los edificios e integrada en espacios urbanos con
los servicios y dotaciones precisos, y la reversién de procesos de segregacién
social sea de la indole que sea (generacional, econdmica, étnica...). Puede
también ser un instrumento eficaz para evitar la proliferacién de vivienda vacia
(al respecto, EsCAIEDO, GARRIDO y GORROTXATEGUI, 2011: 10-35), que se sitia
ahora como uno de los fines comunes de las politicas pdblicas para hacer el
medio urbano mds sostenible, eficiente y competitivo [art. 3.b) L3R]. Pero la
densificacién del suelo urbano, que requerird mayores servicios y dotaciones
para atender a la nueva poblacién, ha de computarse necesariamente como
crecimiento, en competencia con el ensanche, que debiera limitar salvo nece-
sidad acreditada. Al tiempo, la previsién de nuevos espacios urbanizables
debiera quedar condicionada en su extensién y aprovechamiento al logro
de la eficiencia, de manera que mayores densidades comportasen un menor
consumo de suelo.

Mejorar el aprovechamiento urbanistico de la ciudad consolidada, por
tanto, no es una alternativa rechazable en si misma. Puede resultar muy 0til en
moltiples supuestos e implica un uso mds eficiente de suelos incorporados a la
ciudad que, en ocasiones, estan infrautilizados evitando nuevos consumos de
suelo. Pero no puede ser la Unica accién para afrontar los problemas de la
ciudad existente. Es indispensable combinarla con el impulso decidido de la
rehabilitacién y la regeneracién urbana, basada en una regulacién adecuada
de la proteccién de la edificacién existente, la inspeccién técnica de edificios y
el deber de conservacién. De este modo, puede equilibrarse la l6gica tendencia
del sector inmobiliario al derribo de la edificacién existente para reedificar
en las mejores condiciones urbanisticas y econémicas con la conservacién de
nuestro patrimonio urbanistico e inmobiliario. A estas cuestiones, por su rele-
vancia y reciente regulacién, dedicaré los dos epigrafes siguientes.

VI. EL CAMINO HASTA UNA NORMATIVA DE REHABILITACION Y
REGENERACION URBANA

En los 0ltimos meses, muy probablemente como consecuencia del total
colapso del sector inmobiliario impulsor de la economia del pais en el Gltimo
siglo, que ha arrastrado en su caida a su soporte financiero, parece estar
superdndose, por fin, la percepcién social y normativa de la rehabilitacién
como politica accesoria de la urbanistica o de las politicas de vivienda (ALONSO
IBANEZ, 2012: 640-643). Por muy imperfecta que resultase la forma en que fue
inicialmente aprobada la nueva normativa de rehabilitacién y regeneracién
urbana, por discutibles que resultasen algunos de sus contenidos, tras la L3R
algunos de esos problemas se han superado, aunque hayan surgido ofros, y
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existe ya un cuerpo normativo que afronta la regulacién auténoma del régimen
juridico de la rehabilitacién. Asi, si desde una perspectiva fiscal se ha mejorado
el tratamiento de la rehabilitacién o reducido tipos de gravamen, desde la
operativa se trasladan al dmbito de la rehabilitacién y la regeneracién urbana
técnicas urbanisticas distributivas y expropiatorias impulsando comunidades
rehabilitadoras o regeneradoras al modo de las tradicionales comunidades
reparcelatorias del urbanismo de ensanche. Desde el punto de vista piblico, las
iniciativas expuestas impulsan una nueva cultura de planificacién de la ciudad
que incluya su regeneracién y no sélo su expansién. De nuevo, renovando
una constante en las politicas urbanas de nuestro pais, se trata de lograr que
el urbanismo conjugue el saneamiento y reforma interior, ahora en forma de
rehabilitacién y regeneracién urbana mucho menos agresiva con la propia
ciudad que antafio, con el ensanche.

No es extrafio, por estas y ofras razones, que hayan sido mdltiples las
normas que en los Gltimos afios y hasta la reciente aprobacién de la L3R han
abordado la rehabilitacién y la regeneracién urbana. La gran caida de la
actividad inmobiliaria de urbanizacién y promocién de vivienda de nueva
construccién reforzé la rehabilitacién de edificios y viviendas y la regeneracion
urbana como nuevos nichos de negocio que, ademds, fueron impulsados desde
los planes de vivienda en ejecucién que chocaron en sus objetivos de vivienda
protegida de nueva construccién con la ausencia de crédito y, en cambio,
alcanzaron elevados niveles de ejecucién en las lineas de rehabilitacién, tanto
aislada como en dreas, ya fuesen de rehabilitacién integrada o de casco histé-
rico del dltimo plan estatal completado. Abundando y tratando de reforzar esa
reorientacién, querida ademds por el sector que ve en ella «una oportunidad
para lograr paliar, a corto plazo, las consecuencias de la caida del subsector
de la edificacién y, a medio, sentar las bases de una economia sostenible de
la actividad constructiva de reforma y rehabilitacién» (CEOE, 2010: 17-19) se
aprobaron en los Gltimos afios diversas medidas en la materia incorporadas a
la Ley 19/2009, de 23 de noviembre, de medidas de fomento y agilizacién
procesal del alquiler y de la eficiencia energética de los edificios, la LES, el
Real Decreto-ley 6/2010, de 9 de abril, de medidas para el impulso de la
recuperacién econémica y el empleo, el Real Decreto-ley 5/2011, de 29 de
abril, de medidas para la regularizacién y control del empleo sumergido y
fomento de la rehabilitacién de viviendas, y el Real Decreto-ley 8/2011, de
1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del
gasto publico y cancelacién de deudas con empresas y auténomos contraidas
por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso
de la rehabilitacién y de la simplificacién administrativa.

Algunas de tales medidas, que se analizan a lo largo del presente trabajo,
proceden de un borrador de anteproyecto de Ley de calidad y sostenibilidad del
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medio urbano de 2011 (ALMU en adelante), que no prosperd, pero que sirvié
de base a un nuevo borrador de anteproyecto, ya tras el cambio de Gobierno,
el Anteproyecto de Ley de rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbanas
cuya primera versién se feché a junio de 2012 (se cita como ALRU), que ha
dado como resultado la L3R. Concebida como norma complementaria de la
LS, la primera de dichas propuestas proponia garantizar la calidad y sostenibi-
lidad del medio urbano mediante la aplicacién de un sistema de indicadores o
criterios bdsicos minimos, procedentes en gran medida del Libro blanco de la
sostenibilidad en el planeamiento urbanistico espariol, que habrian sido objeto
especifico de las evaluaciones e informes ambientales, territoriales y de movili-
dad a las que estd sujeto el planeamiento. En tal contexto ya el ALMU proponia
trasladar al medio urbano, a la ciudad existente si se prefiere, el estatuto de
propietarios y ciudadanos ya establecido en la LS. Légicamente, el centro de
atencién en el ALMU no era el desarrollo mediante la urbanizacién del suelo
sino una exigente regulacién de los deberes de conservacién, por un lado, y
mejora y rehabilitacién, por otro, y optimizar en la mayor medida posible los
procedimientos para exigir su cumplimiento, que podria corresponder a los mis-
mos propietarios o titulares de derechos de uso individualmente considerados,
a las comunidades o cooperativas de propietarios, respecto de los elementos
comunes o a la administracién, subsidiariamente en caso de incumplimiento,
pudiendo elevarse en este caso el alcance econémico del deber de conser-
vacién. En estrecha conexién con lo anterior el ALMU incorporaba también
una regulacién de la inspeccién técnica de edificios que habia de aplicarse
en los municipios capitales de provincia, con poblacién superior a veinticinco
mil habitantes y en aquellos que las Comunidades Auténomas incluyesen en
las dreas o entornos metropolitanos que pudiesen delimitar o, en general, en
cualesquiera ofros que estas sefialasen. Tal regulacién fue establecida luego
mediante el Real Decreto-ley 8/2011 (arts. 21 y 22) y esté en la base de la
regulacién del informe de evaluacién de los edificios de la L3r (arts. 4 a ).

Pero quizd la propuesta més novedosa del ALMU, que lo convierte en
antecedente directo del ALRU y de la propia L3R, fue la referente al régimen
juridico de la rehabilitacién edificatoria y la regeneracién urbana, a la que
dedicé su titulo II. Las actuaciones de rehabilitacién edificatoria conjunta eran
las intervenciones para la conservacién, mejora o rehabilitacién de los edi-
ficios y, en su caso, de los espacios comunes privativos vinculados a éstos,
que estén incluidos en &mbitos, continuos o discontinuos, delimitados por la
Administracién. Las actuaciones de regeneracién urbana se configuraban, en
cambio, como el conjunto de intervenciones desarrolladas mediante planes,
programas u ofros instrumentos reguladores, referidas a un dmbito homogé-
neo expresamente delimitado, que en todo caso articulasen intervenciones de
conservacién, mejora o rehabilitacién de edificios, especialmente los de uso
residencial, con la mejora de la urbanizacién del espacio poblico y/o las
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dotaciones. Las actuaciones de regeneracién urbana se cualificaban por ser
integradas cuando, ademdés de su objeto general, articulasen medidas sociales,
ambientales y econémicas sobre su dmbito y se hallasen enmarcadas en una
estrategia municipal global y unitaria formulada mediante planeamiento urba-
nistico o un instrumento de regeneracién urbana integrada (art. 12.1 ALMU).
En la LES y el Real Decreto-ley 8/2011 se incorporaron con variantes y no sin
contradicciones algunos de estos conceptos.

De manera mds sencilla y clara, sin duda, el ALRU distinguia las actua-
ciones de rehabilitacién edificatoria, integradas por las obras y trabajos de
mantenimiento e intervencién en los edificios existentes, sus instalaciones y
espacios privativos vinculados a los mismos, de las actuaciones de regeneracién
urbana, que junto a las obras de rehabilitacién edificatoria afectan a la urbani-
zacién material del dmbito de que se trate, y de las actuaciones de renovacién
urbana, que define como las de reurbanizacién del dmbito correspondiente
y la realizacién de obras que afecten a la urbanizacién material del dmbito,
vinculadas a la ejecucién de obras de edificacién en las que predominen las
de nueva construccién en sustitucién de la edificios previamente demolidos
(art. 8). Puede detectarse una cierta atenuacién del cardcter integral de las
actuaciones de regeneracién urbana, muy presente en los arts. 110 LES y
17.1 Real Decretoley 8/2011, tanto al identificar los dmbitos en los que han
de desarrollarse como al concretar las acciones que han de llevarse a cabo,
incluyendo medidas sociales, ambientales y econémicas.

Puede afirmarse que la aprobacién de la L3R constituye un hito funda-
mental en la construccién de nuevas politicas de intervencién sobre el medio
urbano y la ciudad y la edificacién existentes. Desde el ALMU hasta la L3R
fueron varias las normas aprobadas en esta materia, siempre de cardcter
fragmentario, contradictorio en ocasiones. La L3R, en cambio, tiene mayor
potencial integrador y precisién conceptual que las normas que deroga, aun
cuando la barrera entre la LS y la nueva regulacién que establece formalmente
se mantenga, dando lugar a la fragmentacién de la regulacién en materias
fundamentales como el deber de conservacién. Conceptualmente, el objeto de
las actuaciones que regula la L3R son las actuaciones sobre el medio urbano,
definidas «como aquellas que tienen por obijeto realizar obras de rehabilitacién
edificatoria, cuando existan situaciones de insuficiencia o degradacién de los
requisitos basicos de funcionalidad, seguridad o habitabilidad de las edificacio-
nes, y de regeneracién y renovacién urbanas, cuando afecten, tanto a edificios,
como a tejidos urbanos, pudiendo llegar a incluir obras de nueva edificacién en
sustitucién de edificios previamente demolidos» (art. 7.1 L3R). Las actuaciones
de regeneracién y renovacién urbanas tendrdn, ademds, cardcter integrado
cuando articulen medidas sociales, ambientales y econédmicas enmarcadas en
una estrategia administrativa global y unitaria (art. 7.2 L3R).
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Tanto el ALMU, el ALRU, la LES y el Real Decreto-ley 8/2011, primero,
como la L3R, después, han tratado de introducir la méxima flexibilidad en la
gestién de unas y ofras actuaciones ampliando su base subjetiva otorgando
el protagonismo a las comunidades y agrupaciones de comunidades de pro-
pietarios, a cooperativas o incluso a agrupaciones forzosas (arts. 14 a 17
ALMU; 9y 16 ALRU; 8 y 15 L3R), regulando su financiacién incorporando los
créditos refaccionarios (arts. 18 y 19 ALMU; disposicién adicional séptima,
entre ofros preceptos, ALRU; desaparecida en la L3R) y arbitrando férmulas
especificas de cooperacién interadministrativa (arts. 20y 21 ALMU; 18 y 19
ALRU; 16 a 19 L3R).

VII. SUJETOS DE LA REHABILITACIC')N.’PROPIEDAD, PROMOCION Y,
UNA VEZ MAS, EQUIDISTRIBUCION.

1. Propiedad y deber de conservacion. Hacia el deber de reha-
bilitar

Casi en todas las ciudades espafiolas un observador atento y conocedor
razonable del régimen juridico del deber de conservacién y la ruina podria
identificar algin inmueble cuyo propietario estd promoviendo, por accién u
omisién, la ruina en cualquiera de sus modalidades. Ciertamente, el propio
Tribunal Supremo, acaso cegado acriticamente por su propia jurisprudencia
sobre el cardcter factico de la situacién legal de ruing, llegé a afirmar que «la
ruina es la mera constatacién objetiva de una situacién, independientemente de
las causas dolosas o culposas que hubieran dado lugar a ella, respecto de las
cuales podrdn emplearse distintos medios de defensa al objeto de impedir los
efectos propios de la correspondiente declaracién o de lograr un resarcimiento
por los que sean inevitables, mas nunca utilizarlas como motivos excluyentes
de su declaracién» [SSTS de 28 de diciembre de 1994 (Arz. 10398), 18 de
marzo y 1 de abril de 1996 (Arz. 2036 y 2931), 27 de enero de 1998 (Arz.
1879). Se cita la de 18 de marzo de 1996].

Pero si la afirmacién del Tribunal Supremo resultaba coherente con la nor-
mativa entonces vigente, obviando posibles apelaciones al abuso de derecho,
no debiera ocultarse que tales conductas, torticeramente dirigidas a lograr el
incumplimiento del fin para el que la ley impuso el deber de conservacién
utilizando la situacién legal de ruina, producen dafios concretos a terceros,
los ocupantes del inmueble arruinado, y a los intereses generales, en forma
de destruccién del legado urbanistico y edificatorio del pais. Son ya muchas
las normas autonédmicas que han tratado de salir al paso de esas prdcticas.
Llega ahora el turno del Estado, gracias a la nueva percepcién de las politicas
urbanas, imbuidas ahora en sostenibilidad y regeneracién introduciendo esti-
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mulos fiscales, en forma de reduccién de impuestos indirectos y desgravaciones
en el impuesto sobre la renta de las personas fisicas, y regulando desde sus
competencias la rehabilitacién de edificios y la regeneracién urbana.

El régimen tradicional del deber de conservacién y la ruina no ha resul-
tado del todo eficaz ni para garantizar la efectiva conservacién del parque
edificado, que era abandonado a su suerte en los periodos de expansién, ni
para preservar los derechos de la poblacién existente en los cascos histéricos,
que se han visto sometidos a procesos de gentrificacién, en las mejores zonas,
con acoso inmobiliario en muchas ocasiones, o de sobreocupacién, en muchas
otras menos atractivas para la promocién. Especialmente preocupante ha sido,
por sus efectos sociales y por la poblacién que habitualmente lo sufria, el acoso
inmobiliario, que se plasma en précticas coactivas y en el incumplimiento mds
o menos manifiesto del deber de conservacién que incumbe a los propietarios
para lograr, ruina mediante, la extincién de contratos de arrendamiento. En
los momentos dlgidos del ciclo no escaseaban précticas absolutamente recha-
zables, incluso muy posiblemente delictivas por coactivas, como el deterioro
deliberado de elementos estructurales de inmuebles parcialmente ocupados
por inquilinos a los que se queria expulsar, la ocultacién de fachadas tras
lonas protectoras en procesos de restauracién que no se iniciaban o concluian
nunca, aun cuando se contase con licencia urbanistica, o prdcticas andlogas.
El garantista derecho urbanistico actuaba en estos supuestos a favor de los
acosadores, amparados por plazos para la ejecucién de las licencias que
solicitaban e incumplian, y la lentitud del poder judicial, del todo ineficaz para
hacer frente répidamente al acoso.

La normativa urbanistica y de vivienda de diferentes Comunidades (Comu-
nidad Valenciana, Madrid, Castilla-La Mancha, Canarias, Extremadura, Ando-
lucia, Castilla y Ledn y Aragén) ha avanzado imponiendo regulaciones en esta
materia que dificultan la utilizacién del régimen del deber de conservacién y
ruina en manifiesto fraude de ley y perjuicio de terceros, asi como la incorrecta
utilizacién del parque edificado (TEJEDOR BiELsA, 1999: 231-232; GARCIA ALVAREZ,
2007: 43-52). El carécter factico de la situacién legal de ruina, repetidamente
declarado por el Tribunal Supremo, ha hecho que ninguna relevancia tenga la
conducta del propietario del inmueble, aun con dolo, determinante de la ruina
(por todas, Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de diciembre de 1994, Arz.
10398, y 18 de marzo de 1996, Arz. 2931). El régimen juridico tradicional
de la ruing, y las dificultades para hacer efectivo el deber de conservacién,
han sido un caldo de cultivo adecuado para el acoso inmobiliario.

La normativa estatal traté también de paliar en alguna medida esta situa-
cién, en un primer momento mediante la LES (art. 111) y el Real Decreto-ley
8/2011 (arts. 17 a 22) y, tras él, a través de la reforma de la LS por la L3R

(disposicién final duodécima de ésta, que da nueva redaccién al art. 9 LS).

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
52 ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 27-72



NUEVOS INSTRUMENTOS DE PLANIFICACION Y GESTION DE LA REHABILTACION Y LA REGENERACION URBANA

En concreto, en lo que respecta al deber de conservacién, el Real Decreto-
ley 8/2011 previé la posibilidad de imponer actuaciones de conservacién,
mejora y regeneracién urbana en los dmbitos continuos o discontinuos que
delimitase la administracién (art. 18.1). La rehabilitacién englobaba, pues, las
actuaciones de conservacién, entendiendo por tales las reparaciones y obras
precisas para mantener un inmueble en las condiciones de habitabilidad,
seguridad, salubridad, accesibilidad y ornato; las de mejora, en conexién
con el articulo 111 LES, que comprendian las que se realizasen por motivos
turisticos o culturales o, en general, por motivos de calidad o sostenibilidad
del medio urbano; y las de regeneracién urbana, en relacién con el articulo
110 LES, que se desarrollaban sobre dmbitos urbanos vulnerables, obsoletos
o degradados, alcanzando tanto a la urbanizacién y a las dotaciones como a
los edificios, orientadas a alcanzar la efectividad de los principios de cohesién
territorial y social, eficiencia energética y complejidad funcional (art. 17.1 Real
Decreto-ley 8/2011).

La normativa reciente ha tratado de introducir una mayor precisién y
coherencia conceptual en materia de rehabilitacién, incluyendo en tal concepto
genérico un gran nimero de especies que quedarian bajo su dmbito y podrian
gestionarse mediante las nuevas técnicas operativas que se regulan. Hasta la
simplificacién realizada mediante la L3R la situacién, sin embargo, no habia
mejorado en exceso, frustrando las aspiraciones del sector inmobiliario. Aun
queda recorrido, no obstante, para la unificacién de conceptos mediante una
adecuada coordinacién conceptual con la normativa fiscal, en conjunto, e
incluso entre normas fiscales especificas como las reguladoras del impuesto
sobre la renta de las personas fisicas o el impuestos sobre el valor afadido
(CEOE, 2010: 41-42, y 2013: 23-25).

En cualquier caso, puede afirmarse que el deber de conservacién, tras
la L3R y su reforma de la LS, avanzando en la senda marcada por normas
anteriores, ha quedado notablemente realzado en la normativa estatal que,
ademds de incorporar una concreta regulacién de su limite legal, que cifra en
«la mitad del valor actual de construccién de un inmueble de nueva planta,
equivalente al original en relacién con las caracteristicas constructivas y la
superficie 0til, realizado con las condiciones necesarias para que su ocupa-
cién sea autorizable o, en su caso, quede en condiciones de ser legalmente
destinado al uso que le sea propio», lo extiende cualitativamente para cubrir
las condiciones legales de «seguridad, salubridad, accesibilidad universal y
ornato legalmente exigibles, asi como realizar obras adicionales por motivos
turisticos o culturales, o para la mejora de la calidad y sostenibilidad del medio
urbano» (art. 9.1 LS), incorporando asi en su dmbito, entre otras, las obras
para la mejora de la eficiencia energética de la edificacién (art. 10 L3R).
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2. Rehabilitacién, propiedad y libertad de empresa. Obligaciéon
e iniciativa

La transformacién del sector de la construccién en Espafia es una condicién
imprescindible para una recuperacién econémica saneada. Resultaria irrespon-
sable insistir en un sistema que, como al actual, abocaria al pais en el futuro a
nuevas burbujas financieras e inmobiliarias basadas en crecimientos irreflexivos
del suelo urbanizable o urbanizado que el mercado no puede absorber en
plazos razonables, un sistema que, por lo demds, bancos y cajas no pueden
financiar sosteniblemente ni las administraciones pUblicas mantener razonable-
mente. Para ello, es esencial transformar las politicas urbanas, y urbanisticas,
atendiendo las exigencias del principio de desarrollo sostenible mediante indi-
cadores concretos que permitan evaluar su eficacia, eficiencia y sostenibilidad
econdémica, territorial, social y ambiental conforme a las propuestas plasmadas,
por ejemplo, en el Libro blanco de la sostenibilidad del planeamiento urbanis-
tico en Espafa. No se trata simplemente de impedir un modelo de negocio
inmobiliario y de ejercicio de las potestades piblicas de ordenacién ferritorial
y urbanistica como el vigente en la que se ha dado en llamar «década prodi-
giosa», sino de plantear alternativas concretas a un sector que estd inmerso en
un proceso de reconversién mds que en una simple crisis.

Parece indispensable promover y potenciar la conversién de la rehabili-
tacién, en todas sus modalidades, en el fundamental dmbito de negocio para
un sector inmobiliario que, como el espafiol, estd en riesgo de total colapso,
si no colapsado. Los planes generales pueden programar la regeneracién de
la ciudad y vincular la plusvalia del crecimiento o de la densificacién a la
ejecucién de las actuaciones de rehabilitacién y regeneracién urbana. A este
respecto, aun cuando sea mediante instrumentos impulsados desde las politicas
de vivienda cuyas propuestas, poco a poco, el planeamiento urbanistico va
haciendo suyas resultan extremadamente interesantes las diversas iniciativas
de regeneracién urbana de barrios impulsadas en diversas Comunidades,
a algunas de las cuales se ha aludido anteriormente. El volumen de ayudas
pUblicas preciso para impulsar inicialmente estas actuaciones y mostrar su
viabilidad no debe ocultar su posible rentabilidad social, urbanistica y, con
las debidas cautelas, econémica.

Al igual que se han puesto de manifiesto desequilibrios entre las moda-
lidades de acceso a la vivienda que es conveniente corregir, el sector de la
rehabilitacién residencial tiene en Espafia un peso inferior al que posee en el
entorno europeo y la regeneracién urbana constituye, salvo atendiendo a las
iniciativas publicas més recientes, un dmbito extrafio al sector inmobiliario. No
existe un sector profesional de los procesos de regeneracién urbana integrada
o rehabilitacién de edificios. La normalizacién del sector de la construccién
residencial, volviendo a cifras de produccién de vivienda acordes con las nece-
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sidades del pais, debe ir acompafada de un crecimiento sostenido del sector de
la rehabilitacién y regeneracién urbana. Al respecto, anticipando la propuesta
de la Comisién Europea en la citada Comunicacién al Parlamento Europeo y al
Consejo [COM(2012) 433final, de 31 de julio de 2012] sobre «estrategia para
una competitividad sostenible del sector de la construccién y de sus empresas,
resultan de gran interés las aportaciones del grupo de trabajo sobre rehabili-
tacién que propone un plan de accién para la reconversién del sector de la
promocién inmobiliaria hacia la rehabilitacién que podria permitir, a su juicio,
que diez millones de viviendas estuviesen rehabilitadas en Espafia en 2050, con
una inversién de ciento sesenta mil millones de euros en eficiencia energética
y un ahorro acumulado en 2030-2050 de trescientos mil millones de euro por
eficiencia energética y emisiones (CuCHi y SWEATMAN, 2011: 46-49). En términos
de empleo, cuantifican dieciocho empleos nuevos estables por cada millén de
euros invertido en renovacién de viviendas (CUCHI y SWEATMAN, 2011: 45).

Pero la llamada al sector inmobiliario a la actividad de rehabilitacién no
debe alterar la l6gica de su regulacién, basada en la proyeccién del deber de
conservacién sobre la ciudad y la edificacién. El legislador espafiol ha querido
que el deber de conservacién sea a la rehabilitacién lo que histéricamente los
deberes de urbanizar y edificar han sido en la expansién. Es por ello que la
realizacién de las obras resultantes de las actuaciones sobre el medio urbano
(art. 7.1 L3R) incumbe prima facie a los propietarios, las comunidades de pro-
pietarios, las agrupaciones de comunidades de propietarios o las cooperativas
de viviendas, siempre como resultado de la propiedad, e incluso, también por
ese titulo, a las Administraciones pUblicas «cuando afecten a elementos propios
de la urbanizacién y no exista el deber legal de los propietarios de asumir
su costex (art. 8 L3R). Es también por esa vinculacién entre propiedad y reha-
bilitacién, mediante el deber de conservacién, por la que «la iniciativa para
proponer la ordenacién de las actuaciones de rehabilitacién edificatoria y las
de regeneracién y renovacién urbanas, podrd partir de las Administraciones
Péblicas, las entidades publicas adscritas o dependientes de las mismas y los
propietarios. En concreto, estardn legitimados para ello las comunidades y
agrupaciones de comunidades de propietarios, las cooperativas de vivienda
constituidas al efecto, los propietarios de terrenos, construcciones, edificaciones
y fincas urbanas, los titulares de derechos reales o de aprovechamiento, y las
empresas, entidades o sociedades que intervengan en nombre de cualesquiera
de los sujetos anteriores» (art. 9.1 L3R). Asimismo, también la propiedad sub-
yace en la prioridad de las actuaciones que «partan bien de la iniciativa de los
propios particulares incluidos en el dmbito, bien de una amplia participacién
de los mismos en ella» (art. 9.2 in fine L3R).

Esta regulacién de la promocién de la iniciativa para la ordenacién de
las actuaciones de rehabilitacién o renovacién urbana permite evitar bloqueos
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derivados de la aplicacién del régimen de propiedad horizontal y abrir estas
actuaciones a la iniciativa empresarial, cohonestédndola con la propiedad, algo
que suscité un intenso debate en relacién con la obra de urbanizacién. Veamos
cémo logra tales objetivos. En primer lugar, frente a la tradicional atribucién
del deber de conservacién al propietario, actualmente estdn obligados a la
realizacién de las actuaciones de conservacién, mejora y regeneracién, hasta
donde alcance el deber legal de conservacién, tanto los propietarios como los
titulares de derechos de uso otorgados por ellos, en la proporcién acordada en
el correspondiente contrato o resultante de los criterios subsidiarios legalmente
establecidos, las comunidades de propietarios y, en su caso, las agrupaciones
de comunidades de propietarios o cooperativas de propietarios, con respecto
a los elementos comunes de la construccién, el edificio o complejo inmobiliario
y de los condominios [art. 8.a) L3R]. Para ello se han introducido relevantes
modificaciones en la normativa sobre propiedad horizontal, entre otras, que
facilitan la promocién.

Ademds, resulta destacable la amplia habilitacién legal a comunidades y
agrupaciones de comunidades para actuar en derecho realizando cualesquiera
operaciones inmobiliarias, incluso crediticias, relacionadas con los deberes que
se les imponen. Deberdn constituir un fondo de conservacién, mejora y regenera-
cién para cubrir los impagos que pudieran producirse, ser beneficiarias directas
de cualesquiera medidas de fomento, simplificéndose asi notabilisimamente su
gestion administrativa, otorgar por si solas escrituras de modificacién del régi-
men de propiedad horizontal relativas a elementos comunes o privativos para
ajustarlo al resultado de la actuacién de que se trate o actuar, en el seno de los
procedimientos de gestién de las actuaciones de rehabilitacién, como fiduciarias
con pleno poder dispositivo sobre los elementos comunes del edificio o complejo
inmobiliario y las fincas pertenecientes a los propietarios que las integran de
acuerdo con los estatutos (art. 15.3 L3R). Esta habilitacién contribuye también
a simplificar los problemas en la gestién de subvenciones piblicas que, de ser
asignadas individualmente a los comuneros y no globalmente a la comunidad,
pueden resultar en extremo ineficientes al perjudicar la situacién de alguno o
algunos de los comuneros al conjunto [art. 15.3.¢) L3R].

Por dltimo, se ha establecido que «la participacién en la ejecucién de las
actuaciones previstas en esta Ley se producird, siempre que sea posible, en un
régimen de equidistribucién de cargas y beneficios» otorgdndose de este modo
preferencia a esta forma de gestién de las actuaciones sobre el medio urbano
[art. 15.2 y 10.2.q) L3R], tendiendo presente, ademds, que «la conformidad o
autorizacién administrativas correspondientes a cualesquiera de las actuaciones
referidas en el apartado 1, determinard la afeccién real directa e inmediata,
por determinacién legal, de las fincas constitutivas de elementos privativos de
regimenes de propiedad horizontal o de complejo inmobiliario privado, cual-
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quiera que sea su propietario, al cumplimiento del deber de costear las obras.
La afeccién real se hard constar mediante nota marginal en el Registro de la
Propiedad, con constancia expresa de su carécter de garantia real y con el
mismo régimen de preferencia y prioridad establecido para la afeccién real al
pago de cuotas de urbanizacién en las actuaciones de transformacién urbanis-
tica» (art. 12.2 L3R). Por esa via se prevé que estén también legitimados para
participar en las actuaciones de renovacién y rehabilitacién urbanas, junto a
las personas y entidades ya seialadas, desarrollando previsiones recogidas en
normas urbanisticas de diversas Comunidades Auténomas (Comunidad Valen-
ciana, Aragén, entre ofras), empresas, entidades o sociedades no propietarias
(art. 15.1 L3R), que podrdn asumir, tanto en la gestién directa por concurso
como en la indirecta por los propietarios, la realizacién a su costa de la tota-
lidad de las obras a cambio de la cesién de parte determinada del edificio
rehabilitado [arts. 10.2.a), 11.c) y 13.3 L3R]. De este modo, se da entrada
en la rehabilitacién y regeneracién urbana al agente rehabilitador, concebido
como empresario gestor de la misma, por cuenta de los propietarios y en virtud
del acto administrativo de otorgamiento en competencia de tal condicién.

En todo caso, la aplicacién conjunta de normas autonédmicas tendentes
a garantizar el cumplimiento del deber de conservacién convirtiendo la ruina
en excepcién que acaece a pesar del ejercicio diligente de dicho deber, que-
brando su carécter factico, con las medidas incorporadas en la L3R dirigidas a
resolver los bloqueos derivados de la normativa sobre propiedad horizontal y a
articular procedimientos técnico-juridicos que permitan imponer la rehabilitacién
y las medidas fiscales de estimulo y transparencia, puede abrir nuevas vias de
regeneracién de ciudades y pueblos y de negocio para el sector inmobiliario
y la construccién. En la diversificacién de la actividad estd su futuro y, proba-
blemente, el de nuestras ciudades y pueblos.

3. Propiedad horizontal y rehabilitacion. El problema de las mayo-
rias

La rehabilitacién no escapa a la naturaleza multifronte de la actividad
inmobiliaria muy directamente vinculada al régimen de propiedad horizontal.
De hecho, para la viabilidad de los novedosos procedimientos de gestidn, como
ha demostrado la prdctica, resultan esenciales las modificaciones introducidas
en la LPH. La Ley 19/2009 profundizé en la flexibilizacién del régimen de
mayorias para la adopcién de acuerdos iniciado por normas anteriores pre-
viendo uno especifico para supuestos no contemplados anteriormente de esta-
blecimiento o supresién de equipos o sistemas que tengan por objeto mejorar
la eficiencia energética o hidrica del inmueble que, incluso cuando supongan
la modificacién del titulo constitutivo o de los estatutos, podrdn ser acordados
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con el voto favorable de las tres quintas partes del total de los propietarios
que, a su vez, representen las tres quintas partes de las cuotas de participacién
(17.3 LPH). En la misma linea avanzé la LES conforme a la cual las obras de
mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano «tienen, a los efectos
de la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre propiedad horizontal, el cardcter
de necesarias que deben ser obligatoriamente costeadas por los propietarios
de la correspondiente comunidad o agrupacién de comunidades, no siéndoles
de aplicacién las reglas del articulo 17 de dicha Ley y debiéndose limitar el
acuerdo de la Junta correspondiente a la distribucién de la derrama pertinente
y la determinacién de los términos de su abono» (art. 111.2 LES).

La L3R incluye inequivocamente entre las obras obligatorias, que no requie-
ren acuerdo previo de la Junta de Propietarios, impliquen o no modificacién
del titulo constitutivo o de los estatutos, cuando vengan impuestas por las
administraciones publicas o solicitadas a instancia de los propietarios, «los
trabajos y las obras que resulten necesarias para el adecuado mantenimiento
y cumplimiento del deber de conservacién del inmueble y de sus servicios e
instalaciones comunes incluyendo en todo caso [...] cualesquiera otras deri-
vadas de la imposicién, por parte de la Administracién, del deber legal de
conservacién», «las obras y actuaciones que resulten necesarias para garantizar
los ajustes razonables en materia de accesibilidad universal [...]» [art. 10.1.a) y
b) LPH). De igual modo, se consideran obligatorias «la ocupacién de elementos
comunes del edificio o del complejo inmobiliario privado durante el tiempo
que duren las obras a las que se refieren las letras anteriores», «la construc-
cién de nuevas plantas y cualquier otra alteracién de la estructura o fabrica
del edificio o de las cosas comunes, asi como la constitucién de un complejo
inmobiliario, tal y como prevé el articulo 17.4 del texto refundido de la Ley de
Suelo, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, que
resulten preceptivos a consecuencia de la inclusién del inmueble en un dmbito
de actuacién de rehabilitacién o de regeneracién y renovacién urbanax y «los
actos de divisién material de pisos o locales y sus anejos para formar otros
més reducidos e independientes, el aumento de su superficie por agregacién
de otros colindantes del mismo edificio, o su disminucién por segregacién de
alguna parte, realizados por voluntad y a instancia de sus propietarios, cuando
tales actuaciones sean posibles a consecuencia de la inclusién del inmueble
en un dmbito de actuacién de rehabilitacién o de regeneracién y renovacién
urbanas» [art. 10.1.¢c), d) y ) L3R].

Priman en la L3Ry, tras ella, en la LPH, el deber de conservar y rehabilitar
conforme a lo establecido en la nueva norma sobre las condiciones subjetivas de
los obligados, lo cual puede plantear no pocos problemas, teniendo presente las
caracteristicas de la poblacién afectada, la aplicacién de la légica equidistribu-
tiva y, conforme a la misma, que «los pisos o locales quedardan afectos al pago
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de los gastos derivados de la realizacién de dichas obras en los mismos términos
y condiciones que los establecidos en el articulo 9 para los gastos generales»,
asi como que «los propiefarios que se opongan o demoren injustificadamente la
ejecucién de las érdenes dictadas por la autoridad competente responderdn indi-
vidualmente de las sanciones que puedan imponerse en via administrativax [arts.
12.2 y 10.2.¢) y b) LPH]. Si no resulta habitual la ejecucién sobre el inmueble
afecto, no parece que vaya a serlo, sin graves costes sociales al menos, cuando
derive de la ejecucién de actuaciones de rehabilitacién o regeneracién urbana.
No obstante, si se advierte la posibilidad de que la gestién de tales actuaciones
puede ser asumida por empresas no propietarias, constituyendo asociaciones
administrativas que se regirdn por la normativa aplicable a las entidades urbao-
nisticas colaboradoras, los problemas pueden agudizarse.

Resulta sorprendente la escasa atencién que ha merecido esta cuestién a la
hora de concretar el contenido minimo de la memoria de viabilidad econémica
de estas actuaciones (art. 11 L3R), cuando las condiciones subjetivas de los
particulares incluidos en las mismas resultardn sin duda decisivas para garan-
tizar su viabilidad. Se limita la nueva norma a prever que la memoria deberd
incluir «el andlisis de la inversién que pueda atraer la actuacién y la justificacién
de que la misma es capaz de generar ingresos suficientes para financiar la
mayor parte del coste de la transformacién fisica propuesta, garantizando el
menor impacto posible en el patrimonio personal de los particulares, medido
en cualquier caso, dentro de los limites legales del deber de conservacién» [art.
11.c) L3R]. Resultard dificil, si no imposible, impulsar estas actuaciones contra
los mismos, a través de sanciones o ejecutando sus pisos o locales.

VIIl. PLANES, PROGRAMAS U OTROS INSTRUMENTOS ORDENA-
DORES

La cultura urbanistica espafiola, como las propias politicas de vivienda,
obligan a considerar la conveniencia de una adecuada programacién y plo-
nificacién, necesariamente precedida de estudios rigurosos, como una de las
fundamentales mejoras de las técnicas de gestidén de la regeneracién urbana
y la rehabilitacién, superando asi la tradicional postergacién de la ciudad
consolidada tras el ensanche propia de la legislacién urbanistica espafiola.
Para ello, las experiencias realizadas hasta el momento pueden constituirse
en un inestimable banco de pruebas, que pone de manifiesto la necesidad
imperiosa de abordar esto procesos desde una perspectiva integral, juridica,
econdmica, social y técnica que, ain mds, pone de manifiesto la necesidad de
programacién, de coordinacién del conjunto de actuaciones precisas para con-
servar y rehabilitar el tejido urbano y la edificacién existentes (en este sentido,
BRUQUETAS, MORENO y WALLISER, 2005: 49-63; Rusio DEL VAL, 2011: 18-20).
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Pieza clave de los Gltimos planes de vivienda ejecutados, que mantiene
el PEV, ha sido el establecimiento de medidas de fomento de la rehabilitacién,
tanto aislada como en dreas. Pero la perspectiva adoptada, como he sefalado
ya, era fundamentalmente estdtica, de una administracién que aportaba recur-
sos para impulsar unas actuaciones que correspondian a otros, que ni siquiera
estaban programadas de manera adecuada, algo que no se ha superado
totalmente con la L3R que sélo de forma muy indirecta alude al fomento y no
lo conecta con los planes cuatrienales de vivienda. Quizd tal forma de abor-
dar la regulacién del fomento de la rehabilitacién resultase coherente con una
legislacién urbanistica y de vivienda que han venido prestando histéricamente
poca atencién a la rehabilitacién (hoy comprensiva de conservacién, mejora y
regeneracién urbana) salvo, acaso, desde la perspectiva de la ordenacién de
las actuaciones de reforma interior. Y ello pese a la evidente conexién de la
accién rehabilitadora con técnicas urbanisticas como el deber de conservacién
y la ruina, entre otras (GONZALEZ VARAS, 1998: 169-204; TEIEDOR BIELSA, 1999:
240-246; GARCiA GArRciA, 2000: 121-170; GARCIA-ALVAREZ, 2007: 96-102).
Los ¢ltimos planes de vivienda, al potenciar la rehabilitacién en dreas e incluir
disposiciones relativas a su gestién y objetivos, apuntaban ya modificaciones en
ese stafu quo. Pero hoy dia, superada la dispersién normativa, la L3R y el PEV
determinan un claro cambio de tendencia. Contamos con un completo régimen
juridico que determina, segin he expuesto, quiénes pueden ser promotores de
la rehabilitacién y hasta dénde alcanzan sus deberes en relacién con la misma,
pero también concreta en qué dmbitos, cémo se planifica o programa, cémo se
ejecuta y qué incidencia puede tener sobre elementos comunes de los edificios,
sobre elementos privativos o sobre espacios libres o de dominio pdblico.

La LES planteé implicitamente la identificacién en programas, planes u
otros instrumentos ordenadores de la rehabilitacién de construcciones y edificios
de los dmbitos afectados por las actuaciones de renovacién y rehabilitacién
urbanas (arts. 110.4 y 111.1 LES). El Real Decreto-ley 8/2011 exigié espe-
cificamente en relacién con las actuaciones de regeneracién urbana que la
administracién delimitase su dmbito, que podia ser continuo o discontinuo,
asi como de mera rehabilitacién edificatoria, pudiendo incluir en el mismo
intervenciones de demolicién, renovacién o sustitucién de viviendas o edificios
completos, siempre que no afectasen a mds del cincuenta por ciento de los
edificios, de las viviendas o de la edificabilidad (art. 18.1 Real Decreto-ley
8/2011). Una y ofra norma establecieron que actuaciones de renovacién y
rehabilitacién urbanas, por un lado, y actuaciones de rehabilitacién de regene-
racién urbana, por ofro, tendrian la consideracién de actuaciones de transfor-
macién urbanistica con los efectos establecidos en el articulo 14.1 TRLS2008
(arts. 18.1 in fine Real Decreto-ley 8/2011 y 110.2 LES, respectivamente). En
la LES parecia primar la intervencién en dreas sobre la aislada [art. 109.¢)
LES], algo légico si se pretende impulsar la regeneracién de la ciudad como
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esfuerzo colectivo, que confirmaba en gran medida la normativa posterior
(art. 17 Real Decreto-ley 8/2011) y que, sin embargo, se diluye una vez més
tras la L3R y el PEV. Estas acciones han de ser producto de la cooperacién
interadministrativa (art. 18 L3R), plasmada en su caso en los correspondientes
convenios (art. 17 y 13.3 in fine L3R).

La L3R, que deroga las anteriores, distingue los supuestos en los que ha
de alterarse la ordenacién urbanistica de aquellos otros en que no ocurra asi.
Para los primeros garantiza que «las actuaciones de rehabilitacién edificatoria
y las de regeneracién y renovacién urbanas que impliquen la necesidad de
alterar la ordenacién urbanistica vigente, observardn los trdmites procedimen-
tales requeridos por la legislacién aplicable para realizar la correspondiente
modificaciény, si bien, con propésito flexibilizador y agilizador, «tal legislacién
podré prever que determinados programas u otros instrumentos de ordenacién
se aprueben de forma simultdnea a aquella modificacién, o independientemente
de ella, por los procedimientos de aprobacién de las normas reglamentarias,
con los mismos efectos que tendrian los propios planes de ordenacién urba-
nistica». Para los segundos establece que «las actuaciones que no requieran
la alteracién de la ordenacién urbanistica vigente, precisaran la delimitacién
y aprobacién de un dmbito de actuacién conjunta, que podrd ser continuo o
discontinuo, o la identificacién de la actuacién aislada que corresponda, a
propuesta de los sujetos mencionados en el articulo anterior, y a eleccién del
Ayuntamiento» (art. 10.1 L3R).

Pieza bdsica en ambos casos constituye la memoria de viabilidad econé-
mica, que debe analizar urbanistica, econémica, financiera, temporalmente y
desde la perspectiva de la sostenibilidad para la hacienda piblica las actuc-
ciones a las que se refiera [art. 11 L3R]. El acuerdo de delimitacién, preciso
también en ambos supuestos, resulta clave para el proceso de gestién e incluird
el avance de equidistribucién y el plan de realojo temporal y definitivo, y de
retorno a que dé lugar, en su caso (art. 10.2 L3R). La ordenacién de estas
actuaciones resulta especialmente importante dado el alto nivel de recursos
pUblicos que deben comprometerse. Por ofra parte, la elaboracién de estos
planes o programas, y la gestién de estos procesos mediante oficinas per-
manentes, aporta impagables estudios de los entornos a los que afectan que
permiten perfeccionar las acciones piblicas y privadas y ordenarlas temporal-
mente. Resulta indispensable, desde esta perspectiva, lograr que una secuencia
coherente de intervencién en la ciudad consolidada. No puede abordarse todo
al mismo tiempo tras décadas de olvido.

Rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbanas comparten objeto en
la mayoria de ocasiones y pueden reconocerse hoy como instrumentos funda-
mentales para la consecucién de un medio urbano sostenible. En los Gltimos
afos la aportacién intensiva de subvenciones piblicas a las acciones de reha-
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bilitacién de edificios y viviendas, aisladamente o en dreas, ha contribuido a
impulsar y extender cierta conciencia institucional y ciudadana en la materia.
El abandono histérico de la ciudad consolidada a las fuerzas del mercado ha
provocado el deterioro de los cascos histéricos y la falta de renovacién gene-
racional de sus habitantes. En la ciudad histérica han venido siendo comunes
viviendas con programas obsoletos o inadecuados, en edificios con redes y
servicios deteriorados o inservibles, sin ascensores, en entornos urbanos con
su urbanizacién envejecida y equipamientos limitados o que no responden a
las necesidades de una poblacién que ha cambiado sus caracteristicas por
el transcurso del tiempo. Frecuentemente, ademds, la poblacién residente en
dichos entornos es de avanzada edad y escasos recursos o, alternativamente,
presenta problemas sociales de indole muy diversa. En municipios en situacién
de regresién demogréfica la situacién todavia es mds grave pues, simplemente,
los cascos histéricos estdn vacios y un gran ndmero de viviendas abandona-
das a su suerte en procesos de deterioro progresivo. Todo ello ha hecho que
histéricamente la intervencién sobre ese parque edificado resulte més costosa
y menos atractiva que la continua expansién de la ciudad. Las normas citadas
tratan de establecer medidas que reviertan en lo posible la situacién y equilibren
expansién y renovacién urbana.

En todo caso, parece deseable que los procesos de regeneracién urbana
no se vean coartados por la infroduccién de trdmites innecesarios que produz-
can mayor complejidad. Subordinarlos al sistema de planificacién urbanistica
como regla general resulta absolutamente inadecuado y, sin duda, perjudicaria
su programacién y, a la postre, su viabilidad. Acierta por ello la L3R, como
las normas que la precedieron, al facultar y no obligar a que los programas,
planes y demds instrumentos ordenadores de la rehabilitacién de construccio-
nes y edificios, puedan contenerse en el planeamiento urbanistico habilitando
que puedan aprobarse también en forma independiente por el procedimiento
de aprobacién de las normas reglamentarias, sumamente mas dgil que los
procedimientos de aprobacién de planeamiento urbanistico. Es cierto que,
ocasionalmente, serdn necesarias modificaciones del planeamiento urbanistico,
de mayor o menor calado, para facilitar o hacer viables las intervenciones
sobre la edificacién existente y el proceso de regeneracién urbana. Es el caso
de la ocupacién de espacios libres o zonas verdes poblicas o privadas por la
edificacién para sustentar elementos comunes de los edificios rehabilitados,
los incrementos de edificabilidad para lograr nuevos aprovechamientos con
los que financiar la rehabilitacién, la reordenacién de zonas concretas del
espacio sujeto al proceso de regeneracién urbana para la consecucién de
nuevos espacios dotacionales. Frecuentemente bastardn modificaciones de las
normas urbanisticas para afrontar estos procesos, fundamentalmente porque
tradicionalmente han sido concebidas para la edificacién de nueva planta.
En el futuro las normas urbanisticas, el planeamiento en su conjunto, debieran
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incorporar la flexibilidad con la que instrumentos como el cédigo técnico de
edificacién contemplan la rehabilitacién. Y es que regeneracién urbana y
rehabilitacién tienen sustantividad propia y lo urbanistico debe considerarse
como elemento accesorio, junto a ofros, de la actuacién de regeneracién
urbana. La complejidad que estos procesos han de enfrentar exige la maxima
flexibilidad en la gestion.

Junto a la L3R, el PEV refuerza la idea de programacién y planificacién de
estas actuaciones. Ya al regular el contenido de los convenios de colaboracién
entre el Estado y las Comunidades Auténomas hace especial hincapié en la
planificacién estratégica del plan (art. 3 PEV) y, en relacién con las actuaciones
de regeneracién urbana establece criterios de asignacién preferente a favor
de actuaciones obligatorias impuestas por la Administracién competente para
actuar de manera integrada sobre &dmbitos obsoletos o degradados, que se
trate de actuaciones de regeneracién urbana integrada, entendiendo por tal,
la que alne propuestas de regeneracién social, econémica y ambiental del
ambito de que se trate, que la actuacién afecte a dmbitos incluidos en conjuntos
histéricos que gocen de la declaracién como tales, o tengan ya expediente
incoado al efecto, segun la legislacién aplicable y cuenten con un plan especial
de conservacién, proteccién, rehabilitacién, o figura similar establecida por
las Comunidades Auténomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, y dispongan al
menos de la aprobacién inicial en el momento de la solicitud, que exista cofi-
nanciacién procedente de otras Administraciones Piblicas o que la propuesta
de actuacién incluya modalidades innovadoras de financiacién que garanticen
una mayor aportacién de fondos privados sin repercutir directamente sobre los
propietarios [art. 27.2 PEV].

IX. GE§TI6N DE LA REHABILITACION. LA CUESTIONABLE TRASLA-
CION DE LA LOGICA EQUIDISTRIBUTIVA

No queda en el dmbito de la planificacién o programacién el paralelismo
de la nueva regulacién de la rehabilitacién con lo urbanistico. También desde la
perspectiva de la gestién de las denominadas actuaciones de renovacién o rege-
neracién urbanas se utilizan las técnicas urbanisticas con las cuales se asimilan.
La normativa derogada por la L3R llegaba a identificarlas expresamente con las
actuaciones de transformacién urbanistica, sean de dotacién o de urbanizacién
segun sus caracteristicas (art. 110.2 LES, en relacién con el 14.1 TRLS2008). En
cambio, la L3R evita establecer tal asimilacién, eliminando su cardcter expreso,
de manera que serd conforme a los criterios establecidos en el art. 14.1 LS como
habrd de determinarse la naturaleza urbanistica de las actuaciones de mejora
del medio urbano reguladas en la L3R, que, a mi juicio, podrén ser tanto de
urbanizacién [art. 14.1.0).2 LS] como edificatorias [art. 14.2.b) LS].
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La administracién podrd utilizar para gestionar la ejecucién de las actua-
ciones de rehabilitacién edificatoria y las de regeneracién y renovacién urbanas
«todas las modalidades de gestién directa e indirecta admitidas por la legis-
lacién de régimen juridico, de contratacién de las Administraciones publicas,
de régimen local y de ordenacién territorial y urbanistica» (art. 13.1 L3R). En
cualesquiera supuestos de iniciativa pdblica o en los de ejecucién subsidiaria
cabrd pues la gestidn directa o indirecta, si bien el art. 14.3 L3R regula espe-
cialmente ésta ltima imponiendo los concursos piblicos para la ejecucién de
estas actuaciones, en cuyas bases se «determinardn los criterios aplicables para
su adjudicacién y el porcentaje minimo de techo edificado que se atribuird a
los propietarios del inmueble objeto de la sustitucién forzosa, en régimen de
propiedad horizontal». En los concursos podrén presentar ofertas cualesquiera
personas fisicas o juridicas, interesadas en asumir la gestién de la actuacién,
incluyendo los propietarios que formen parte del correspondiente dmbito pre-
viamente constituidos en asociacién administrativa, sin que ostenten preferencia
alguna para la adjudicacién. No obstante, la adjudicacién si tendrd en cuenta,
con cardcter preferente, aquellas alternativas u ofertas que propongan términos
adecuadamente ventajosos para los propietarios afectados, salvo en el caso de
incumplimiento de la funcién social de la propiedad o de los plazos estableci-
dos para su ejecucién, tal como se regula en el articulo 9.2 LS, estableciendo
incentivos, atrayendo inversién y ofreciendo garantias o posibilidades de cola-
boracién con los mismos; y aquellas que produzcan un mayor beneficio para la
colectividad en su conjunto y propongan obras de eliminacién de las situaciones
de infravivienda, de cumplimiento del deber legal de conservacién, de garantia
de la accesibilidad universal, o de mejora de la eficiencia energética. En todo
caso, lo establecido en la L3R deberd integrarse con las normas urbanisticas
autonémicas que regulan la figura del agente edificador o rehabilitador.

Podrdn también suscribirse convenios de colaboracién entre las Administra-
ciones Piblicas y las entidades publicas adscritas o dependientes de las mismas,
que fengan como objeto, entre ofros, conceder la ejecucién a un Consorcio
previamente creado, o a una sociedad de capital mixto de duracién limitada,
o por tiempo indefinido, en la que las Administraciones Piblicas ostentardn la
participacién mayoritaria y ejercerdn, en todo caso, el control efectivo, o la
posicién decisiva en su funcionamiento (art. 14.3 in fine L3R).

La LES amplié las potestades de la administracién para dictar 6rdenes de
ejecucién (art. 111.1 LES). Asi, sin perjuicio de lo que establezca la norme-
tiva urbanistica, la administracién podia ordenar la realizacién de obras de
mejora para la calidad y sostenibilidad del medio urbano siempre que una
construccién o edificio quedase afectado por un programa, plan o cualquier
otro instrumento legal de rehabilitacién de viviendas y se refiriese a obras «que
sirvan para garantizar los derechos reconocidos por la ley a las personas,
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especialmente las que padezcan alguna discapacidad, o vengan impuestas
por normas legales sobrevenidas por razones de seguridad, adecuacién de
instalaciones y servicios minimos, reduccién de emisiones e inmisiones conta-
minantes de cualquier tipo y las necesarias para reducir los consumos de agua
y energia» (art. 111.1 LES). Podia igualmente la administracién imponer la
ejecucién subsidiaria en caso de incumplimiento de la obligacién de ejecutar
actuaciones de conservacién, mejora y regeneracién, directamente o aplicando
cualesquiera otras férmulas de reaccién administrativa a su eleccién, pudiendo
ampliarse en estos supuestos el alcance del deber de conservacién, si asi lo
establecia la normativa autonémica, hasta el setenta y cinco por ciento del
coste de reposicién de la construccién o el edificio correspondiente (art. 18.3
Real Decreto-ley 8/2011).

La L3R mantiene esta 0ltima regla en el segundo pdrrafo del art. 9.2 LS
con idéntica remisién a la normativa autonémica. En cambio, respecto de
la primera cuestién, la L3R pudiera ampliar excesivamente la facultad de la
administracién de imponer actuaciones sobre el medio urbano mediante orden
de ejecucién al no distinguirlas en modo alguno de otras obras vinculadas al
deber de conservacién al modificar el art. 9.2 LS, que prevé que «la Admi-
nistracién competente podrd imponer en cualquier momento la realizacién de
obras para el cumplimiento del deber legal de conservacién, de conformidad
con la legislacién estatal y autonédmica aplicables». No obstante, a mi juicio,
en modo alguno puede interpretarse la genérica previsién de la LS, especial-
mente atendiendo a la remisién a la legislacién aplicable, como un régimen de
excepcién respecto del previsto en la L3R. Y es que mal podrd dictarse orden
de ejecucién en relacién con actuaciones sobre el medio urbano si no se dan
los presupuestos legales para concretarlas y, entre ellos, especialmente, las
alteraciones de planeamiento, programas u ofros instrumentos de ordenacién
o los acuerdos administrativos de delimitacién de dmbitos de actuacién o
autorizacién de actuaciones aisladas previstos en el art. 10 L3R.

Conviene fener presente que la reciente regulacién de la rehabilitacién,
al tiempo que incide segin hemos visto sobre el régimen de la propiedad
horizontal para remover obstdculos que la practica habia puesto de manifiesto
favoreciendo la adopcién de acuerdos en esta materia, establece igualmente
la afeccién real directa, inmediata y con la misma preferencia y prioridad
que la afeccién al pago de cuotas de urbanizacién, de las fincas constitutivas
de elementos privativos de regimenes de propiedad horizontal o de complejo
inmobiliario, cualquiera que sea su propietario, al cumplimiento del deber de
costear las obras derivada de la conformidad o autorizacién administrativas
del proyecto técnico o, en su caso, la orden administrativa de ejecucién que
las ordene [art. 12.2 L3R o 10.2.c) LPH]; un régimen especial de ocupacién
de los elementos comunes del edificio o el complejo inmobiliario privado por
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obras e instalaciones de rehabilitacién [art. 15.3.) L3R]; o la declaracién de
utilidad pdblica o interés social de la expropiacién de elementos privativos
para la ejecucién de estas actuaciones de rehabilitacién en determinadas
circunstancias [art. 15.3.g) L3R].

Asimismo, por Gltimo, desde la perspectiva urbanistica y patrimonial
pUblica se han introducido tres novedades relevantes. En primer lugar, cuando
la ejecucién de estas actuaciones requiera necesariamente la ocupacién de
las superficies de espacios libres o de dominio piblico para la instalacién de
servicios comunes que, siendo legalmente exigibles, estén previstos en planes,
programas o instrumentos de rehabilitacién y, en todo caso, el de ascensor, la
L3R, como la LES, declara tal circunstancia causa suficiente para su desclasi-
ficacién y, en su caso, desafectacién y enajenacién posterior a la comunidad
o agrupacién de comunidades de propietarios correspondiente, siempre que
resulte inviable técnica o econémicamente cualquier otra solucién y que quede
garantizado el respeto de la superficie minima y los estdndares exigidos para
espacios libres y dotaciones publicas, asi como la funcionalidad del dominio
pUblico, en los casos en que se trate de la ocupacién de cualquiera de los
espacios citados [art. 12.1.b) L3R]. En segundo lugar, la ocupacién de suelo
por las instalaciones del ascensor, tales como vestibulos, descansillos y acceso
a viviendas derivados de la instalacién, asi como del subsuelo y vuelo corres-
pondientes, objeto de la desclasificacién como espacio libre y, en su caso,
desafectacién del dominio poblico a la que se acaba de aludir, no serd compu-
table en ningln caso a efectos del volumen edificable ni de distancias minimas
a linderos, otras edificaciones o la via poblica (art. 10.3 L3R). En tercer lugar,
se regula con notable amplitud la posibilidad de pago obligatorio en especie
de los justiprecios expropiatorios pues «no serd preciso el consentimiento del
propietario para pagar el correspondiente justiprecio expropiatorio en especie,
cuando el mismo se efectie dentro del propio dmbito de gestién y dentro del
plazo temporal establecido para la terminacién de las obras correspondientes
[art. 13.2.a) L3R].

X. COORDINACION INTERADMINISTRATIVA Y CONVENIOS

Dejando al margen la regulacién de la colaboracién piblico-privada, a
la que me he referido anteriormente, presente tanto en la dispersa normativa
vigente actualmente como en L3R y el PEV, alguna mencién especifica conviene
realizar a la necesidad de coordinacién interadministrativa en las actuacio-
nes de rehabilitacién y regeneracién y renovacién urbanas y, en conexién
con ambas cuestiones, de los convenios entre administraciones, de éstas con
particulares o, en general, entre los sujetos gestores de las actuaciones objeto
del presente trabajo.
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La LES previé en este sentido que todas las administracién publicas deben
cooperar para asegurar la efectiva ejecucién de las actuaciones de renovacion
y rehabilitacién urbana, especialmente en lo relativo a la aplicacién coordi-
nada de las medidas, fondos, ayudas y beneficios, incluidos los procedentes
de fondos comunitarios, que resulten aplicables en funcién de los obijetivos
de la actuacién (art. 110.6 LES). Ciertamente, el cardcter integrado de tales
actuaciones y, consecuentemente, la implicacién de programas de diferen-
tes dmbitos sectoriales (social, econémico, empleo, urbanistico, edificatorio,
participacién, entre otros) hace que confluyan mdiltiples administraciones u
érganos, lo cual acentia la necesidad de coordinacién de acuerdo con una
programacién clara y concertada. Ademds, la propia situacién de concurrencia
competencial en este dmbito, muy acentuada y compleja, que permite actuar
a la administracién general del Estado, a la autonémica y a la municipal,
confirma tal necesidad.

Conforme a la L3R, y segin ratifica el PPEV, podrdn beneficiarse de la
colaboracién y la cooperacién econdémica de la Administracién General del
Estado, en cualquiera de las formas previstas legalmente y teniendo prioridad
en las ayudas estatales vigentes, las actuaciones con cobertura en los correspon-
dientes planes estatales que tengan por objeto la conservacién, rehabilitacién
edificatoria, regeneracién y renovacién urbanas segin las defina la normativa
estatal, la elaboracién y aprobacién de los instrumentos necesarios para la
ordenacién y la gestién de las actuaciones reguladas en la normativa estatal
y, en especial, de aquellos que tengan por finalidad actuar sobre &mbitos
urbanos degradados, desfavorecidos y vulnerables o que padezcan problemas
de naturaleza andloga que combinen variables econdmicas, ambientales y
sociales, y aquellas otras actuaciones que, con independencia de lo anterior,
tengan como objeto actuar en dmbitos de gestién aislada o conjunta, con la
finalidad de eliminar la infravivienda, garantizar la accesibilidad universal o
mejorar la eficiencia energética de los edificios (art. 18.1 L3R).

El ALRU preveia de manera razonable, dada la escasez de los recursos
econémicos disponibles como consecuencia del actual escenario de restriccio-
nes presupuestarias, que la Administracién General del Estado, para fomentar
la actividad econémica, la sostenibilidad ambiental y la cohesién social y terri-
torial, convocase, a iniciativa propia o de las Comunidades Auténomas o de los
municipios interesados, procedimientos mediante los cuales se asignasen fondos
con el objeto de seleccionar, en competencia y mediante criterios objetivos
y pUblicos, actuaciones conjuntas e integradas de rehabilitacién edificatoria,
regeneracién o renovacién urbanas en cuya ejecucién participard, aplicando
las politicas poblicas de su competencia, bajo la férmula cooperativa que se
estableciese al efecto con el resto de las Administraciones Piblicas implicadas
(art. 19.2. ALRU). Aun cuando dicha previsién ha desaparecido en la L3R, el
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PEV ha establecido un programa piloto especifico de proyectos para el fomento
de ciudades mds sostenibles cuyo obijeto es la financiacién de la redaccién de
proyectos piloto y de propuestas particularmente innovadoras que alimenten
el laboratorio de ideas en materia de rehabilitacién, regeneracién y renova-
cién urbana que serdn seleccionados mediante un procedimiento abierto y en
régimen de concurrencia competitiva, mediante las oportunas convocatorias
realizadas por el Ministerio de Fomento (art. 37.1 y 4 PEV y, en general, sobre
este programa piloto, arts. 37 a 40 PEV).

La LES regulé, muy sucintamente, los convenios para la rehabilitacién o
regeneracién urbana, admitiendo tanto los convenios interadministrativos, que
podian dar lugar a consorcios u otras entidades, incluidas empresas pdblicas,
gestoras, como, muy especialmente, los de dichas entidades con los propie-
tarios de edificios, pisos o locales, las comunidades de propietarios o las
agrupaciones de éstas. Estos convenios para la rehabilitacién y regeneracién
urbana podian tener por objeto «los términos y condiciones de su ejecuciény,
incluyendo «las ayudas piblicas previstas» (art. 110.5 LES). La L3R, de nuevo
proponiendo una sustancial mejora de la regulacién actual, se refiere a estos
convenios, manteniendo las mismas referencias subjetivas, acaso ampliadas
por una genérica remisién a todos los sujetos legitimados para intervenir en la
gestién de la rehabilitacién y la regeneracién y renovacién urbanas (arts. 17.1
y 19.1 L3R), y precisando notablemente su contenido (arts. 17 y 19.1 L3R).

Los convenios podrdn tener por objeto la organizacién de la gestién de la
ejecucién, que podrd revestir la forma de consorcio o de sociedad mercantil de
capital mixto, incluso con participacién privada minoritaria, el procedimiento
y la competencia para la determinacién del gestor directamente responsable
de la ejecucién cuando no la asuma directamente una de las Administraciones
actuantes o el consorcio o la sociedad constituidos al efecto y los términos y
las condiciones concretas, incluidas las ayudas e incentivos piblicos, de la
ordenacién y la ejecucién de la actuacién de que se trate, los cuales podran,
a su vez, ser concretados mediante acuerdos entre el gestor responsable de la
actuacién y cualesquiera de los sujetos intervinientes en la gestién (art. 19.1
L3R). Estos convenios tendrdn cardcter juridico-administrativo, correspondiendo
a la jurisdiccién contencioso-administrativa el conocimiento de cualesquiera
cuestiones relacionadas con ellos (art. 19.2 L3R).

Ademds, en el marco de dicha actividad consensual se incluye la posi-
bilidad de que los diferentes sujetos implicados en la gestién y ejecucién de
estas actuaciones celebren contratos de cesién, con facultad de arrendamiento
u otorgamiento de derecho de explotacién a terceros, de fincas urbanas o de
elementos de éstas por tiempo determinado a cambio del pago aplazado de
la parte del coste que corresponda abonar a los propietarios de las fincas;
contrato de permuta o cesién de terrenos y/o parte de la edificacién sujeta a
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rehabilitacién por determinada edificacién futura; contrato de arrendamiento o
cesién de uso de local, vivienda o cualquier otro elemento de un edificio por
plazo determinado a cambio de pago por el arrendatario o cesionario del pago
de impuestos, tasas, cuotas a la comunidad o agrupacién de comunidades de
propietarios o de la cooperativa, gastos de conservacién u obras de mejora
y regeneracién urbana; y convenio de explotacién conjunta del inmueble o
partes del mismo (art. 17 L3R).

XI. REFERENCIA A LA FISCALIDAD DE LA REHABILITACION. REMI-
SION

Un conjunto importante de medidas de fomento de rehabilitacién se han
centrado en su fiscalidad, concretamente en el impuesto sobre el valor afia-
dido y el impuesto sobre la renta de las personas fisicas, como expresién de
las implicaciones que para la normativa tributaria tiene el principio rector del
articulo 47 de la Constitucién (al respecto BUENO MALUENDA, 2010: 1-34, vy,
especialmente, el trabajo incluido en este nimero monogrdfico).

El Real Decreto-ley 6/2010 introdujo una deduccién en el impuesto sobre
la renta de las personas fisicas que, inicialmente limitada a contribuyentes cuya
base imponible fuese inferior a 53.007,20 euros anuales, se aplicaba sobre
el importe de las obras realizadas en la vivienda habitual o en el edificio en
que se encuentre, pagadas antes del 31 de diciembre de 2012, que tuviesen
por objeto la mejora de la eficiencia energética, la higiene, salud y proteccién
del medio ambiente, la utilizacién de energias renovables, la seguridad y la
estanqueidad, y en particular la sustitucién de las instalaciones de electricidad,
agua, gas u ofros suministros, o favorezcan la accesibilidad al edificio o las
viviendas, asi como las de instalacién de infraestructuras de telecomunicacién
que permitan el acceso a internet y a servicios de televisién digital (art. 1).
Posteriormente, el Real Decreto-ley 5/2011 modificé esta deduccién ampliando
el umbral de renta de los contribuyentes destinatarios hasta los 71.007,20 euros
anuales e incluyendo las obras realizadas en cualesquiera viviendas o edificios
en que se encuentren, habituales o no, en linea con lo solicitado por la CEOE
(2010: 9). En ambas normas, por lo demds, se impuso como criterio determi-
nante de la base de la deduccién para luchar contra la economia sumergida
en esfe subsector la exclusiva inclusién de las cantidades satisfechas mediante
tarjeta de crédito o débito, transferencia bancaria, cheque nominativo o ingreso
en cuentas en entidades de crédito, a las personas o entidades que realicen
tales obras, excluyendo las abonadas mediante entregas de dinero de curso
legal, admitiendo pues sélo medios de pago que, en definitiva, garanticen la
trazabilidad y efectividad del mismo. Tal previsién ha quedado superada por
la prohibicién de pago en metdlico establecida en los supuestos previstos en el
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articulo 7 de la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificacién de la normativa
tributaria y presupuestaria y de adecuacién de la normativa financiera para la
infensificacién de las actuaciones en la prevencién y lucha contra el fraude.

El Real Decreto-ley 6/2010 introdujo también diversas modificaciones en
la regulacién de la rehabilitacién en el impuesto sobre el valor afiadido (y en
el impuesto general indirecto canario) ampliando el concepto de rehabilitacién
estructural, regulando las obras andlogas y complementarias, para reducir
los costes fiscales de la rehabilitacién, permitiendo ademds la aplicacién del
tipo reducido de gravamen a todo tipo de obras de mejora y rehabilitacién
de la vivienda realizadas hasta el 31 de diciembre de 2012 (arts. 2 y 3).
Actualmente, tras la reforma de la normativa del impuesto sobre el valor afia-
dido mediante Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para
garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad,
se mantiene el tipo reducido de gravamen en los supuestos previstos en el
articulo 91.2.10 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del impuesto sobre
el valor afiadido. Dicho precepto prevé la aplicacién del tipo reducido para
las ejecuciones de obra de renovacién y reparacién realizadas en edificios
o partes de los mismos destinados a viviendas, cuando el destinatario sea
persona fisica, no actie como empresario o profesional y utilice la vivienda a
que se refieren las obras para su uso particular, o cuando el destinatario sea
una comunidad de propietarios; la construccién o rehabilitacién de la vivienda
a que se refieren las obras haya concluido al menos dos afios antes del inicio
de estas Ultimas; y la persona que realice las obras no aporte materiales para
su ejecucidn o, en el caso de que los aporte, su coste no exceda del cuarenta
por ciento de la base imponible de la operacién.

Quizd, complementariamente, se echa de menos un régimen fiscal espe-
cifico del impuesto de sociedades para las sociedades inmobiliarias cuya
actividad mayoritaria sea la rehabilitacién de inmuebles, andlogo al que se
ha establecido recientemente para las sociedades de alquiler.
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RESUMEN: Los contenidos del deber de conservacién mantienen desde hace veinte
afios un crecimiento constante, tanto en sus limites cuantitativos como en sus contenidos,
incorporando con la ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitacién, regeneracién y
renovacién urbanas, unos deberes que van mas alla de la reparacién del edificio o de
la prevencién de su deterioro, abancando la mejora y adaptacién del edificio e incorpo-
rando el deber de participacién en la regeneracién urbana. Deberes que en gran medida
quedan a la deferminacién discrecional de la Administracién urbanistica. El procedimiento
de adiccién y la falta de un replanteamiento global del deber de conservacién lleva a
una progresiva incoherencia de sus pardmetros fundamentales, con una posible infraccién
en algunos aspectos de la prohibicién constitucional de la arbitrariedad.

Palabras clave: deber de conservacién; ruina; rehabilitacién urbana.

ABSTRACT: During the last twenty years, the duty regarding conservation of buildings
has regularly increased. The Act number 8/2013 on urban rehabilitation, regeneration
and renewal incorporates new duties, not only regarding the reparing and prevention of
the building deterioration (the improving of building’s maintenance), but also duties for
improvement of buildings as well as the obligation to participate in urban regeneration. In
addition, the Act empowers the Administration fo concretise these duties at its discretion.
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This imposition of new duties, based on some parameters that are currently inconsistent,
can lead to a breach of the constitutional rule on arbitrariness prohibition.
Key words: conservation of the buildings; urban improvement; duties of the owner

of a building.

I. INTRODUCCION: LA HIPERTROFIA DEL DEBER DE CONSERVACION
Y EL DESAJUSTE DE SUS PARAMETROS

Hasta un cierto momento, el deber de conservacién de edificios evolucioné
de forma natural, mediante una interpretacién de las normas acorde con la
realidad social del tiempo de su aplicacién. Por un lado, evolucionando desde
la preconcepcién de propiefario Gnico del edificio como paradigma, edificio
generalmente arrendado a una pluralidad de inquilinos de las viviendas y locales
de negocio, algo muy acorde con la sociedad espafiola de la primera mitad del
siglo XX, hacia la realidad de un pais en que si bien el arrendamiento del local
de negocios (o de los inmuebles destinados a oficinas) sigue siendo habitual, mas
del 80 por ciento de la poblacién habita en viviendas de propiedad familiar y
la forma mds difundida de la propiedad de edificios de vivienda colectiva es la
comunidad de propiedad horizontal. Por otro lado, de forma mas relevante, el
régimen sustantivo del deber de conservacién también ha evolucionado de forma
natural, normativamente aunque fundamentalmente a través de la jurisprudencia,
incorporando progresivamente elementos funcionales: no bastaria ya con que
el edificio no sea una fuente de peligro para sus ocupantes o los terceros por
motivos de seguridad o salubridad, ni siquiera que no menoscabe el ornato
publico, sino que deberd estar en condiciones de ser utilizado en el momento
presente, como ha ido estableciendo la jurisprudencia de forma paulatina.

En este contexto, la regulacién del deber de conservacién de edificios
contenida en la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitacién, regeneracién
y renovacién urbanas, supone, més que un salto cualitativo, una ruptura con la
evolucién natural de la instituciéon. Ya no se trata de conservacién del edificio,
ni siquiera matizada por la necesidad de adaptacién a las imprescindibles
condiciones de habitabilidad de acuerdo con los usos sociales del presente,
como habia hecho la jurisprudencia, sino de un deber de adaptacién a la
normativa reglamentaria sobre edificacién o instalaciones que se vaya apro-
bando, con la posibilidad reconocida a la Administracién piblica de ordenar
discrecionalmente obras de mejora con fines pdblicos a cargo y a costa del
propietario y, finalmente, con un deber de «conservacién» —o més bien, de
«mejora»—, que ya no se limita al propio edificio, sino que parece extenderse
a su entorno cercano, abriendo la posibilidad de imponer al propietario debe-
res econémicamente onerosos de participar en actuaciones de rehabilitacién
o regeneracién urbanas, derivados del hecho de la propiedad de un edificio
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en una determinada zona. No se trata propiamente de una profundizacién o
«estiramiento», sino de un deber publico propter rem que presenta similitudes
con el gravamen de un hecho imponible —la propiedad de un edificio o de
una parte del mismo—, pero sin ninguna de las garantias formales ni materiales
inherentes a la imposicién de un tributo.

Una de las finalidades, casi me atreveria a decir que una de las finalidades
principales, de la L3R es generar actividad econdmica en el sector de la cons-
truccién. De hecho, en el apartado | del predmbulo, entre varias y reiteradas
referencias a la crisis econémica que se prolonga desde finales del afio 2007
hasta la actualidad, se hace alusién al propio texto legal como un elemento
en «el camino de la recuperacién econdémica, mediante la reconversién del
sector inmobiliario y de la construccién y también la garantia de un modelo
sostenible e integrador, tanto ambiental, como social y econémico, requieren
volcar todos los esfuerzos en aquellas actuaciones, es decir, las de rehabilitacién
y de regeneracién y renovacién urbanas, que constituyen el objeto esencial
de esta ley». En consecuencia, no parece demasiado absurdo establecer un
paralelismo con otras politicas sociales «financiadas» con la imposicién de
cargas diversas a los propietarios urbanos. Podria citarse la legislacién his-
térica de arrendamientos urbanos, con su proteccién a ultranza del inquilino
a costa del propietario, o incluso, con mayores semejanzas con la reciente
reforma normativa, con la regulacién de los porteros de fincas urbanas, con
su evolucién desde la seguridad al fomento del empleo. La contratacién de
estos empleados se establecié como obligatoria por medio de un Real Decreto
de 24 de febrero de 1908, disponiendo que en todas las casas dedicadas a
vecindad haya necesariamente un portero encargado de la vigilancia de la
escalera y de impedir la comisién de delitos contra la propiedad y las personas
habitantes de la finca, norma inicialmente aplicable a Madrid y Barcelong,
aunque se dejaba en manos del Ministerio de Gobernacién su extensién a otros
lugares. De hecho, su extensién a Zaragoza se produjo como consecuencia
de una huelga revolucionaria de cardcter general e indefinido, por Orden del
Ministerio de Gobernacién de 10 de octubre de 1934. Sin embargo, lo surgido
como una medida de seguridad se convertiria en la posguerra en una medida
social, extendiéndose a todas las provincias espafiolas y encargdndose las
Direcciones Provinciales de Trabajo, ya no de Gobernacién, de las posibles
dispensas contemplada en la normativa, entre otros motivos posibles, por las
dificultades econémicas de los propietarios de la finca, como se contemplaba
en la Reglamentacién de Trabajo de porteros de Zaragoza, de 5 de marzo de
1947, una de las primeras entre otras reglamentaciones, predominantemente
de dmbito provincial (1). Es decir, una evolucién desde la preocupacién por

(1) ArrOYO (2009: p. 102-103). Mds en extenso, MALDONADO (2001: pp. 25 y ss).
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la seguridad fisica de las personas a medida de fomento del empleo dirigida,
en aquél caso, a personas con baja cudlificacién profesional.

El problema es que se ha cogido una institucién como el deber de con-
servacién, disefiada para imponer unos deberes proporcionados respecto a
la seguridad del edificio y a su incidencia en el paisaje urbano, y se le han
afadido ofros contenidos, rompiendo con la regla hasta ahora bien establecida
de que quien ha cumplido con todos los deberes urbanisticos de equidistribuir,
ceder, urbanizar y edificar, convirtiéndose en propietario de un edificio en suelo
urbano consolidado, no puede ser gravado con nuevos deberes urbanisticos en
relacién a la urbanizacién més que en caso de incremento del aprovechamiento
urbanistico y en proporcién a ese incremento. A partir de ahora si podrd ser
gravado con nuevos deberes, no tributarios, sino urbanisticos y establecidos no
en funcién del valor de su aprovechamiento patrimonializado, sino del coste
de un hipotético nuevo edificio. Eso puede suponer un cambio mayor de las
reglas del juego que habria merecido un mds profundo debate piblico.

Il. SUJETOS PRIVADOS EN LAS ACTUACIONES DE REHABILITACION,
REGENERACION Y RENOVACION URBANAS: LAS NUEVAS ASO-
CIACIONES ADMINISTRATIVAS DE CONSERVACION

El concepto de propietario que subyace en la L3R ya no es el de un
propietario de todo un edificio, a menudo explotado en régimen de alquiler
de sus distintas dependencias, sino el del propietario de un condominio, que
concurre junto con el resto de copropietarios y con la propia comunidad de
propietarios, generalmente de propiedad horizontal —ente sin personalidad
juridica, pero con una limitada capacidad de obrar— como sujeto principal
del deber de conservacién.

Un cambio relevante es que el deber de conservacién, aunque incumbe
principalmente a los propietarios, ya no es un deber suyo en exclusiva. Los
titulares de «derechos de uso» —tipicamente los arrendatarios, pero también los
usufructuarios u ofros titulares de derechos reales o personales que les den derecho
al uso del inmueble, dada la amplitud de la formulacién legal— aparecen como
corresponsables del deber de conservacién [art. 8.a) L3R]. La distribucién de las
cargas deberd hacerse en funcién de que las obras necesarias por motivos de
conservacién tengan el «carécter de reparaciones menores motivadas por el uso
diario de la vivienda, sus instalaciones y servicios», en cuyo caso corresponderdn
al titular del derecho de uso, incumbiendo al propietario en el resto de supuestos.
Para determinar el dmbito de las «reparaciones menores» se hace una remisién
a la legislacién aplicable en funcién de la relacién juridica. La referencia a
«vivienda» como elemento que atribuye deberes de conservacién a sus usuarios
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creo que ha de entenderse como un lapsus calami —uno més de los que salpican
la Ley— porque no tendria ningn sentido que cargdndose legalmente al arrenda-
tario o usufructuario de una vivienda con una parte del deber de conservacién,
exigible por tanto directamente por la Administracién a través del correspondiente
procedimiento administrativo, se exonerase completamente al arrendatario —o
al usufructuario— de un local de negocio o de una oficina.

No obstante, en la Ley también se permite que el propietario pueda tras-
ladar el cumplimiento de porciones mayores e incluso de la totalidad del deber
de conservacién, mediante pacto contractual, a los «titulares de derechos de
uso» otorgados por él sobre el inmueble [art. 8.a) L3R], se supone que con
efectos ante la Administracién Piblica (puesto que si se tratase de permitir un
mero reparto interno a la relacién contractual de los gastos de mantenimiento
del edificio, la cldusula legal seria completamente superflua).

Esto constituye una novedad mayor, puesto que hasta la fecha la legisla-
cién urbanistica prescindia completamente de las cléusulas contractuales que
pudieran existir entre particulares, determinando los obligados por deberes
pUblicos como los de conservacién de un edificio o de la urbanizacién o de
restablecimiento de la legalidad, en virtud de la titularidad del inmueble, sin
perjuicio por supuesto de posibles acciones civiles por parte del perjudicado por
las actuaciones del transmitente o de ofro particular. Ahora el propietario podré
oponer a la Administracién, en un procedimiento administrativo encaminado a
una orden de ejecucién de obras de reparacién o rehabilitacién, la existencia
de cldusulas contractuales que establecen la asuncién de la obligacién por otro
particular, debiendo la Administracién extender a ese tercero sus actuaciones
posteriores, so pena de nulidad del acto resolutorio. Esto tiene el inconveniente
de que, necesariamente, ante la Administracién urbanistica podrén plantearse,
como una suerte de «cuestién prejudicial», problemas relativos a la vigencia,
validez o interpretacién de un contrato privado.

Por otra parte, las comunidades de propietarios (asi como las «agrupacio-
nes» de comunidades de propietarios y las cooperativas de vivienda, cuando
sean titulares de elementos comunes) adquieren plena capacidad de obrar,
no sélo en cuanto al deber de conservacién en su acepcién cldsica, sino en
cuanto a actuaciones de rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbana,
equipardndose a estos efectos a los propietarios [p. ej. art. 8, b), 15.1 0 15.3,
a) L3R], pudiendo ser beneficiarios de la expropiacién forzosa [art. 15.3, g)
L3R] o beneficiarios de subvenciones, asi como gestionar las otorgadas a los
propietarios de las fincas integrantes de la comunidad [art. 15.3, e) L3R, a
fin de asumir o colaborar con la Administracién publica en las labores del
«nuevo» deber de conservacién.

Podrdn constituirse en asociaciones «administrativas» las comunidades
de propietarios (asi como las agrupaciones de comunidades de propietarios y
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las cooperativas de vivienda) y los propietarios «de terrenos» (la acotacién es
misteriosa, por cuanto el propietario de una vivienda en propiedad horizon-
tal o en ofro régimen de comunidad es, por ese hecho, también propietario
de una parte proporcional del solar, a no ser que se pretenda imponer que
sea necesariamente la comunidad de propietarios, con independencia de la
voluntad de sus miembros, quien forme parte de la asociacién). Estas asocia-
ciones «administrativas» —es decir, asociaciones que ostentan la condicién
de entidades colaboradoras de la Administracién, cabe entender— tendrdn
determinadas facultades conferidas ope legis: participar en los concursos que
puedan convocarse para la adjudicacién de obras de conservacién o rehabili-
tacién urbana como «fiduciarias con pleno poder dispositivo sobre los elemen-
tos comunes del correspondiente edificio o complejo inmobiliario y las fincas
pertenecientes a los propietarios miembros de aquéllas, sin mds limitaciones
que las establecidas en sus correspondientes estatutos» [art. 15.1 y 15.3, b)
L3R]. Es decir, por la via de la constitucién de una asociacién, la comunidad
de propietarios queda convertida en algo muy parecido a una junta de com-
pensacién, lo que pasa es que el pleno poder de disposicién es més fécil de
asumir cuando se frata de terrenos o naves sustituibles por su valor econdmico,
que cuando se trata de viviendas, dotadas de una proteccién constitucional
expresa que se aiiade a la genérica atinente al derecho de propiedad, no sélo
bajo forma del derecho a una vivienda digna, sino del derecho fundamental
a la inviolabilidad del domicilio.

La inscripcién en el registro administrativo correspondiente, previa verifi-
cacién de la legalidad de sus estatutos por la Administracién urbanistica, de
las asociaciones «administrativas» constituidas a efectos de actuaciones de
conservacion, rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbana tendrd cardcter
constitutivo (art. 16.1 L3R). La disolucién requiere aprobacién de la Adminis-
tracién urbanistica (art. 16.3 L3R). Finalmente, los acuerdos adoptados por
la asociacién serdn susceptibles de recurso de alzada ante la Administracién

urbanistica (art. 16.2 L3R).

lll. EL CONTEXTO JURISPRUDENCIAL DE LA REFORMA: EL MANTENI-
MIENTO O RECUPERACION DE LA FUNCIONALIDAD DEL EDIFICIO
EN LA DOCTRINA DEL TRIBUNAL SUPREMO

La incorporacién del mantenimiento de la funcionalidad del edificio o
construccién no es una novedad de la L3R, y ni siquiera fue una novedad
de la Ley 8/2007, de 27 de mayo, de suelo, y del correspondiente texto
refundido de 2008, sino que ha sido incorporada por la jurisprudencia de
forma paulatina y con matices. Matices que en gran medida se pierden con
la nueva regulacién legal.
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1. La progresiva incorporacién de la funcionalidad de la edifica-
cion al deber de conservacién

De acuerdo con el Diccionario de la Real Academia, «conservacién» es
la «accién y efecto de conservar», lo que en su primera acepcién —las demds
no vienen al caso— significa «mantener algo o cuidar de su permanencia».
En consecuencia, en una primera aproximacién parece que el deber de con-
servacién deba hacer referencia a evitar el deterioro de algo preexistente, sin
necesidad de afiadirle elementos nuevos. Siguiendo con los significados de
las palabras, para encontrar una acepcién Util a nuestros efectos del término
«rehabilitacién» tenemos que ir a la cuarta de las recogidas en el Diccionario,
que es la que se emplea en medicina: «Conjunto de métodos que tiene por
finalidad la recuperacién de una actividad o funcién perdida o disminuida por
traumatismo o enfermedad». En consecuencia, tampoco hace referencia a la
adquisicién de nuevas funciones, ni siquiera a la mejora de las anteriormente
poseidas, sino al remedio del deterioro.

Si las normas juridicas han de interpretarse de acuerdo con el «sentido
propio de sus palabras», de acuerdo con el art. 3.1 del Cédigo Civil, parece-
ria que ese es el punto de partida para interpretar el alcance del «deber de
conservacién» establecido en la legislacién urbanistica. No obstante, a efectos
del deslinde de las obras cuyo coste es computable a efectos de verificar el
estado de ruina de un edificio, de las que suponen mejoras y, por tanto, no son
computables, en ocasiones se ha intentado introducir una diferencia entre obras
de «reparacién», computables, que serian las dirigidas a devolver el edificio a
su estado original, y obras de «rehabilitacién», no computables, encaminadas a
adaptar el inmueble a los nuevos requisitos técnicos o legales (2). Sin embargo,
un problema que se plantea inmediatamente es que determinadas obras de
reparacién, requeridas para restituir las construcciones a sus condiciones nor-
males, especialmente en lo relativo a las instalaciones, habrdan de ajustarse a la
normativa vigente para que el edificio cumpla los requisitos de habitabilidad.

La cuestién ha tardado en estar clara en la jurisprudencia, aunque pue-
dan apreciarse tendencias dominantes desde hace ya tiempo. No obstante,
existen pronunciamientos judiciales contradictorios relativos, por ejemplo, a
las renovaciones de la instalacién eléctrica o de los aparatos sanitarios, que
en algun caso se considera que no pueden ser computadas para determinar
el estado ruinoso de la edificacién por tratarse de obras que responden a la
finalidad de conseguir en el edificio una mayor comodidad (3), mientras que
en ofros supuestos se ha considerado que deben ser incluidas entre las obras

(2) GAarcia Ervimi (2001: pp. 59-61)
(3) STS de 2 de febrero de 1993 (Ar. RJ 1993, 585), ponente Mariano de Oro-Pulido.
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necesarias las «redes interiores de agua y electricidad», por estar destinadas
a poner el edificio en condiciones de servir adecuadamente a sus fines (4), por
citar dos pronunciamientos casi coetdneos del Tribunal Supremo.

La doctrina mayoritariamente ha adoptado una posicién matizada, admi-
tiendo con cautela la necesidad de incorporar elementos nuevos al edificio
como contenido, en determinados casos, del deber de conservacién. En este
sentido, se ha sefialado que, si bien la regla general es que no deben incluirse
las obras destinadas a «mejorar» el edificio en vez de limitarse a «repararlo»,
deberd tenerse en cuenta cualquier obra que precise el inmueble para adaptarlo
a la «normativa vigente de obligado cumplimiento» (5). Yendo mds allg, se ha
sefialado por algdn autor (6) que el deber de conservacién no sélo comprende-
ria la incorporacién de mejoras técnicas que van apareciendo paulatinamente,
sino incluso los «razonables cambios de sensibilidad estética y ornamental»,
aunque con dos cautelas. Primero, la aplicacién del principio de proteccién
de la confianza legitima (positivado en el art. 3.1, pérrafo segundo, de la Ley
30/1992, de procedimiento comdn), que se traduciria fundamentalmente en el
otorgamiento de plazos suficientemente amplios para la adaptacién y necesidad
de que haya transcurrido un plazo prolongado para que se puedan impo-
ner cambios estéticos en fachadas o elementos visibles desde la via publica.
Segundo, imposibilidad de desconocer los regimenes transitorios especificos
que establecen las normativas especiales de seguridad o instalaciones.

Al final, todo esto viene a suponer una vuelta al largo tiempo denostado
desarrollo reglamentario del TRLS de 1976, concretamente al art. 13.2 del
RDU de 1978, un precepto que nunca llegé a aplicarse directamente, pero
que contfenfa términos homologables a los expuestos:

«La valoracién de las obras se contendrd en un presupuesto por partidas,
especificandose las necesarias para mantener la construccién o parte afectada en
condiciones de seguridad y, en su caso, de habitabilidad o uso especifico, segin
los criterios técnicos en el momento de realizar la valoracién, aunque fueran distintos
de los tenidos en cuenta al realizarse la construccidn, incluyendo los gastos para las
reparaciones higiénico-sanitarias necesarias y los exigidos por la legislacién especi-
fica vigente respecto a condiciones generales o especiales en funcién del uso».

El problema de llevar este criterio a sus Gltimas consecuencias —zha de
computarse el coste de la instalacién de un ascensor en todos los edificios de
més de catorce metros de altura que carezcan de él12— es que la inclusidn en
el cémputo de obras que poco o nada tienen que ver con la devolucién del

(4) STS de 22 de octubre de 1991 (Ar. RJ 1991, 8376), ponente Javier Delgado Barrio.

(5) FerrRANDO (1994: p. 262). En el mismo sentido, GARcia ErviTI (2001: p. 60) y ArRROYO
(2006: p. 43).
(6) RODRIGUEZ DE SANTIAGO (2002: pp. 290-291).
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edificio a su estado originario rompe los criterios para mantener la proporcién
que deberia haber entre el valor del edificio y los costes de las reparaciones
necesarias (GONZALEZ BOTA, 1996, 194-195). Seguramente este mantenimiento
de la proporcionalidad es lo que motiva que los legisladores autondmicos,
primero, y el legislador bdsico posteriormente, hayan decidido prescindir del
valor real de la edificacién a efectos de establecer el limite del deber de con-
servacién, refiriéndolo a un objeto hipotético: los costes de construccién de
un edificio de nueva planta.

No obstante, ya en el Real Decreto-ley 8/2011, art. 17, se establecia que
«el término rehabilitacién engloba las siguientes actuaciones», entre ellas, «las
de conservacién, entendiendo por tales las reparaciones y obras precisas para
mantener un inmueble en las condiciones de habitabilidad, seguridad, salubri-
dad, accesibilidad y ornato, que serdn exigibles en los términos establecidos en
la legislacion aplicable», que constituirian un minimo al que se pueden anadir
«las de mejora, entendiendo por tales, de conformidad con lo dispuesto por el
articulo 111 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economia Sostenible, las
que se realicen por motivos turisticos o culturales o, en general, por motivos
de calidad y sostenibilidad del medio urbano, cuando los inmuebles formen
parte de un plan, programa o instrumento legal de rehabilitacién previamente
aprobado, y cuyo fin sea garantizar la seguridad, salubridad, accesibilidad,
reduccién de emisiones e inmisiones contaminantes de todo tipo y de agua
y energia, y, en particular, que se cumplan todos o algunos de los requisitos
bdsicos relacionados en la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién
de la Edificacién y en el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que
se aprueba el Cédigo Técnico de la Edificacién». Existia ahi ya una ruptura
de la tradicién urbanistica, pero condicionada a la exigencia de un plan o
programa de alcance general, y sin afectar a elementos externos al propio
edificio. Estos limites desaparecieron con la Ley 8/2007.

2. La incorporacién del mantenimiento de la funcionalidad por
la jurisprudencia

Lo cierto es que, pese a la existencia de matices e incluso de contradic-
ciones, la jurisprudencia ha aplicado flexiblemente el deber de conservacién,
incorporando al mismo el mantenimiento de la funcionalidad, ya desde los
primeros momentos de la aplicacién de TRLS de 1976. Por otra parte, en la
jurisprudencia del Tribunal Supremo se han incorporado con normalidad desde
la mitad de los afios 80 del siglo XX los gastos necesarios para la «habitabili-
dad», que se asocian con la «salubridad», o los relativos a la «funcionalidad»
del inmueble. En sentencias anteriores a esas fechas podemos encontrar afirma-
ciones como que las obras a tener en cuenta «deben ser Gnicamente aquéllas
que son necesarias para devolver al edificio al estado de su uso normal, sin
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afadir a él comodidades, mejoras o lujos de que antes no disponia, lo que hace
que de la valoracién municipal deban excluirse las cantidades correspondientes
a instalacién de dos cuartos de bafio y una cocina de butano», incluidas en
la Sentencia de 26 de junio de 1980. Los cambios sociales, sin necesidad de
cambios normativos —se trata de sentencias que aplican en todos los casos
el TRLS de 1976— han sido suficientes para promover la evolucién de la
jurisprudencia. En este sentido, el Tribunal Supremo afirmé en la Sentencia de

14 de marzo de 1984 (Ar. R) 1984/2515), lo siguiente:

«no sélo ha de computarse el coste de las obras que afectan a la estabilidad
del edificio, sino que también entran en juego las concernientes a la salubridad o
habitabilidad, y no sélo las que hayan de realizarse en elementos estructurales, sino
también las que sean necesarias en los elementos secundarios, incluso los de las ins-
talaciones o servicios, con la sola exclusién de las de ornato o embellecimiento».

Pueden citarse en este mismo sentido, las Sentencias del Tribunal Supremo
de 26 de junio y 21 de octubre de 1980 (Ar. R} 1980/3359 y 1980/3928,
respectivamente), 27 de enero de 1981 (Ar. R) 1981/291), 28 de octubre de
1987 (Ar. RI 1987/9193), 25 de septiembre de 1989 (Ar. RJ 1989/6688), 26
de julio y 26 de diciembre de 1990 (Ar. RJ 1990/6822 y 1990/10257), 22 de
octubre de 1991 (Ar. R} 1991/8376), 23 de mayo de 1995 (Ar. R) 1995/5838)
y 16 de mayo de 1996 (Ar. RJ 1996/3975), entre otras muchas.

El concepto de «habitabilidad» aparece como una evolucién natural de
la exigencia de «salubridad» de las construcciones, aplicada en este caso a
las destinadas a usos residenciales. En este sentido se utiliza en la Sentencia
de 10 de noviembre de 1989 (7)

«En relacién con la valoracién de las obras de reparacién, hay que tener en
cuenta que, segun reiterada jurisprudencia, deben comprenderse Gnicamente como
tales las precisas para devolver la normalidad a la edificacién, tanto en el aspecto
de la estabilidad como en el de la salubridad o habitabilidad, con exclusién, por
tanto, de las de ornato o embellecimiento ...».

Los términos anteriores son retomados en la Sentencia del Tribunal Supremo
de 7 de noviembre de 1991 y de 22 de marzo de 1994 (8), en las que no
obstante se realizan considerables matizaciones. Citando esta Gltima:

«... las precisas para devolver la normalidad a la edificacién, tanto en el
aspecto de estabilidad como en el de salubridad o habitabilidad, con exclusién por
tanto, de las de ornato o embellecimiento —Sentencia de 10 noviembre 1989 —,
sin que puedan ser tenidas en cuenta las obras que obedezcan a la finalidad de
conseguir en el edificio una mayor comodidad y un ornato superior al que tenia la

(7) Ar. R} 1989/8182; ponente Mariano de Oro-Pulido y Lépez.

(8) Ar.RJ 1991/8802y 1994/1815, respectivamente; ponente de ambas Mariano de Oro-
Pulido y Lépez.
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finca —Sentencias de 5 enero y 6 marzo 1990— o aquellas que excedan de la
reposicién funcional del edificio para entrar en el dmbito de la renovacién y mejora
de la situacién anterior —Sentencia de 18 julio 1988 — o, en fin, aquellas ofras que
supongan modernizacién y mejoramiento —Sentencia de 26 marzo 1987 —».

No obstante, la habitabilidad se incorpora definitivamente, casi como
clausula de estilo en sentencias como la de 18 de abril de 1994 (R} 1994,
2813) o la de 22 de noviembre de 2000 (RJ 2000, 9061), esta Gltima refe-
rida a las Normas Urbanisticas del Ayuntamiento de Madrid que excluian
del cémputo las obras de habitabilidad y prohibian la utilizacién del indice
corrector por uso o conservacién, lo que se consideré contrario a derecho.
En la misma linea, la Sentencia de 22 mayo 2001 (R) 2001, 3793), que da
un paso mds, al referirse al concepto de habitabilidad socialmente aceptado,
con una argumentacién casuistica:

«Por lo que hace a la indebida inclusién de determinadas partidas como gastos
de reparacién, en las que se incluyen los alicatados, la instalacién eléctrica, la pintura
de paramentos y fachadas, y a las que se alude en el motivo fercero, es evidente que
las partidas que se pretenden excluir no pueden ser consideradas como reparaciones
de ornato en un edificio que ha de hacer frente a las necesidades del siglo XXI. Nin-
guno de los gastos imputables a las partidas mencionadas exceden conceptualmente
del concepto de salubridad o habitabilidad socialmente aceptado, que es predicable
de los edificios destinados a habitacién en el momento presente».

En paralelo con la linea anterior, aparecen sentencias que parecen llegar
a resultados coincidentes pero utilizando el concepto de «funcionalidad» en
lugar de «habitabilidad». Este concepto aparece, salvo error por mi parte, en
la Sentencia de 26 julio 1990 (9) (en la que también se hacen interesantes
consideraciones a propésito del concepto de «imagen urbanas):

(...) las reparaciones incluidas en su segundo informe son las de pura con-
solidacién, en fanto que las que han de tenerse en cuenta para la declaraciéon
de ruina prevista en el art. 183,2,b) del Texto Refundido son todas las necesarias
para poner el edificio en condiciones de servir adecuadamente para su funcién y
éstas, que aparecen contempladas en su primer informe, son bastantes para cubrir
el porcentaje previsto en aquel precepto: de ello deriva la necesidad de tener en
cuenta las reparaciones de cocina, ducha y sanitarios ...

Encontramos términos muy similares en la Sentencias de 26 de diciembre
de 1990 (pintura) o de 22 octubre 1991 (acabados interiores, redes interio-
res de agua y electricidad) (10). Finalmente, la linea parece definitivamente
consolidada con la Sentencia de 2 de febrero de 1993 (Ar. RJ 1993, 585),

en la que se afirma lo siguiente, con cita de las anteriores:

(9) Ar. R} 1990, 6822; ponente Javier Delgado Barrio.
(10)  Ar. RJ) 1990/10257 y Ar. R} 1991/8376, respectivamente; ponente en ambos caso

Javier Delgado Barrio.
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«... las reparaciones a tener en cuenta, segin reiterada doctrina jurispru-
dencial, son todas las necesarias para poner el edificio en condiciones de servir
adecuadamente a sus fines, de suerte que aquél pueda cumplir su funcién ...».

Términos casi idénticos pueden encontrarse en Sentencias como las de 27
enero 1998 (Ar. RJ 1998/1879) o 28 junio 1999 (Ar. R} 1999/5292).

Por ofra parte, parece légico considerar que la restitucién de la habita-
bilidad de un edificio comporte la adaptacién a la normativa vigente en el
momento de realizarse las obras, como pueda ser el Reglamento de Instala-
ciones Térmicas en los Edificios (11) o el Reglamento Electrotécnico de Baja
Tensién (12), normas que estdn sometidas a cambios constantes y que, en Gltima
instancia, afectan a la seguridad.

IV. NUEVOS CONTENIDOS DEL DEBER DE CONSERVACION Y DIS-
CRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA

La Ley 8/2013 se caracteriza por un enorme crecimiento del deber de
conservacién, ya muy expandido en las reformas legales inmediatamente ante-
riores respecto a su regulacién tradicional, hasta el punto de que dificilmente
puede seguirse hablando de «conservacién», sino més bien de «adaptacién
a las exigencias normativas» respecto a la propia edificacién o deber de
«participar en la regeneracién y renovacién urbanas». Precisamente, lo que
mds caracteriza la dltima regulacién es la extensién del supuesto «deber de
conservacién» mds alld de los estrictos limites del edificio.

1. Nuevos contenidos del deber de conservaciéon

Como ya se ha sefialado, en el art. 17 del Real Decreto-ley 8/2011, de
1 de julio, se utilizaba «el término rehabilitacién», para englobar una serie de
actuaciones, entre ellas, «las de conservacién, entendiendo por tales las repara-
ciones y obras precisas para mantener un inmueble en las condiciones de habita-
bilidad, seguridad, salubridad, accesibilidad y ornato, que serén exigibles en los

(11)  Real Decreto 1751/1998, de 31 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Ins-
talaciones Térmicas en los Edificios (RITE) y sus Instrucciones Técnicas Complementarias (ITE) y se crea
la Comisién Asesora para las Instalaciones Térmicas de los Edificios, modificado por el Real Decreto
1218/2002, de 22 de noviembre, tanto en aspectos administrativos, como respecto a las ITE.

(12) El Reglamento vigente fue aprobado por Real Decreto 842/2002, de 2 de agosto, y
lleva como anexos cincuenta y una Instrucciones Técnicas Complementarias. Ha incorporado, actua-
lizados, los contenidos del anterior Reglamento, de 1973 y los de la norma UNE-EN 20460, sobre
«Instalaciones eléctricas en edificios», norma armonizada que ya con anterioridad tenia cardcter
obligatorio.
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términos establecidos en la legislacién aplicable», que serian un minimo al que
afadir «las de mejora, entendiendo por tales, de conformidad con lo dispuesto
por el articulo 111 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economia Sostenible,
las que se realicen por motivos turisticos o culturales o, en general, por motivos
de calidad y sostenibilidad del medio urbano, cuando los inmuebles formen
parte de un plan, programa o instrumento legal de rehabilitacién previamente
aprobado, y cuyo fin sea garantizar la seguridad, salubridad, accesibilidad,
reduccién de emisiones e inmisiones contaminantes de todo tipo y de agua
y energia, y, en particular, que se cumplan todos o algunos de los requisitos
bdsicos relacionados en la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién
de la Edificacién y en el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que
se aprueba el Cédigo Técnico de la Edificacién». Finalmente, la «rehabilitacién»,
segln el mismo precepto, comprenderia actuaciones de «regeneracién urbana,
entendiendo por tales, de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 110 de la Ley
de Economia Sostenible, las que se desarrollen en dmbitos urbanos vulnerables,
obsoletos o degradados, alcanzando tanto a la urbanizacién y a las dotaciones,
como a los edificios, y tengan como finalidad el cumplimiento de los principios
de cohesién territorial y social, eficiencia energética y complejidad funcional
al servicio de un medio urbano sostenible». Por tanto, se mantenia una clara
diferenciacién entre el tradicional deber de conservacién, incluso incorporando
elementos funcionales, con el deber de mejora exigible en determinados casos,
concretamente, cuando «los inmuebles formen parte de un plan, programa o
instrumento legal de rehabilitacién previamente aprobado» con determinadas
finalidades especificadas en el propio texto legal y, ni que decir tiene, con las
actuaciones de regeneracién urbana.

Los limites conceptuales entre conservacién, mejora y rehabilitacién se
han vuelto borrosos o incluso han desaparecido con la nueva redaccién dada
al art. 9 del TRLS de 2008 por medio de la disposicién adicional duodécima
de la Ley 8/2013.

En primer lugar, respecto a las obras de mejora. De acuerdo con la
redaccién anterior del TRSL de 2008, los deberes de los propietarios de «ins-
talaciones, construcciones y edificaciones» comprendian un deber de «usarlos»
de acuerdo con el planeamiento y de «conservarlos en las condiciones legales
para servir de soporte a dicho uso», ademds de en condiciones de «seguridad,
salubridad, accesibilidad y ornato legalmente exigibles» Otro de los deberes
de los propietarios de esas «instalaciones, construcciones y edificaciones» era
el de «realizar los trabajos de mejora y rehabilitacién hasta donde alcance el
deber legal de conservacién». Finalmente, se afadia

«Este deber constituird el limite de las obras que deban ejecutarse a costa
de los propietarios, cuando la Administracién las ordene por motivos turisticos o
culturales, corriendo a cargo de los fondos de ésta las obras que lo rebasen para
obtener mejoras de interés general».
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En estos términos, la utilizacién del concepto juridico indeterminado «deber
de conservacién» suponia una remisién al desarrollo jurisprudencial del mismo,
con una muy matizada aplicacién de qué mejoras entran en el dmbito del
deber de conservacién, las estrictamente ligadas al mantenimiento de la fun-
cionalidad del edificio. El significado cambia radicalmente cuando las obras
de mejora que puede exigir la Administracién ya no se refieren a la dualidad
entre «conservacién del edificio» y «mejoras de interés general», sino a un
coste objetivo a determinar por relacién al valor de la construccién:

«Este deber, que constituird el limite de las obras que deban ejecutarse a costa de
los propietarios cuando la Administracién las ordene por motivos turisticos o culturales,
o para la mejora de la calidad o sostenibilidad del medio urbano, se establece en la
mitad del valor actual de construccién de un inmueble de nueva planta, equivalente al
original en relacién con las caracteristicas constructivas y la superficie 0til, realizado
con las condiciones necesarias para que su ocupacién sea autorizable o, en su caso,
quede en condiciones de ser legalmente destinado al uso que le sea propio. Cuando
se supere dicho limite, correrén a cargo de los fondos de aquella Administracién, las
obras que lo rebasen para obtener mejoras de interés general».

Lo primero que falta en el parrafo anterior es un «también»: el limite del
deber de conservacién «también» se aplica a las obras de mejora, porque
literalmente parece establecerse que las obras de conservacién propiamente
tales no tienen que estar dentro del limite del deber de conservacién, que sélo
se aplicaria, en los términos literales del articulo, a las obras de mejora. Lo
que, evidentemente, carece de sentido.

Segundo, no aparece ninguna mencién a que esas obras de mejora
tengan que estar previstas en ningin plan, programa u ofro instrumento de
carécter general. Lo dnico que se exige, en el parrafo tercero del art. 9.1, in
fine, es que la imposicién se haga «motivadamente», lo que parece sugerir una
motivacién ad hoc, aunque la exigencia de motivacién no parece extenderse
a una parte de las obras de mejora, las ordenadas «por motivos turisticos y
culturales», sino solo las relativas a la «mejora de la calidad o sostenibilidad
del medio ambiente urbano»:

«Las obras adicionales para la mejora de la calidad y sostenibilidad a que
hace referencia el parrafo primero de este apartado podrdn consistir en la adecua-
cién parcial o completa a todas, o a algunas de las exigencias bdsicas establecidas
en el Cédigo Técnico de la Edificacién, debiendo fijar la Administracién, de manera
motivada, el nivel de calidad que deba ser alcanzado para cada una de ellas.

De forma acorde, por medio de la disposicién final tercera, dos, de la Ley
se modifica el art. 3.1 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién
de la Edificacién, que hace ahora referencia también a los edificios existentes,
haciendo una remisién al reglamento para la determinacién de que requisitos
bdsicos se les exigirdn: «...se establecen los siguientes requisitos bésicos de la
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edificacién, que deberdn satisfacerse, de la forma que reglamentariamente se
establezca, en el proyecto, la construccién, el mantenimiento, la conservacién
y el uso de los edificios y sus instalaciones, asi como en las intervenciones que
se realicen en los edificios existentes ...».

Tercero, la mejora obligatoria, sin relacién a la situacién inicial del inmue-
ble, pasa a correr a cargo del propietario, con el Gnico limite cuantitativo del
50% del valor de un edificio de nueva planta. Este valor tiene sentido para
decidir cuando la conservacién de un inmueble se convierte en antieconémica.
Cuando se trata de imponer cargas en beneficio del interés general, es arbi-
trario: el coste de la construccién puede tener poco que ver con su valor de
mercado, puesto que se excluye el valor del suelo. En consecuencia, poco o
nada tiene que ver con la capacidad econémica que evidenciaria la titulari-
dad del edificio. Por ofra parte, no se establece un limite temporal: 3con qué
periodicidad se pueden imponer al propietario costes de mejora equivalentes
a la mitad del coste de un edificio nuevo? En términos castizos, cualquier
propiedad es mejorable hasta la completa ruina de su propietario.

El deber de conservacién comprende también las actuaciones de rehabili-
tacidn, regeneracién y renovacién urbana. Faceta del deber de conservacién de
acuerdo con el art. 4.1 L3R. De acuerdo con el art. 13.1, c) L3R: «El andlisis de
la inversién que pueda atraer la actuacién y la justificacién de que la misma es
capaz de generar ingresos suficientes para financiar la mayor parte del coste
de la transformacién fisica propuesta, garantizando el menor impacto posible
en el patrimonio personal de los particulares, medido en cualquier caso, dentro
de los limites del deber legal de conservacién». Es decir, se admite directamente
el impacto directo sobre el patrimonio de los particulares, que no se impone en
términos de una contribucién especial de naturaleza tributaria, sino de un deber
especifico integrado en el genérico deber de conservacién. En el mismo sentido,
cuando sea preciso alterar el planeamiento urbanistico para realizar actuaciones
de rehabilitacién edificatoria y las de regeneracién y renovacién urbanas o se
trate de actuaciones que no precisen tal alteracién, sino una simple delimitacién
del dmbito o, incluso, Unicamente la identificacién de la actuacién aislada, serd
preceptiva una «memoria de viabilidad econémica» (art. 11.1): este instrumento
deberd asegurar su viabilidad econémica, en términos de rentabilidad, de un ade-
cuado equilibrio entre los beneficios y las cargas y de adecuacién a los limites del
deber legal de conservacién. Ademds del andlisis de costos y los posibles ingre-
sos procedentes de inversores externos y de empresas suministradores de agua,
energia o felefonia e incorporando los costes piblicos futuros de mantenimiento
de las redes publicas, teniendo en cuenta que los limites de la aportacién de los
propietarios coincidird con su deber de conservacién. En cualquier momento y sin
sujecién a periodicidad, se impone al propietario soportar costes de rehabilitacién
urbana, sin siquiera necesidad de que figuren en un plan urbanistico.
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Parece claro, en consecuencia, que entre las «obras de mejora» incluidas
en el deber de conservacién estarian algunas que transcienden al concreto
edificio para referirse a su entorno.

2. Limitaciones cuantitativas y garantia real del deber

No obstante, la extraordinaria expansién «cualitativa» del deber de con-
servacién podria parecer que tiene un cierto contrapeso en la contencién
«cuantitativa», puesto que se establece un limite cuantitativo del deber de
conservacién en la legislacién bésica.

Ese limite cuantitativo era algo mds claro en el Anteproyecto de Ley que
se difundié por el Ministerio de Fomento de marzo de 2013, puesto que en el
art. 4.3 de ese documento —articulo enteramente eliminado ya en el proyecto
de Ley remitido al Congreso por el Gobierno— se establecia un limite incon-
dicionado para los costes que debia asumir el propietario (cada vez que se
le requiriese para cumplimentar su deber de conservacién, puesto que no se
mencionaba ningin pardmetro temporal para su acumulacién):

«Cuando el importe de los trabajos y obras a realizar exceda de los limites
establecidos en el apartado anterior [es decir, del 50% del valor de reposicién a
nuevo] y no proceda la demolicién del inmueble, la Administracién resolverd la
forma de costear, sin cargo para el propietario, la parte correspondiente a aquél
exceso. A tales efectos, podrd establecer ayudas publicas, bonificaciones o firmar
acuerdos de financiacién de conformidad con lo previsto en el articulo 18, ademés
de todas aquellas férmulas que especificamente prevea la legislacién aplicablex.

La referencia a «sin cargo para el propietario» chocaba frontalmente con
las previsiones de diversas legislaciones autonémicas de «modelo valenciano»
en las que se prevé la realizacién con cardcter preceptivo de convenios con
el propietario para que la Administracién recupere a medio o largo plazo su
aportacién u obtenga contraprestaciones por ella, pese a haberse motivado
por la existencia de un exceso sobre el deber de conservacién. No obstante,
esta previsién no habria afectado a una mayoria de legislaciones autonémicas,
como la legislacién aragonesa, puesto que ni en la legislacién vigente ni en
en la anterior se prevén tales contraprestaciones.

La supresién del art. 4 del Anteproyecto de marzo de 2013 no ha sido
total en cuanto al fondo, ya que una parte de su contenido se ha incorporado
al TRLS de 2008 a través de la modificacién de su art. 9, lo que se hace, junto
con ofros preceptos, a través de la disposicién final 12° de la L3R. El resultado
es un art. 9 LS mucho mdés largo y complejo. El hecho de que el legislador no
haya realizado una redaccién enteramente nueva, sino que haya practicado dis-
tintos afiadidos da lugar a una suerte de palimpsesto juridico y a una redaccién
bastante torturada. En el aspecto concreto del limite cuantitativo del deber de
conservacién se establece lo siguiente (art. 9.1, pdrrafo primero, in fine, LS):
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«Este deber, que constituird el limite de las obras que deban ejecutarse a costa de
los propietarios cuando la Administracién las ordene por motivos turisticos o culturales,
o para la mejora de la calidad o sostenibilidad del medio urbano, se establece en la
mitad del valor actual de construccién de un inmueble de nueva planta, equivalente al
original en relacién con las caracteristicas constructivas y la superficie util, realizado
con las condiciones necesarias para que su ocupacién sea autorizable o, en su caso,
quede en condiciones de ser legalmente destinado al uso que le sea propio. Cuando
se supere dicho limite, correrdn a cargo de los fondos de aquella Administracién, las
obras que lo rebasen para obtener mejoras de interés general».

Como ya se ha sefalado, lo primero que falta en la redaccién transcrita
es un «también»: el deber de conservacién, que «también» constituird el limite
de las obras que deban ejecutarse a costa de los propietarios cuando la
Administracién las ordene por motivos turisticos o culturales, o para la mejora
de la calidad o sostenibilidad del medio urbano... (y no sélo de las obras
de reparacién). Porque, literalmente, el deber de conservacién sélo seria un
limite para las obras de mejora del edificio o de su entorno, lo que carece
completamente de sentido y debe descartarse. De no ser asi y haber desapare-
cido cualquier limite cuantitativo para las obras propiamente de conservacién,
aplicdndose el limite cuantitativo sélo a las de mejora, estariamos ante una
regulacién puramente arbitraria e incompatible con el derecho fundamental
de propiedad reconocido en el art. 33 de la Constitucién vigente, incluso tan
degradado y escaso de contenidos como ha quedado tras afios de legislacién
invasiva y jurisprudencia constitucional permisiva.

En cuanto al limite cuantitativo propiamente tal, es el establecido a partir de
la valenciana Ley reguladora de la actividad urbanistica, seguido por una amplia
mayoria de legislaciones autonémicas. Supone calcular el coste de un edificio
nuevo, de similar tipologia y superficie, pero con todos los requisitos actualmente
exigibles, y aplicarle el 50 por ciento. Esto supone un incremento respecto a la
legislacién urbanistica tradicional, que aplicaba el 50 por ciento al valor «actual»
del edificio, por tanto sin afiadir instalaciones o requisitos exigibles a un edificio
nuevo, pero no a uno ya construido, y tener en cuenta su antigiiedad y estado
de conservacién, lo que en un edificio de una cierta antigiledad y con achaques
de senectud es una diferencia enorme (13). No obstante, el problema principal
es que ese valor guarda una cierta relacién con las obras exigibles sobre el
propio edifico —aunque discutible respecto a las obras ordenadas por motivos
turisticos o culturales, o para la mejora de la calidad o sostenibilidad del medio
urbano—, pero es puramente arbitrario cuando se trata de establecer los limites
en la participacién en las obras de rehabilitacién y mejora urbanas.

Si se trata de establecer una nueva figura de tipo impositivo sobre la
propiedad urbana, pero sin pasar por los requisitos y garantias impuestos

(13) Vid. Garcia Awvarez (2007: pp. 177 vy ss.).
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por el principio constitucional de legalidad tributaria, no es algo distinto a la
introduccién de las cesiones de aprovechamiento urbanistico introducidas en
1975, en las postrimerias del régimen franquista. El problema es que el valor
de referencia es puramente arbitrario, puesto que no guarda apenas ninguna
relacién con el valor de mercado del inmueble y, por tanto, con la manifestacién
de riqueza que supone la titularidad del inmueble. Llevando la regulacién a
sus Ultimas consecuencias, el limite cuantitativo del deber de conservacién —y,
por tanto, de las pérdidas que se le pueden imponer por la Administracién por
su participacién preceptiva en actuaciones de rehabilitacién urbana— que se
aplica al propietario de una casa de adobe construida a principios del siglo
pasado en un pequefio pueblo de la Castilla profunda es el mismo que se aplica
al propietario de un chalet de igual superficie dtil, recién estrenado y situado
en la zona mds cara de Marbella o de Mallorca. En ambos casos, es el 50 por
ciento del coste de construccién de un edificio nuevo con las condiciones nece-
sarias para ser autorizado, sin que en el caso del chalet ultralujoso ni siquiera
se afada el coste de las instalaciones adicionales no obligatorias para obtener
la autorizacién o licencia urbanistica. Este limite, aplicado no ya a las obras
exigibles por razones de seguridad o salubridad sobre el propio inmueble, sino
a la participacién en labores de rehabilitacién urbana serd quizd en algunos
casos confiscatorio, pero en todos puramente arbitrario e incompatible con el
principio constitucional de interdiccién de la arbitrariedad.

Por ofra parte, el limite general del 50 por ciento del valor de reposicién
a nuevo —limite del deber ordinario de conservacién— puede llegar al 75 por
ciento de ese mismo valor en caso de deterioros que sean consecuencia del incum-
plimiento de una orden de ejecucién (art. 9.2, pdrrafo segundo, in fine, LS):

«Conforme a lo dispuesto en la normativa aplicable, en los casos de inejecu-
cién injustificada de las obras ordenadas, dentro del plazo conferido al efecto, se
procederd a su realizacién subsidiaria por la Administracién Piblica competente
o a la aplicacién de cualesquiera otras férmulas de reaccién administrativa a
eleccién de ésta. En tales supuestos, el limite méximo del deber de conservacién
podrd elevarse, si asi lo dispone la legislacién autonémica, hasta el 75% del coste
de reposicién de la construccién o el edificio correspondiente».

Este limite del deber «extraordinario» de conservacién procede directamente
del Real Decreto-ley 8/2011, por lo que la dnica legislacién urbanistica que
establecia un limite extraordinario superior, la aragonesa, se habia ya adaptado
a la nueva regulacién. En efecto, tanto en la ley 5/1999 (art. 187.2) como
en la vigente LUA, el legislador aragonés habia dispuesto que en caso de
incumplimiento de una orden de ejecucién, desaparecian los limites del deber
de conservacién, sin que se pudiese declarar la ruina del edificio, a no ser que
el propietario pudiese demostrar que ésta habia sobrevenido por causas sobre-
venidas e independientes. El problema viene de que si bien la dnica legislacion
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urbanistica que establecia esta inexistencia de limites al deber de conservacién
en caso de incumplimiento de una orden de ejecucién de obras de conservacién
o reparacién, la aragonesa, ya se ha adaptado, no sucede lo mismo con las
legislaciones autondmicas de patrimonio cultural en las que se establece lo mismo,
pero limitado a bienes inmuebles integrantes del patrimonio cultural como bienes
de interés cultural u otras figuras de proteccién. Ante la falta de matices de la
legislacién bésica, o ésta es inconstitucional por superar su dmbito competencial,
o las legislaciones de patrimonio cultural de una buena parte de las comunidades
auténomas incurren en una inconstitucionalidad sobrevenida.

La ampliacién del deber de conservacion en las leyes de patrimonio cultural
aparece por primera vez en la Ley 8/1995, de 30 de octubre, del patrimonio
cultural de Galicia, en la que se establecié que el incumplimiento del deber de
conservacién de un bien inmueble no sélo constituye infraccién grave (art. 91.¢),
prohibiéndose en tal caso el acceso a la financiacién poblica (art. 83.3), sino
que no podrd declararse la ruina cuando la situacién se haya producido por
incumplimiento del deber de conservacién (art. 41.3), sin més precisiones.

Unos afios mds tarde, la legislacién valenciana ya presenta un perfil mds
acabado: en el art. 40 de la ley 4/1998, de 11 de junio, del patrimonio
cultural valenciano, se rodea de una serie de cautelas la declaracién de la
ruina de un inmueble que haya sido declarado Bien de interés cultural: la
Administracién cultural serd tenida como parte en el procedimiento, serdn
preceptivo un tramite de informacién publica y existird la posibilidad de recu-
rrir a la expropiacién forzosa desde el inicio del procedimiento. Pero, sobre
todo, se establece que el incumplimiento del deber de conservacién no podrd
jamds servir de causa para dejar sin efecto la declaracién de Bien de interés
cultural y determinard para el propietario la obligacién de realizar a su cargo
las obras de restauracién y conservacién necesarias, sin que sea aplicable en
este caso el limite del deber normal de conservacién (art. 40.1 in fine). Por
contraste, la coetdnea ley 10/1998, de 9 de julio, de Patrimonio Histérico
de la Comunidad de Madrid, se limité a establecer, de forma mdas ambigua,
que si la ruina declarada es consecuencia del incumplimiento del deber de
conservacién, no serd posible la demolicién, salvo en el caso de que haya
riesgo para las personas.

En el mismo afio, en la Ley 11/1998, de 13 de octubre, de Patrimonio
Cultural de Cantabria, se contiene un régimen mucho més acabado para evitar
que el incumplimiento doloso de los deberes de conservacién de los inmuebles,
o incluso la simple negligencia, puedan llevar a la destruccién de bienes del
patrimonio cultural. El problema se enfrenta desde cuatro perspectivas distintas:
la situacién de ruina no supone la cesacién del deber de conservacién; ese deber
de conservacién puede ampliarse en caso de incumplimiento; la autorizacién de
demolicién posterior a la declaracién de ruina tiene como condicién absoluta

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 73-108 91



GERARDO GARCIA ALVAREZ

que no se haya incumplido el deber de conservacién; y, como cierre, la expro-
piacién forzosa. Primero, la declaracién de ruina no implica la desaparicién
del deber de conservacién (art. 59.1), por lo que podrd exigirse al propietario
que realice o financie obras de rehabilitacién hasta el limite de ese deber,
pero no el establecido por la legislacién urbanistica, sino por la de patrimonio
cultural. Segundo, una regulacién especifica del deber de conservacién de los
bienes del patrimonio cultural. Segin la legislacién de patrimonio cultural, sélo
podrd declararse el estado de ruina cuando el edificio presente dafos que
hagan peligrar las condiciones minimas de seguridad y cuya reparacién exija
la reposicién de més de la mitad de los elementos estructurales que tengan una
misién portante o sustentante del inmueble, siempre que la Administracién no
subvencione el exceso (art. 58.1). En ofros términos, si no hay afeccién a los
elementos sustentantes, esa afeccién no produce un peligro grave de seguridad
o bien no afecta a més de la mitad de esos elementos sustentantes, se podra
obligar al propietario a realizar obras de conservacién, sin limite alguno. De
todas formas, es légico pensar que la garantia constitucional del derecho de
propiedad impondrd que no se puedan imponer obras de conservacién, sin
subvencién, que superen el valor econdmico del inmueble. Tercero, incluso
ese deber de conservacién reforzado puede verse incrementado en caso de
incumplimiento, ha de entenderse a mi juicio que doloso o culposo, del deber
de conservacién (ademds, en este caso no tendria lugar el limite derivado de la
garantia constitucional del derecho de propiedad): en el art. 58.2 se reconoce
el derecho del propietario a percibir ayudas econémicas por lo que exceda del
limite del deber de conservacién —se supone que el definido en el art. 58.1.q)
al que ha se ha hecho referencia—, pero tal derecho no existird cuando se haya
incumplido el deber de conservacién (art. 58.3). Cuarto, el incumplimiento del
deber de conservacién no parece que pueda impedir la declaracién de ruina,
pero como ya se ha sefialado, la declaracién de ruina no supone el cese del
deber de conservacién. 3Qué supone esto? La demolicién puede autorizarse,
por el Consejo de Gobierno, en determinadas circunstancias, tras un procedi-
miento en el que habré de darse audiencia al Ayuntamiento afectado, y con
el informe favorable a la demolicién de dos instituciones culturales (art. 59).
Pero, en ningln caso podrd autorizarse la demolicién de un inmueble cuando
la declaracién del estado de ruina tenga como causa dltima el incumplimiento
de deberes de conservacién (art. 59.4). En caso de ruina inminente, puede
procederse a la demolicién por fuerza mayor, aunque previendo la posterior
reposicién de los materiales recuperados (art. 58.4). Quinto, el estado de ruing,
declarada o simplemente iniciado el procedimiento para su declaracién, con
independencia de su causa, puede dar lugar a la expropiacién forzosa del
inmueble, excluyéndose del justiprecio el valor de la edificacién (art. 58.5).

Las dos siguientes leyes por orden cronolégico, la Ley 4/1999, de 15 de
marzo, de patrimonio histérico de Canarias, y la Ley 2/1999, de 29 de marzo,

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
92 ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 73-108



DEBER DE CONSERVACION, RUINA Y REHABILITACION

de Patrimonio Histérico y Cultural de Extremadura, ya contienen referencias
expresas al incumplimiento de una orden de ejecucién, aunque no lo hagan
en términos coincidentes. En la Ley extremefa, el incumplimiento del deber de
conservacién y, concretamente, la desobediencia de una orden de ejecucién
comportard el deber de reposicién del inmueble a su estado originario (art.
35.4), con exclusién de las ayudas piblicas (art. 83.3) y, ademds, constituye
infraccién grave (art. 92.3.b). En la Ley de Canarias se establece la expropia-
cién forzosa del inmueble, cuando los costes de reparacién superen el deber
legal de conservacién pero el edificio no deba ser demolido (art. 58.6), pero,
sobre todo, se prevé la ampliacién del deber de conservacién del propietario
en caso de incumplimiento del deber de conservacién (art. 58.4) y se presumird
que el estado de ruina es imputable incumplimiento del deber de conservacién
cuando no se haya cumplido una orden de ejecucién (art. 58.5).

En sentido coincidente, en la asturiana Ley 1/2001, de é de marzo, de
Patrimonio Cultural, se establece, en términos no muy claros, que la ruina no
podrd fin en todos los casos al deber de conservacién —lo que puede ser una
referencia a la modalidad de érdenes de ejecucién subvencionadas—, pero
que cuando la ruina sea consecuencia del incumplimiento del propietario, el
deber de conservacién se mantiene en todo caso (art. 34.3).

Como consecuencia de la limitacién del deber extraordinario de conserva-
cién al 75 por ciento del coste de un edificio de nueva planta, todas las leyes
anteriores, correspondientes a las comunidades de Galicia, valenciana, Madrid,
Cantabria, Canarias, Extremadura y Asturias incurririan en una inconstituciona-
lidad sobrevenida, salvo que pueda hacerse una interpretacién integradora y
entender incorporado el nuevo limite de la legislacién bdsica por medio de una
inferpretacién sistemdtica que permita salvar su constitucionalidad. Ciertamente,
la formulacién literal de la ley bésica dificulta esa aplicacién integradora al
establecer en el art. 9.2, parrafo segundo que «el limite méximo del deber de
conservacién podrd elevarse, si asi lo dispone la legislacién autonémica, hasta
el 75% del coste de reposicién de la construccién o el edificio correspondiente»,
cuando habria sido mucho més sencillo disponer que en caso de que la legis-
lacién autonémica prevea la ampliacién del limite del deber de conservacién
en caso de incumplimiento, ese limite quedard fijado en un maximo del 75
por ciento del valor de referencia. No obstante, la Gnica solucién razonable
y conforme con la doctrina del Tribunal Constitucional sobre la interpretacién
conforme a la Constitucién es aplicar la nueva regla en tales términos. Una
vez mds hay que lamentar la defectuosa técnica legislativa.

En la legislacién cultural de Castilla y Ledn se contiene una formulacién
diferente: en la Lley 12/2002, de 11 de julio, de Patrimonio Cultural de Castilla
y Ledn, se prescinde de la ampliacién del deber de conservacién y se acude
a ofra légica, como es la del restablecimiento de la legalidad infringida. Si
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el propietario incumple sus deberes legales, estaré obligado a reparar inte-
gramente el dafio causado. En consecuencia, la situacién de ruina debida al
incumplimiento del deber de conservacién comportard la obligacién para el
propietario de reposicién de las cosas a su estado anterior (art. 40.2), hay
que suponer que sin limite cuantitativo alguno. No obstante, el efecto es mate-
rialmente equivalente a una ampliacién del deber de conservacién, por lo que
hay que concluir que en Castilla y Ledn el restablecimiento de la legalidad
tampoco podrd suponer costes para el propietario que vayan mas alla del 75
por ciento del coste de un edificio de nueva planta.

Un dltimo aspecto relevante de la legislacién bésica es la afeccién real del
edificio o vivienda al cumplimiento de los deberes de «conservacién» en sentido
amplio: la orden de ejecucién comporta la existencia ope legis de una hipoteca
legal, puesto que, como se sefiala en el art. 9.2, parrafo primero, in fine, LS:

«El acto firme de aprobacién de la orden administrativa de ejecucién que
corresponda determinard la afeccién real, directa e inmediata, por determinacién
legal, del inmueble, al cumplimiento de la obligacién del deber de conservacién.
Dicha afeccién real se hard constar, mediante nota marginal, en el Registro de la
Propiedad, con referencia expresa a su cardcter de garantia real y con el mismo
régimen de preferencia y prioridad establecido para la afeccién real, al pago de
cargas de urbanizacién en las actuaciones de transformacién urbanistica».

La exigencia de firmeza del acto administrativo comporta que no se pro-
ducird el acceso al Registro de la Propiedad en tanto esté pendiente un recurso
administrativo o contencioso-administrativo, en cualquiera de sus fases, lo que no
parece una solucién demasiado acertada desde el punto de vista de la seguridad
juridica. Por lo demds, cuando llegue a acceder al Registro, esa nota marginal
estd llamada a tener una duracién muy limitada: o la orden de ejecucién de
obras de conservacién o mejora se ejecuta y la nota marginal se cancela, o no
se ejecuta, en cuyo caso se produce la ampliacién de la cantidad que supone
el limite del deber de conservacién en un 50 por ciento adicional (del 50 al 75
por ciento del coste de un edificio de nueva planta), lo que deberd tener reflejo
en el Registro de la Propiedad (art. 9.2, pérrafo segundo, in fine, LS):

«Cuando el propietario incumpla lo acordado por la Administracién, una
vez dictada resolucién declaratoria del incumplimiento y acordada la aplicacién
del régimen correspondiente, la Administracién actuante remitiré al Registro de la
Propiedad certificacién del acto o actos correspondientes para su constancia por
nota al margen de la dltima inscripcién de dominio».

No deja de ser curioso que en este caso, por contraste con el anterior,
no se exija la firmeza del acto administrativo, ni siquiera en via administra-
tiva, por lo que puede perfectamente convertirse en habitual el que sea éste,
la constatacién de incumplimiento de la orden de ejecucién, y no la orden
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de ejecucién de obras de reparacién o mejora en si misma, la que termine
accediendo al Registro mediante nota marginal.

3. Potestades administrativas respecto a la rehabilitacién o a la
participacién en la renovacién o regeneraciéon urbanas

Una cuestion muy relevante juridicamente es si la decisién de ordenar no
ya la realizacién de las obras necesarias por motivos de seguridad, salubridad
u ornato piblico, como en la legislacién tradicional, sino diversos aspectos de la
rehabilitacién de un inmueble, incluidos los aspectos de ahorro energético o de
accesibilidad, puede ser acordada discrecionalmente por la Administracién, como
se esfablece claramente en el art. 9.1, pdrrafo tercero, LS en el que se excluye la
necesidad de previsién en instrumentos de ordenacién o gestién urbanistica para
la adaptacién a diversos aspectos del Cédigo Técnico de la Edificacién:

«En particular, cuando se trate de edificaciones, el deber legal de conserva-
cién comprenderd, ademds, la realizacién de los trabajos y las obras necesarias
para satisfacer, con cardcter general, los requisitos bdsicos de la edificacién esta-
blecidos en el articulo 3.1 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién
de la Edificacién, y para adaptarlas y actualizar sus instalaciones a las normas
legales que les sean explicitamente exigibles en cada momento. Las obras adiciona-
les para la mejora de la calidad y sostenibilidad a que hace referencia el pérrafo
primero de este apartado podrdn consistir en la adecuacién parcial o completa a
todas, o a algunas de las exigencias bdsicas establecidas en el Cédigo Técnico
de la Edificacién, debiendo fijar la Administracién, de manera motivada, el nivel
de calidad que deba ser alcanzado para cada una de ellass.

En el parrafo primero a que se remite el precepto transcrito se hace refe-
rencia a dos grandes grupos de obras dentro del deber de conservacién: las
necesarias para mantener el edificio en uso, entre ellas especificamente las de
seguridad, salubridad, accesibilidad universal y ornato legalmente exigibles y
las «obras adicionales» que sean convenientes por motivos turisticos o culturales.
En consecuencia, en el parrafo transcrito parece introducirse una limitacién para
las obras adicionales «para la mejora de la calidad y sostenibilidad del medio
urbano» que, primero, deberdn consistir en la adecuacién total o parcial a lo
que figura como exigencia basica en el Cédigo Técnico de la Edificacién, pero
no en ningln ofro tipo de obras o condiciones que no figuren en el Cédigo
Técnico como condicién bdsica; y, segundo, deberdn acordarse de forma
motivada, lo que es una perfecta redundancia completamente innecesaria del
art. 54 de la ley 30/1992, a no ser que lo que se quiera indicar es que se
acuerdan por acto singular, eso si, motivado, sin necesidad de inclusién en un
plan, ordenanza u ofro instrumento juridico de alcance general.

Ahora bien, 3qué pasa con las obras «adicionales» que puedan exigirse
por motivos turisticos o culturales? Sensu contrario, si se exigird la inclusién
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previa en un plan, ordenanza u otros instrumentos juridicos que delimiten
lo exigible y las condiciones de esa exigencia, siendo muy conveniente un
desarrollo autonémico de este aspecto. Recuérdese que, como se acaba de
sefialar, esa decisién discrecional supone ademds la inmediata constitucién de
una hipoteca legal, inscrita en el Registro de la Propiedad, aunque limitada
cuantitativamente al 50 por ciento del coste de un edificio de nueva planta,
con la consiguiente limitacién féctica de los derechos de disposicién del inmue-
ble inherentes al derecho de propiedad. Como ya se ha dicho, en caso de
declaracién administrativa de incumplimiento, la afeccién real se incrementa
al 75 por ciento del valor de un edificio de nueva planta.

En el sentido del cardcter discrecional de la orden de rehabilitacién iria
también el art. 4.1 L3R, en el que se establece la potestad de la Administracién
para, «en cualquier momento» requerir que se acredite el estado de cualquier
edificio de «tipologia residencial colectiva», no ya respecto al «estado de
conservacién» o a la «accesibilidad», sino sobre el «grado de eficiencia ener-
gética». Acreditacién que, en caso de ser negativa, motivard que el informe
se establezca un plazo de subsanacién, cuyo incumplimiento, a su vez, dard
lugar a una orden de ejecucién (art. 4.4 L3R). No obstante, suscita ciertas
dudas el que, si bien en cuanto a la «acreditacién» se mencionan expresamente
la accesibilidad y la eficiencia energética junto al estado de conservacién,
en la fijacién de plazos de subsanacién y eventual orden de ejecucién no se
menciona sino este Ultimo.

En los términos de la Ley, la decisién discrecional de la Administracién,
sin necesidad de previsién en instrumentos de ordenacién o gestién urbanis-
tica, podria entenderse que se extiende a la participacién de las operaciones
de rehabilitacién urbana que no requieran modificacién del plan (entre otros
preceptos, art. 10.1, pdrrafo segundo, L3R).

En el Anteproyecto de marzo de 2013 aparecia como normativa bésica la
tradicionalmente denominada «ruina urbanistica» (art. 4.2, b), es decir la que
afecta a los edificios en situacién de fuera de ordenacién que precisan obras
que no pueden ser autorizadas debido a su disconformidad con la ordenacién
urbanistica. Se trata de una modalidad de ruina de los edificios y construcciones
de la que han prescindido las legislaciones autonémicas que siguen el «modelo
valenciano», aunque no en otras muchas, como la aragonesa o la castellano-
leonesa. Como es evidente, la existencia de esta figura de ruina afecta de forma
decisiva al régimen de las situaciones de fuera de ordenacién, que son tenidas
en cuenta por la legislacién bdsica para establecer el régimen de valoraciones de
suelo o para establecer que son situaciones no indemnizables, lo que pudo moti-
var la infencién de concretar algo desde la legislacion bésica lo que sigue siendo
un concepto totalmente indeterminado, que se remite a la legislacién autonédmica
(que, a su vez, en muchos casos se remiten al planeamiento urbanistico).
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4. El nuevo «Informe de evaluacién de los edificios»

En el Real Decreto-ley 8/2011 se establecian determinadas reglas bdsi-
cas las inspecciones técnicas de edificios, ya reguladas en las legislaciones
de las comunidades auténomas como un desarrollo del genérico «deber de
conservacién» que corresponde al propietario (SANzZ Rulales, 2005, 65 y
ss.), aunque con diferencias significativas en su régimen juridico. Como tantas
otras técnicas urbanisticas, el la implantacién inicial de esta figura se hizo por
la valenciana Lley 6/1994, reguladora de la actividad urbanistica, a la que
han seguido las leyes redactadas conforme a ese modelo —empezando por
Castilla-La Mancha, Canarias, Extremadura o Andalucia—, pero también otras
que no lo siguen tan fielmente —como Madrid— o, incluso, que se apartan de
él en muchas ofras cuestiones significativas, pero no en ésta, como Aragén,
Castilla y Ledn, Asturias o Galicia. Por referirse Gnicamente al régimen de la
primera comunidad en implantarlo, contenido inicialmente en la Ley 6/1994,
de 15 de noviembre, reguladora de la Actividad Urbanistica de la Comunidad
Valenciana, art. 87, cuyas previsiones se reproducen actualmente en el art.
207 de la ley 16/2005, de 30 diciembre, Urbanistica Valenciana, que se
refiere a la «inspeccién periédica de construcciones» y establece la obligacién
de los propietarios de las catalogadas o de antigiedad superior a 50 afios de
promover una inspeccién a cargo de facultativo competente cada cinco afios.
Las inspecciones periédicas no se regularon en el Decreto 67/2006, de 12
mayo, por el que se aprobé el Reglamento de Ordenacién y Gestién Territorial
y Urbanistica, pero si se mencionaron en dos preceptos para establecer que
podrén servir de base para la adopcién de érdenes de ejecucién o para la
declaracién de ruina (respectivamente, arts. 500 y 506.2 in fine).

Lo que caracteriza esta técnica en el modelo valenciano serian tres ele-
mentos. Primero, la utilizacién de dos criterios complementarios para determinar
la existencia de esta obligacién como parte del deber genérico de conserva-
cién, como son los de antigiedad o catalogacién del inmueble. Segundo, la
realizacién de la inspeccién por un profesional privado, libremente elegido
por el propietario. Tercero, los aspectos de la construccién concernidos no son
todos los comprendidos en el deber de conservacién, sino los relativos a la
seguridad y condiciones minimas de uso (en términos literales: «para asegurar
su estabilidad, seguridad, estanqueidad y consolidacién estructurales o para
mantener o rehabilitar sus dependencias en condiciones de habitabilidad o uso
efectivo segin el destino propio de ellas»); en ofros términos, parecen estarse
excluyendo las relativas al ornato pdblico (14).

(14) No obstante, el panorama de los mecanismos arbitrados por el legislador valenciano
quedaria muy incompleto sin hacer referencia, al menos, a la licencia de ocupacién, regulada en la
Ley 3/2004, de 30 junio, de Ordenacién y Fomento de la Calidad de la Edificacién, arts. 24 y 32
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Entre las leyes autonémicas, también la Ley madrilefia ha podido inspirar
algin aspecto de la legislacién estatal. Difiere de la valenciana no sélo porque
el umbral de antigiedad que convierte la inspeccién periédica en obligatoria
se rebaja a los treinta afios, aunque de forma compensatoria se amplie su
periodicidad a diez afios, sino porque se limita drasticamente la libertad de
eleccién del propietario a la hora de encargar la inspeccién, que tendrd que
ser realizada por entidades homologadas, con lo que sigue todavia de modo
mds evidente el modelo de la legislacién industrial (Ley 9/2001, de 17 de julio,
del Suelo de la Comunidad de Madrid, art. 169, estando la homologacién
de las entidades de inspeccién regulada en la disposicién adicional Gnica).
Pueden ser homologados como Entidades de Inspeccién Técnica tanto los pro-
fesionales colegiados, como personas juridicas de cualquier clase, siempre que
sean independientes de las empresas cuya actividad tenga lugar en el dmbito
de la construccién, la promocién o la administracién inmobiliaria. En el caso
de que el resultado de la inspeccién fuera inicialmente desfavorable y no se
realizasen los trabajos recomendados, se prevé la adopcién de una orden
de ejecucién, puesto que en la Ley 9/2001 se establece que el contenido
de los informes de inspeccién podré fundamentar la adopcién de érdenes
de ejecucién de obras de conservacién o rehabilitacién por el Ayuntamiento

(art. 169.6).

Las inspecciones periddicas también han sido contempladas en diferentes
ordenanzas locales, en algin caso sin apoyo en la respectiva norma legal
autonémica, lo que ha sido defendido como vdlido por un sector de la doc-
trina, al amparo de la potestad reglamentaria local en materias de su propia
competencia (SARMIENTO y MoORrAL, 2003, 120 y ss.; SIBINA, 2004, 186 y 189).
En este sentido se pronuncié el Tribunal Supremo en la Sentencia de 26 de

junio de 2007 (Ar. R) 2007/8632), en la que se dio por buena en conjunto

a 36. La licencia de ocupacién deberd obtenerse a la terminacién de las obras de edificacién —seria
la tradicional licencia de «primera ocupacién»—, pero su renovacién es necesaria en determinados
casos: cuando hayan transcurrido diez o mds afios desde la obtencién de la primera licencia de
ocupacién, en el momento en que se produzca la segunda o posteriores transmisiones de la propiedad
o bien cuando sea necesario formalizar un nuevo contrato de suministro de agua, gas o electricidad.
Si la edificacién fuera anterior a la introduccién de la figura de la licencia de ocupacién, su obtencién
serd necesaria siempre que se produzca cualquiera de los supuestos anteriores (transmisién de la
propiedad o nuevo contrato de suministro). También serd precisa su obtencién o renovacién —en este
caso, con independencia del tiempo transcurrido desde su primera obtencién— cuando se produzca
un cambio de uso del la edificacién o cuando se hayan producido obras que tengan cardcter de
intervencién total o las parciales que produzcan una variacién esencial de la composicién general
exterior, la volumetria, o modifiquen esencialmente el conjunto del sistema estructural u otros elementos
o partes del edificio afectados por los requisitos bdsicos de la edificacién, o bien cuando se trate
de obras que tengan el cardcter de intervencién total en edificaciones catalogadas o que dispongan
de algin tipo de proteccién de cardcter ambiental o histérico-artistico, o de cardcter parcial cuando
afecten a los elementos o partes objeto de proteccion.
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la ordenanza del Ayuntamiento de Madrid (15), casando la Sentencia del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 28 de mayo de 2003 (16), mucho
mds restrictiva, aunque el Tribunal Supremo anula en dos extremos concretos,
los relativos a la dispensa de determinados edificios —los que fuesen sede de
embajadas, consulados u organismos internacionales—, que estima contraria
al principio de igualdad, y la previsién de multas coercitivas, puesto que en
esa materia existe una reserva de Ley que se habria infringido.

En la Ley 8/2013 se prescinde en buena medida de esa regulacién ante-
rior y se introduce una nueva figura: el «Informe de evaluacién de los edificios»,
regulado en los art. 4 a 6 y en la disposicién transitoria primera.

A) Ambito de aplicacién: inmuebles comprendidos en el deber de
evaluacién

Estén comprendidos en el deber de exhibir la IEE los propietarios de
inmuebles situados en «edificaciones con tipologia residencial colectiva». Ese es
el principal dmbito, aunque no el dnico, de exigencia del IEE. La regla prevista
en el art. 5.1 del Anteproyecto de marzo de 2003, de que tal exigencia podria
ser actualizada por la Administracién mediante un requerimiento «en cualquier
momento», que suponia sujetar a la IEE, ademds de los edificios comprendidos
en los supuestos generales, cualquier otro mediante una decisién singular de
la Administracién competente, ha desaparecido en el texto de la Ley. Lo que
aparece en el vigente art. 4.1 L3R es una remisién a los supuestos previstos
en la disposicién transitoria primera de la propia Ley. Los propietarios deberdn
presentar a la Administracién el IEE cuando sean requeridos por la Adminis-
tracién urbanistica «para que acrediten la situacién en la que se encuentran
aquéllos, al menos en relacién con el estado de conservacién del edificio y
con el cumplimiento de la normativa vigente sobre accesibilidad universal, asi
como sobre el grado de eficiencia energética de los mismos» (art. 4.1 L3R).

En el art. 2.6 L3R se define un «edificio de tipologia residencial de
vivienda colectiva» (una formulacién redundante que es claramente equivalente
a la més correcta «tipologia residencial colectiva» del art. 4) como aquél
con «més de una vivienda», aunque pueda albergar al mismo tiempo otros
usos, definicién que comprende las viviendas adosadas e incluso pareadas,
excluyendo Gnicamente los edificios de vivienda unifamiliar aislada en sentido
estricto. La cuestidn es si el concepto de edificio debe entenderse en sentido

(15) Ordenanza de Conservacién, Rehabilitacién y Estado Ruinoso de las Edificaciones fue
aprobada por el Pleno del Ayuntamiento de Madrid de 28 de enero de 1999.

(16) Sentencia ndm. 674/2003 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Seccién 29, de 28
de mayo (RICA 2003\683).
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juridico, dependiendo por tanto de la existencia de una comunidad de propie-
tarios, o en sentido arquitecténico, bastando con la existencia de elementos
estructurales comunes. Dado que la finalidad del IEE comprende el estado
de conservacién, en principio parece légico aplicar la regla jurisprudencial
de la «unidad predial» acufiada por el Tribunal Supremo para los supuestos
de ruina. Esta regla jurisprudencial comporta que el edificio o construccién
debe ser concebido como una unidad en sentido no juridico o registral, sino
féctico o técnico, es decir, tanto estructural como funcionalmente. Siguiendo la
tradicién de la legislacién estatal, encarnada en el TRLS de 1976, en algunas
legislaciones autonémicas se hace alusién a la posibilidad de una ruina parcial
de la edificacién, apareciendo en la regulacién de la ruina «econémica» una
referencia al «edificio o plantas afectadas». En cambio, el Tribunal Supremo
tradicionalmente ha puesto un especial énfasis en la unidad estructural, de
modo que sélo se podrd declarar la ruina parcial de una edificacién juridi-
camente Unica cuando existan fdcticamente dos o mds edificaciones indepen-
dientes, de tal manera que la demolicién de uno o varias de ellas no afecte
ni a la estabilidad ni a la posibilidad de utilizar conforme al plan aplicable
lo no demolido (en este sentido, entre otras muchas, SSTS de 6 de mayo de
1993, Ar. R} 1993/3477, 23 de noviembre de 1993, Ar. RJ 1993/8516,
5 de noviembre de 1998, Ar. R 1998/8453, 27 de octubre de 2000, Ar.
RJ 2000/9029, 14 de noviembre de 2001, Ar. RJ 2001/9769). Tampoco
cabrd la ruina parcial cuando haya elementos arquitecténicos necesarios en
comUn, aunque no afecten a la estabilidad y aunque hayan sido construidos
en épocas distintas, si su desaparicién comporta una pérdida de funcionalidad
de una parte sustancial del edificio (en este sentido, STS de 23 de noviembre

de 1993, Ar. R} 1993/8516).

Sin embargo, aspectos como la accesibilidad pueden ser totalmente inde-
pendientes para cada vivienda en un edificio de viviendas adosadas y, por otra
parte, ni siquiera tiene mucho sentido la exigencia de las reglas de «accesibi-
lidad universal» para cada una de las viviendas en tales supuestos.

Ademds de los anteriores, en la definicién contenida en el art. 2.6 se asi-
milan a edificios de vivienda colectiva el «edificio destinado a ser ocupado o
habitado por un grupo de personas que, sin constituir nicleo familiar, compartan
servicios y se sometan a un régimen comin, tales como hoteles o residencias»,
exigiéndose por tanto a estos edificios el IEE en los mismos términos.

En cuanto a los edificios a los que se aplica la exigencia de IEE, estardn
comprendidos:

Primero, ex lege y sin necesidad de resolucién ni requerimiento adminis-
trativo especifico, los edificios de «tipologia residencial colectiva» con una
antigedad superior a 50 afios, aunque los propietarios tienen un plazo de
cinco afos para realizar la evaluacién, a contar desde la fecha en que alcancen
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esa antigiedad [disposicién transitoria primera, 1, a) L3R]. A diferencia de lo
que resultaba de los art. 21 y 22 y la disposicién adicional tercera del Real
Decreto-ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipo-
tecarios, de control del gasto piblico y cancelacién de deudas con empresas
y auténomos contraidas por las entidades locales, de fomento de la actividad
empresarial e impulso de la rehabilitacién y de simplificacién administrativa,
derogados por la L3R, no se establece ninguna excepcién para los edificios
ubicados en municipios de menos de 25 mil habitantes.

Segundo, los edificios en los que se pretendan realizar obras de conser-
vacién, accesibilidad o eficiencia energética con ayudas piblicas (disposicién
transitoria primera, 1, b). Se plantea la duda de si en este caso es precisa la
tipologia residencial colectiva, aunque dado que el parrafo a) de la disposi-
cién transitoria primera, 1, hace referencia expresa a edificios de tipologia
residencial colectiva y el pérrafo b) simplemente a «edificios» parece légico
entender que en este segundo caso el solo hecho de pretender acometer obras
con ayudas publicas es suficiente para que la IEE sea exigible con cardcter
previo a su realizacién. Una vez mds, una técnica legislativa més depurada
habria sido de agradecer.

No existe excepcién para los edificios de titularidad pdblica cuando
respondan a la tipologia residencial colectiva que, por el contrario, se sujetan
expresamente al |EE, aunque podrd ser realizado por los servicios técnicos
propios de la Administracién titular (art. 6.1 L3R).

B) Régimen y contenido

En cuanto al contenido propio del IEE, comprende el estado de conserva-
cién del edificio, el cumplimiento de la normativa sobre accesibilidad universal
y el grado de eficiencia energética

A diferencia del régimen de la Inspeccién Técnica de Edificios, tal como se
regulaba en el Real Decreto-ley 8/2011, concretamente en el art. 22 —expre-
samente derogado por la L3R— respecto al IEE no se configura claramente un
deber de obtener una evaluacién positiva en primera instancia o tras realizar las
obras y trabajos incluidos en el informe inicial. Ciertamente, en la Ley no se ha
incluido el texto del art. 5.4 del Anteproyecto de marzo de 2013, en el que se
aclaraba que el contenido del Informe Técnico puede servir de base para una
orden de ejecucién de obras de conservacién dictada por la Administracién,
excluyendo sensu contrario su eficacia inmediata. Ciertamente, en el art. 4.2,
parrafo quinto in fine, de la L3R se contiene una formulacién muy ambigua:
tras referirse a la posibilidad de que por normativa autonédmica o local ya sea
exigible un informe de Inspeccién Técnica de Edificios (el legislador estatal se
olvida de la legislacién estatal que ya desde 2011 establecia con cardcter
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preceptivo la Inspeccién Técnica de Edificios sin necesidad de desarrollo en la
normativa autonédmica o local), en cuyo caso sélo deberd ser complementado
con la certificacién de eficiencia energética, afade lo siguiente,

«Asimismo, cuando contenga todos los elementos requeridos de conformidad
con aquella normativa, podrd surtir los efectos derivados de la misma, tanto en
cuanto a la posible exigencia de la subsanacién de las deficiencias observadas,
como en cuanto a la posible realizacién de las mismas en sustitucidén y a costa de
los obligados, con independencia de la aplicacién de las medidas disciplinarias y
sancionadoras que procedan, de conformidad con lo establecido en la legislacién
urbanistica aplicable».

El legislador estatal parece partir implicitamente de que la normativa
autondémica o local establezcan la obligatoriedad para el propietario de las
obras incluidas en el informe de la Inspeccién Técnica del edificio, pero se
remite a estos efectos a la normativa aplicable. En consecuencia, derogado el
precepto estatal que establecia la vinculatoriedad de las obras contenidas en
el informe, la normativa autonémica o, en su defecto o con su consentimiento,
la normativa local, podré establecer la necesidad de una orden de ejecucién
dictada por la Administracién competente para convertir las obras —o parte
de ellas— en preceptivas para el propietario.

El IEE debe realizarse como méximo cada diez afios o periodo mds breve
previsto en la normativa aplicable (art. 4.4 L3R), lo que deja un margen para el
desarrollo autonémico sensiblemente menor que el previsto en el Anteproyecto
de marzo de 2013, en el que se establecia un intervalo méximo de quince
afos. Servird de base para la elaboracién de censos de edificios y otras
construcciones precisados de rehabilitacién, cuya existencia se establece como
preceptiva (art. 5), aunque dado que el IEE estd fundamentalmente dirigido a
edificios de tipologia residencial colectiva, esa formulacién tan amplia parece
seguro que quedard reducido a un censo de edificios residenciales de una
cierta antigiedad. La realizacién del informe corresponde a profesionales
individuales o, en caso de que asi lo decida cada Comunidad Auténoma, a
empresas registradas como «entidades de inspeccién registradas», que deberdn
contar con técnicos competentes (art. 6).

Los técnicos competentes tendrén dos origenes profesionales. Primero, la
titulacién académica, puesto que se reconoce directamente la capacidad para
la elaboracién del IEE a quien esté en posesidn de «cualquiera de las titulacio-
nes académicas y profesionales habilitantes para la redaccién de proyectos o
direccién de obras y direccién de ejecucién de obras de edificacién», segin
lo establecido en la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién de la
Edificacién. Segundo, quien acredite la cualificacién necesaria de acuerdo con
lo establecido con una futura orden ministerial conjunta de los departamentos de
Fomento y de Industria a la que se remite casi en blanco el texto legal, puesto que
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se establece como Unico condicionamiento que se tenga en cuenta «la titulacion,
la formacién, la experiencia y la complejidad del proceso de evaluacién» (art. 6y
disposicién final decimoctava L3R). Es decir, una regulacién como la que ha sido
frecuente para la delimitacién de los profesionales habilitados como instaladores
o mantenedores en los reglamentos de seguridad industrial. Es decir, que se estd
habilitando para establecer reglamentariamente limitaciones a la libre prestacién
de servicios, es de suponer que al amparo de excepcién que contempla la Direc-
tiva Servicios para el dmbito de la seguridad, aunque habria sido precisa una
motivacién especifica que el legislador no se ha dignado expresar.

El IEE sustituye a la antigua Inspeccidn Técnica de Edificios, que ha dejado
de ser exigida por la legislacién bdsica, aunque podrd mantenerse por las
legislaciones autondmicas o las ordenanzas locales, previéndose en tal caso
la incorporacién de sus contenidos al IEE [disposicién transitoria primera 1,

a) y 2 L3R].

C) Informe de Evaluacién del Edificio y certificado energético

Esta regulacién convive con el «certificado energético» regulado por el Real
Decreto 235/2013, de 5 de abril, por el que se aprueba el procedimiento bdsico
para la certificacién de la eficiencia energética de los edificios, cuyo objeto
por tanto es mucho més amplio que el IEE, aunque coinciden parcialmente sus
&mbitos de aplicacién en la «certificacién energética de los edificios existentes»,
aunque el &mbito de esta nueva obligacién legal se aplica a cualquier edificio
que se venda o alquile —aunque con importantes excepciones contenidas en
el art. 2.2 del Procedimiento—, incluyendo expresamente las viviendas unifami-
liares, o en el que una Administracién pdblica ocupe una superficie superior a
250 m?, si es frecuentado habitualmente por el piblico, y no Gnicamente a los
edificios de tipologia residencial colectiva, como es el caso del IEE. La regulo-
cién del certificado de eficiencia energética tiene cardécter bdsico (disposicién
final segunda del Real Decreto 235/2013), invocandose por el Gobierno las
competencias del Estado sobre bases y coordinacién de la planificacién general
de la actividad econémica, proteccién del medio ambiente y bases del régimen
minero y energético. Su fundamento legal estd en el articulo 83.3 LES —pre-
cepto no derogado por la L3R—, en el que se establecié que los certificados
de eficiencia energética para los edificios existentes se obtendran de acuerdo
con el procedimiento bdsico que se establezca reglamentariamente, para ser
puestos a disposicién de los compradores o usuarios de los edificios cuando los
mismos se vendan o arrienden. De manera concordante, en la disposicién final
quincuagésima primera de esta misma ley —tampoco derogada— se autorizd
al Gobierno para la aprobacién, en el plazo de seis meses, del procedimiento
bdsico de certificacién energética en edificios existentes establecida en el ar-
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ticulo 83, estableciendo que deberian incorporarse los supuestos de excepcién
y los sistemas de certificacién previstos en los articulos 4 y 7 de la Directiva
2002/91/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de
2002, relativa a la eficiencia energética de los edificios

El Real Decreto 235/2013 tiene un precedente en el Real Decreto
47/2007, de 19 de enero, mediante el que se aprobé un Procedimiento
basico para la certificacién de eficiencia energética de edificios de nueva
construccién, que deroga, norma reglamentaria que se aprobé con la finalidad
de dar cumplimiento a las exigencias relativas a la certificacién energética de
edificios establecidas en la Directiva 2002/91/CE, del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, dejando pendiente la certificacién
de los edificios ya existentes.

Por ofra parte, la Directiva 2002/91/CE seria modificada por la Direc-
tiva 2010/31/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de mayo de
2010, relativa a la eficiencia energética de los edificios, lo que hacia nece-
saria una nueva trasposicién, realizada a través del Real Decreto 235/2013.
Esta nueva norma reglamentaria establece el deber del propietario de poner
a disposicién de los compradores o usuarios de los edificios un certificado de
eficiencia energética. Para ello se establece el procedimiento que debe cumplir
el célculo de la calificacién de eficiencia energética, estableciendo los factores
que deberdn tenerse en cuenta por su mayor incidencia en el consumo energé-
tico, ademds de las condiciones técnicas y administrativas para las certificacio-
nes de eficiencia energética de los edificios. También se concreta el régimen
sancionador, apoydndose para ello en el caso de los edificios existentes en
la legislacién de proteccién de consumidores y usuarios, concretamente en el
Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y
Usuarios. Es decir, que a diferencia de lo que sucede con la omisién del IEE,
no es una infraccién de la normativa urbanistica, concretamente del deber
de conservacién de edificios, sino de la de proteccién de los usuarios, con
consecuencias muy diferentes.

El certificado de eficiencia energética del edificio deberd ser conservado
por su propietario y exhibido a solicitud de la Administracién competente
en materia energética o de edificacién (Procedimiento bdsico para la cer-
tificacién de la eficiencia energética de los edificios, art. 5.7). Incorporard
recomendaciones sobre la mejora energética del edificio en su conjunto y de
sus elementos individuales (Procedimiento, art. 6, f] y tendrd una validez de
diez afios, al cabo de los cudles deberd ser renovado o actualizado (Proce-
dimiento, art. 11), aunque dicha renovacién no serd precisa en tanto no se
vaya a producir la venta o alquiler del edificio o de alguna de sus partes
(Procedimiento, art. 14.2).
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En la L3R se establece la certificacién energética como uno de los tres
contenidos bdsicos del I[EE —junto con la evaluacién del estado de conserva-
cién del edificio y la evaluacién de las condiciones basicas de accesibilidad
universal—, pero no se establece una regulacién sustantiva de esa certificacién,
remitiéndose al contenido y mediante el procedimiento establecido para la
misma por la normativa vigente [art. 4.2, c) L3R]. Por otra parte, el IEE tiene
un plazo de vigencia de diez afios (art. 4.4 L3R), lo que simplifica su exigencia
conjunta con el «certificado energético», salvo que Ayuntamiento o Comunidad
Auténoma establezcan una periodicidad menor, caso en el que habria que
plantearse si también es preciso obtener anticipadamente un nuevo certificado
energético, puesto que —a diferencia de la regulacién del [EE— en su normativa
propia no se concede margen a las autoridades municipales o autonémicas
para acortar el plazo de vigencia del «certificado energético».

Por ofra parte, si en el momento de la entrada en vigor de la L3R un edifi-
cio que entre dentro del dmbito de exigencia del IEE cuenta con un informe de
Inspeccién Técnica de Edificio en vigor, bastard con que se obtenga la certifi-
cacién energética para cumplir con la nueva obligacién incorporada al deber
de conservacién del propietario (art. 4.2, parrafo segundo, L3R), no debiendo
obtener el IEE hasta la fecha de la renovacién prevista para la Inspeccién Téc-
nica de Edificio, salvo que el lapso sea superior a diez afios desde la entrada
en vigor de la Ley, en cuyo caso deberd hacerse un informe complementario,
para el que es de suponer que el plazo serd el establecido para los edificios
residenciales colectivos de mds de cincuenta afios sin Inspeccién Técnica de
Edificio [disposicién transitoria primera, 1, a) L3R].

V. FOMENTO DE LAS ACTUACIONES DE MEJORA ENERGETICA Y DE
LA ACCESIBILIDAD DE LOS EDIFICIOS

Las actuaciones de renovacién y regeneracién urbanas quedan en buena
medida comprendidas en el hipertrofiado deber de conservacién que resulta
de la L3R,ya sean actuaciones de mejora en el propio edificio o se produzcan
en su entorno. Por ello, resulta imprescindible un breve repaso del régimen
de estas actuaciones.

Puede haber iniciativa piblica, que parta de cualquiera de las Adminis-
traciones puUblicas, o iniciativa privada, restringida a los propietarios, incluidas
en esta robrica las comunidades de propietarios y entidades afines (art. 9.1
L3R). En todo caso, la Administracién deberd actuar en caso de insuficiencia o
degradacién grave de edificaciones o conjuntos urbanos, dando prioridad a los
problemas de infravivienda, de accesibilidad y de racionalizacién del consumo
de energia, debiendo asegurar a efectiva ejecucién de las obras de conservacion
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y de las actuaciones de rehabilitacién edificatoria, de regeneracién y renovacion
urbanas (art. 9.2 L3R). Serdn obras privadas las financiadas por los propietarios
y obras publicas las financiadas por la Administracién [art. 8, c) L3R].

En la L3R se incluyen una serie de medidas para facilitar las operaciones de
rehabilitacién. En el art. 10.4 del Anteproyecto de marzo de 2013 se preveia
incluso que en los casos en que se produzca un incremento de la densidad o
la edificabilidad, se excluirian las cesiones, sea para equipamiento o para el
reparto de la plusvalia urbanistica, cuando las actuaciones fuesen dirigidas a la
supresién de la infravivienda y no fuesen econémicamente viables en ofro caso;
o al aislamiento térmico, mediante fachadas ventiladas, cerramiento de terro-
zas techadas, dispositivos bioclimdticos en fachadas o cubiertas, instalaciones
energéticas comunes o captadores solares, cuando se consiguiese una mejora
en la eficiencia energética del 30 por ciento. Esta medida ha desaparecido
en la redaccién definitiva, lo que puede complicar determinadas actuaciones,
aunque en la LS ya se conferia un margen amplio en este sentido al planificador
urbanistico para determinadas actuaciones de regeneracién urbana.

En los art. 10.3 y 10.4 de la L3R se contiene un mandato al planificador
urbanistico para articular los mecanismos de ocupacién del dominio pdblico,
ademés de excluir el cémputo de la edificabilidad adicional ni de las distancias
a linderos u otros edificios (o técnicas urbanisticas equivalentes que garanticen
el mismo resultado), cuando no haya ofra solucién técnica disponible y la
ocupacién vaya dirigida a garantizar la accesibilidad universal al edificio o
a la mejora de la eficiencia energética del edificio, siempre que se consiga
una reduccién de al menos el 30 por ciento de la demanda energética anual
en calefaccién o refrigeracién y consistan en: la instalacién de aislamiento
térmico o fachadas ventiladas por el exterior del edificio, o el cerramiento o
acristalamiento de las terrazas ya techadas; la instalacién de dispositivos bio-
climdticos adosados a las fachadas o cubiertas; la centralizacién o dotacién
de instalaciones energéticas comunes y de captadores solares u ofras fuentes
de energia renovable, o realizacién de obras en zonas comunes o viviendas
que logren reducir, al menos, en un 30 por ciento, el consumo de agua en el
conjunto del edificio.

VI. CONCLUSIONES

La L3R supone una incursién del legislador estatal en materias urbanisticas
al amparo de un amplio abanico de titulos competenciales como la legislacién
bdsica sobre bases y coordinacién de la planificacién general de la actividad
econémica, regulacién de las condiciones bésicas que garantizan la igualdad
en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucio-
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nales, legislacién civil, Hacienda general y deuda del Estado, procedimiento
administrativo comin, legislacién sobre expropiacién forzosa y el sistema de
responsabilidad de las Administraciones Piblicas, bases y coordinacién general
de la sanidad, bases del régimen juridico de las Administraciones Poblicas,
legislacién bdsica sobre proteccién del medio ambiente y bases del régimen
energético, o condiciones de obtencién, expedicién y homologacién de titulos
académicos y profesionales. Pese a que las materias reguladas entran clara-
mente en lo que tradicionalmente se ha considerado normativa urbanistica, no
se aprecia ninguna extralimitacién patente, lo que finalmente es una demostra-
cién de la labilidad del titulo competencial «urbanismo» cuando lo que estd en
cuestién no son materias ejecutivas, sino la legislacién urbanistica.

En lo que se refiere al deber de conservacién de edificios que corresponde
a sus propietarios, en la L3R se hace una ampliacién discutible, convirtiendo en
més exigente el deber de prevencién a través de la sustitucién de la Inspeccién
Técnica de Edificios por un Informe de Evaluacién de Edificios mds completo;
estableciendo un deber general de adaptarse a la normativa aplicable en
materia de construccién e instalaciones, cuya finalidad es habilitar al Ejecutivo
para que en los reglamentos técnicos de construccién o seguridad industrial
establezca discrecionalmente qué normativa se aplica retroactivamente a los
edificios existentes; estableciendo un deber de mejora cuando la Administracién
discrecionalmente lo considere conveniente por motivos turisticos o de estética
urbana; o, finalmente, estableciendo el deber de los propietarios de edificios en
suelo urbano, incluso plenamente consolidado, de contribuir a las actuaciones
de rehabilitacién, renovacién o regeneracién urbana. No obstante, es muy
posible que una interpretacién correctora impida la aplicacién de este Gltimo
punto, muy problemdtico juridica y socialmente.

Lo que no es discutible, sino directamente arbitrario, es que el pardmetro
de las cargas que pueden imponerse al propietario del edificio, no ya para la
conservacién del mismo, sino para su mejora o para la mejora de su entorno,
sea el 50 por ciento del coste de construccién de un edificio similar. Establecer
en esos términos tal contribucién supone que la imposicién de cargas poblicas
se hace prescindiendo totalmente de elementos como el valor del suelo o el
grado de deterioro del edificio y, por tanto, prescindiendo de su valor real.

Desde otro punto de vista, establecer como norma bésica un limite «ordina-
rio» del 50 por ciento del coste de un edificio nuevo y un limite «extraordinario»,
en caso de incumplimiento del deber de conservacién y con previsién expresa
del legislador autonémico del 75 por ciento de ese valor de referencia, deja
fuera de juego buen nimero de las leyes autonémicas de patrimonio cultural,
que en varios casos abolian ese limite en caso de incumplimiento del deber
de conservacién o, més especificamente, de incumplimiento de una orden de
ejecucién de obras de reparacién.
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Por lo demds, extrafia que el legislador —en realidad, el protolegisla-
dor, es decir, la Administracién autora Gltima de los textos legales— no haya
hecho un minimo esfuerzo —o, al menos, el minimo esfuerzo efectivo— de
coordinacién entre la regulacién del Informe de Evaluacién del Edificio y el
«certificado energético» regulado casi contempordneamente en el Real Decreto
235/2013, de 5 de abril, por el que se aprueba el procedimiento bdsico para
la certificacién de la eficiencia energética de los edificios.
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SUMARIO: I. SOBRE EL CONCEPTO DE OBRAS DE REHABILITACION Y SUS DIS-
TINTAS REPERCUSIONES: 1. Dispersién normativa. 2. Nueva legislacién impulsora de
la rehabilitacién 3. Consideraciones del Ministerio de Fomento sobre las obras de
rehabilitacién.— Il. OBRAS DE REHABILITACION EN LOS ELEMENTOS PRIVATIVOS Y
COMUNES CONFORME A LOS ARTICULOS 7 Y 10 DE LA LPH: 1. Obras en los ele-
mentos privativos. 2. Obras en los elementos comunes.— Ill. OBRAS DE SUPRESION DE
BARRERAS ARQUITECTONICAS: 1. Personas discapacitadas o mayores de 70 afios
que vivan, trabajen o presten sus servicios en el inmueble. 2. Obras cuyo importe
repercutido anualmente no excede de 12 mensualidades ordinarias de gastos comunes.
3. Obras cuyo importe repercutido anualmente excede de 12 mensualidades ordinarias
de gastos comunes. 4. Obras de adaptacién de vivienda arrendada.— IV. OBRAS DE
REHABILITACION EN LOS ELEMENTOS COMUNES CONFORME AL ARTICULOS 17.2
DE LA LPH (MEJORAS), Y OBRAS CONFORME AL ART 10.1b DE LA LPH (OBRAS NECE-
SARIAS).- V. INSTALACION DE INFRAESTRUCTURAS PARA ACCEDER A LOS SERVICIOS
DE TELECOMUNICACION.- VI. BIBLIOGRAFIA

RESUMEN: Las obras de rehabilitacién pueden realizarse en la vivienda propia
proporcionando condiciones minimas de superficie Gtil o mejorando su distribucién, ins-
talaciones, consumo energético iluminacién, ventilacién, o en elementos comunes de la
Propiedad horizontal, de manera que mejoren la seguridad, estanqueidad, accesibilidad
y eficiencia energética.

En la préctica, al particular o a la Comunidad de propietarios que va a acometer
la obra les interesa que le permita obtener las deducciones legales correspondientes,
por lo que hay que conectar la normativa civil, la fiscal y la administrativa.

Pero no toda obra de rehabilitacién tiene el mismo tratamiento ni la misma exigencia
en cuanto a su obligatoriedad o en su caso en cuanto a las mayorias requeridas en la
votacién de Junta de propietarios.

Palabras clave: rehabilitacién; propiedad horizontal; mayorias requeridas.

ABSTRACT: The works of rehabilitation can be performed in the homeownership
by providing minimum conditions of useful surface or improving its distribution, facilities,
energy consumption, lighting, ventilation, or on common elements of the horizontal prop-
erty, in ways that improve the safety, sealing, accessibility and energy efficiency.

In practice the individual or the Community of owners who are going to undertake
the work are interested to obtain the corresponding legal deductions, so you have to
connect the civil, the fiscal and the administrative regulations.
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But not all rehabilitation work has the same treatment nor the same requirement in
terms of its mandatory or in its case in regard fo the required majorities in the vote of
Board of owners.

Key words: rehabilitation; horizontal property; majorities required.

I. SOBRE EL CONCEPTO DE OBRAS DE REHABILITACION Y SUS DIS-
TINTAS REPERCUSIONES

1. Dispersion normativa

Es fundamental acotar qué entendemos por obras de rehabilitacién y no
basta para clarificar el tema la referencia a la Ley de Propiedad Horizontal y
la distincién que hace la misma de obras que puede realizar cada propietario
en sus elementos privativos al amparo del art. 7 de la misma, obras en los
elementos comunes contempladas en el art. 10 LPH (necesarias) y obras de
mejora del articulo 17 de la LPH porque ademés no todas las obras realizadas
bajo el tenor de los articulos 7, 10y 17 de la LPH son obras de rehabilitacién.
Por lo tanto deberemos referirnos a otros textos legales.

Y es que el concepto sobre obras de rehabilitacién es muy amplio y estd
disperso en distintas normas. El articulo || del Real Decreto 2329/1983, de 28
de julio, sobre proteccién a la rehabilitacién del patrimonio residencial y urbano,
define las actuaciones de rehabilitaciéon como «las adecuaciones constructivas o
funcionales de viviendas o edificios cuyo destino principal sea el de vivienda», afia-
diendo el articulo 31 del Real Decreto 1/2002, de 11 de enero, sobre medidas de
financiacién de actuaciones protegidas en materia vivienda y suelo del Plan 2002-
2005 como modalidades de esta actuacién rehabilitadora las de remodelacion de
un edificio, adecuacién estructural (garantizar su estabilidad, resistencia, firmeza'y
solidez), adecuacién funcional (accesos, estanqueidad, aislamiento térmico, redes
generales de servicios, efc.) o adecuacién de habitabilidad (condiciones minimas
para su uso conforme a su destino, medidas de ahorro de energia o de eliminacién
de barreras arquitecténicas y la ampliacién del espacio habitable). Son, en esencia,
obras dirigidas a cumplir los requisitos bésicos que a toda edificacién obliga el
articulo 3°.1 de la Ley de Ordenacién de la edificacion, relativos a funcionalidad,
seguridad y habitabilidad del edificio, més la posibilidad expresamente incluida
en el articulo 31 del Real Decreto sobre financiacién del Plan 20022005 de la
ampliacién del espacio habitable. Por su parte, el articulo 31 de la Ley Catalana
24/1991, de 29 de noviembre, sobre regulacién de la vivienda, ya incluyd
en el concepto de rehabilitacién de vivienda la actuacién dirigida a mejorar la
funcionalidad o habitabilidad de un edificio destinado predominantemente a un
uso residencial, lo cual ha sido ratificado en los arts. 29 y ss. de la Ley catalana
18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda.
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Ademds cuando se realizan obras de rehabilitacién se estd sujeto a las
obligaciones establecidas por normas no sélo civiles sino también administra-
tivas, o fiscales. Incluso dentro de las normas civiles hay que considerar la
pluralidad legislativa aplicable. A este respecto hay que citar la Resolucién-
Circular de 3 de diciembre de 2003, de la Direccién General de los Registros
y del Notariado, sobre la interpretacién que deba darse a las modificaciones
introducidas en la Disposicién Adicional Segunda de la ley 38/1999, de 5
de noviembre, de Ordenacién de la Edificacién, por el articulo 105 de la Ley
53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de
Orden Social, en cuanto afecta al seguro de garantias que debe constituirse
segln el art. 19 LOE y que afecta a las obras de rehabilitacién.

Conforme a dicha resolucién los supuestos en que se proceda no ya
a la construccién de un nuevo edificio, sino a la rehabilitacién de edificios
construidos conviene tener presente que el nuevo pérrafo tercero del apartado
1 de la Disposicién Adicional Segunda de la Ley 38/1999 dispone que:
«Tampoco serd exigible la citada garantia en los supuestos de rehabilitacién
de edificios destinados principalmente a viviendas para cuyos proyectos de
nueva construccién se solicitaron las correspondientes licencias de edificacién
con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley».

Para abordar el tema sefiala la resolucién que es preciso partir de la situa-
cién existente hasta esta reforma de la Ley de 53/2002 de 30 de diciembre.
La Disposicién Transitoria Primera de la Ley de Ordenacién de la Edificacién
establece que «lo dispuesto en esta Ley |...) serd de aplicacién a las |(...) obras en
los edificios existentes, para cuyos proyectos se solicite la correspondiente licencia
de edificacién, a partir de su entrada en vigor». Por fanto, en la actualidad ya
estaban excluidas de la necesidad de constituir el seguro decenal las actuaciones
de rehabilitacién de edificios destinados principalmente a vivienda para cuyo
proyecto de rehabilitacién se hubiere solicitado la licencia antes del 6 de mayo
de 2000, fecha de entrada en vigor de la Ley 38/99, y que por alterar la confi-
guracién arquitecténica del edificio estuvieren sujetas a dicha Ley, enfendiendo por
alteracién de la configuracién arquitecténica la actuacién que tenga el carécter
de intervencién total o las parciales que produzcan una variacién esencial de la
composicién general exterior, la volumetria, o el conjunto del sistema estructural, o
tengan por objeto cambiar los usos caracteristicos del edificio [art. 2°.2.b) Ley de
Ordenacién de la Edificacion]. Y no sélo las obras de rehabilitacion de edificios ya
existentes cuyo destino principal sea el de vivienda, sino también las actuaciones
de reforma, modificacién o ampliacién, supuestos todos ellos englobados bajo el
citado apartado 2.b) del articulo 2 de la Ley de Ordenacién de la Edificacion.

Y en cuanto se refiere a la reforma llevada a cabo por la Ley de Medidas
Fiscales, Administrativas y del Orden Social de 2002, el legislador ha impuesto
dos requisitos para que pueda aplicarse la exencién del seguro decenal:
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a) En primer lugar, se exige que se trate de un supuesto de rehabilitacién
de edificio que implique una intervencién total o parcial en los términos que
resultan del referido articulo 2.2.b de la Ley 38/99. El término concretamente
elegido por el legislador, «rehabilitacién», confrontdndolo con los supuestos de
obras en los edificios ya existentes enumerados en el articulo 2.2.b de la ley,
obligaria a entender que sélo en los casos de rehabilitacién «estricto sensu»
puede aplicarse la exoneracién del seguro decenal, excluyendo las hipétesis
de las obras de reforma, modificacién o ampliacién de edificios ya existentes.
Avalarian esta idea la regla «inclusio unius, exclusio alterius» y que la norma
que examinamos es de naturaleza excepcional, al derogar el régimen normal
del seguro decenal para el caso particular que recoge, lo que conduce a una
inferpretacién, no restrictiva, pero si estricta. Se impone por tanto el estudio
de qué se entiende por obra de rehabilitacién de un edificio, en contraste
con las de reforma, ampliacién o modificacién. Y en este sentido, recuérdese
que, como se acaba de precisar, el articulo |.| del Real Decreto 2329/1983,
de 28 de julio, sobre proteccién a la rehabilitacién del patrimonio residencial
y urbano, define las actuaciones de rehabilitacién como «las adecuaciones
constructivas o funcionales de [...) edificios cuyo destino principal sea el de
vivienda», afadiendo el articulo 31 del Real Decreto 1/2002, de 11 de enero,
sobre medidas de financiacién de actuaciones protegidas en materia vivienda
y suelo del Plan 2002-2005 como modalidades de esta actuacién rehabilita-
dora las de remodelacién de un edificio, adecuacién estructural (garantizar
su estabilidad, resistencia, firmeza y solidez), adecuacién funcional (accesos,
estanqueidad, aislamiento térmico, redes generales de servicios, etc.) o adecua-
cién de habitabilidad (condiciones minimas para su uso conforme a su destino,
medidas de ahorro de energia o de eliminacién de barreras arquitecténicas y
la ampliacién del espacio habitable).

Son, en esencia, obras dirigidas a cumplir los requisitos bésicos que a
toda edificacién obliga el articulo 3°.I de la Ley de Ordenacién de la edifi-
cacién, relativos a funcionalidad, seguridad y habitabilidad del edificio, mds
la posibilidad expresamente incluida en el articulo 31 del Real Decreto sobre
financiacién del Plan 2002-2005 de la ampliacién del espacio habitable. La
amplitud del concepto legal de «rehabilitacién» induce a pensar que, pese a
su literalidad, también estén excluidos del seguro decenal los casos en que la
actuacién rehabilitadora va unida a obras de reforma, ampliacién o modifi-
cacién del edificio que se realizan simulténeamente y bajo la misma licencia
urbanistica de edificacién [cfr. arts. 4.c) y 5 del Real Decreto 2329/1983],
quedando solamente sujetas a la prestacién de la garantia del seguro de dafios
materiales o de caucién las obras de reforma, ampliacién o modificacién del
edificio que, por no venir exigidas por su deterioro, puedan catalogarse de
mejora del inmueble, es decir, las que no tengan su causa en el deber de
conservacién impuesto a los propietarios de los edificios [art. 16.1 LOE].
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Segun la resolucién desde el punto de vista registral, al tratarse de una
cuestién urbanistica y técnica, el Registrador habré de atenerse a la califica-
cién que a la obra concreta dé la licencia de edificacién, también necesaria
para este tipo de obras en las distintas normas urbanisticas autonédmicas como
lo estaba en el TRLS de 1992, de manera que no serd preciso acreditar la
constitucién del seguro decenal si la licencia testimoniada autoriza una reha-
bilitacién del edificio, aunque, ademds, permita su reforma o modificacién,
total o parcial, o a la ampliacién de su volumetria, y, por el contrario, debe
exigirse la justificacién del seguro decenal cuando la licencia de edificacién
se limite a autorizar una obra auténoma de reforma, ampliacién o modifica-
cién del edificio, no simultdnea a una rehabilitacién. Los casos dudosos se
podrén resolver mediante certificacién del arquitecto en la que conste que el
proyecto se refiere a supuestos que la Ley de Ordenacién de la Edificacién
establece como de rehabilitacién, y por medio de la licencia municipal, que
debe indicar a qué tipo de obras se refiere. En relacién con ello, conviene
destacar que si en un edificio de nueva planta se debe conservar la fachada
por imperativo del Plan General de Ordenacién Urbana, no cabe por ello
dejar de entender que nos hallamos ante un supuesto de obra nueva, y no de
mera rehabilitacién; siendo por ello exigible sin lugar a dudas la constitucién
del seguro decenal.

b) En segundo lugar, es también exigible para la exoneracién del seguro
decenal respecto de los edificios en rehabilitacién que la licencia para el pro-
yecto de nueva construccién del edificio que se ha rehabilitado hubiese sido
solicitada antes de la entrada en vigor de la Ley, término que hay que entender
se refiere a la fecha de vigencia de la propia LOE, no de la Ley 53/2002, pues
su articulo 105 se limita dar una nueva redaccién a la disposicién adicional
segunda de la LOE, no a crear una nueva norma. Es evidente que el proyecto
a que alude es el de construccién de nueva planta del edificio en que se ha
realizado ahora la obra de rehabilitacién, distincién entre nueva construccién
y rehabilitacién claramente recogida en el art. 2.2 LOE, y no a la licencia
para el proyecto de rehabilitacién del edificio, porque, como ya vimos, la
no sujecién de cualquier obra en edificio ya existente cuando la licencia se
ha solicitado con anterioridad al 6 de mayo de 2000 ya se declaraba en la
Disposicién Transitoria Primera de la LOE.

2. Nueva legislacién impulsora de la rehabilitaciéon

Recientemente también se ha referido a la rehabilitacién el Consejo de
Ministros de 5 de abril de 2013 al aprobar el Real Decreto 233/2013 de 5 de
abril por el que se regula el Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas,
la rehabilitacién edificatoria y la regeneracién urbanas 2013-2016.
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Se contemplan ayudas a la rehabilitacién edificatoria en edificios e insta-
laciones para mejorar su estado de conservacién, garantizar la accesibilidad
y mejorar la eficiencia energética.

Para poderlas recibir los inmuebles deberdn tener una antigiedad ante-
rior a 1981, al menos el 70% de su superficie debe tener uso residencial de
vivienda y constituir el domicilio habitual de sus propietarios o arrendatarios.

Podrdn solicitar estas ayudas comunidades de propietarios, agrupaciones
de comunidades o propietarios Unicos de edificios de viviendas.

Se concederdn ayudas de hasta 4.000 € por vivienda para conservacién,
2.000 € por vivienda para mejora de la eficiencia energética (5.000 € si se
reduce en un 50% la demanda energética del edificio) y 4.000 € por vivienda
para mejora de accesibilidad (art. 23.2 PEV).

En el caso de la regeneracién urbana, se financiard la realizacién con-
junta de obras de rehabilitacién en edificios y viviendas, de urbanizacién o
reurbanizacién del espacio publico o de edificacién en sustitucidn de edificios
demolidos.

Los beneficiarios serén quienes asuman la responsabilidad de la ejecucién
integral del dmbito de actuacién con ayudas de hasta 11.000 € por vivienda
rehabilitada, 30.000 € por vivienda construida en sustitucién de otra demolida

y 2.000 € por vivienda para la obra de urbanizacién (art. 29.2 PEV).

El Ministerio de Industria, Energia y Turismo, a través del Instituto para
la Diversificacién y Ahorro de la Energia (IDAE) lanza un programa de reha-
bilitacién energética de viviendas con el fin de mejorar el estado de conser-
vacién de los edificios de viviendas, su seguridad, habitabilidad, salubridad
y accesibilidad. Con una dotacién de 100 millones de euros, este programa
busca promover la realizacién de medidas de ahorro y eficiencia sobre la
envolvente y las instalaciones térmicas de los edificios existentes de uso resi-
dencial, y la incorporacién de energias renovables (biomasa y geotermia,
principalmente).

Podrdn ser beneficiarios de las ayudas o de la financiacién de este
programa las comunidades de propietarios de edificios residenciales de uso
vivienda, las comunidades de bienes de los propietarios de edificios de vivien-
das no divididas horizontalmente y las personas fisicas propietarias de un
edificio de viviendas unifamiliar.

Se considerardn actuaciones susceptibles de ayuda las actuaciones inte-
grales en edificios de viviendas siempre que comprendan una o varias de
las siguientes medidas que mejoren la calificacién energética del edificio o
viviendas afectadas:
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— Mejora de la eficiencia energética de la envolvente térmica de los
edificios de viviendas existentes

— Mejora de la eficiencia energética de las instalaciones térmicas de los
edificios de viviendas existentes

— Sustitucién de energia convencional por biomasa en las instalaciones
de calefaccién, climatizacién y agua caliente sanitaria de los edificios de
viviendas existentes

— Sustitucién de energia convencional por energia geotérmica en las ins-
talaciones de calefaccién, refrigeracién y produccién de agua caliente sanitaria
de los edificios de viviendas existentes.

De cualquier forma cuando se habla de rehabilitacién se distingue la
rehabilitacién de edificios de la rehabilitacién de vivienda.

Esta legislacién ha sido completada por la L3R al indicar las actuaciones
sobre el medio urbano y sus férmulas de ejecucién.

En el Decreto de 14 de abril de 2009 del Gobierno de Aragén (1)
cuando se refiere a la rehabilitacién de edificios exige que tengan al menos
un 50% de su superficie Util existente o resultante de las obras destinada al
uso de vivienda.

(1) La Comunidad de Madrid considera como requisitos administrativos para acceder a las
ayudas por rehabilitacién los siguientes:

1. Haber obtenido la Calificacién Provisional por parte de la Consejeria de Transportes, Infra-
estructuras y Vivienda, de las actuaciones subvencionables previamente a su ejecucion.

Las ayudas previstas podrdn ser anticipadas en un 50%, una vez concedida la Calificacién
Provisional.

2. Obtener la Calificacién Definitiva, una vez concluidas y aprobadas las obras.

3. Cumplir los requisitos establecidos en la Orden de bases reguladoras y, en todo caso, los
siguientes:

4. Ademds son requisitos generales:

4.1. El uso del edificio serd residencial, en al menos un 50% del conjunto del nimero de
viviendas y locales.

4.2. El edificio, al menos el 50% del conjunto del nimero de viviendas y locales, debera
destinarse a vivienda habitual y permanente.

4.3. la antigiiedad de los edificios debe ser mayor de 25 afios.

4.4. En el caso de edificios incluidos en un Area de Rehabilitacién, el 50% de los edificios
deberdn destinarse a uso primordialmente residencial, y de estos, al menos el 70%, tener una anti-
giedad mayor a 25 afios.

5.Y son requisitos especificos:

5.1. Las actuaciones de seguridad estructural que deban realizarse por causas ajenas a la
conservacién y mantenimiento del edificio, deben ser justificadas por un técnico competente en la
materia.

5.2. En actuaciones de accesibilidad, la antigiedad del edificio debe ser mayor a 15 afios.
En caso de residir una persona con una discapacidad mayor o igual al 33% o una persona de 65
afios o mds, no serd necesario cumplir este requisito de antigiiedad.
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Se entienden por obras de rehabilitacién de edificios las obras de mejora
de la seguridad, estanqueidad, accesibilidad y eficiencia energética en los
elementos comunes del edificio, y en concreto las siguientes:

La adecuacién estructural, que proporcione al edificio condiciones de
seguridad constructiva, que garantice su estabilidad, resistencia, firmeza y
solidez.

La adecuacién funcional, que proporcione al edificio condiciones sufi-
cientes respecto a los accesos, estanqueidad frente a la lluvia y humedad,
incluyendo la adecuacién de cubierta, asi como la adaptacién a la normativa
vigente en materia de instalaciones. También se incluyen las actuaciones que
tengan por finalidad la supresién de barreras arquitecténicas de conformidad a
la legislacién vigente asi como las que tengan por objeto la reduccién del con-
sumo energético y la mejora de las condiciones acusticas de los edificios.

Para calificar como protegida una actuacién de rehabilitacién de edificio,
se exigird que los edificios objeto de remodelacién dispongan de adecuacién
estructural y funcional o vayan a alcanzarlas simulténeamente; y los que van
a ser rehabilitados para obtener la adecuacién funcional dispongan ya de
adecuacién estructural.

En todo caso la norma prescribe que en edificios carentes de seguridad
estructural y constructiva, de suministro eléctrico, de distribucién de agua, de
una adecuada funcionalidad de la red de saneamiento general y de una conve-
niente estanqueidad frente a la lluvia, no se protegerd le realizacién de obras
que no incluyan las necesarias para la consecucién de estas condiciones.

Para la normativa aragonesa son obras de rehabilitacién de vivienda:

1. Las que proporcionen condiciones minimas respecto a su superficie Util
y programa, distribucién interior, instalaciones, servicios higiénicos e instala-
ciones de cocina, ventilacién, iluminacién natural y aireacién.

2. Las que tengan por objeto la reduccién del consumo energético y la
mejora de las condiciones acisticas de la vivienda, entendiendo por éstas las
de adaptacién de los cerramientos a los pardmetros que exigen las respectivas
normativas vigentes.

3. Las que permitan la adaptacién a la normativa vigente en materia de
instalaciones o aquellas que tengan por finalidad la accesibilidad universal,
y en concreto las obras de adaptacién de las viviendas a las necesidades de
las personas con discapacidad o de personas mayores de 65 afios, o aquellas
que tengan por finalidad la supresién de barreras arquitecténicas, asi como la
ampliacién del espacio habitable conforme a lo dispuesto en el planeamiento
urbanistico, siempre que la superficie Util resultante no exceda de 90 m2. Y
no hay que olvidar que existe una pluralidad de normativa autonémica y para
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el particular o la comunidad que quiera realizar actuaciones en su vivienda
o edificio va a ser fundamental que las obras de rehabilitacién sean consi-
deradas como tales por la normativa estatal y/o autonédmica para poder ser
beneficiarios de las ayudas, subvenciones y deducciones legales por lo que
aunque una obra pueda ser considerada como de rehabilitacién aplicando
algunas de las normas legales mencionadas, realmente esto sélo va a interesar
a comunidades y propietarios particulares en cuanto también quede amparada
la actuacién rehabilitadora concreta en las ayudas estatales o autonédmicas
dispensadas por las normas respectivas.

3. Consideraciones del Ministerio de Fomento sobre las obras de
rehabilitacién

Creo de interés aportar a continuacién lo que el Ministerio de Fomento ha
ido respondiendo a las preguntas de los particulares sobre si una obra podia
considerarse o no de rehabilitacién con efectos de deduccién en el IRPF o de
aplicacién del IVA reducido:

— sla sustitucién de las instalaciones de electricidad, agua, gas y ofros
suministros son obras que estdn incluidas en el dmbito objetivo de la deduccién@

Se encuentran dentro del dmbito objetivo de la deduccién las nuevas ins-
talaciones que signifiquen mejorar los estdndares de seguridad y habitabilidad
precedentes o que busquen la adecuacién a la normativa reglamentaria vigente
(como, por ejemplo, reglamento para baja tensién, cédigo técnico de la edificacién
en lo referente a fontaneria y saneamiento, etc.).

También se incluyen en el dmbito objetivo de la deduccién aquellas obras
dirigidas a una utilizacién més eficiente del agua o de la electricidad.

Si la obra se realiza como mera ampliacién de las instalaciones existentes
(por ejemplo, dotar a la vivienda de un nuevo punto de luz o punto de agua), no
entraria en el dmbito de la deduccién. Tampoco si se realiza como simple mejora
estética (por ejemplo, cambiar interruptores por otros de color, efc.).

— sla sustitucién de los aparatos de aire acondicionado por ofros mds
eficientes estaria incluida denfro del émbito de la deduccién?

Si la actuacién se limita a la sustitucién del aparato eléctrico, sin la realiza-
cién de ningin tipo de obra, queda fuera del dmbito de la deduccién. Seria una
actuacién similar a cambiar cualquier electrodoméstico poco eficiente (lavadora,
lavavaiillas, etc.) por otro de mayor eficiencia, por ejemplo de clase A.

Si podria aplicarse la deduccién si previamente existia una instalacién obso-
leta e ineficiente y ha sido sustituida por una nueva instalacién completa de aire
acondicionado, con equipos de alto rendimiento, ya que se estarian realizando
obras que contribuyen a mejorar la eficiencia energética en el consumo de la
vivienda.

Para garantizar este aspecto, deberian instalarse equipos de alta eficiencia
energética, segin la clasificacién reglamentaria equipos de las clases A o B.

Puede obtenerse informacién en la base de datos del IDAE (Instituto para la
Diversificacién y Ahorro de Energia).
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— 3Se puede aplicar la deduccién por la instalacién de aire acondicionado
nueva que no sustituye a otra anterior?

Esta obra quedaria fuera del dmbito objetivo de la deduccién, ya que una
nueva instalacién no supone ninguna mejora en la eficiencia energética de la
vivienda.

— sla instalacién de un ascensor (o rampa) si antes no lo habia, queda
siempre incluida?

Si. La instalacién de un ascensor (o una rampa) se considera una mejora de
la accesibilidad al edificio y sus viviendas.

— slas obras de mejora en un ascensor o rampa ya existentes quedan
siempre incluidas?

Si el edificio ya estd dotado de ascensor (o rampa) y las obras se efectdan
para adaptarlo a la normativa vigente, para mejorar su seguridad, o para adecuarlo
a las necesidades de personas con discapacidad (por ejemplo, amplidndolo cuando
sea posible en el caso del ascensor, o disminuyendo la pendiente en el caso de
rampas), también se consideraria dentro del dmbito objetivo de la deduccién

Si la actuacién es meramente estética no entraria en el dmbito de deduc-
cion.

— sla sustitucién de una instalacién eléctrica con radiadores eléctricos
por ofra mds eficiente se consideraria incluida dentro del dmbito objetivo de la
deduccién?

Los radiadores eléctricos no utilizan ninguna instalacién especial, por lo
que sustituirlos no implica ninguna mejora de la instalacién actual. Seria un caso
andlogo al de realizar obras para una nueva instalacién, y esto quedaria fuera
del dmbito de la deduccion.

Si se incluirian en el dmbito de la deduccién las obras de mejora en los
sistemas de instalaciones térmicas (calefaccién o agua caliente) en la medida que
mejoren su eficiencia energética o utilicen energias renovables. Por ejemplo, se
incluiria la instalacién de placas solares.

— sPuedo aplicar la deduccién si cambio una caldera de gas por ofra mds
eficiente?

Si la actuacién se limita a la sustitucién de una caldera de gas, sin la realiza-
cién de ningun tipo de obra, queda fuera del dmbito de la deduccién. Seria una
actuacién similar a cambiar cualquier electrodoméstico poco eficiente por otro de
mayor eficiencia, por ejemplo de clase A. No obstante, aunque no pueda aplicarse
la deduccién, existen ayudas para la sustitucién de calderas y electrodomésticos
por ofros més eficientes que pueden consultarse en la pagina web del IDAE.

Si se puede aplicar la deduccién si la actuacién implica realizar obras para
meijorar las instalaciones térmicas existentes, en el sentido de aumentar su eficiencia
energética o bien utilizar energias renovables.

— sPuedo aplicar la deduccién por la sustitucién de las ventanas de mi
vivienda?

Las obras de cambios de ventanas (acristalamiento y carpinterias) se inclu-
yen en el dmbito objetivo de la deduccién siempre que contribuyan a mejorar el
aislamiento de la vivienda respecto a los materiales originales.

En el caso de sustitucién de ventanas, deben instalarse ventanas de doble
acristalamiento. En el caso de modificacién de los perfiles de las ventanas, los
nuevos deben incorporar rotura de puente térmico. También puede considerarse
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incluido en el dmbito de la deduccién la colocacién de una doble ventana, insta-
lando una nueva sobrepuesta a ofra existente.

— zliene que ser la vivienda en la que realizo las obras mi vivienda
habitual?

No es necesario que la vivienda sea su vivienda habitual, admitiéndose la
deduccién por las obras realizadas en segundas viviendas o en viviendas alqui-
ladas por particulares.

— sPuedo aplicar la deduccién a obras realizadas en un inmueble que
utilizo como despacho profesional, plazas de garaje, jardines, parques, piscinas
e instalaciones deportivas y ofros elementos andlogos?

No, la deduccién no puede aplicarse en estos casos.

— gPuedo aplicar la deduccién si las obras que se han realizado en mi
vivienda o edificio han sido impuestas por la Administracién tras una Inspeccién
Técnica de Edificios?

En estos casos se puede aplicar la deduccién, siempre y cuando las obras
no hayan sido meramente estéticas (por ejemplo, pintura de fachada o pintura
de escalera).

Se puede aplicar la deduccién si se ha actuado sobre elementos estructurales
del edificio para reforzarlos (cimientos, forjados, vigas...), para eliminar hume-
dades, para mejorar la accesibilidad (ascensores, rampas...) o para mejorar la
eficiencia energética del edificio o de sus viviendas.

— zPuedo aplicar la deduccién por la contratacién de una linea ADSL o la
televisién digital de pago por los gastos de compra de equipos, gastos de mano
de obra y materiales o cuotas mensuales pagadas al operador telefénico por la
prestacién de los servicios de ADSL y TDT de pago?

No, ya que estas actuaciones no tienen la consideracién de obras de instala-
cién de infraestructuras de telecomunicacién en el edificio en el que se encuentre
la vivienda del contribuyente, para permitir el acceso a Internet y a servicios de
televisién digital en la vivienda del contribuyente.

— zPuedo aplicar la deduccién si acometo obras para cerrar la terraza de
mi vivienda, instalando doble acristalamiento?

En el caso de cerramiento de terrazas, tendederos, etc., donde se gane
superficie habitable a la vivienda, las obras no se pueden acoger a la deduccién,
al tratarse de nuevos cerramientos.

— Si cambio el suelo de mi vivienda para instalar parquet. 3Puedo aplicar
la deducciéng

En general no puede aplicarse por este concepto. Cambiar el suelo es una
accién con fines meramente estéticos y no produce mejoras en el aislamiento de
la envolvente del edificio.

— Si realizo obras en mi cocina / bafio, incluyendo el cambio de mobiliario.
sPuedo aplicar la deduccién?

Generalmente no. En el caso de cambio de mobiliarios de cocina, bafio,
armarios, muebles efc., no se estd contribuyendo en ninguna forma a la eficiencia
energética, seguridad y estanqueidad o accesibilidad del edificio.

Si se podria aplicar la deduccién para obras de mejora de la instalacién
de gas o eléctrica, con el fin de adaptarla a la normativa vigente. Es decir, si la
instalacién anterior no cumplia la normativa y la actual si la cumple. En este caso
se mejora la seguridad de la vivienda.
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También se podria aplicar la deduccién si las obras tienen por objeto
mejorar la accesibilidad, por ejemplo, cambiar una bafera por una ducha o
adaptar los muebles de cocina y bafio para permitir su uso por personas con
discapacidad.

— gPuedo aplicar la deduccién por un cambio de puertas interiores? 3Y en
el caso de puertas exteriores?2

En el caso de obras para el cambio de puertas interiores del edificio o
puertas interiores de una vivienda, no se mejora la estanqueidad ni la seguridad
estructural del edificio.

Podria considerarse que se mejora la seguridad en el caso de instalar puertas
ignifugas de protfeccién contra incendios, y en ese caso si seria de aplicacién la
deduccién.

En el caso de puertas exteriores, sélo se podria aplicar la deduccién si puede
acreditarse una mejora en la estanqueidad del edificio (por ejemplo, si la puerta
anterior tenia deficiencias en cuanto a aislamiento del exterior), o la mejora de la
seguridad estructural del edificio (por ejemplo, proteccién frente a incendios).

También se puede aplicar la deduccién si el cambio de las puertas es nece-
sario para mejorar la accesibilidad (por ejemplo, instalando algdn dispositivo que
facilite la apertura de la puerta a personas con movilidad reducida).

— sPuede aplicarse la deduccién por cambios en el portero automdtico? ;Y
por la instalacién de una alarma?

No, en estos casos no se estd actuando para mejorar la seguridad estructural
del edificio.

— sDan derecho a deduccién las obras llevadas a cabo por una comunidad
de propietarios?

Si. La cuantia susceptible de formar la base de la deduccién de cada contri-
buyente vendrd determinada por el resultado de aplicar a los importes satisfechos
del coste de las obras efectuadas por la comunidad de propietarios, el coeficiente
de participacién que tuviese en la misma.

— Si la comunidad de propietarios en la que vivo ha realizado una obra en
un elemento comin, stengo derecho a la deduccién?

Depende del lugar de la comunidad donde se realicen las obras.

Aun cuando el tipo de obra efectuada pudiera estar comprendida dentro del
ambito objetivo de esta deduccién, nunca se podrd aplicar la misma si las citadas
obras se efectian en plazas de garaje, jardines, parques, piscinas e instalaciones
deportivas y otros elementos andlogos.

Por el contrario, si las obras se realizan en ofros elementos comunes (por-
teria, escaleras, azotea...) si podrian ser susceptibles, segin su naturaleza, de
beneficiarse de la deduccién.

La deduccién por obras de mejora en la vivienda se aplica sobre las cantida-
des satisfechas en el afio, sin que la normativa reguladora de la misma establezca
reglas especiales para los casos en los que se utilice financiacién ajena.

Por tanto, en el afio en el que se ha satisfecho el importe de las obras se
aplicard la deduccién sobre el importe total satisfecho (16.000 euros), con inde-
pendencia de que exista o no financiacién ajena y sin perjuicio del limite maximo
aplicable a la base anual de la deduccién.

En consecuencia, las cantidades satisfechas por el préstamo no dan derecho
a la deduccién.
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— En el caso de una comunidad de propietarios que va a redlizar en los
préximos afios obras de mejora en el edificio, para lo cual ha aprobado derramas
para cada uno de los propietarios de las viviendas del inmueble, spueden aplicar
los propietarios la deduccién por obras de mejora por las derramas satisfechas en
ejercicios anteriores al de realizacién de las obras@

No. La deduccién se aplica sobre las cantidades satisfechas por las obras
de mejora en viviendas sin que las derramas para esa finalidad tengan esa
consideracién.

La deduccién se aplicard cuando la comunidad de propietarios satisfaga
el importe de las obras de mejora realizadas, por lo que serd en ese momento
cuando cada uno de los propietarios podrd aplicar la deduccién sobre la parte
del importe satisfecho que le corresponda.

— A qué tipo de obras, distintas a las de rehabilitacidn, es aplicable el tipo
impositivo del 10 por ciento de IVA2

Hasta el 13/04/2010 se aplicaba el tipo del 8 por ciento (hoy 10% al ser
el tipo reducido) si se trataba de ejecuciones de obra de albaiileria y no de otro
tipo.

Desde el 14/04/2010 y hasta el 31/12/2012, se aplica el 10% a las eje-
cuciones de obra de renovacién y reparacién en edificios o partes de los mismos
destinados a viviendas. En este concepto se pueden incluir las obras de albaiileria,
fontaneria, electricidad, pintura, carpinteria, efc.

— ;Qué se entiende por «materiales aportados» en obras de renovacién y
reparacién?

Todos aquellos bienes corporales que, en ejecucién de dichas obras, queden
incorporados materialmente al edificio, directamente o previa su transformacién,
tales como los ladrillos, piedras, cal, arena, yeso y otros materiales que sean
necesarios para llevar a cabo las correspondientes actuaciones de renovacién o
reforma, incluidas las actuaciones subcontratadas a terceros.

No tendrdn la referida consideracién de «materiales aportados» aquellos
bienes utilizados como medios de produccién por el empresario que lleve a cabo
las operaciones de renovacién o reparacién, que no se incorporan materialmente
al edificio al que la obra se refiere, tales como maquinaria, herramientas, efc.

— 3Cdémo se aplica el requisito referido al coste de materiales en el caso de
obras de renovacién y reparacién@

Quien realice las obras no debe aportar materiales cuyo coste supere el 40
por ciento de la base imponible de la operacién (desde el articulo 23 del Real
Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad
presupuestaria y de fomento de la competitividad, antes era el 33 por ciento de
la base imponible). Por ejemplo:

La colocacién del suelo de una vivienda por 10.000 €, correspondiendo
4.000 € a materiales aportados por quien realiza la obra, tributa toda ella al 10
por ciento de IVA.

Una obra por un importe total de 10.000 £, si los materiales aportados ascien-
den a 5.000 £, tributa, sin embargo, al tipo general del 21 por ciento de IVA.

En la factura se hard constar el coste de los materiales aportados o que se
cumple el requisito de no exceder del 40% de la base imponible.

Dentro de una misma ejecucién de obra, calificada globalmente como entrega
de bienes, no podrd diferenciarse la parte correspondiente al servicio que lleve
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consigo con el objetivo de forzar la tributacién de esa parte al tipo del 10 por
ciento. En el segundo ejemplo planteado no cabria facturar por separado una
entrega de materiales de 5.000 € aplicando el 21 por ciento y una prestacién de
servicios de 5.000 € a un tipo del 10 por ciento.

— sEs aplicable el tipo impositivo del 10 por ciento de IVA a los servicios
de reparacién de viviendas aseguradas?

Tributardn al 10 por ciento cuando el asegurado que utiliza la vivienda
para uso particular, o la comunidad de propietarios, contratan directamente con
la empresa de reparaciones quedando obligados frente a la misma a efectuar el
pago.

Por el contrario, tributardn al 21 por ciento cuando la compaiia de seguros
sea la destinataria juridica de las reparaciones, y por consiguiente, quien conste
como fal en las correspondientes facturas.

— sCudl es el tipo impositivo aplicable en las reparaciones de una vivienda
alquilada efectuadas por el propietario?

Se aplica un 21 por ciento de IVA pues el propietario, destinatario de los ser-
vicios de reparacién, destina la vivienda al arrendamiento y no al uso particular.

— sSe aplica el tipo impositivo del 10 por ciento de IVA a los servicios de
mantenimiento de ascensores, calderas o instalaciones eléctricas en comunidades
de propietarios?

No. El tipo reducido se aplica a las ejecuciones de obra de renovacién y
reparacién. El mantenimiento de instalaciones no tiene la consideracién de eje-
cucién de obra, por lo que el tipo impositivo aplicable a estas operaciones seré
el 21 por ciento.

— zSe aplica el tipo impositivo del 10 por ciento de IVA a las obras de repa-
racién o renovacién de piscinas en viviendas o en comunidades de propietarios?

No. Las piscinas no se consideran edificios o partes de los mismos destinados
a vivienda. El tipo impositivo aplicable serd el 21 por ciento.

— la instalacién de un ascensor en un edificio de viviendas se considera
obra de rehabilitacién?

Si, se les aplicard el tipo impositivo del 10 por ciento de [VA siempre y cuando
formen parte de un proyecto global de rehabilitacién cuyo coste exceda del 25 por
ciento del precio de adquisicién o del valor de mercado de la edificacién antes
de su rehabilitacién con exclusién del valor del suelo.

— 3Qué elementos se deben computar para calcular el coste global de unas
obras de rehabilitacién?

Se considerard coste total de las obras o coste total del proyecto de rehabi-
litacién el importe total, Impuesto sobre el Valor Afadido excluido, que soporte el
promotor como consecuencia de las entregas de bienes y prestaciones de servicios
que se deriven de la rehabilitacién, incluidos los servicios que le sean prestados
por el personal técnico que dirija las obras. Dentro del concepto de coste total
del proyecto de rehabilitacién también se incluird el de la licencia de obras que
resulte preceptiva al efecto.
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Il. OBRAS DE REHABILITACION EN LOS ELEMENTOS PRIVATIVOS Y
COMUNES CONFORME A LOS ARTICULOS 7 Y 10 DE LA LPH

1. Obras en los elementos privativos

Segln el art. 7.1 LPH el propietario de cada piso o local puede modifi-
car los elementos arquitecténicos, instalaciones o servicios de aquél cuando
no menoscabe o altere la seguridad del edificio, su estructura general, su
configuracién o estado exteriores, o perjudique los derechos de ofro propie-
tario, debiendo dar cuenta de tales obras previamente a quien represente a
la comunidad.

Por lo tanto el propietario pueda alterar la distribucién interior de su
piso o local, o las instalaciones o servicios que se comprendan en su vivienda
privativa.

Se prohiben las obras realizadas en viviendas (fambién locales) que menos-
caben la seguridad del edificio. Parece que si las obras tienen un proyecto
firmado por un técnico competente, y existe concesién de licencia, siempre que
sea legalmente exigible, no se altera la seguridad del edificio.

Si la vivienda estd arrendada el arrendatario necesita recabar el consenti-
miento del arrendador si la obra tiene cardcter permanente y va a modificar la
configuracién del espacio arrendado, ya que si no lo hace éste puede resolver
el contrato de arrendamiento, segin el art. 114.7 del Texto Refundido de la Ley
de arrendamientos de 1964 para los arrendamientos anteriores a 1 de enero
de 1994 y segin el art. 27.2 d de la LAU de 1994 para los arrendamientos
posteriores a dicha fecha (2).

También se condiciona la posibilidad de realizar obras que alteren la
estructura general del inmueble, entendida como la distribucién fisica o juri-
dica de los elementos que componen la propiedad horizontal, tal y como se
encuentran configurados en el titulo constitutivo de la propiedad horizontal a
lo dispuesto por los arts. 10.1d) y e) LPrH, que considera necesarias al tra-
tarse de obras en el dmbito de la rehabilitacién, regeneracién o renovacién
urbanas impuestas por las Administraciones Piblicas o solicitadas a instancia
de los propietarios:

«d) La construccién de nuevas plantas y cualquier otra alteracién de la estruc-
tura o fébrica del edificio o de las cosas comunes, asi como la construccién de un

complejo inmobiliario, tal y como prevé el art. 17.4 del texto refundido de la Ley
del Suelo aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, que

(2) Una recopilacién de sentencias sobre resolucién del contrato por obras inconsentidas
se puede consultar en Sepin, arrendamientos urbanos, septiembre-octubre 2009, n° 301, pp. 53
a 126.
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resulten preceptivos a consecuencia de la inclusién del inmueble en un dmbito de
actuacién de rehabilitacién o de regeneracién y renovacién urbana.

e) Los actos de divisién material de pisos o locales y sus anejos para formar
otros mds reducidos e independientes, el aumento de su superficie por agregacién
de ofros colindantes del mismo edificio, o su disminucién por segregacién de
alguna parte, realizados por voluntad y a instancia de sus propietarios, cuando
tales actuaciones sean posibles a consecuencia de la inclusién del inmueble
en un dmbito de actuacién de rehabilitacién o de regeneracién y renovacién
urbana.»

Lo mismo puede aplicarse a la alteracién de la configuracién exterior
del edificio si estd dentro del dmbito de la rehabilitacién, renovacién o rege-
neracién urbana.

En realidad hasta la reforma de la LPH realizada por la L3R cualquier obra
que alterase la estructura general del inmueble interior o exteriormente necesi-
taba del consentimiento de la Junta de propietarios, mientras que, actualmente,
si son obras que se refieren a la rehabilitacién, regeneracién o renovacién
urbanas, no la necesitan, al considerarlas el art.10 de dicha ley como obras
necesarias que no requieren del acuerdo de la Junta de propietarios, aunque
modifiquen el titulo constitutivo o los Estatutos.

Por lo tanto actualmente en los demds casos que no sean de rehabilitacién,
regeneracién o renovacién urbana si se sigue exigiendo el consentimiento
de la Junta de propietarios para que pueda procederse a la unién, divisién,
segregacién o agregacién de pisos o locales, ya que se modificaria el titulo
constitutivo y si existiera una cldusula en los estatutos de la comunidad de
propietarios que eximiera de la necesidad de consentimiento de la Junta de
propietarios para realizar este tipo de obras habria que considerarla nula
segUn jurisprudencia mayoritaria.

Y lo mismo cabe comentar respecto a las obras en elementos privativos
que alteren la configuracién exterior o fachada del edificio que no sean de
rehabilitacién, regeneracién o renovacién urbanas que necesitaran del consen-
timiento de la Junta de Propietarios, sin que baste la licencia municipal para
no pedir autorizacién a la comunidad.

Y si las obras afectan al titulo constitutivo y no son de rehabilitacién,
regeneracién o renovacién urbanas se requiere la unanimidad total de los
propietarios que representen el total de las cuotas de participacién segin el

art. 17.6 de la LPH.

Para estas obras que no son de rehabilitacién, regeneracién o renovacién
urbanas en que necesitamos el consentimiento de la Junta de propietarios pode-
mos aplicar lo dispuesto por el Tribunal Supremo respecto a que es posible
que el consentimiento de la comunidad sea otorgado de forma técita. Para el
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TS ha de estarse a los hechos concretos para decidir si el silencio puede ser
apreciado como consentimiento tdcito o manifestacién de una determinada
voluntad; para poder establecer si en un determinado supuesto se ha producido
un silencio por parte de la comunidad de propietarios capaz de ser interpretado
como un consentimiento técito, deberdn valorarse las relaciones preexistentes
entre las partes, la conducta o comportamiento de éstas y las circunstancias
que preceden y acompafian al silencio susceptible de ser interpretado como
asentimiento (3)

Conocimiento no equivale a consentimiento tal y como indica el TS, por
lo que la ejecucién de las obras a vista, ciencia y paciencia de la comunidad
y sin oposicién de esta durante su ejecucién no supone consentimiento técito
de la comunidad

Las obras de rehabilitacién privativas tampoco pueden perjudicar los dere-
chos de ofros propietarios sin su consentimiento, salvo que vengan impuestas
por la Administracién. Si algin propietario es perjudicado podré instar la
cesacién de la actividad lesiva o la reposicién del elemento alterado, y asi lo
viene admitiendo la jurisprudencia .

No podemos olvidar tampoco la obligacién de comunicacién del pro-
pietario que pretende realizar las obras al representante de la comunidad,
pudiendo calificar esta obligacién como de informacién y que sélo es necesaria
en obras de cierta entidad.

Aunque la ley no prevé ninguna sancién en caso de inobservancia de
esta obligacién de comunicacién previa, si ha podido preverse alguna sancién
en los estatutos o en las normas de régimen interior.

2. Obras en los elementos comunes (4)

Hay que distinguir las obras de conservacién de las obras de rehabili-
tacién. Las obras de conservacién estén destinadas a mantener el edificio en
perfecto uso y a corregir sus deterioros, aunque el mandato de la LPH se refiere
no solo al edificio sino también a los servicios (5). Las obras de rehabilitacién
son las que permiten la remodelacién del edificio y su adaptacién estructural,
funcional o de habitabilidad.

(3) STS 27-7-11, El Derecho Jurisprudencia 155187 en adelante EDJ; Auto del TS de 22-03-11,
EDJ 30452.

(4) Son de interés las sentencias sobre obras en elementos comunes citadas en Sepin, Pro-
piedad horizontal, septiembre-octubre 2010, pp. 41-126.

(5) En este sentido se manifiesta HErrRERO DE EGANA OcTAvio DE Tolepo, F., «Estudios sobre
Propiedad Horizontal», en IX Obras de conservacién del edificio y de accesibilidad, La Ley, 2009,
p. 397.
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Las obras de rehabilitacién pueden ser obras necesarias para la adecua-
cién estructural garantizando la seguridad de la estructura del edificio o para la
adecuacién funcional de los edificios proporciondndole las debidas condiciones
de accesibilidad, estanqueidad, aislamiento térmico, redes generales de agua,
gas, electricidad, telefonia, saneamiento, etc.

Las obras de rehabilitacién tienden a modernizar o renovar el parque
de edificios, optimizando las condiciones de habitabilidad de las viviendas
individuales y la accesibilidad y seguridad de los edificios en su conjunto. Se
trata asi de evitar el deterioro y obsolescencia progresiva de los edificios, sus
instalaciones y servicios.

Todas las comunidades auténomas tienen politicas de fomento de la reha-
bilitacién de los edificios con el objeto de mejorar la eficiencia energética e
hidrica de los mismos, las condiciones de seguridad y accesibilidad de los
inmuebles, y de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades por
parte de las personas con discapacidad.

El fomento de la rehabilitacién ha llevado a la Administracién a habilitar
una inspeccién técnica de los edificios con cardcter periédico de la que puede
derivar la imposicién a la comunidad de la ejecucién de obras de adaptacién
en el edificio para asegurar que el mismo redne las condiciones minimas de
habitabilidad, accesibilidad, seguridad y estanqueidad exigidas.

Aunque cualquier alteracién de la estructura del edificio o de las cosas
comunes que no sea una actuacién de rehabilitacidn, renovacién o regene-
racién urbana, ni de establecimiento de nuevos servicios comunes de interés
general o de acceso a los servicios de telecomunicacién (en estos casos el art.
17 de la LPH impone mayorias especificas para su aprobacién), al afectar al
titulo constitutivo debe someterse al régimen establecido para las modificaciones
del mismo, lo cual exige unanimidad de todos los propietarios, bastando la no
oposicién de los no asistentes a Junta segin el art. 17.6 de la LPH.

La instalacién de un ascensor o su reparacién que si tratan de eliminar
barreras arquitecténicas se consideran necesarias por muchas decisiones ju-
risprudenciales, aunque el articulo 17.2 de la LPH al aplicar el art. 10.1.b)
de la LPH, si excede su importe repercutido anualmente, una vez descontadas
las ayudas o subvenciones piblicas, de 12 mensualidades de gastos comunes,
exige voto favorable de mayoria de propietarios que representen la mayoria
de cuotas de participacién.

Las obras que no alteren la estructura de las cosas comunes y que no
sean de rehabilitacién, regeneracién o renovacién urbana ni se refieran a
los servicios de porteria, conserjeria, vigilancia u otros servicios comunes de
interés general, ni a instalacién de infraestructuras comunes para el acceso a
los servicios de telecomunicacién, no deben quedar sujetas al régimen de una-
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nimidad. Bastard para las mismas el régimen de mayorias residual establecido
en el art. 17.7 de la LPH, bastando el voto favorable de la mayoria del total
de los propietarios que, a su vez, representen la mayoria de las cuotas de
participacién. Y en segunda convocatoria serdn vdlidos los acuerdos adoptados
por la mayoria de los asistentes, siempre que ésta represente, a su vez, mds
de la mitad del valor de las cuotas de los presentes (6).

(6) Sabemos que si se trata de establecimiento de porteria, conserjeria, vigilancia u otros
servicios comunes de interés general hay que aplicar el art. 17.3 de la LPH que exige mayoria de
3/5 que a su vez representen las 3/5 partes de la cuotas de participacién, y que si se trata de obras
cuyo importe no exceda de tres mensualidades de gastos comunes se exige la mayoria anteriormente
indicada por el art. 17.4 de la LPH.

Son casos de obras necesarias segin los Tribunales de Justicia, tal y como indica ECHEVARRiA
SUMMERS en Memento Propiedad Horizontal 2012-2013, pp. 172-174, las siguientes:

— Las de instalacién de ascensor cuando se pruebe que la obra trata de suprimir barreras
arquitecténicas para personas con discapacidad, por residir, trabajar o prestar sus servicios en el
edificio alguna persona con discapacidad o mayor de 70 afios de edad (AP Barcelona 13-10-08 y
16-5-06; AP Bizkaia 13-9-07, EDJ 267699; AP Alicante 15-3-07, EDJ 81027; AP Bizkaia 17-9-02,
EDJ 60347; AP Asturias 27-11-01). De hecho, el Tribunal Supremo ya habia apuntado esta solucién
antes incluso de la reforma de la LPH operada en el afio 1999 (STS 18-12-08, ED) 234517; 18-12-08,
EDJ 234518; 22-9-97, ED) 5781; 5-7-95, ED) 4739; 3-2-94, EDJ 868).

(Sin embargo el TS declara en sentencia de 14-2-2012 que no procede la instalacién del
ascensor si hay privacién del derecho de uso exclusivo del patio comin a un propietario. En el
mismo sentido se manifiestan la SAP Madrid de 31-10-2008 y la SAP de Madrid de 18-3-2008. Por
el contrario permiten la instalacién aunque el patio privativo quede afectado la STS de 11-2-2009,
la SAP de Vizcaya de 19-5-2003 y la SAP de Almeria de 21-3-2000. Todas ellas citadas en Sepin,
Propiedad horizontal, 4° trimestre 2012, n° 315, pp. 17-21.)

— Reparaciones y sustitucién de ascensor. Entre las actuaciones indicadas se comprenden sin
afén de exhaustividad la instalacién de sistemas de emergencia en los ascensores, la instalacién de
puertas interiores reglamentarias, la instalacién de amortiguadores de contrapesos adecuados, la
sustitucién del alumbrado de la cabina, la adecuacién a la normativa del acceso al cuarto de poleas
y la ampliacién del recorrido del ascensor con la finalidad de eliminar barreras arquitecténicas que
dificulten el acceso y movilidad de las personas con discapacidad. Si las mismas vienen exigidas por
la normativa vigente, habrdn de tener siempre la condicién de obras necesarias, con las consecuencias
que de ello se derivan (STS 22-9-97, EDJ 5781; 5-7-95, EDJ 4739; 3-2-94, EDJ 868; 30-12-93, ED)
11955; Y mds recientemente STS 28-9-06, EDJ 275341; TSJ Navarra 18-12-08, EDJ 348220; SAP
Salamanca 22-10-07; SAP Navarra 14-9-02, EDJ 41949 ; SAP Asturias 22-1-07, EDJ 35015).

— También tienen cardcter necesario segin los Tribunales a las obras por las cuales se pro-
cede a la apertura de una puerta de acceso al ascensor en una planta en la que no existia (planta
entresuelo), por cuanto que se trata de un actuacién que no sélo se encuentra dirigida a suprimir
barreras arquitecténicas, sino que, ademds, resulta exigida para la adecuada habitabilidad y nor-
malizacién del disfrute del edificio y sus elementos comunes por los diferentes propietarios SAP
Gerona 15-7-09, EDJ 254964).

— Sustitucién del sistema de calefaccién El Tribunal Supremo ha calificado como obra necesaria
la sustitucién de los antiguos elementos de calefaccién, asi como el cambio de sistema de calefaccién,
cuando el original incumple la normativa vigente en un determinado momento. Del mismo modo ha
insistido en que el cardcter de obra necesaria hace que se encuentre sujeto no al riguroso régimen
de la unanimidad, sino al de las mayorias de propietarios y cuotas que se establecen en la LPH
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art.17.4 y sin que puedan conceptuarse como actuaciones que impliquen, sin més, una modificacién
del titulo constitutivo STS de 23-10-95, EDJ 5217; SAP Asturias 22-1-07, EDJ 35015).

— Impermeabilizacién de terrazas y zonas comunitarias Para el Tribunal Supremo la ejecucién
de las obras necesarias no es sélo un derecho de los propietarios, sino también una obligacién,
ya que las comunidades de propietarios tienen el deber de ejecutar cuantas reparaciones y obras
sean necesarias, no sélo para la adecuada conservacién del inmueble, sino también para evitar
que la existencia de defectos en los elementos comunes impidan o menoscaben el derecho que los
comuneros tienen sobre el goce y disfrute de los elementos privativos. De modo que la comunidad
de propietarios serd responsable de los dafios que se les ocasionen a los propietarios individuales
por el incumplimiento de su obligacién de ejecutar las obras necesarias. Aplicando dicha doctrina
al caso que ahora nos ocupa, la comunidad serd responsable frente al propietario concreto, de las
humedades que se le ocasionen en su vivienda por el incumplimiento de la obligacién de conservarlas
adecuadamente o de ejecutar las obras necesarias de impermeabilizacién (TS) Navarra 29-6-95, ED)
12114; STS 17-2-93, EDJ 1505; SAP Sta. Cruz de Tenerife 29-4-09, EDJ) 125959; SAP Barcelona
29-4-08, EDJ 134843; SAP Mdlaga 10-4-08, EDJ 126187; SAP Avila 28-5-07, EDJ 206340; SAP
Pontevedra 14-2-07, EDJ 117079; SAP Bizkaia 12-7-01, EDJ 75774; SAP Madrid 244-06, ED)
95536; SAP La Corufia 18-5-06, EDJ 72405).

Una vez acordada una obra de reimpermeabilizacién de una terraza y aprobada su ejecucién
como obra necesaria al amparo de un informe técnico, corresponde a quien impugne el acuerdo
demostrar que la obra no resulta necesaria SAP Zaragoza 22-3-07).

— Reparacién de balcones y sustitucién de barandillas Del mismo modo que sucede con las
terrazas, el Tribunal Supremo ha insistido en la obligacién que tienen las comunidades de propietarios
de ejecutar las obras de conservacién y reparacién necesarias de los balcones, ya que, aunque se
encuentren vinculados a un piso o local de cardcter privativo, tienen la consideracién de elementos
comunes. El Incumplimiento de la obligacién de ejecutar las obras necesarias sobre estos elementos
llevaré aparejado la imputacién de responsabilidad por todos los dafios y perjuicios que se puedan
ocasionar a terceros —incluyendo en este término a los propios propietarios individuales del edifi-
cio— SAP Madrid 27-10-09; SAP Gerona 11-1-01, EDJ 13058).

— En la misma linea, se vienen entendiendo como necesarias las actuaciones de sustitucién
de las barandillas exteriores que vengan motivadas en el deteriorado estado de las anteriores y ello
aunque dicho cambio obligue a utilizar ofro tipo de material SAP Tarragona 2-1-09, EDJ 24534).

— Obras de conexién con el alcantarillado general y obras de reparacién y conservacién de
la fosa séptica Dentro del cardcter de obra necesaria el Tribunal Supremo ha incluido, también, las
actuaciones necesarias para la adecuada y reglamentaria conexién de las canalizaciones y servicios
de la comunidad con la red general, ya sea la eléctrica, la de alcantarillado o cualquier otra similar
SAP Murcia 17-3-09, EDJ 138750).

— Reparaciones necesarias en techos y paredes exteriores del edificio Los tribunales reconocen
el cardcter de necesarias de las actuaciones en fachadas y cubiertas de los edificios cuando de las
pruebas practicadas, especialmente las periciales, resulta acreditada la necesidad de dichas obras.
En cualquier caso, y habiendo la Junta de propietarios adoptado el acuerdo asignando a las obras
el carécter de obras necesarias, se requerird que sea el propietario impugnante quien acredite
que efectivamente las obras no tenian dicho carécter, traténdose de meras mejoras (SAP Barcelona
25-2-09, EDJ 184876; SAP Zamora 29-1-01).

— Adecuacién de las antenas de televisién. Los tribunales vienen atribuyendo el carécter de
obra necesaria para el sostenimiento del inmuebles, sus servicios e instalaciones a las actuaciones
de adaptacién o renovacién en materia de servicios de telecomunicacién, y en especial para el
impulso de la TDT una vez producido el denominado «apagén analdgico». No se trata, pues, de
obras de lujo o simples mejoras, sino de obras necesarias para garantizar no sélo la habitabilidad,
sino, en especial, la funcionalidad del edificio, haciendo posible el acceso a los servicios de tele-
comunicacién, audiovisuales y de informacién (SAP Badajoz 20-3-09, EDJ 63637; en contra SAP
Pontevedra 4-11-02, EDJ 71306).
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lll. OBRAS DE SUPRESION DE BARRERAS ARQUITECTONICAS (7)

1. Personas discapacitadas o mayores de 70 aiios que vivan,
trabajen o presten servicios en el inmueble

Puede tratarse de propietarios, usufructuarios, personas con derecho de
uso y habitacién, arrendatarios que vivan en el inmueble, o personas que
trabajen o presten servicios gratuitamente en el inmueble.

— Actuaciones de limpieza y desinsectacién del edificio. Los tribunales consideran como
necesaria y sujeta al mero requisito de las mayorias previstas en la LPH art. 17.4 a las actuaciones
de desinsectacién y limpieza en los casos de plagas (SAP Mdlaga 74-08).

— Reparacién y sustitucién de tuberias y canalizaciones comunes. Dentro de la obligacién
y mantenimiento de los elementos comunes que la LPH impone a la comunidad de propietarios se
encuentran incluidas todas cuantas actuaciones sean precisas para mantener en perfecto estado de
conservacién y limpieza la canalizacién, tuberias comunitarias y arquetas destinadas al desagie
de aguas pluviales, incluso su sustitucién en los casos en que sea pertinente. La consecuencia del
Incumplimiento de esta obligacién seré la imputacién de responsabilidad a la comunidad por los
dafios y perjuicios que se puedan ocasionar a propietarios individuales o cualesquiera ofros terceros
(SAP Pontevedra 6-3-03, EDJ 45680; SAP Bizkaia 30-4-01, EDJ 76672).

— Paredes medianeras Sefialan nuestros tribunales que las paredes median eras son elementos
comunes que resultan fundamentales para la adecuada conservacién, habitabilidad y seguridad del
edificio. Por dicha razén, su reparacién o rehabilitacién con adaptacién a las técnicas constructivas
actuales estd llamada a redundar en beneficio de todos los propietarios del inmueble, evitando pro-
blemas tales como la condensacién que suele producirse por la utilizacién de sistemas de calefaccién
(SAP La Rioja 8-5-06, EDJ 66707).

— Adecentamiento del portal y accesos al edificio Estas actuaciones vienen consideradas como
necesarias en atencién a las circunstancias de cada caso. Especialmente se ha considerado incluir en
el concepto de obras necesarias o de obras de mejora necesarias o exigibles las actuaciones aco-
metidas en edificios en los que se demuestra que durante muchos afios no se ha ejecutado actuacién
alguna de conservacién (SAP Madrid 28-7-05, EDJ 186108; SAP Burgos 14-1-01).

— Rehabilitacién de fachadas Los tribunales vienen considerando que la rehabilitacién de la
fachada, cuando resulta técnicamente exigible, es una obra necesaria cuya aprobacién queda sujeta a
la regla de las mayorias de la LPH art. 16.4. Del mismo modo han considerado igualmente necesarias
las obras complementarias de aplicacién de pintura impermeabilizante en las fachadas cuando asi
se requiera técnicamente (STS 7-4-06, EDJ 53033; SAP Barcelona 31-3-09, EDJ 184823).

(7) Lalegislacién sobre promocién de accesibilidad y supresién de barreras en muy abundante,
ya que hay normativa estatal. Autonémica y local De cualquier forma conviene tener presentes las
siguientes normas generales:

De dmbito general:

* ley 13/1982, de 7 de abril, de Integracién Social de los Minusvdlidos.

* ley 51/2003, de 2 de diciembre, de Igualdad de Oportunidades, no Discriminacién y
Accesibilidad Universal de las Personas con Discapacidad.

* ley 26/2011 de 1 de agosto de adaptacién de la normativa a la Convencién.

Desarrollos legislativos:

* Real Decreto 355/1980, de 25 de enero, sobre Reserva y Situacién de las Viviendas de
Proteccién Oficial destinadas a Minusvdlidos.

* Real Decreto 486/1997, de 14 de abril, por el que se establecen Disposiciones Minimas de
Seguridad y Salud en los Lugares de Trabajo.
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La integracién de las personas discapacitadas exige que puedan disfrutar
de un enforno accesible, con igualdad de condiciones y sin impedimentos
arquitecténicos, lo que supone la adaptacién de los edificios urbanos.

Para hacer efectivo el derecho de la persona con discapacidad de poder
acceder a una vivienda adaptada deben partir del principio de accesibilidad
para todos.

Conforme al art. 148.1.3° de la Constitucién, las comunidades auténomas
pueden asumir competencias en materia de urbanismo y vivienda

La obligacién de suprimir las barreras arquitecténicas afecta a todas las
administraciones, central, autonémica (8) y local, en funcién de las compe-

* Real Decreto 1417/2006, de 1 de diciembre, por el que se establece el Sistema Arbitral
para la Resolucién de Quejas y Reclamaciones en Materia de Igualdad de Oportunidades, no Dis-
criminacién y Accesibilidad por Razén de Discapacidad.

* Real Decreto 505/2007, de 20 de abril, por el que se aprueban las Condiciones de Acce-
sibilidad y no Discriminacién de las Personas con Discapacidad para el Acceso y Utilizacién de los
Espacios Piblicos Urbanizados y Edificaciones.

* Real Decreto 366/2007, de 16 de marzo, por el que se establecen las Condiciones de
Accesibilidad y no Discriminacién de las Personas con Discapacidad en sus Relaciones con la
Administracién General del Estado.

 Orden PRE/446/2008, de 20 de febrero, por la que se determinan las Especificaciones y
Caracteristicas Técnicas de las Condiciones y Criterios de Accesibilidad y no Discriminacién estable-
cidos en el Real Decreto 366/2007, de 16 de marzo.

* Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre, por el que se regulan las Condiciones Bésicas
de Accesibilidad y no Discriminacién para el Acceso y Utilizacién de los Modos de Transporte para
Personas con Discapacidad.

e Orden VIV/561/2010, de 1 de febrero, por la que se desarrolla el Documento Técnico
de Condiciones Bdsicas de Accesibilidad y no Discriminacién para el Acceso y Utilizacién de los
Espacios Piblicos Urbanizados.

* Real Decreto 173/2010, de 19 de febrero, por el que se modifica el Cédigo Técnico de
Edificacién, aprobado por el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, en Materia de Accesibilidad
y no Discriminacién de las Personas con Discapacidad. DB SUA y DB SI.

Régimen sancionador:

* ley 49/2007, de 26 de diciembre, por la que se establece el Régimen de Infracciones y
Sanciones en Materia de Igualdad de Oportunidades, no Discriminacién y Accesibilidad Universal
de las Personas con Discapacidad.

Comunidad de propietarios:

* ley 49/1960, de 21 de julio, sobre Propiedad Horizontal.

* ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos.

* ley 15/1995, de 30 de mayo, sobre Limites del Dominio para Eliminar Barreras Arquitecté-
nicas a las Personas con Discapacidad.

(8) Podriamos citar las siguientes leyes y decretos: L Aragén 3/1997; L Asturias 5/1995;
D Andalucia 72/1992; L Baleares 3/1993; L Canarias 8/1995; L Cantabria 3/1996; L Castilla-la
Mancha 1/1994; L Castilla y Ledn 3/1998; L Cataluia 20/1991 y D Leg Catalufia 6/1994; L C.
Valenciana 1/1998; L Extremadura 6/2002; L Galicia 8/1997; L La Rioja 5/1994; L Madrid 8/1993
y 10/1996; L Murcia 5/1995; LF Navarra 4/1988; L Pais Vasco 20/1997, a las que habria que

afadir un gran nimero de normas reglamentaria de desarrollo.
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tencias transferidas tal y como indica el art. 54 de la ley 13/1982, de 7 de
abril, de integracién social de los minusvalidos.

A nivel internacional hay que tener en cuenta la Convencién Internacional
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facul-
tativo aprobados el 13-12-06 por la Asamblea General de la ONU. Ambos
fueron ratificados en el dmbito de la Unién Europea por Decisién del Consejo
de fecha 24-11-09 y especificamente por Espafia mediante Instrumento de
Ratificacién de 21-4-08, entrando en vigor el dia 3-5-09 (Convencién Nueva
York 3-12-2006).

Se considera minusvdlido (actualmente persona con discapacidad) a toda
persona cuyas posibilidades de integracién educativa, laboral o social se
hallen disminuidas como consecuencia de una deficiencia, previsiblemente
permanente, de cardcter congénito o no, en sus capacidades fisicas, psiqui-
cas o sensoriales, y asi conste legalmente reconocida por la Administracién
competente.

Nuestra legislacién en los articulos 51 a 54 de la ley 13/1982, de 7 de
abril, de integracién social de los minusvdlidos establece que se debe facilitar
su movilidad, el desenvolvimiento normal de sus actividades motrices y su
integracién en el nicleo en que habiten.

Como consecuencia el art. 61 de la ley 13/1982 considera rehabilitacién
de vivienda, las reformas que las personas con discapacidad, por causa de la
misma, tengan que realizar en su vivienda habitual y permanente (9).

Incluso se estipula una reserva legal de un minimo del 3% de viviendas
de proteccién oficial y sociales y de proyectos de viviendas de cualquier otro
cardcter que se construyan, promuevan o subvencionen por las Administracio-
nes pUblicas y demds entidades dependientes o vinculadas al sector pdblico,
con las caracteristicas constructivas suficientes para facilitar el acceso de las
personas con discapacidad y el desenvolvimiento normal de sus actividades
motrices asi como su integracién en el nicleo en que habiten.

El Consejo de Ministros de 25 de julio de 2003 aprobé el «I Plan nacional
de accesibilidad 2004-2012: Por un nuevo paradigma, el Disefio para Todos,
hacia la plena igualdad de oportunidades».

El Plan es sumamente ambicioso y afirma que, su primer objetivo, es
alcanzar plena igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad,
conscientes de que:

(9) También deben quedar incluidos en esta posibilidad los locales. HerrERO DE EGANA OcTAVIO
DE Totepo, F., op. cit, pp. 412-413.
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1. El respeto a la diversidad humana y la equiparacién de derechos de
todas las personas son bases fundamentales de nuestra sociedad.

2. las barreras en el entorno constituyen obstdculos mds graves a la
participacién social que las limitaciones funcionales de las personas.

La ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptacién de la normativa a la
Convencién Internacional sobre Derechos de Personas con discapacidad define
la accesibilidad como la adopcién de las medidas pertinentes para asegurar
el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con
las demés, al entorno fisico, al transporte, la informacién y las comunicaciones,
incluidos los sistemas y las tecnologias de la informacién y las comunicaciones,
y a ofros servicios e instalaciones abiertos al piblico o de uso puiblico, tanto
en zonas urbanas como rurales.

La adaptacién de los espacios comunes a su utilizacién por parte de los
minusvdlidos puede intercalarse a través del procedimiento de la ley 15/1995
de 30 de mayo, sobre limites del dominio sobre inmuebles para eliminar barre-
ras arquitecténicas o través de la LPH. Si el titular o usuario de la vivienda
promueve las obras para salvar las barreras arquitecténicas a través de la ley
15/1995 los gastos de adecuacién de la finca urbana corren de su cargo
y si se realizan en el interior de la vivienda el propietario puede exigir que
el usuario reponga la vivienda al estado anterior cuando finalice el contrato,
segln el art. 7 de dicha ley. El tener que sufragar la totalidad de los gastos
por el discapacitado la hace poco atractiva en los momentos actuales.

En materia de propiedad horizontal, la normativa sobre discapacidad ha
supuesto la modificacién de la LPH en su art. [0 y la supresién del art. 11, con
el objetivo de fomentar las obras de supresién de barreras arquitecténicas, en
linea con leyes como la ley 3/1990, de 21 de junio, por la que se modifica
la LPH para facilitar la adopcién de acuerdos que tengan por finalidad la
adecuada habitabilidad del minusvélido en el edificio de su vivienda, la ley
15/1995, de 30 de mayo, sobre limites del dominio sobre inmuebles para eli-
minar barreras arquitecténicas a personas con discapacidad, la ley 51/2003,
de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminacién y acce-
sibilidad universal de las personas con discapacidad y la L3R.

2. Obras cuyo importe repercutido anualmente no excede de 12
mensualidades ordinarias de gastos comunes

La comunidad de propietarios estd obligada a la realizacién de las obras
necesarias para el adecuado sostenimiento y conservacién del inmueble y de
sus servicios, de modo que retna las debidas condiciones estructurales, de
estanqueidad, habitabilidad, accesibilidad y seguridad.
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Esta obligacién se extiende a las obras de accesibilidad que sean nece-
sarias para un uso de los elementos comunes adecuado a las personas con
discapacidad o mayores de 70 afios que vivan trabajen o presten servicios
voluntarios en el inmueble, o para la instalacién rampas, ascensores u otros
dispositivos mecdnicos y electrénicos que favorezcan su comunicacién con el
exterior, cuyo importe repercutido anualmente no exceda de 12 mensualidades
ordinarias de gastos comunes, una vez descontadas las subvenciones o ayudas
pUblicas, segin el art. 10.1.b) de la LPH.

Si el importe repercutido anualmente de las obras que garanticen la
accesibilidad universal no excede de 12 mensualidades ordinarias de gastos
comunes son obras necesarias y se pueden exigir ante los Tribunales de justicia.
En este punto hay que destacar que hasta la Gltima reforma de la LPH de 16
de junio de 2013 la ley hablaba de importe total y no de importe repercutido
anualmente, lo que constituye una modificacién relevante.

Cualquier propietario aunque no sea discapacitado o mayor de 70 afios,
si_ habita en una comunidad en la que alguno de sus convecinos estd en esta
situacién, puede solicitar que se realice esta obra de supresién de barreras
arquitecténicas al amparo del art. 10.1b de la LPH

Podemos considerar discapacitado a aquella persona a quien se le haya
reconocido por el IMSERSO o por cualquiera de los organismos auténomos
con competencia en la materia, un grado de discapacidad igual o superior

al 33%.

También podemos considerar afectados por una discapacidad en grado
igual o superior al 33% segin el art. 1.2 de la ley 51/2003, de 2 de diciem-
bre, de igualdad de oportunidades, no discriminacién y accesibilidad universal
de las personas con discapacidad, a los pensionistas de la Seguridad Social
que tengan reconocida una pensién de incapacidad permanente en el grado
de total, absoluta o gran invalidez, y a los pensionistas de clases pasivas que
tengan reconocida una pensién de jubilacién o de retiro por incapacidad
permanente para el servicio o inutilidad.

En cuanto a los mayores de 70 afios, el requisito de la edad parece que
opera de manera auténoma a la existencia o no de dificultades fisicas o de
movilidad en la persona beneficiaria de las obras a realizar, pero si el mayor
de 70 afios no presenta problemas de movilidad los demds propietarios podrian
negarse a realizar las obras, ya que segin el art. 17.4 de la LPH ningin pro-
pietario puede exigir nuevas instalaciones, servicios o mejoras no requeridos
para la adecuada conservacién, habitabilidad, seguridad y accesibilidad del
inmueble, segin su naturaleza y caracteristicas .

Hay que destacar que los beneficiarios de las obras deben, inexcusable-
mente, vivir, trabajar o prestar sus servicios de manera altruista o voluntaria en
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la vivienda. El beneficiario puede ser por tanto duefio, usufructuario, arrenda-
tario, empleado o colaborador altruista siempre que viva, trabaje o preste sus
servicios en el inmueble. Como indica la STS de 5 de octubre de 2011 no se
pueden exigir obras por usuarios no habituales del edificio, como pueden ser
los clientes de un establecimiento o los pacientes de una clinica (10).

Segun el art 10.1.0) y b) de la LPH las obras de accesibilidad a realizar
deben ser necesarias (11) para el adecuado mantenimiento y cumplimiento del
deber de conservacién del inmueble y de su servicios o instalaciones comunes,
incluyendo las necesarias para satisfacer los requisitos bésicos de seguridad,
habitabilidad y accesibilidad universal, asi como las condiciones de ornato
derivadas de la imposicién por la Administracién del deber legal de conser-
vacién, y las obras que resulten necesarias para garantizar la accesibilidad
universal y las requeridas a instancia de los propietarios en cuya vivienda o
local vivan, trabajen o presten servicios voluntarios personas con discapacidad
o mayores de setenta afios con el objeto de asegurarles un uso adecuado a
sus necesidades de los elementos comunes, asi como la instalacién de rampas,
ascensores u ofros dispositivos mecdnicos que favorezcan la orientacién o su
comunicacién con el exterior.

3. Obras cuyo importe repercutido anualmente excede de 12
mensualidades ordinarias de gastos comunes

De cualquier forma hay que sefalar que la obligacién de ejecucién de
obras de accesibilidad viene limitada por el expresado importe repercutido
anual de 12 mensualidades ordinarias de gastos comunes, una vez descontadas
las subvenciones o ayudas pdblicas, pero aunque el gasto exceda del referido
importe si se adopta validamente el acuerdo en la realizacién de tales obras,
serd obligatorio, vinculando a la totalidad de propietarios de la comunidad.

No obstante es posible que el discapacitado o mayor de 70 afios pro-
ponga a la comunidad pagar el coste de la obra en lo que exceda de las doce
mensualidades ordinarias. Pues bien, en el caso de que el exceso del importe
repercutido anualmente de 12 mensualidades ordinarias de gastos comunes
lo asuman quienes han requerido las obras, estas siguen siendo obligatorias

a tenor del art. 10.1b de la LPH.

(10) STS 5-10-11, EDJ 270371.

(11)  Podemos citar como obras de accesibilidad la instalacién de ascensores y elevadores, la
modificacién de la anchura de entrada de ascensores y elevadores que permita la entrada y manejo
de silla de ruedas, la modificacién de portal y escalera , las rampas de acceso, la modificacién de
interfonos, sistemas de video, y sensores de luz para ponerlos a una altura determinada.
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Por lo tanto en lo que se refiere a la mayoria exigible para realizar este
tipo de obras si se trata de establecer servicio de ascensor ex novo, a mi
parecer se puede recurrir a dos vias (12):

1° La via del art. 17.2 de la LPH de supresién de barreras arquitecténicas
que exige voto favorable de mayoria de los propietarios que a su vez repre-
senten la mayoria de las cuotas de participacién.

Hasta ahora el TS consideraba que cualquier acuerdo vinculado con la
instalacién del ascensor requeria de la misma mayoria prevista para el acuerdo
principal, aunque implicara modificacién del titulo constitutivo, o de los estatutos
(ver STS de 13-9-2010 (13)). Pero creo que es posible distinguir las mayo-
rias requeridas para ofras cuestiones de la exigida para la instalacién de un
ascensor, aunque sean objeto de un mismo acuerdo, ya que la LPH establece
reglas claras y especificas para el caso de instalacién de ascensor. Es mds el
TS (14)viene declarando de forma reiterada que la instalacién de un ascensor
en una comunidad de vecinos que carece de este servicio, considerado como
de interés general, permite la constitucién de una servidumbre, con el oportuno
resarcimiento de dafos y perjuicios, incluso cuando suponga la ocupacién
de parte de un espacio privativo, siempre que concurran las mayorias exigi-
das legalmente para la adopcién de tal acuerdo, sin que resulte preceptivo
el consentimiento del copropietario directamente afectado, y cuando que el
gravamen impuesto no suponga una pérdida de habitabilidad y funcionalidad
del espacio privativo.

2°La via del art. 10.1.b) de la LPH que antes hemos comentado siempre que
el importe repercutido anualmente, una vez descontadas las subvenciones o ayu-
das pdblicas, no exceda de 12 mensualidades ordinarias de gastos comunes.

Los acuerdos adoptados por ambas vias obligan a todos los propietarios,
segln los articulos 17.2 y 10.1.b) de la LPH.

No hay que olvidar que la aprobacién de este tipo de acuerdos debe ir
necesariamente precedida de su inclusién en el orden del dia de la convocatoria
de la junta de propietarios. A este respecto es importante fijar un orden del

(12) A favor de la posibilidad de recurrir al art. 17.1¢, parrafo 3° de la LPH cuando se trata
de la instalacién de un ascensor, basédndose en que supone supresién de barrera arquitecténica
podemos nombrar las STS de 18-12-2008, SAP de Mdlaga de 26-7-2004, SAP de Madrid de
13-7-2004, SAP de Valencia de 13-1-2013 y SAP de Madrid de 13-7-2004 en Sepin, Propiedad
Horizontal, 2° trimestre 2011, n° 309 pp. 60-62, 66-68 y 75.

En contra de la posibilidad de recurrir al art. 17.1°, pérrafo 3 y afirmando que corresponde
aplicar el art. 17.1°, pérrafo 2 de la LPH la SAP de Burgos de 18-1-2001 y la SAP de Valencia de
11-3-2002 en Sepin, Propiedad Horizontal, 2° trimestre 2011, n° 309, pp. 60 y 69.

(13) STS de 13-92010, EDJ 206771.

(14) STS de 10-10-11, EDJ 242199 y STS de 22-12-10, EDJ 298174.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 109-146 135



CARLOS LALANA DEL CASTILLO

dia preciso en las convocatorias de las juntas de propietarios que contenga
una relacién de todos los asuntos a tratar en ésta, ya que serd determinante
para la validez de los acuerdos que se adopten.

Pero los acuerdos validamente adoptados obligan a todos los propietarios,
incluidos los disidentes y los ausentes debidamente citados, lo que representa
la obligacién por igual de contribuir de todos y cada uno de los propietarios
a los gastos que se deriven de dichas obras, segun el art. 9.1.e) de la LPH.

Si la junta de propietarios deniega la autorizacién para la ejecucién de
las obras, el acuerdo se puede impugnar ante los tribunales por los cauces
del juicio ordinario (art. 249.1° y 8° LEC), segin al art. 18.1.a), b) y ¢)
de la LPH, cuando sea contrario a la ley o a los estatutos de la comunidad
de propietarios, cuando suponga un grave perjuicio para la comunidad en
beneficio de uno o varios conduefos o cuando suponga un grave perjuicio
para algldn propietario que no tenga la obligacién juridica de soportarlo,
debiéndose fundamentar la impugnacién en la necesidad de las obras y en su
adecuado vy justo coste, para lo que es recomendable que en la junta donde
se expongan se aporte un proyecto técnico detallado de las obras a realizar
y de la necesidad de las mismas en relacién con la naturaleza y grado de
discapacidad del beneficiario.

4. Obras de adaptaciéon de vivienda arrendada

Si se trata de obras de adaptacién en viviendas arrendadas hay que tener
en cuenta el art. 24.1 LAU. La ley 15/1995, sobre limites del dominio sobre
inmuebles para eliminar barreras arquitecténicas a las personas con discapaci-
dad o movilidad reducida, exceptia expresamente de su dmbito de aplicacién
en su art. 2.3 las obras de adecuacién del interior de la vivienda instadas
por los arrendatarios de las mismas que tengan la condicién de persona con
discapacidad o que convivan con personas que ostenten dicha condicién.

La ley 29/1994 establece que el arrendatario podré realizar en la
vivienda las obras que sean necesarias para adecuar ésta a su condicién
de persona con discapacidad o a la de su cényuge o de la persona con
quien conviva de forma permanente en andloga relacién de afectividad, con
independencia de su orientacién sexual, o a la de los familiares que con él
convivan. También pueden solicitar la realizacién de las obras de adecuacién
quienes, aun no teniendo la condicién de personas con discapacidad, sean
mayores de 70 afos.

Pero el arrendatario estd obligado, al término del contrato, a reponer
la vivienda al estado anterior, si asi lo exige el arrendador, salvo pacto en
contrario.
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Estas obras de adecuacién en el interior de las viviendas ocupadas por
personas con discapacidad en régimen de arrendamiento deben ser propor-
cionales a la naturaleza y grado de discapacidad del arrendatario o de los
familiares que con el convivan.

Son obras frecuentes:
— la instalacién de accesorios en el bafio y aseos.

— la instalacién de montacargas y elevadores paralelos a las escaleras
interiores (dUplex, casas unifamiliares).

— reformas en las alturas de los muebles y accesorios de cocina.

— ampliacién de los accesos y salidas por las puertas que permitan la
movilidad de sillas de ruedas;

— sustitucién del mobiliario por otro mds acorde a las limitaciones fun-
cionales del usuario;

— eliminacién de obstéculos en los accesos a las plazas de garaje.

Pero tal y como sefiala el art. 23.1 de la LAU en ningin caso las obras deben
provocar una disminucién en la estabilidad o seguridad de la vivienda.

Ademds segin la disposicién adicional 9° de la LAU es indispensable
que el arrendatario, su cényuge o la persona en relacién de afectividad o
familiares con quienes conviva, tengan el reconocimiento de su discapacidad y
del grado de la misma, de acuerdo con la normativa vigente, por los centros y
servicios de las Administraciones publicas competentes —IMSERSO u érganos
competentes de las comunidades auténomas.

Aunque no se exige un grado de discapacidad determinado; si es nece-
sario el minimo legal situado en el 33%. Tampoco se exige que derive de una
concreta discapacidad, por lo que puede ser de naturaleza fisica, sensorial
o psiquica.

No obstante podria defenderse que la declaracién de discapacidad no es
imprescindible para ejecutar aquellas obras inaplazables o urgentes, siempre y
cuando posteriormente pueda obtenerse y acreditarse la misma. Podria bastar
de forma provisional una mera certificacién expedida por un facultativo o la
acreditacién a través de la correspondiente prueba pericial, e incluso la propia
apreciacién de las mermadas facultades deambulatorias llevada a cabo por
el juzgado de instancia, pero el arrendatario deberia preocuparse de obtener
después el reconocimiento legal de su discapacidad.

Debe notificarse al arrendador la préxima realizacién de las obras, expli-
cando detalladamente cuédles van a ser estas junto con la certificacién que
acredite la discapacidad y grado del arrendatario, cényuge o persona con
quien conviva.
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Aunque no se exige para la realizacién de estas obras de adaptacién
interior el consentimiento del arrendador, es conveniente recabarlo, puesto que
el arrendador puede resolver el contrato de arrendamiento si se realizan dafios
causados dolosamente en la finca segin el art. 27.2.d) de la LAU.

Si el arrendador se niega de forma infundada o sin justificacién a que
se realicen obras en la vivienda destinadas a adecuar su interior en razén de
la discapacidad del usuario, el arrendatario puede exigir mediante demanda
judicial la autorizacién de las mismas o, en su defecto, promover la resolucién
del contrato por incumplimiento de las obligaciones que al respecto incumbe
al arrendador, segin el art. 27.1 de la LAU.

La facultad de adaptacién de la vivienda por el arrendatario es de apli-
cacién tanto a los contratos suscritos con anterioridad como con posterioridad
al 9 de mayo de 1985 segin la disposicién transitoria.1%.1 y 2°.A.2 de la
ley 29/1994.

Es juez competente el de primera instancia del lugar en que se halle la finca,
sin que quepa pactar ofra sumisién distinta en contrato por mandato del art. 38
de la ley 29/1994de 24 de noviembre de arrendamientos urbanos y del art.
52.1.7° de la LEC. El procedimiento a seguir segin el art. 249.1.6 de la LEC
serd el del juicio ordinario, tanto si se discute la realizacién de obras necesarias
de adecuacién, como la reposicién de la vivienda a su estado anterior, una vez
finalizado el contrato de arrendamiento, o la resolucién del contrato por obras
inconsentidas o por la negativa del arrendador a su realizacién.

También puede pedirse la supresién de barreras arquitecténicas a través
del procedimiento fijado por la ley 15/1995, de 30 de mayo, sobre limites
del dominio sobre inmuebles para eliminar barreras arquitecténicas a las per-
sonas con discapacidad, aunque no conviene dado que segin dicha norma
los gastos corren de cuenta del discapacitado que pide eliminar la barrera
arquitecténica (art. 7 de la Ley 15/1995).

IV. OBRAS DE REHABI’LITACIéN EN LOS ELEMENTOS COMUNES
CONFORME AL ARTICULO 17.2 DE LA LPH (MEJORAS), Y OBRAS
CONFORME AL ART 10.1B DE LA LPH (OBRAS NECESARIAS)

No cabe duda que el régimen juridico de las obras de mejora es diferente
al de las obras necesarias, también llamadas por algunos autores como de
mejora no suntuaria. Las obras necesarias tratan de mantener en buen estado
de conservacién de la vivienda e instalaciones privativas, o el que exija el
inmueble para su adecuado sostenimiento y conservacién de forma que redna
las debidas condiciones estructurales, de estanqueidad, habitabilidad, acce-

sibilidad y seguridad.
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También son obras necesarias aquellas que facilitan el acceso a los dis-
capacitados o mayores de 70 afios que viven, trabajan o prestan sus servicios
altruistas o voluntarios en el inmueble, y las de instalacién de dispositivos
mecdnicos y electrénicos que favorezcan su comunicacién con el exterior,
siempre que el importe repercutido anualmente, una vez descontadas las sub-
venciones o ayudas publicas, no exceda de 12 mensualidades ordinarias de
gastos comunes segln establecen el art. 10.1.b) de la LPH y ofras leyes como
la 15/1995, de 30 de mayo, sobre limites del dominio sobre inmuebles para
eliminar barreras arquitecténicas a personas con discapacidad, la 51/2003,
de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminacién y acce-
sibilidad universal de las personas con discapacidad. y la 26/2011, de 1 de
agosto, de adaptacién de la normativa a la Convencién Internacional sobre
Derechos de Personas con discapacidad. Pero si su importe repercutido anual-
mente, una vez descontadas las subvenciones o ayudas publicas, excede de
12 mensualidades necesitan para su aprobacién de la mayoria establecida

en el art. 17.2 de la LPH.

Precisamente porque las obras de mejora no son necesarias la LPH
indica en el art. 17.4 que ningln propietario podrd exigir nuevas instala-
ciones, servicios o mejoras no requeridos para la adecuada conservacién,
habitabilidad, seguridad y accesibilidad del inmueble, segin su naturaleza
y caracteristicas.

Por ello, el art 17.4 de la LPH estipula que cuando se adopten vélidamente
acuerdos por el voto favorable de las tres quintas partes de propietarios que a
su vez representen las tres quintas partes de las cuotas de participacién, para
realizar innovaciones no exigibles (es decir de mejora) cuya cuota de instalacién
exceda del importe de tres mensualidades ordinarias de gastos comunes, el
disidente no resultard obligado, ni se modificard su cuota, incluso en el caso de
que no pueda privérsele de la mejora o ventaja. Por el contrario, si el disidente
desea, en cualquier tiempo, participar de las ventajas de la innovacién, habré
de abonar su cuota en los gastos de realizacién y mantenimiento, debidamente
actualizados mediante la aplicacién del correspondiente interés legal.

Si se trata de realizar obras de accesibilidad en los elementos comunes
para discapacitados o mayores de 70 afios, cuyo importe repercutido anual-
mente, una vez descontadas las subvenciones o ayudas piblicas exceda de 12
mensualidades ordinarias de gastos comunes podemos preguntarnos qué tipo
de mayoria se necesita para adoptar validamente el acuerdo de realizacién
de obras de accesibilidad.

El propio art. 17.2 de la LPH exige para este tipo de obras el voto favora-
ble de la mayoria de propietarios que, a su vez, representen la mayoria de las
cuotas de participacién si se refiere a la supresién de barreras arquitecténicas
o establecimiento del servicio de ascensor.
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Hay que destacar que cuando se trata del establecimiento o supresién de
otros servicios (aunque evidentemente la supresién no es una mejora) como
los de porteria, conserjeria, vigilancia u ofros servicios comunes de interés
general, el art 17.3 de la LPH exige el voto favorable de la mayoria de las
tres quintas partes de los propietarios que, a su vez, representen las tres
quintas partes de las cuotas de participacién. Pero este tipo de obras no son
de rehabilitacion.

En mi opinién la utilizacién del art. 17.2 de la LPH (obra de mejora) es la
via que tiene quien quiere establecer un servicio de ascensor u ofros servicios
comunes que tengan por finalidad la supresién de barreras arquitecténicas
si no es discapacitado ni tiene mds de 70 afos. Pero si un discapacitado o
un mayor 70 afios quiere eliminar una barrera arquitecténica instalando por
ejemplo un ascensor le conviene acogerse a la via del art.10.1.b) siempre que
su importe repercutido anualmente, una vez descontadas las subvenciones o
ayudas piblicas, no exceda de 12 mensualidades ordinarias de gastos comu-
nes, ya que entonces se frata de una obra necesaria que obliga a llevarla a
cabo a la comunidad de propietarios (15).

La LPH no establece diferencia alguna entre tipos de mejoras, pero puede
tratarse de obras de rehabilitacién que sean mejoras (16) debido a la instala-

(15) En apoyo de esta opinién por la que la instalacién de un ascensor para un discapacitado
o mayor de 70 afios es obra necesaria y requiere Unicamente de la mayoria del art. 17.1°, pérrafo
3° de la LPH se puede citar abundante jurisprudencia.. Véase las SAP de Valladolid de 16-10-2008,
SAP de Vizcaya de 22-3-2006, SAP de Alicante de 30-11-2005, SAP de Alava de 21-10-2004, SAP
de Madrid de 8-7-2009, SAP de Zaragoza de 17-6-2009, SAP de Zaragoza de 28-6-2009, SAP de
Valencia de 28-1-2009, SAP de Cantabria de 20-2-2008 y SAP de Madrid de 18-2-2008, en Sepin,
Propiedad Horizontal, 2° trimestre 2011, n° 309, pp. 74, 80, 91, 106-109, 115y 121. Por el contrario
considera que la instalacién de un ascensor es una mejora la STS de 21-10-2008, en Sepin, Propiedad
Horizontal, 2° trimestre 2011, n° 309, p. 103.

(16) Son casos de obras de mejora segin los Tribunales de Justicia, tal y como indica EcHe-
VARRIA SUMMERS en Memento Propiedad Horizontal 2012-2013, pp. 174-176, las siguientes:

— La colocacién de una nueva puerta de entrada, la instalacién de puertas en el cuarto de
contadores y de basuras, la colocacién de peldafios de granito en las escaleras en sustitucién de
los anteriormente existentes (SAP Madrid 11-4-07, EDJ 87703).

— La colocacién de una pista deportiva de paddle, siempre que su ubicacién no afecte a la
seguridad de la comunidad, ni a algin propietario concreto (SAP Madrid 11-5-06).

— Los tribunales han calificado como mejoras suntuarias, la colocacién de mérmol en los
accesos o la colocacién de granito rosa en la fachada (SAP Madrid 11-4-07, EDJ 87703; ver, en
contra, AP Madrid 28-7-05, EDJ 186108).

— En relacién con la sustitucién de materiales o instalaciones, aunque no sean iguales que los
originales, no necesariamente viene a constituir una mejora. De hecho, los tribunales vienen reco-
nociendo la facultad de las comunidades de introducir cambios en los materiales de los elementos
comunes, conforme a las practicas o avances constructivos existentes en cada momento, ya que
resulta dificil exigir el mantenimiento de los materiales iniciales cuando los mismos han quedado
en desuso u obsoletos. Por dicha razén, el cambio de materiales sélo serd calificable como mejora
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de lujo o recreo en los casos en que el material Instalado resulte desproporcionado en relacién a
las condiciones del inmueble y a la existencia de otras alternativas menos costosas (AP La Rioja
8-5-06, EDJ 66707).

— Como mejora suntuaria se ha calificado, por ejemplo, la instalacién de una piscina en la
zona comunitaria, actuacién que en todo caso requiere de la aprobacién por unanimidad de los
propietarios (AP Castellén 12-12-02).

— El Tribunal Supremo ha manejado en ocasiones el término innovacién como sinénimo de
mejora, si bien en ocasiones la innovacién puede resultar necesaria para el adecuado uso y disfrute del
edificio, supuesto este en el que pasard a estar englobada, no entre las obras de mejora sino entre las
obras necesarias. Sefiala el alto tribunal que son innovaciones todas aquellas obras que provocan un
cambio en la estructura, sustancia, forma o destino del edificio, sus elementos o servicios comunes.

Dentro del concepto general de innovaciones cabe establecer una distincién entre:

_ las innovaciones exigibles, que son aquellas que alterando, bien de hecho bien de derecho,
la situacién preexistente del inmueble, van dirigidas a lograr las adecuadas condiciones de habita-
bilidad del edificio y

— las no exigibles, que son aquellas que, sin venir exigidas para la adecuada conservacién y
habitabilidad del inmueble, se encuentran dirigidas a obtener un més cémodo uso y disfrute del mismo
por parte de todos los propietarios de usos y locales. Dentro de estas Gltimas no encontraremos, a
su vez, con las innovaciones o mejoras no suntuarias, que son aquellas cuyo importe de instalacién
no supera el importe equivalente a tres mensualidades de gastos comunes, o, lo que es lo mismo, el
25% del presupuesto anual y las innovaciones o mejoras suntuarias, que son aquellas cuyo importe de
instalacién supera dicho importe (SAP Madrid 30-1-08, EDJ 15748). Dentro de la primera categoria
se encontraria, por ejemplo, la construccién de un aparcamiento en el subsuelo del jardin comunitario
a fin de solucionar el importante problema de la escasez de plazas de aparcamiento que existe en
el edificio (STS 14-7-92, EDJ 7832).

Dentro del concepto de innovacién o mejora exigible los tribunales han incluido también el
supuesto de ejecucién de obras de apertura de puertas y sustitucién del cercado orientadas a faci-
litar el acceso y movilidad por el edificio, asi como la seguridad del mismo (AP Madrid 30-1-08,
EDJ 15748).

Como innovacién exigible han calificado también nuestros tribunales la instalacién de un portero
automdtico, al ser una mejora de la comunicacién exterior del edificio, especialmente en los casos
en los que en el edificio viven personas de elevada edad, ya que, lo que para personas jévenes
puede resultar un puede resultar irrelevante o un mera mejora en términos de comodidad, para las
personas mayores constituye un auténtico trastorno tener que desplazarse para abrir la puerta de
acceso (AP Guipizcoa 23-5-06, EDJ 398498).

También como innovacién exigible se ha calificado el supuesto de desvio de las canalizaciones
de aguas pluviales en previsién de evitar problemas de humedades a los propietarios de las fincas
colindantes con las ferrazas o cubiertas comunitarias, siempre que asi se acredite técnicamente (SAP
Lugo 7-9-05).

La misma solucién han aplicado los tribunales a determinadas actuaciones ejecutadas en facha—
1698 da y cubiertas de los edificios bajo el argumento de que resultan exigibles aquellos servicios o
aquellas obras que tengan por misién una mejora de las condiciones de habitabilidad del inmueble
segin su rango y condicién; es decir, las obras y servicios que supongan una elevacién de tales
condiciones, haciendo mds beneficioso a la comunidad el uso y disfrute de las cosas o elementos
comunes (pues por habitabilidad debe entenderse la forma de vivir), y que vengan justificados por
el mantenimiento del rango del inmueble, lo que supone atenerse a las particulares circunstancias
del edificio, con indubitada exclusién de los que sean suntuarios o de lujo (AP Barcelona 6-3-00,
EDJ 19862).

Ofros ejemplos de mejoras exigibles son los referentes a la colocacién de cierres o vallados
exteriores, incluso de mamposteria, con puertas correderas mecanizadas para el acceso y vehiculos
y puertas manuales para peatones, con la finalidad de garantizar la seguridad de la finca y evitar
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cién de nuevos servicios o porque aumenten la habitabilidad, accesibilidad o
seguridad del inmueble o sustituyan instalaciones obsoletas. No nos interesan
las puras mejoras estéticas porque no podrian ser consideradas como obras
de rehabilitacién, salvo que las haya exigido la Administracién como parte
del deber legal de conservacién, en cuyo caso serdn obras necesarias a tenor
del art 10.1a de la LPH.

Pero incluso la infraestructura de la TDT en un inmueble tiene un interés
general para la comunidad y afecta directamente el concepto de habitabilidad
para la SAP de Badajoz de 20 de marzo de 2009 (17), por lo que el Tribu-
nal la considera como una innovacién tecnolégica necesaria (obra necesaria)
que mejora la habitabilidad del inmueble, «ya que el entorno digital se esté
convirtiendo en una condicién necesaria de funcionalidad y habitabilidad de
los inmuebles, no en algo suntuario o de lo cual se pueda prescindir».

V. INSTALACION DE INFRAESTRUCTURAS PARA ACCEDER A LOS
SERVICIOS DE TELECOMUNICACION

Segun el art. 1, apartados 2 y 3 del RDL 1/1998 los sistemas de teleco-
municacién y las redes, que existan o se instalen en los edificios deben cumplir,
como minimo, las siguientes funciones:

a. La captacién y la adaptacién de las sefales de radiodifusién sonora y
televisién terrestre tanto analégica como digital, y su distribucién hasta puntos de
conexién situados en las distintas viviendas o locales del edificio, y la distribucién
de las sefiales de television y radiodifusién sonora por satélite hasta los citados
puntos de conexién. Las sefiales de radiodifusién sonora y de televisién terrestre

el acceso a personas extrafias. Todo ello siempre que no se acredite que ocasiona un perjuicio o’
quebranto cierfo a alguno de los propietarios existentes (TS 19-11-96 y 31-3-95; AP Cérdoba 7-11-03,
EDJ 169859; AP Cantabria 17-1-01; AP Toledo 13-10-98, EDJ 27385; AP Alicante 21-7-97).

Dentro de esta categoria se sitian igualmente todos los supuestos de modificacién de los sistemas
de calefaccién que no vengan exigidos por la normativa vigente, ya que en dicho caso se trataria
de obras necesarias, y se ajusten a las circunstancias del edificio en cuestién. Asi ha ocurrido, por
ejemplo, con el cambio del sistema de calefaccién de carbén a gas (AP Madrid 7-11-00). « Exigible
es, igualmente, la ejecucién de la mejora consistente en la colocacién de aislamiento térmico cuando
anteriormente no existia y el mismo viene aconsejado por la aparicién de humedades en el inferior
de las viviendas (AP Navarra 14-2-01).

Mds ejemplos de mejoras o innovaciones exigibles lo encontramos en la renovacién de las
redes de abastecimiento y saneamiento, cuando resulten incuestionables las ventajas que reporta la
instalacién de un moderno sistema de aguas implica una mejora del servicio de las mismas, incluso
aunque sélo ello pudiera ser valorado respecto a la proyeccién de futuro del servicio, atajando’ los
problemas que pudieran devenir, dada la antigiedad del equipo existente y vista la vocacién de
perpetuidad y utilidad de dichas instalaciones (AP Navarra 14-3-00).

(17) SAP Badajoz de 20-3-09, ED) 63637.
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susceptibles de ser captadas, adaptadas y distribuidas, serdn las difundidas, dentro
del dmbito territorial correspondiente, por las entidades habilitadas.

b. Proporcionar acceso al servicio telefénico bdsico y al servicio de teleco-
municaciones por cable, mediante la infraestructura necesaria para permitir la
conexién de las distintas viviendas, locales o del propio edificio a las redes de
los operadores habilitados.

c. También tendrd la consideracién de infraestructura comin de acceso a
los servicios de telecomunicacién la que, no cumpliendo inicialmente las funciones
indicadas en los apartados anteriores, hayan sido adaptada para cumplirlas. La
adaptacién podré llevarse a cabo, en la medida en que resulte indispensable,
mediante la construccién de una infraestructura adicional a la preexistente.

Esta normativa afecta a todo tipo de viviendas y supone una ventaja
para las personas con discapacidad al favorecer, fomentar y hacer posible el
acceso y uso de los nuevos medios de comunicacién e informacién de forma
que mejoran su seguridad y comunicacién a través de las telecomunicaciones
por cable y la televisién por satélite.

La regulacién de las infraestructuras comunes de telecomunicaciones se
contiene en las siguientes disposiciones legales:

— RDL 1/1998, sobre infraestructuras comunes en los edificios para el
acceso a los servicios de telecomunicacién.

— ley 8/1999, de reforma de la LPH, por la que se establecié las
condiciones en que las juntas de propietarios pueden acordar la instalacién
de una infraestructura comdn de telecomunicaciones, en los edificios que no
dispongan de ella y las definié como elementos comunes.

— LOE, por la que se modificé la definicién del dmbito de aplicacién
del RDL 1/1998 y se establecid, como requisito bdsico de funcionalidad de
todos los edificios, el acceso a los servicios de telecomunicacién, audiovisuales
y de informacién.

— RD 401/2003, por el que se aprueba el Reglamento regulador de las
Infraestructuras Comunes de Telecomunicaciones y la actividad de instalacién
de equipos y sistemas de telecomunicaciones, y actualizé las disposiciones que
regulaban y desarrollaban los aspectos legales y técnicos correspondientes al
proyecto, instalacién y certificacién de dichas infraestructuras y definié al inge-
niero de telecomunicacién corno técnico titulado competente en esta materia.

— OM CTE/1296/2003, que desarrolla el RD 401/2003, estableciendo
las condiciones para la ejecucién y tramitacién de los proyectos, boletines
de instalacién, protocolos de pruebas y certificaciones de fin de obra de las
infraestructuras comunes de telecomunicaciones.

— Ley 51/2003, de igualdad de oportunidades, no discriminacién y acce-
sibilidad universal de las personas con discapacidad, por la que se modifica
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en su disposicién adicional3°.3 el art.17.2 de la LPH, relativo a las mayorias
necesarias para la adopcién de los acuerdos relativos a las ICT en el seno de
las comunidades de propietarios.

— ley 10/2005, de Medidas Urgentes para el Impulso de la Televisién
Digital Terrestre, de Liberalizacién de la Televisién por Cable y de Fomento
del Pluralismo, que modifica el RDL 1/1998, y establece la definicién de las
infraestructuras comunes de telecomunicaciones, sus funciones y la condicién
de que los proyectos y certificaciones de fin de obra deben estar firmados por
un ingeniero de telecomunicacién.

— OMITC/1077 /2006, por la que se establece el procedimiento a seguir
en las instalaciones colectivas de recepcién de televisién en el proceso de su
adecuacién para la recepcién de la television digital terrestre y se modifican
determinados aspectos administrativos y técnicos de las infraestructuras comunes
de telecomunicacién en el interior de los edificios.

Se establece el derecho de los copropietarios de viviendas a realizar
las obras necesarias para acceder a los servicios de telecomunicaciones que
pueden ofrecer las operadoras que se encuentran legalmente habilitadas por
contar con licencia de la Administracién segin el art. 9 del RDL 1/1998 vigente
segUn la disposicién adicional 11 de la ley 11/1998.

Cualquier copropietario de un edificio en régimen de propiedad hori-
zontal o, en su caso, cualquier arrendatario de todo o parte de un edificio
tendran derecho a su costa, y, en caso de que no exista infraestructura comin
en el mismo, a instalar ésta. Tal y como indica la SAP de Pontevedra de 4 de
noviembre de 2002 las obras pueden afectar tanto a elementos privativos como
comunes por lo que deben comunicarse al presidente de la comunidad o en
su caso, al propietario del edificio la descripcién de la obra a realizar y los
elementos del edificio a que afectaria para que la comunidad o el propietario
del edificio pueden, en el plazo de 15 dias, oponerse a la realizacién de
las mismas (porque menoscaben la infraestructura del edificio o interfieran o
modifiquen las sefiales correspondientes a servicios que previamente hubieran
contratado otros usuarios, o porque exista ya infraestructura o se vaya a rea-
lizar o adaptar la misma en el plazo de tres meses desde la comunicacién) u
oponerse al concreto tipo de obra a realizar por suponer un innecesario dafio
estético al piso o local o al edificio evitable con la realizacién de la obra a
través de elementos o en forma distinta a la proyectada pues, de admitirse, la
produccién de dafios estéticos innecesarios, se estaria ante una situacién de
abuso de derecho (18).

(18) SAP Pontevedra de 4-11-02, EDJ 71306 .
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La mayoria necesaria para la adopcién de los acuerdos relativos a las
infraestructuras comunes de telecomunicaciones en el seno de las comunidades
de propietarios, experimenté una importante modificacién a raiz de la apro-
bacién de la Ley 51/2003, de igualdad de oportunidades, no discriminacién
y accesibilidad universal de las personas con discapacidad que modificé el
antiguo art. 17.2 de la LPH, hoy art. 17.1 de la LPH, para garantizar el derecho
a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad

A tenor del art. 17.1 de la LPH la instalacién de infraestructuras comunes
para el acceso a los servicios de telecomunicacién o la adaptacién de los
existentes, asi como la instalacién, de sistemas comunes o privativos de apro-
vechamiento de la energia solar, o bien de las infraestructuras necesarias para
acceder a nuevos suministros energéticos colectivos, se somete al acuerdo, a
peticién de cualquier propietario, de un fercio de los integrantes de la comu-
nidad que representen, a su vez, un tercio de las cuotas de participacién.

La comunidad no podrd repercutir el coste de la instalacién o adaptacién
de dichas infraestructuras comunes, ni los derivados de su conservacién y
mantenimiento posterior, sobre aquellos propietarios que no hubiesen votado
expresamente en la junta a favor del acuerdo.

No obstante si con posterioridad solicitasen el acceso a los servicios de
telecomunicaciones o a los suministros energéticos, y ello requiera aprovechar
las nuevas infraestructuras o las adaptaciones realizadas en las preexistentes,
podré autorizdrseles siempre que abonen el importe que les hubiera correspon-
dido, debidamente actualizado, aplicando el correspondiente interés legal.

Y la nueva infraestructura instalada tendrd la consideracién de elemento
comdn, tal y como establece el art. 17.1, pdrrafo 3 de la LPH.
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REGIMEN JURIDICO DE LA PROTI%CCION
PUBLICA A LA REHABILITACION

FELIPE IGLESIAS GONZALEZ

SUMARIO: I. ORIGEN Y EVOLUCION NORMATIVA DE LA PROTECCION PUBLICA
A LA REHABILITACION.- II. TIPOLOGIA DE LA REGULACION DE LA PROTECCION
DE LA REHABILITACION EN EL MARCO DE COMPETENCIAS EN MATERIA DE REHA-
BILITACION.— 1ll. REGIMEN JURIDICO DE LAS VIVIENDAS CON REHABILITACION
PROTEGIDA.

RESUMEN: Se analiza el origen y evolucién normativa de la proteccién piblica a la
rehabilitacién de viviendas en Espafia, poniendo énfasis en el RD 2329/1983 que es la
norma que ha marcado el camino de la proteccién piblica a la rehabilitacién en nuestro
pais. Asimismo, se estudia la tipologia de la proteccién a la rehabilitacién, para concluir
con el andlisis del régimen juridico de las viviendas con rehabilitacién protegida.

Palabras clave: proteccién piblica a la rehabilitacién de las viviendas.

ABSTRACT: We analyze the origin and evolution rules of public protection to hous-
ing rehabilitation in Spain, emphasizing the RD 2329/1983 which is the standard that
has led the way for public protection to rehabilitation in our country. It also examines
the type of protection to rehabilitation, to conclude the analysis of the legal regulation
of building rehabilitation.

Key words: public housing; building rehabilitation.

I. ORIGEN Y EVOI.UCI(:)N NORMATIVA DE LA PROTECCION PUBLICA
A LA REHABILITACION

La primera y tardia (1) regulacién de las actuaciones de rehabilitacién
como objeto de la proteccién puiblica se encuentra en el Real Decreto-ley

(1) A estos efectos, el preédmbulo del Real Decreto 726/1993, de 14 de mayo, ha reconocido
que «la politica de ayuda a la rehabilitacién tiene en Espafia —a diferencia de lo que sucede en ofros
paises de la CEE— una corta tradicién». Se puede contrastar esta tardia regulacién en comparacién
con ofros paises europeos en: Ministerio de Obras Piblicas, Transporte y Medio Ambiente (1995):
Andlisis comparado de algunos paises de la Unién Europea (Alemania, Bélgica, Dinamarca, Francia,
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12/1980, de 26 de septiembre, para impulsar las actuaciones del Estado en
materia de viviendas y suelo, que establecia que «la proteccién oficial en mate-
ria de vivienda» se extendia a la «rehabilitacién de viviendas existentes» (2).
De esta forma, se pretende ampliar el objeto de la proteccién piblica a la
vivienda que, hasta ese momento, se limitaba al siguiente objeto definido en
el articulo 2 del Real Decreto 3148/1978 (3):

a) A los locales de negocio situados en los inmuebles destinados a
vivienda, siempre que su superficie Util no exceda del 30 por 100 de
la superficie dtil total.

b) A los talleres de artesanos y los anejos de las viviendas de labradores,
ganaderos y pescadores, cuyo presupuesto de ejecucién material no
exceda de la mitad del importe del mismo presupuesto de las viviendas
ni el coste de ejecucién material del metro cuadrado de superficie il
exceda del de la vivienda.

c) A las edificaciones, instalaciones y servicios complementarios para
fines religiosos, culturales, comerciales, sanitarios, asistenciales, depor-
tivos, administrativos, politicos, recreativos y, en general, todas aque-
llas obras destinadas a equipamiento social, siempre que formen parte
de nicleos de poblacién constituidos al menos en un cincuenta por
ciento por viviendas de proteccién oficial.

d) A los terrenos y obras de urbanizacién necesarios para llevar a cabo
la construccién, de acuerdo con las normas, planes parciales y orde-
nanzas que sean aplicables.

La ampliacién de la proteccién publica a la rehabilitacién de viviendas se
encuentra intimamente vinculada a la politica econémica, pretendiéndose con
ello fundamentalmente fomentar la creacién de empleo. Este objeto econédmico
se deduce abiertamente del propio predmbulo del RDL 12/1980 afirmdndose
que se prefende con la norma una mayor «actuacién en las zonas de mayor
desempleo». También se deduce abiertamente la relevancia econémica de
la extensién de la proteccién piblica a la rehabilitacién de viviendas en el
debate parlamentario de la convalidacién del RDL 12/1980, afirmando en

ltalia y Portugal), Madrid, pp. 93 y ss. Otra concluyente referencia se encuentra en MACLENNAN,
DUNCAN (1987): «Nuevas funciones para las viviendas antiguas: Una década de experiencia euro-
pea», en Revista Espaiola de Financiacién a la Vivienda, nom. 2, pp. 13y ss.

(2) Este precepto también extiende la proteccién piblica a la vivienda a los siguientes elemen-
tos: i) Adquisicién y preparacién de suelo preferentemente residencial; ii) equipamiento comunitario pri-
mario y iii) obras de mejora que se produzcan en las viviendas ahorro en el consumo energético.

(3) Vid. un andlisis de esta extensién de la proteccién en IGLEsIAS GONZALEZ, Felipe (2000 a):
Régimen juridico de la proteccién piblica a la promocién y adquisicién de viviendas, Aranzadi,
2000, p. 91 y ss.
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su defensa Miguel Sancho Rof, como titular del Ministerio de Obras Poblicas
y Urbanismo (4):

«También se introduce timidamente |...) el tema de la ayuda econémica a la
rehabilitacién, y por dos razones: primera, porque, si bien el sector vivienda es el
que mds tira de empleo, la rehabilitacién de la vivienda es el sector que mds tira
de empleo de todos, y si estamos en una politica de empleo, hacer una politica
de rehabilitacién de viviendas evidentemente es un tema importante».

Aunque también es cierto que no se dejan al margen otras motivaciones
mds vinculadas a la necesidad de renovar el parque de viviendas existentes,
lo que se pone, por ejemplo, de manifiesto en la intervencién del diputado
de UCD (Martinez-Villasefior Garcia) que defiende la convalidacién del RDL
12/1980 al afirmar que (5):

«la creacién de lineas cualificadas de financiacién para acometer las obras
de rehabilitacién permitird, con un menor esfuerzo econémico, mejorar las condi-
ciones y la oferta de las viviendas, con independencia de su directa incidencia en
la reduccién del paro existente, por los efectos inducidos de creacién de empleo
que la rehabilitacién lleva consigo».

Debe tenerse en cuenta que el RDL 12/1980 tenia como objeto bdsico
anticipar determinados aspectos normativos que se encontraban recogidos en
el Proyecto de Ley de Proteccién Piblica a la Vivienda que, en esos momentos,
se encontraba paralizado en los debates de la correspondiente Comisién parla-
mentaria y que, finalmente, nunca vio la luz en el Boletin Oficial del Estado (6).
Este proyecto de Ley dedicaba toda una subseccién a la «rehabilitacién prote-
gida», un total de 13 articulos de un proyecto de Ley dedicados exclusivamente
a regular desde las condiciones objetivas y subjetivas que debian cumplir los
beneficiarios de las ayudas a la rehabilitacién, hasta el régimen de la califi-
cacién provisional y definitiva de la rehabilitacién, pasando por la regulacién
del precio de venta de las viviendas rehabilitadas gracias a ayudas piblicas.
Visto en perspectiva, nos parece claro que se traté de una ocasién perdida,
puesto que hubiera sido una buena oportunidad para otorgar rango de Ley
a la regulacién de los pardmetros juridicos bdsicos de la proteccién piblica

(4) Vid. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados nim. 121, 21 de octubre de
1980, p. 7698.

(5) Vid. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados nom. 121, 21 de octubre de
1980, p. 7689.

(6) En este sentido, se manifiesta expresamente SANCHO ROF en la defensa de la convalidacién
parlamentaria del RDL. Vid. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, nim. 121, 21 de
octubre de 1980, p. 7699.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 147-164 149



FELIPE IGLESIAS GONZALEZ

a la vivienda, en general, y a la proteccién de la rehabilitacién en particular,
situacién todavia inédita en nuestro pais (7).

EI RDL 12/1980 fue desarrollado por dos Reales Decretos que se inserta-
ban en el entonces vigente Plan Trienal de Viviendas 1981-1983, desarrollado
por el Real Decreto 2455/1980, de 7 de noviembre, que, curiosamente, a
pesar de ser posterior al RDL 12/1980 no hacia ninguna referencia a la reha-
bilitacién de viviendas. En todo caso, tal y como ya hemos puesto de manifiesto
en otro lugar (8), la clave se encuentra en las dos normas que desarrollaban,
de forma inédita hasta ese momento, el régimen juridico de la rehabilitacién
en nuestro pais:

i) Real Decreto 375/1982, de 12 de febrero, sobre rehabilitacién de
viviendas y

ii) Real Decreto 2555/1982, de 24 de septiembre, por el que se arbitran
medidas para la rehabilitacién integrada del patrimonio arquitecténico
en centros urbanos, nicleos rurales y conjuntos histérico-artisticos.

En esta normativa, ya se comienza a vertebrar el contenido de las politi-
cas publicas de rehabilitacién. Asi, el Real Decreto 375/1982 establecia que
podian ser objeto de rehabilitacién: «las viviendas y los edificios completos,
cuyo destino principal sea el de viviendas, tanto libres como acogidas a la
proteccién oficial, en régimen de propiedad o arrendamiento, que no estuvieren
declarados en estado ruinoso o fuera de ordenacién» (art. 2) (9). La protec-
cién pulblica alcanzaba a las siguientes actuaciones relativas a rehabilitacion
(art. 1) (10):

(7)  Una defensa de la necesidad de una Ley estatal de vivienda se puede encontrar en IGLESIAS
GonNzAlEz, Felipe (2010): «La planificacién de la viviendas protegida», en Fernando LoPEz RAMON
(coord.), Construyendo el derecho a la vivienda, Marcial Pons, p. 367.

(8) Vid. lciesias Gonzalez, Felipe (2000b): Administracién piblica y vivienda, Montecorvo,
pp. 77 y ss.

(9) De nuevo, en la justificacién de este desarrollo normativo de la rehabilitacién se encuentra
tanto la recuperacién del patrimonio edificado como la incentivacién del empleo. El preémbulo de
este Real Decreto lo deja meridianamente claro: «Mediante este tipo de operaciones se consigue,
en primer lugar, la recuperacién del patrimonio deteriorado, para ponerlo en niveles adecuados de
habitabilidad, evitando el costoso recurso a la construcciéon de nuevas viviendas. Pero también se
logra un efecto multiplicador de la inversién, ya que el importe medio de un préstamo para la cons-
truccién de nueva vivienda debe permitir financiar tres operaciones de rehabilitacién. Por Gltimo, la
propia esencia de estas operaciones requiere una proporcién de mano de obra superior a la de la
actividad constructiva en nuevas edificaciones». Asimismo, el predmbulo hace referencia al Acuerdo
Marco sobre Vivienda y Urbanismo, suscrito el 21 de septiembre de 1981 por la Administracién
General del Estado, la Federacién Espafiola de Municipios y la CEOE, que hacia referencia expresa
a la rehabilitacion.

(10)  Esta regulacién fue desarrollada por la Orden de 23 de abril de 1982 (BOE de20 de
abril de 1982)
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i) Mejora, sustitucién o nuevas instalaciones de ascensores, electricidad
(tensién a 220, refuerzo de potencia, potencia reactiva, etc.), fonta-
neria, gas, calefaccién y equipos sanitarios.

ii) Incremento de la seguridad del edificio por adaptacién a las regla-
mentaciones contra incendios y por refuerzos de las estructuras y los
forjados.

iii) Obtencién de ahorros energéticos por mejora de los aislamientos del
edificio (impermeabilizacién de cubiertas, cerramientos, aislamientos,
carpinteria exterior, etc.).

iv)] Consolidacién y tratamiento de fachadas, cubiertas y elementos sin-
gulares en inmuebles destinados principalmente a vivienda declaro-
dos monumentos histérico-artisticos o situados dentro de los conjuntos
histérico-artisticos.

Asimismo, se contempla el otorgamiento de préstamos destinados a la
rehabilitacién en el marco del citado Plan Trienal 1981-1983 (art. 4).

Por su parte, el Real Decreto 2555/1982, de 24 de septiembre (11),
regula con precisién la rehabilitacién de conjuntos urbanos, creando las dreas
de rehabilitacién integrada tanto de centros urbanos y nicleos rurales de interés
arquitecténico, como conjuntos histérico-artisticos (art. 2) (12), contemplando
como beneficios tanto el otorgamiento de préstamos con interés, como de
subvenciones (art. 7) (13).

Pero el gran hito en el régimen juridico de la proteccién piblica a la
rehabilitacién, se encuentra en el Real Decreto 2329/1983, de 28 de julio,
sobre proteccién a la rehabilitacién del patrimonio residencial y urbano, que
deroga expresamente los dos Reales Decretos que acabamos de analizar (14),
integrando en una Gnica norma tanto la rehabilitacién de viviendas como
la rehabilitacién de ambitos urbanisticos a través de la definicién de dreas
de rehabilitacién integrada. Se puede afirmar que, en lo bdsico, en el Real
Decreto 2329/1983 se encuentran los elementos clave que, hasta la fecha,

(11)  Un estudio de este Real Decreto se puede encontrar en LOPEZ RAMON, F. (1984): «Pers-
pectivas juridicas de la rehabilitacién urbana», en REDA, ndm. 43, pp. 548 y ss. y en Roca Roca,
E. (1984): «La rehabilitacién urbana: aspectos juridicos», en RDU, ném. 90, pp. 25 y ss.

(12) En la exposicién de motivos de este Real Decreto, se afirma que a través de la delimita-
cién de dreas de rehabilitacién integrada se pretende «recuperar aquellos centros urbanos y nicleos
rurales que presentan problemas sociales y culturales especificos y que requieren una financiacién
acorde con las posibilidades econémicas de las familias que en ellas residen».

(13) Este Real Decreto fue desarrollado por la Orden de 24 de noviembre de 1982 (BOE
de 6 de diciembre de 1982).

(14) Esto es, los Reales Decretos 375/1982, de 12 de febrero, y 2555/1982, de 24 de

septiembre.
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han determinado las politicas de proteccién piblica a la rehabilitacién, tanto
desde una perspectiva estatal como autonémica (15).

Debe tenerse en cuenta que el Real Decreto 2329/1983 todavia se inte-
gra en el seno del Plan Trienal 1981-1983 (16), poniéndose énfasis tanto en
la trascendencia de estas medidas en la generacién de empleo (17) como en
el intento de cambio de modelo hasta el momento centrado en la expansién
de la ciudad (18). El Real Decreto 2329/1983 constituye la primera (y dnica)
regulacién independiente de los instrumentos juridicos de la proteccién a la
rehabilitacién, al menos en la perspectiva estatal, puesto que con posterioridad
(esto es a partir del Plan cuatrienal 1984-1987) la regulacién de la proteccién
a la rehabilitacién se va a integrar con el resto de programas de proteccién
piblica a la vivienda; este Real Decreto fue desarrollado por la Orden de 21
de noviembre de 1983 (BOE de 25 de noviembre de 1983), para definir «la
tramitacién, gestién y seguimiento de las actuaciones de rehabilitacién para
la consecucién de los beneficios econdmicos y el seguimiento del buen uso de
los mismos en la ejecucién de las actuaciones de rehabilitacién».

Cabe destacar que el Real Decreto 2329/1983 establece los siguientes
requisitos objetivos para rehabilitacién de inmuebles (art. 2):

a) Antigiedad superior a diez afos.

b) No encontrarse sujetos a limitaciones que impidan el uso previsto, ni
estar calificados como fuera de ordenacién urbanistica.

(15)  Un completo estudio de este Real Decreto, sus efectos y el marco en el que se aprueba se
encuentra en la siguiente referencia bibliogréfica: Ministerio de Obras Pblicas y Urbanismo (1990):
La politica de rehabilitacién urbana en Espaiia. Evolucién, experiencias y efectos, Madrid.

(16) Asi, en el predmbulo de esta norma, se afirma que «es necesario utilizar en actuaciones
rehabilitadoras la disponibilidad de recursos, aplicables a tales usos, que actualmente existe dentro
del vigente programa trienal de vivienda 1981-1983. En consecuencia, las disposiciones de este Real
Decreto quedan de momento referidas al marco econémico y financiero de dicho programa trienal,
al igual que las restantes actividades del sector constructor de viviendas».

(17)  Por ejemplo, en el predmbulo se afirma que «este fomento de la rehabilitacién adquiere
especial trascendencia como iniciativa generadora de empleo en el sector de la construccién, dado
que habitualmente esta actividad requiere unas tasas de empleo por inversién real superiores a las
de edificacién de nuevas viviendas».

(18) En este sentido, el predmbulo afirma que «la legislacién espafiola sobre urbanismo
y vivienda se ha preocupado, casi exclusivamente hasta tiempos recientes, de la extensién de las
ciudades y de la construccién de nuevas viviendas. Sin embargo, la gestién urbanistica que han
acordado los Ayuntamientos a partir de 1979, tendente a la recuperacién del medio urbano y
rural ya habitado, ha evidenciado la perentoria necesidad de contar con la instrumentacién legal
de un sistema de financiacién que contemple la mejora y rehabilitacién tanto de la vivienda y los
equipamientos como de los espacios urbanos con sus valores ambientales, arquitecténicos, histérico-
artisticos, culturales y socioeconémicos».
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c) Que las actuaciones excluyan la demolicién o vaciado interior del
edificio.

d) Que el edificio disponga, cuando no se destine a dotaciones comple-
mentarias y efectuadas las actuaciones, de un minimo del 70 por 100
de superficie dtil total destinada a vivienda.

e) Presentar una organizacién espacial y unas caracteristicas constructivas
que garanticen la posibilidad de alcanzar unas adecuadas condiciones

de habitabilidad de las viviendas.

Por su parte, se establece una proteccién preferente de (art. 3): i) la
adecuacién estructural de un edificio (19) y ii) la adecuacién de habitabilidad
de una vivienda (20).

Asimismo, se prevén los siguientes beneficios posibles (art. 9):

a) Préstamos con vy sin interés.

b) Subvencién parcial de los intereses devengados por los préstamos.
c) Subvenciones personales.

d) Subvenciones especiales para la gestién de las actualizaciones.

e) Exenciones y bonificaciones Tributarias.

Finalmente, en lo que a las dreas de rehabilitacién integrada se refiere
(que continda integrando la rehabilitacién de conjuntos urbanos y dreas rurales
de interés arquitectdnico, histérico y artistico, cultural, ambiental o social), se
establecen los siguientes requisitos para la declaracién de estas dreas (art.

42) (21):

a) Que el drea se encuentre afectada por un planeamiento urbanistico
que contenga y desarrolle criterios de proteccién, conservacién y reha-
bilitacién integrada de la misma.

b) La realizacién de estudios de rehabilitacién que, de conformidad con
los criterios del planeamiento urbanistico, contenga la informacién

(19)  Se considera que un edificio posee adecuacién estructural «cuando presenta condiciones
suficientes respecto a: Seguridad estructural y constructiva; accesos; instalaciones generales de agua,
gas y electricidad; red de saneamiento; estanqueidad frente a la lluvia y humedad; aislamiento
térmico; acabados generales y seguridad frente a accidentes y siniestros».

(20) Se considera que una vivienda posee adecuacién de habitabilidad «cuando se encuentre
situada en un edificio que posea adecuacién estructural y ademds presente unas condiciones minimas
respecto a: Superficie 0til y programa; distribucién interior, Instalaciones de agua, electricidad y, en
su caso, de gas; ventilacién; iluminacién natural y aireacién; aislamiento térmico; servicios higiénicas
e instalaciones de cocina y acabados inferiores».

(21) La regulacién de estos requisitos fue desarrollada por la Orden de 30 de noviembre de
1983 (BOE de 8 de diciembre de 1983).
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sobre el drea, analicen sus condiciones y formulen propuestas de
actuacion.

c) En caso de conjunto histérico-artistico serd necesaria resolucién pre-
via de la Direccién General de Bellas Artes y Archivos en la que se
establezcan las condiciones especificas complementarias.

El Real Decreto 2329/1983 no ha sido formalmente derogado hasta la
fecha, aunque resulta evidente que ha sido materialmente sustituido por la
normativa reguladora de los planes cuatrienales de vivienda, aunque, al menos
durante los primeros planes de vivienda, ha continuado siendo la referencia
normativa en materia de rehabilitacién.

Asi, el plan cuatrienal de viviendas 1984-1987 (articulado normativamente
por el Real Decreto 3280/1983, de 14 de diciembre) incorpora la rehabili-
tacién entre las herramientas de proteccién publica a la vivienda (22), pero
mantiene la vigencia del Real Decreto 2329/1983 (23).

La vigencia del Real Decreto 2329/1983 continda durante el Plan Cua-
trienal 1988-1991 (24) e incluso en el primer afio del Plan Cuatrienal 1992-

(22) De esta forma, el articulo 1.2 de este Real Decreto establece que se entiende por actuacio-
nes protegibles en materia de vivienda: a) La promocién, construccién, adquisicién, uso, conservacién
y aprovechamiento de las viviendas de proteccién oficial; b) La adquisicién y preparacién de suelo
preferentemente residencial, destinado a viviendas de proteccién oficial; ¢) La promocién, construc-
cién, adquisicién, uso, conservacién y aprovechamiento del equipamiento comunitario primario; d)
La rehabilitacién de viviendas existentes y e) Las obras de mejora que produzcan en las viviendas
ahorro de consumo energético.

El predmbulo del Real Decreto justifica esta integracién de las politicas de rehabilitacién en
los siguientes términos: «Por ofra parte, el presente Real Decreto diversifica las lineas de proteccién
oficial en materia de vivienda al incorporar al sistema de financiacién previsto las actuaciones de
rehabilitacién de viviendas reguladas en el Real Decreto 2329/1983, de 28 de julio, a las que se
otorga el suficiente apoyo y cobertura econémicos para su mds completa eficacia y da entrada a las
subvenciones al arrendamiento de viviendas de proteccién oficial de promocién piblica con la finali-
dad de paliar la carga econdmica de satisfaccién de la renta arrendaticia por parte de los inquilinos
de nivel de renta bajo en relacién con los ingresos y composicién de la unidad familiar».

(23) Resulta suficientemente expresiva a estos efectos la disposicién adicional primera de
este Real Decreto que establece: «Se autoriza a las Entidades relacionadas en el articulo 2 para la
concesién de créditos a la rehabilitacién, dentro de los recursos financieros asignados al programa
cuatrienal 1984-1987, de acuerdo con las disposiciones especificas establecidas en el Real Decreto
2329/1983, de 28 de julio, sobre proteccién a la rehabilitacién del patrimonio residencial y
urbano».

(24) La vigencia del citado Real Decreto 2329/1983 queda claro al establecer el articulo
7.2 del Real Decreto 1494/1987, de 4 de diciembre (que regula el Plan Cuatrienal 1988-1991)
que «El régimen de proteccién comprenderd las actuaciones de rehabilitacién tanto de viviendas
individuales, formen o no parte de un edificio, como de edificios completos, sean en ambos casos
libres o acogidos a cualquier régimen de proteccién, se encuentren o no incluidos en dreas de reha-
bilitacién integrada, previstas en el capitulo Il del Real Decreto 2329/1983, de 28 de julio, siempre
que cumplan los requisitos establecidos en esta disposicién». Otra buena prueba se encuentra en la
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1995. En concreto, se puede considerar que es el Real Decreto 726/1993,
de 14 de mayo, que modifica parcialmente el Plan Cuatrienal 1992-1995
(articulado por el Real Decreto 1932/1991, de 20 de diciembre), fundamen-
talmente en materia de rehabilitacién, el que establece una nueva regulacién
bdsica del régimen juridico de la rehabilitacién (25), con el objeto de dar un
impulso a esta politica protectiva (26), aunque resulta evidente la existencia de
una continuidad de los mecanismos de proteccién pdblica a la rehabilitacién,
constituyendo el mejor ejemplo de esta continuidad la mera enumeracién de
las lineas de ayudas previstas en el Real Decreto 726/1993:

i) Ayudas a la rehabilitacién de edificios

ii) Ayudas a la rehabilitacién de viviendas en materia de habitabilidad
i) Rehabilitacién integral de edificios de una sola vivienda

iv) Adecuacién del equipamiento comunitario primario

Este esquema ha continuado manteniéndose (en lo bdsico), a lo largo de
los subsiguientes programas cuatrienales de viviendas:

i) Plan de viviendas 1996-1999 (arts. 29 a 50 del Real Decreto
2190/1995, de 28 diciembre), que mantiene el mismo esquema en
su articulado que el recogido en el plan de viviendas antecedente.

i) Plan de viviendas 1998-2001 (arts. 27 a 44 del Real Decreto
1186/1998, de 12 junio), que innova parcialmente el esquema nor-
mativo estableciendo los siguientes bloques: a) Areas de Rehabilita-

cita de esta norma en el articulo primero de la Orden de 12 de febrero 1988 (que desarrollaba,
precisamente, al Real Decreto 1494/1987), o en la referencia del citado Real Decreto 2329/1983
en el régimen transitorio del Real Decreto 224/1989, de 3 marzo, que viene a derogar el Real
Decreto 1494/1987.

(25) Elintento de superar el marco juridico establecido en el Real Decreto 2328/1983 queda
claro al afirmarse en el preémbulo del Real Decreto 726/1993 que «El Real Decreto 2329/1983, de
28 de julio, establecié un sistema de ayudas a la rehabilitacién que ha venido modificéndose en el
sentido de ajustarse, cada vez mds, a los criterios de personalizacién predominantes en las ayudas
a la VPO, aunque con cuantias de ayuda unitaria menores en la mayoria de los supuestos».

(26) Resulta elocuente, a estos efectos, el preémbulo del Real Decreto 726/1993 al afirmar:
«Esta analégica con las ayudas para actuaciones de nueva construccién, moduladas en funcién de los
niveles de ingresos de sus beneficiarios, no ha resultado eficaz a efectos de estimular la rehabilitacién.
Asi lo demuestra el hecho de que un porcentaje muy elevado —en torno al 30 por 100— de las
solicitudes de ayudas para rehabilitacién no lleguen ni siquiera a obtener la calificacién y que de las
actuaciones calificadas sélo el 50 por 100 obtienen las ayudas estatales previstas. Tampoco parece
satisfactorio que las ayudas estatales se dispersen en operaciones individuales de rehabilitacién, con
escasa incidencia de un contexto de graves problemas de deterioro de amplias dreas de las ciudades
espafolas, cuya solucién sélo resulta posible desde intervenciones piblicas de gran envergadura y
a un coste que resulta demasiado oneroso para las Administraciones territoriales».
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cién; b) Rehabilitacién de Edificios; c) Rehabilitacién de Viviendas y
d) Rehabilitacién integral de edificios de una sola vivienda.

i) Plan de viviendas 2002-2005 (arts. 27 a 37 del Real Decreto 1/2002,
de 11 de enero) que establece el siguiente esquema normativo mds
sincopado: a) Areas de rehabilitacién; b) Rehabilitacion de edificios y
viviendas y c) Rehabilitacién integral de edificios de una sola vivienda
y de edificios completos para venta o arrendamientos de las viviendas
resultantes.

iv) Plan de viviendas 2005-2008 (arts. 49 a 70 del Real Decreto
801/2005, de 1 de julio) que se desglosa en el siguiente esquema:
a) Areas de rehabilitacién integral; b) Areas de rehabilitacién de
centros histéricos; ¢) Medidas para impulsar la rehabilitacién aislada
de edificios y viviendas y d) Medidas para impulsar la renovacién
urbana. En realidad, esta Oltima es la Gnica gran novedad, introdu-
cida por el Real Decreto 14/2008, de 11 enero, que se constituye
como una alternativa a la rehabilitacién de dmbitos con proteccién
arquitecténica (27) y que va a ser recogida en el siguiente Plan de
Vivienda, aunque, en realidad, ya el Real Decreto 726/1993 conte-
nia un concepto de las dreas de rehabilitacién integrada desligadas
claramente de los dmbitos con proteccién arquitectdnica.

v) Plan de viviendas 2009-2012 (arts. 45 a 48 del Real Decreto
2066/2008, de 12 de diciembre), que establece el siguiente conte-
nido normativo para el que denomina tercer eje del Plan (Areas de
rehabilitacién integral y renovacién urbana): a) Programa de dreas
de rehabilitacién integral de conjuntos histéricos, centros urbanos,
barrios degradados y municipios rurales (ARIS); b) Programa de
dreas de renovacién urbana (ARUS) y c) Programa de ayudas para
la erradicacién del chabolismo (28). Ademds, también tiene un con-

(27) El predmbulo de este Real Decreto justifica este nuevo mecanismo de proteccién a la
rehabilitacién en los siguientes términos: «(...) se abre la posibilidad de enmarcar en el Plan la
financiacién parcial de operaciones de renovacién urbana, cuando las necesidades sociales de
grupos de poblacién alojados en dreas urbanas degradadas asi lo requieran, por resultar insufi-
cientes las férmulas de las dreas de rehabilitacién integral o de centros histéricos y urbanos. En esos
casos, se deja abierto un amplio abanico de posibilidades y modalidades de intervencién, limitadas
Unicamente por los recursos financieros estatales a aportar asi como, de forma muy especial, por
las finalidades perseguidas, entre las que destacan las de carécter eminentemente social, con una
especial afencién a los programas integrados previstos para atender a la poblacién del area. Se
avanza, con ello, un paso mds en la linea de integrar la politica de vivienda con la politica de
ciudades, de modo que la experiencia que se vaya obteniendo en este terreno sirva para ulteriores
avances y perfeccionamientos en la materia».

(28) No es la primera ocasién en la que se vincula la politica de rehabilitacién con la erradi-
cacién del chabolismo. El articulo 50 del Real Decreto 801/2005, que tenia por objeto regular las
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tenido vinculado a la rehabilitacién el denominado cuarto eje que
tiene por objeto las denominadas ayudas «renove» de rehabilitacion
y eficiencia energética que contiene dos programas de ayudas: a)
Ayudas renove a la rehabilitacién de viviendas y edificios de vivien-
das existentes y b) Ayudas a la eficiencia energética en la promocién
de viviendas.

Resulta evidente la tendencia a favorecer, al menos desde un punto de
vista normativo, la rehabilitacién integrada, superando, incluso, el marco de
la rehabilitacién por edificios, poniéndose énfasis creciente en la rehabilitacién
infegrada ya se trate de dmbitos con proteccién arquitecténica (ARIS, en la fer-
minologia del Real Decreto 2066/2008) o en &mbitos en los que sencillamente
se pretende la renovacién urbana (ARUS, en idéntica terminologia), debiendo
tenerse en cuenta que el umbral minimo de referencia de viviendas en ambas
modalidades es de 200 unidades. Sin embargo, este énfasis normativo por la
rehabilitacién integrada no debe impedir destacar que, todavia, se regulan
medidas para la proteccién de la rehabilitacién individual de viviendas (deno-
minado en el Plan de viviendas 2009-2012, plan renove a la rehabilitacién de
viviendas) (29), que, por ofra parte, continia siendo un referente en cuanto al
volumen de ayudas econdémicas a la rehabilitacién se refiere.

Finalmente, el Plan estatal de fomento del alquiler de viviendas, la reha-
bilitacién edificatoria y la regeneracién y renovacién urbanas 2013 — 2016,
aprobado por el Real Decreto 233/ 2013, de 5 de abril, establece dos
grandes programas en materia de rehabilitacién: i) programa de fomento de
la rehabilitacién edificatoria (arts. 19 y ss.) y ii) programa de regeneracién y
renovacién urbanas (arts. 25 y ss.).

El programa relativo al fomento de la rehabilitacién edificatoria contiene,
entre ofras, las siguientes actuaciones subvencionables:

a) Actuaciones necesarias para la conservacién y mejora del edificio

(incluidas habitabilidad, seguridad y salubridad)
b) Actuaciones relativas a la mejora de la eficiencia energética y

c) Actuaciones que garanticen la accesibilidad a los edificios.

dreas de rehabilitacién integral, establecia que «se considerarén acciones de actuacién preferente
aquéllas que vayan dirigidas a la erradicacién del chabolismo y la infravivienda y estén acompafiadas
de actuaciones integrales de desarrollo social y econémico en el territorio.

(29) Articulos 57 y siguientes del Real Decreto 2066/2008. En concreto, el articulo 58
establece las siguientes actuaciones protegidas: a) Actuaciones para mejorar la eficiencia energética,
la higiene, salud y proteccién del medio ambiente en los edificios y viviendas, y la utilizacién de
energias renovables; b) Actuaciones para garantizar la seguridad y la estanqueidad de los edificios
y ¢) Actuaciones para mejora de la accesibilidad al edificio y/o a sus viviendas.
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Por su parte, el programa de regeneracién y renovacién urbanas tiene
por objeto central la «realizacién conjunta de rehabilitacién edificatoria, de
urbanizacién o reurbanizacién del espacio piblico y, en su caso, de edifica-
cién en sustitucion de edificios demolidos, dentro de un dmbito de actuacién
previamente delimitado» (art. 25), que, por lo tanto, pivota sobre dmbitos fisicos
previamente concretados. Este programa se encuentra intimamente vinculado
a la regulacién de las denominadas «asociaciones administrativas» (art. 32)
que podrdn liderar, por propia iniciativa o por delegaciones, actuaciones inte-
gradas de regeneracién y de renovacién urbana que, imaginamos, pretenden
dar carta de naturaleza, a pesar de su vaga e imprecisa regulacién en la
norma que analizamos (30), a los denominados agentes rehabilitadores (31),
figura que pretende promover la iniciativa privada (ajena a la propiedad) en
el fomento de la rehabilitacién por medio de la previsién de medios econémi-
cos (normalmente vinculados a la gestién urbanistica) que hagan rentable la
gestién privada de la rehabilitacién, y que ya se habia recogido en la Ley de
Economia Sostenible (32). Resulta resefiable que la nueva normativa abandone
la figura de las dreas de rehabilitacién, quizd para fomentar modelos juridicos
mds abiertos, pero inevitablemente menos perfilados juridicamente, lo que
conllevard una mayor inseguridad juridica.

Hasta el momento, hemos prestado atencién, en exclusiva, a la regulacién
de la proteccién piblica a la rehabilitacién de viviendas en la normativa esta-
tal. Sin embargo, el papel de la normativa de las Comunidades Auténomas al
respecto es muy destacado. Desde el primer momento, la normativa autonémica
comenzé a regular esta materia, debiendo citarse necesariamente el Decreto
278/1983, de 5 de diciembre, sobre rehabilitacién del patrimonio urbanizado
y edificado, del Pais Vasco que es la primera y temprana norma autonémica
en materia de rehabilitacién y el Decreto foral 43/1986, de 7 de febrero,
sobre rehabilitacién del patrimonio edificado de Navarra. El cualquier caso, el
andlisis de la normativa autonémica en materia de rehabilitacién debe hacerse

(30) El régimen juridico de estas Asociaciones Administrativas se encuentra algo mdés desa-
rrollado en el articulo 16 de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitacién, regeneracién y
renovacién urbanas, que concreta su régimen de acuerdos y su disolucién.

(31) Vid, por todos, GONZALEZ-VARAS IBANEZ, Santiago (2005): El agente rehabilitador. Notas
sobre gestién en suelo urbano consolidado, Arazandi. Un magnifico ejemplo prdctico de esta figura
se puede encontrar en el desarrollo de Beurko en Barakaldo, gestionado por la sociedad Larcovi.

(32) En efecto, la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de economia sostenible establecia en el
segundo pérrafo del articulo 110.5 que «en los supuestos en que se den las condiciones necesarias
al efecto, para edificios concretos y también mediante convenio, puede establecerse la ejecucién
privada de la rehabilitacién por empresas que, individualmente o agrupadas y sustituyendo a la
propiedad del inmueble, asuman la realizacién a su costa de la totalidad de las obras a cambio de
la cesién de parte determinada del edificio rehabilitado». Este precepto ha sido derogado por la Ley
8/2013, d 26 de junio, de Rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbanas.
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desde la perspectiva del reparto de competencias entre Estado y Comunidades
Auténomas al respecto, cuestién a la que dedicamos el siguiente apartado.

. TIPOLOGjA DE LA REGULACION DE LA PROTECCION DE LA REHA-
BILITACION EN EL MARCO DE COMPETENCIAS EN MATERIA DE
REHABILITACION

El resultado del reparto de competencia con respecto a la materia reha-
bilitacién de vivienda es idéntico al relativo a la vivienda, puesto que, con
cardcter general (33), no se distingue, en el proceso de reparto de competencias
entre Estado y Comunidades Auténomas, ninguna especialidad en cuanto a
la rehabilitacién.

Desde esta perspectiva, tal y como ya hemos puesto de manifiesto (34),
las Comunidades Auténomas pueden tener la competencia exclusiva en la
rehabilitacién de viviendas, dado que pueden asumir esta competencia en
relacién con la materia genérica «vivienda» (con base en lo previsto en el
articulo 148.3 de la Constitucién), y, en la préctica, todas las Comunidades
Auténomas han asumido esta competencia exclusiva a través de los correspon-
dientes Estatutos de Autonomia.

Ahora bien, que todas las Comunidades Auténomas (incluidas las Ciu-
dades Auténomas de Ceuta y Melilla) hayan asumido, con el cardcter de
exclusiva, la competencia en materia de vivienda [y, por lo tanto, en cuanto a
rehabilitacién de viviendas) no puede impedir que el Estado ejerza las compe-
tencias que le son propias, entre las que se encuentra, de forma caracteristica,
la competencia para establecer las bases de la planificacién general de la
actividad econdmica (articulo 149.1.13 de la Constitucién). Este es el titulo
competencial que, en la actualidad y en lo bésico, justifica la competencia
estatal en materia de vivienda, conforme a los criterios juridicos contenidos en
la Sentencia del Tribunal Constitucional 152/1988, de 20 de julio, aunque,
como hemos defendido (35), resulta perfectamente razonable la justificaciéon
de las competencias del Estado en esta materia en ofros titulos competenciales,
fundamentalmente el 149.1.1. de la Constitucién. Desde esta perspectiva, se
produce una concurrencia competencial en la materia vivienda.

(33) Ni tan siquiera en el Estatuto de Autonomia de Catalufia (aprobado por la Ley Orgénica
6/2006, de 19 de julio) se hace referencia expresa a la rehabilitacién de viviendas, aunque se
podia encuadrar en la genérica competencia exclusiva autonémica relativa a «la normativa sobre
conservacién y mantenimiento de las viviendas y su aplicacién» (art. 137).

(34) Vid. Iclesias GoNzALez, Felipe (2000b): Administracién piblica y vivienda, Montecorvo,
pp. 253 y ss.

(35) Vid. lclesias GoNzALez, Felipe (2000b): Administracién piblica..., cit., pp. 349 y ss.
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Pero esta concurrencia competencial se encuentra distorsionada, tal y
como hemos analizado, por el mantenimiento en manos del Estado de los
recursos econémicos que, desde el primer Plan trienal de viviendas 1981-1983,
se dedican a la proteccién piblica a la vivienda en general y la rehabilitacién
de viviendas y edificios en particular. En realidad, la normativa estatal en
materia de vivienda (y no es una excepcién el dmbito de la rehabilitacién de
viviendas) tiene como Unico objeto la regulacién del destino que debe darse
a los fondos estatales dedicados a la rehabilitacién de edificios y viviendas y
que gestionan las Comunidades Auténomas, a través de los correspondientes
convenios bilaterales entre Estado y buena parte de las Comunidades Auté-
nomas. Esta vinculacién de las normas estatales a la gestién de los fondos
econdmicos estatales destinados a las politicas de rehabilitacién provoca los
siguientes efectos:

i) Que las Comunidades Auténomas que tienen un sistema de financia-
cién especial (Pafs Vasco y Navarra) y que no necesitan los fondos
del Estado para financiar sus politicas de vivienda en general y de
rehabilitacién de viviendas en especial pueden establecer (y de hecho
lo hacen) programas propios y diferenciados de los estatales.

i) Las Comunidades Auténomas que tienen un sistema de financiacién
comin (todas salvo Pais Vasco y Navarra) aplican y desarrollan la
normativa estatal relativa a la proteccién de la rehabilitacién, sin
que, en el marco de ese desarrollo normativo, puedan establecer, en
propiedad, politicas distintas de las estatales.

i) Tan sélo al margen de la gestién de los fondos estatales, las Comuni-
dades Auténomas de régimen de financiacién comin, pueden estable-
cer politicas propias [y diferentes de las Estatales), eso si a costa de
realizar un esfuerzo notable al tener que dedicar a esta materia (para
escapar del modelo estatal, si la Comunidad Auténoma lo considera
oportuno) fondos propios (nunca los provenientes de los convenios
bilaterales con el Estado).

De esta forma, y como conclusién, la clave para entender la (a todas luces
excesiva) produccién normativa autondmica en materia de vivienda, en general,
y en particular en rehabilitacién de viviendas, se encuentra en discernir si se
trata de una norma autondmica que tiene por objeto desarrollar la gestién de
las politicas del Estado o, por el contrario, pretende establecer mecanismos
diferenciados de los previstos por el Estado en su normativa.

La aplicacién de este marco tedrico a la normativa autondmica relativa a
la rehabilitacién nos lleva a concluir que, con cardcter general, la normativa
autondémica (fuera de las excepciones del Pais Vasco y Navarra) se limita, en
materia de rehabilitacién, a desarrollar y aplicar la normativa estatal, siendo

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
160 ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 147-164



REGIMEN JURIDICO DE LA PROTECCION PUBLICA A LA REHABILTACION

habitual el mantenimiento de los programas previstos en cada uno de los
Planes cuatrienales estatales, a veces integrando programas propios, que, en
ocasiones, cuesta incluso diferenciar nitidamente de los programas estatales.
Un ejemplo de esta integracién de programas propios con el desarrollo de
los programas estatales se puede encontrar en el Decreto 130/2006, de 21
de diciembre, de la Comunidad Auténoma asturiana que establece ayudas:
i) a la rehabilitacién de fachadas (art. 31); ii) a la rehabilitacién de vivienda
principal en el dmbito rural (art. 32) o iii) la rehabilitacién urgente de vivienda
en ruinas.

De hecho, ni tan siquiera es frecuente que la normativa autonémica
regule de forma diferenciada la proteccién a la rehabilitacién, aunque no es
menos cierto que se pueden encontrar dignos ejemplos, tales como el Decreto
88/2009, de 15 de octubre, que regula las ayudas econémicas a la reho-
bilitacién de edificios residenciales y recuperacién de entornos urbanos en
la Comunidad de Madrid («Plan de Rehabilitaciéon 2009-2012») (36). Otro
buen ejemplo lo encontramos en el Decreto 189/2009, de 23 de octubre, por
el que se aprueba el Reglamento de Rehabilitacién de Edificios y Viviendas
de la Comunidad Valenciana (37). Incuso podemos encontrar un ejemplo de
regulacién con rango de ley; se trata de la Ley 2/2009, de 19 de marzo,
que establece las normas reguladoras de rehabilitacién y mejora de barrios
de los municipios de las llles Balears (38).

(36) Se consideran actuaciones subvencionables: i) Embellecimiento exterior de los edificios
residenciales con el objeto de mejorar el aspecto de las ciudades y el medio ambiente urbano; ii)
Mejora de la funcionalidad en los elementos y zonas comunes de los edificios residenciales; iii) Acon-
dicionamiento de los elementos constructivos existentes e implantacién o sustitucién de instalaciones
de los edificios residenciales que permitan la reduccién de emisiones de CO2, el ahorro de energia
y un uso racional de los recursos naturales con el objeto de mejorar la eficiencia energética de los
edificios; iv) Rehabilitacién de edificios residenciales de tipologia especial ya sea de corrala, o bien
edificaciones tradicionales, que presenten un alto grado de deterioro, con el objeto de preservar el
valor arquitecténico de la Comunidad de Madrid y v) Recuperacién de entornos urbanos mediante
Areas de Rehabilitacién de Barrios o Centros Urbanos. Este Decrefo ha sido desarrollado por la
Orden 4036/2011, de 21 de noviembre.

(37) Este Decreto viene a sustituir al anterior Decreto 76/2007, de 18 de mayo, auténtico
precedente de la independencia de la regulacién valenciana de la rehabilitacién. El predmbulo de
esta Gltimo Decreto afirma: «los sucesivos Decretos promulgados por la Generalitat sobre medidas
de fomento y ayudas a la rehabilitacién y acompafiando a los sucesivos Planes de Vivienda, han
ido incorporando conceptos, figuras y mecanismos que permiten sentar un marco comin en cuanto
a sus criterios principales, un marco normativo de referencia para la rehabilitacién, inexistente hasta
el momento, que permita entender la rehabilitacién como algo especifico en la politica de vivienda
y desmarcarse de los mecanismos de la «vivienda de proteccién oficial» en la forma de abordar
las medidas de fomento».

(38) El preémbulo de esta Ley es bastante ilustrativo: «Con el objetivo de consolidar politicas de
marcado cardcter social, arquitecténico y de sostenibilidad ambiental, mediante esta Ley se pretende
conseguir la reconduccién de los procesos de degradacién en los barrios de los municipios de las
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Las tipologias normativas que acabamos de resefiar bastan, en nuestra
opinién, para describir la realidad normativa de la rehabilitacién en nuestro
pais, lo que nos exime, para evitar absurdas reiteraciones, de poner ejemplos
de cada normativa autonémica, que la experiencia indica resultan cambiantes
en el tiempo (39).

Tan sélo nos restaria, para acabar este bloque, el andlisis de las medidas
protectivas a la rehabilitacién de viviendas previstas por los Ayuntamientos,
usualmente a través de la iniciativa pUblica (40) o la aprobacién de Orde-
nanzas municipales. Aunque, cierto es, no se trata de una prdctica habitual,
encontramos un buen ejemplo en la Ordenanza municipal de fomento a la
rehabilitacién del Ayuntamiento de Zaragoza, aprobada en 2010 (41) o la
Ordenanza reguladora de ayudas a la rehabilitacién de viviendas del Ayun-
tamiento de Granada de 2012 (42).

llles Balears. Se fomenta la intervencién integral de las administraciones pdblicas con el fin de dotar
a los barrios y pueblos que presentan probleméticas especificas de mejoras a nivel social, econémico,
urbanistico, arquitecténico y de vivienda, y de contribuir con dichas actuaciones al bienestar de los
ciudadanos y las ciudadanas que alli vivan.

La finalidad de la presente Ley es, consecuentemente, la rehabilitacién y la mejora de los pue-
blos y de los barrios de las ciudades de las llles Balears, mediante la promocién y la ejecucién de
medidas que supongan una regeneracién social, econémica, urbanistica, arquitecténica, de vivienda
y de sostenibilidad. No obstante, resulta dificil que estas actuaciones sean sufragadas en su totalidad
por las entidades locales, por lo que se pretende abordar un plan autonémico para la rehabilitacién y
mejora de los pueblos y las barriadas de nuestras islas, que permitird que se puedan llevar a término
los proyectos necesarios para la rehabilitacién y mejora de las dreas objeto de degradacién, y que
se puedan abrir nuevos escenarios de habitabilidad y de calidad de vida».

(39) Un andlisis genérico del régimen juridico de las ayudas a la rehabilitacién de viviendas
se puede encontrar en GARCiA GARCiA, Maria Jesis (1999): El régimen juridico de la rehabilitacién
urbana, Diputacié de Valéncia, pp. 257 vy ss.

(40) Un buena referencia de esta rehabilitacién piblica se puede encontrar en ROMAN,
Oswaldo (1987): «El centro histérico de las ciudades: Entre el asilo y el museo», en Revista Espaiiola
de Financiacién a la Vivienda, nim. 2, pp. 45 y ss.

(41) BO. Zaragoza 31 agosto 2010, nim. 19. El articulo 2.1 de esta Ordenanza establece
que «podrdn acogerse a las disposiciones de esta Ordenanza las obras y actuaciones que se sefialan
en el articulo siguiente, que se hallen situadas en cualquier edificacién destinada mayoritariamente
al uso de viviendas (més del 70% de su superficie construida sobre rasante, excluida la planta
baja) ubicada en el término municipal de Zaragoza, con una antigiedad mayor de 40 afios o que
no haya sido rehabilitada integralmente en ese mismo periodo de tiempo y que dichas obras y
actuaciones no hayan comenzado con anterioridad al momento de la solicitud de informacién y/o
ayuda, salvo orden de ejecucién municipal o urgencia declarada y acreditada suficientemente a
juicio de los servicios técnicos del érgano gestor». En el siguiente apartado de este precepto de la
Ordenanza, se establecen determinados supuestos en los que se exceptia el requisito de antigiedad
mayor de 40 afios.

(42) Publicada en el Boletin Oficial de la provincia de Granada nim. 227 de 26 de noviem-
bre de 2012.
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Finalmente, cabe citar las operaciones de fomento de la rehabilitacién a
través del urbanismo, contempléndose aumentos de edificabilidad suficientes
para ayudar econémicamente a la rehabilitacién. Novedosas herramientas
aporta a estos efectos la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitacién,
regeneracién y renovacién urbanas, al regular las denominadas actuaciones
de rehabilitacién edificatoria y de regeneracién y renovacién urbanas (arts. 10
y ss.), ademds de las actuaciones de rehabilitacién edificatoria (43) (art. 14.2
de Texto Refundido de la Ley de Suelo aprobada por RDL 2/2008, de 20 de

junio, en la redaccién dada, precisamente, por la Ley 8/2013).

Ejemplos prdcticos de estas actuaciones (a pesar de que no se han llevado
a la realidad) se encuentran en el Plan General de Madrid de 1997 que, por
ejemplo, prevé aumentos de edificabilidad para desarrollar a través de Areas
de Planeamiento Remitido en los barrios de Comillas Norte (APR.11.02) para
«posibilitar la ampliacién de superficie de las viviendas existentes» y Experi-
mentales (APR.17.09) con el objetivo de aumentar la superficie media de las
viviendas existentes y mejora de las condiciones de edificabilidad.

Ill. REGIMEN JURIDICO DE LAS VIVIENDAS CON REHABILITACION
PROTEGIDA

Al menos desde el RD 2329/1983, de 28 de julio, de proteccién oficial
a la rehabilitacién, se distingue entre rehabilitacién libre y rehabilitacién
protegida, ya sea de iniciativa privada o de iniciativa piblica (vid. art. 8).
La clave se encuentra en que las viviendas rehabilitadas a través de pro-
gramas protectores se van a encontrar sujetas a limites u obligaciones muy
similares que a las que caracterizan a las viviendas de proteccién oficial
o categoria equivalente. De esta forma, las viviendas rehabilitadas gracias
a ayudas puiblicas deberdn, en principio, dedicarse a domicilio habitual
y permanente (art. 32.3 del RD 2329/1983) y no podrdn enajenarse o
alquilarse por un precio superior al fijado administrativamente durante un
plazo de 15 afios desde la obtencién de la calificacién definitiva (art. 33
del RD 2329/1983). Incluso, para los supuestos relativos a las viviendas
rehabilitadas en régimen de promocién publica (esto es, realizada por pro-
motores publicos) el RD 2329/1983 prevé una prohibicién de disposicién
durante los 5 primeros afios desde la fecha de realizacién del contrato de
compraventa (art. 29 4).

(43) Se definen como tales «la realizacién de las obras y trabajos de mantenimiento o inter-
vencién en los edificios existentes, sus instalaciones y espacios comunes, en los términos dispuestos
por la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién de la Edificacién.
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Pues bien, este régimen juridico que buscaba la equivalencia entre las
viviendas rehabilitadas con base a ayudas pdblicas y las viviendas adquiridas
también con fondos puiblicos (44) se ha ido desvaneciendo en los sucesivos
desarrollos reglamentarios, hasta el punto que la vigente normativa estatal no
establece plazo de duracién alguno del régimen legal para los supuestos de
rehabilitacién, de forma que resultarén aplicables los previstos en la normativa
autondmica, de existir.

(44) Pero, obviamente, adaptado a los plazos, de forma que el régimen juridico de las vivien-
das protegidas dura 30 afios (como regla general), mientras que el de las viviendas rehabilitadas
se rebaja hasta los 15 afios.
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FISCALIDAD DE LA !!EHABILITACIéN
Y LA REGENERACION URBANA. EL
EJEMPLO DE LAS SOCIMI
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SUMARIO: I. EL ELEMENTO INMUEBLE COMO OBJETO FISCALMENTE PROTE-
GIDO EN RELACION CON LAS POLITICAS DE REHABILITACION O REGENERACION
URBANAS: 1. Medidas fiscales en los tributos estatales en materia de rehabilitacién y
regeneracién urbana. 2. Medidas concretas en la normativa propia de las Comunidades
Auténomas. 3. La imposicién local: incentivos fiscales a la rehabilitacién.— II. LA ACTIVI-
DAD DE REHABILITACION EN EL IRPF Y EN EL IVA: CONCEPTO DE REHABILITACION:
1. Descripcién del concepto de rehabilitacién en el IRPF. 2. Descripcién del concepto
de rehabilitacién en el IVA. 3. Problemas derivados de la diferente conceptuacién de
rehabilitacién en ambos impuestos. 4. La Ley de Rehabilitacién, Regeneracién y Reno-
vacién Urbanas.— Il LA PROMOCION DE ACTIVIDADES ECONOMICAS A TRAVES DE
REGIMENES FISCALES ESPECIALES: LAS SOCIMI: 1. Introduccién. 2. La experiencia de
las SOCIMI. 3. Consecuencias que se desprenden de la dltima modificacién del régimen
SOCIMI. 4. Alternativas a las SOCIMI. El régimen especial en el IS de entidades dedica-
das al arrendamiento de viviendas (adaptacién a rehabilitacién).- Ill. BIBLIOGRAFIA.

RESUMEN: En este trabajo se presenta una panordmica de las medidas previstas
en nuestro sistema fiscal relativas a la promocién de las actividades de rehabilitacién
y de regeneracién urbanas. Nos encontramos con una serie de disposiciones estatales,
autonémicas y locales que se mueven entre: una suerte de politica fiscal de proteccién
a la vivienda habitual ya sea en propiedad o en alquiler, lo que afecta a la inversién
en la adquisicién o en el arrendamiento y, en menor medida, a su rehabilitacién; y
otro conjunto de medidas que bajo el ropaje medioambiental encubre una suerte de
«rehabilitacién energética» de los edificios y zonas afectadas junto con la promocién
de la actividad econdémica subyacente, la constructiva o la de regeneracién urbana. Por
ofra parte, el examen de las nociones que sobre rehabilitacién se contienen en el IRPF
y el IVA nos dard pie a contrastarlas con los contenidos de la reciente Ley de Rehabi-
litacién, Regeneracidn y Renovacién urbanas y su necesaria coordinacién. Finalmente,
tras presentar dichas medidas y sus posibles mejoras, se realiza un examen de posibles
vias fiscales para el impulso de la actividad econémica de rehabilitacién y regeneracién
urbanas, en la estela del régimen de las SOCIMI.

Palabras clave: rehabilitacién; regeneracién urbana; politica fiscal; SOCIMI; REIT;
vivienda habitual
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ABSTRACT: In this paper we can find the spanish fiscal mesures relates with the
activity of regeneration of the cities or the houses. As a result, we can see that all of this
measures fends to promote the investment on an specific object, the permanent house
of the people, and less on regeneration of these houses. Furthermore, the fiscal system
uses differents meanings of regeneration. That leed us to built a proposition to use a
single one, coordinated with the Law of regeneration. Finally, as a economic activity we
propose to promote a protective fiscal regime of the regeneration wider than now. So
that, we present an alternative based on the regulation of the spanish SOCIMI knowing
in the comparative fiscal system as a REIT.

Key words: regeneration; fiscal policy; permanent house; REIT; SOCIMI.

I. EL ELEMENTO INMUEBLE COMO OBJETO FISCALMENTE PROTE-
GIDO EN RELACION CON LAS POLITICAS DE REHABILITACION O
REGENERACION URBANAS

1. Medidas fiscales en los tributos estatales en materia de reha-
bilitacién y regeneracién urbana

En puridad no podriamos afirmar que exista o haya existido una politica
fiscal de promocién de las actividades de rehabilitacién y de regeneracién
urbanas, como actividad econémica en si misma considerada. Lo que encontra-
mos en nuestro sistema fiscal son medidas desgravatorias e incentivos fiscales
en relacién con el objeto inmobiliario, los inmuebles, sobre el que actuaria la
citada actividad econémica vy, excepcionalmente, sobre el entorno urbano en
el que se sitian.

Asi, observamos que en el Impuesto sobre Sociedades (IS), la actividad de
rehabilitacién o de regeneracién urbana no estd contemplada especificamente
en ninguno de los regimenes especiales del impuesto si no es asociada con
ofras finalidades. Como tendremos ocasién de ver, nos referimos a la incor-
poracién desde el afio 2004 (1) del régimen especial de Entidades dedicadas
al arrendamiento de viviendas regulado en los articulos 53 y 54 del Texto
Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. El régimen especial se
prevé para las sociedades que tengan como actividad econémica principal el
arrendamiento de viviendas (2) situadas en territorio espafiol que hayan cons-

(1) No obstante, fue la Ley 36/2003, de 11 de noviembre, de Medidas de Reforma Econé-
mica, la que establecié el régimen fiscal de entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas.

(2) En este caso, el impuesto no requiere que el uso del inmueble sea el de vivienda habitual,
sino que los usos posibles son los referidos en el dmbito de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre,
de Arrendamientos Urbanos, esto es, cualquier uso como vivienda, para actividades industriales,
comerciales, artesanales, profesionales, recreativas, asistenciales, culturales o docentes.
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truido, promovido o adquirido y goza de unas sustanciosas bonificaciones en
la cuota del impuesto. Posteriormente, examinaremos el régimen especial de

las SOCIMI establecido en la Ley 11/2009.

La rehabilitacién se ha ligado, en la tributacién directa, con los incentivos
fiscales a la inversion de renta en vivienda habitual, esto es, en inmuebles de
cardcter urbano y cuyo uso sea residencial; beneficiando mds a la inversién en
propiedad y, en menor medida, a los ofrecidos en el régimen de arrendamiento.
La actividad de rehabilitacién, cuando asi se contemplaba, se unia indefectible-
mente a la realizacién de actividades privadas sobre la propiedad inmueble
que constituyese la residencia habitual del contribuyente propietario.

Ejemplo paradigmdtico de lo sefialado es el Impuesto sobre la Renta de
las Personas Fisicas (IRPF). En este impuesto existe una larga tradicién de pro-
teccién fiscal a la inversién de la renta de las personas fisicas en su vivienda
habitual. Particularmente, una de las formas de inversién contempladas en la
norma consistia en la rehabilitacién de aquélla. El concepto de rehabilitacién
en este impuesto tiene unos caracteres especificos, a los que nos referiremos
mds adelante. Los incentivos fiscales en el IRPF tradicionalmente han consistido
en la deduccién —bien en cuota o en base— de una parte de las cantidades
invertidas por las personas fisicas en la adquisicién o rehabilitacién de la
vivienda habitual, a excepcién de un corto periodo de tiempo (3) en el que
se fomentaba también la adquisicién de las segundas viviendas. Junto a la
deduccién, se ha venido manteniendo invariablemente la exencién de las
ganancias patrimoniales generadas en la transmisién de la vivienda habitual
cuando se reinvierta (exencién por reinversién) en la adquisicién —y por
extensién reglamentaria, articulo 41.1 in fine, a la rehabilitacién— de las
siguientes viviendas habituales (4). En el momento presente, la ley 16/2012,
de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias dirigidas a la consolidacién de
las finanzas poblicas y al impulso de la actividad econémica ha derogado
la deduccién por inversién en vivienda —articulo 68.1 LIRPF—, pero no la

(3) El incentivo fiscal a la adquisicién de viviendas nuevas, cualesquiera que fuera la fina-
lidad a la que se destinase, se introdujo bajo el régimen de la Ley 44/1978, de 8 de septiembre,
del IRPF por el Real Decreto-ley 2/1985, de 30 de abril, de Medidas de Politica Econémica. Esta
medida tuvo una vida muy corta puesto que fue derogada por el Real Decreto-ley 7/1989, de 29 de
diciembre, de Medidas Urgentes en Materia Presupuestaria, Financiera y Tributaria, posteriormente,
Lley 5/1990, de 29 de junio.

(4) Sobre el ambito objetivo de este beneficio, antes de la derogacién de la deduccién por
inversién en vivienda habitual, cabia plantearse su extensién no sélo a la adquisicién de una nueva
vivienda, sino a las restantes formas de inversién en vivienda deducibles, salvo al caso de la reha-
bilitacién puesta estaba expresamente admitido, y lo sigue estando, en el reglamento del impuesto.
Vid., BUENO MALUENDA, Cristina (2009): La vivienda habitual en el Impuesto sobre la Renta de las
Personas Fisicas, ed., La Ley, Valladolid, pp. 188 a 191. Cuestién que en estos momentos no podemos
sostener debido a la citada eliminacién del incentivo fiscal que le daba base.
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exencién por reinversién a la que nos referimos. No obstante, la deduccién se
mantiene como régimen transitorio para los adquirentes de viviendas anteriores
a la fecha de la derogacién de la medida.

Por otra parte, debemos mencionar la deduccién por obras de mejora
en la vivienda habitual de los contribuyentes del IRPF, creada en 2010 para
inversiones realizadas hasta el 31 de diciembre de 2012, regulada en la dis-
posicién adicional vigésimo novena de la Ley del Impuesto (5). Esta deduccidn
tuvo la particularidad de ampliar notoriamente el dmbito de lo que se venia
considerado en este impuesto «rehabilitacién» de la vivienda habitual, puesto
que afectaba tanto a la vivienda como al edificio en el que se encontrase y
la acercaba a las nociones de rehabilitacién para la eficiencia energética,
de salubridad y de proteccién al medio ambiente y de mejora de las instala-
ciones de acceso a servicios de la sociedad de la informacién que se venian
conteniendo en los Planes de Vivienda. A este respecto, la remisién al Plan
de Estatal de Vivienda y Rehabilitacién estaba expresamente prevista, lo que
clarificaba el dmbito de aplicacién de la deduccién.

Por ofra parte, en el IRPF se sigue manteniendo la deduccién por actua-
ciones para la proteccién y difusién del Patrimonio Histérico Espafiol y de las
ciudades, conjuntos y bienes declarados Patrimonio Mundial, la cual incentiva
fiscalmente tanto la adquisicién de este tipo de bienes como su conservacién,
reparacién, restauracién, difusién y exposicién asi como —art. 68.5 ¢ de la
LIRPF— «la rehabilitacién de edificios, el mantenimiento y reparacién de sus
tejados y fachadas, asi como la mejora de infraestructuras de su propiedad
situados en el entorno que sea objeto de proteccién de las ciudades espafiolas
o los conjuntos arquitecténicos, arqueoldgicos, naturales o paisajisticos y de los
bienes declarados Patrimonio Mundial por la UNESCO situados en Espafia». No
obstante, en este caso carecemos de un desarrollo especifico para esta deduc-
cién, particularmente, sobre el significado del término rehabilitacién (6).

En la estela del Impuesto sobre la Renta, el resto de los impuestos directos
limitan su proteccién a la vivienda habitual, tendencia que era la prioridad
del legislador hasta este momento. Asi, el Impuesto sobre Sucesiones y Dona-
ciones (ISD) recoge una reduccién sobre la base imponible del impuesto en

(5) Fue introducida por el Real Decreto-ley /2010, de 9 de abril, de Medidas para el
Impulso de la Recuperacién Econémica y el Empleo.

(6) Lo méds acertado en este caso serd tomar prestado el concepto de la legislacién secto-
rial. Al respecto, puede consultarse: «Nuevas perspectivas en la conservacién del Patrimonio Histd-
rico: una recapitulacién global», de MARTIN-RETORTILO BAQUER, Lorenzo (2001), en esta RevisTA, 19,
pp- 31-60; MARTIN-RETORTILLO BAQUER, Lorenzo (2000): «Los conceptos de consolidacién, rehabilitacion
y restauracién en la ley del patrimonio histérico espafiol», en Francisco SOsA WAGNER (coord.), El
derecho administrativo en el umbral del siglo XXI: homenaje al profesor Dr. D. Ramén Martin Mateo,
pp. 31773194
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el supuesto de las adquisiciones mortis causa de la vivienda habitual de la
persona fallecida —art. 20.2 LISD—. Por su parte, la vivienda habitual del
contribuyente se beneficia de una exencién parcial en el resucitado Impuesto
sobre el Patrimonio (IP), en funcién del valor de la propiedad —art. 4.Nueve
LIP—. A estos efectos, la nocién de vivienda habitual se corresponde en ambos
impuestos con la prevista en el IRPF.

Si nos centramos en la imposicién indirecta, en el Impuesto sobre el Valor
Adadido (IVA) la actividad urbanistica y la rehabilitacién son contempladas
dentro de las exenciones del impuesto. En particular, el impuesto ha incorporado
un concepto de rehabilitacién de inmuebles, cuya evolucién y coordinacién con
el recogido en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, expondremos
seguidamente. Junto a esto, gozan del tipo reducido del 10 por ciento (7), las
entregas de edificios o partes de los mismos aptos para su utilizacién como
vivienda —garaje y anexos, excepto locales de negocio— que resulten sujetas
—art. 91.Uno7° LIVA—. No se consideran edificios aptos para su utilizacién
como viviendas, las edificaciones destinadas a su demolicién. También estdn
sujetas a este tipo las ejecuciones de obra de renovacién y reparacién rea-
lizadas en edificios o partes de los mismos destinados a viviendas cuando
se cumplan los requisitos de destino, antigliedad, y coste establecidos en el
articulo 91.Uno.1,10° de la Ley del impuesto. Asimismo, tributan a dicho
tipo reducido las ejecuciones de obra, con o sin aportacién de materiales,
cuyo objeto sea la construccién o rehabilitacién de edificaciones o partes de
las mismas destinadas principalmente a viviendas —garajes, locales anejos,
garaijes, instalaciones y servicios— y las ejecuciones de obra que tengan por
objeto la construccién de garajes complementarios a dichas edificaciones.
Todo ello en las condiciones previstas en el articulo 91.Uno.3, 1°y 3° de la
Ley. Por otra parte, tributan al tipo super-reducido del 4 por ciento, la entrega
de viviendas calificadas administrativamente de proteccién piblica y en las
condiciones establecidas por el Impuesto y las ejecuciones de obra que tengan
la consideracién de prestaciones de servicios, relacionadas con las entregas
de estas viviendas. Sin embargo, expresamente se excluye aplicar este tipo a
las ejecuciones de obra que tengan por objeto la construccién o rehabilitacién
de viviendas de proteccién publica —art. 91.Tres LIVA—.

En cuanto a las exenciones, el articulo 20.Uno 21° de la Ley del IVA
declara exentas las entregas de terrenos como consecuencia de la aporta-
cién inicial a las Juntas de Compensacién y las adjudicaciones de terrenos

(7) Sobre la aplicacién de los tipos reducidos en estos supuestos puede consultarse: TORREGROSA
CARNE, Maria Dolors (2012), «La reduccién temporal del IVA en la rehabilitacién de edificaciones y
en la entrega de viviendas de nueva construccién (1)», Impuestos, seccién Doctrina, quincena del 1
al 15 mar., afio 28, tomo I, La Ley, versién electrénica, pp. 1-15.
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que efectien en proporcién a sus aportaciones. Incluyendo las operaciones
de reparcelacién. Y, en el nimero 23° del citado articulo estdn exentos los
arrendamientos —que tengan la consideracién de servicios a los efectos de
este impuesto— y la constitucién y transmisién de derechos reales de goce y
disfrute que tengan por objeto los edificios o partes de los mismos destina-
dos exclusivamente a viviendas o a su posterior arrendamiento por entidades
gestoras de programas puUblicos de apoyo a la vivienda o por sociedades
acogidas al régimen especial de Entidades dedicadas al arrendamiento de
viviendas establecido en el Impuesto sobre Sociedades, con las excepciones
sefialadas en el precepto.

Pero sobre todo, el nimero 22° establece en su letra A) que estardn exentas
las segundas y ulteriores entregas de edificaciones, incluidos los terrenos en
que se hallen enclavadas, cuando tengan lugar después de su construccién
o rehabilitacién. En la letra B) de dicho nimero se recoge el concepto de
rehabilitacién que maneja el Impuesto sobre el Valor Afiadido. No obstante,
destacaremos que esta exencién no se aplicard, por expreso mandato de la
Ley, a las entregas de edificaciones efectuadas en el ejercicio de la opcién
de compra inherente a un contrato de arrendamiento por empresas dedicadas
habitualmente a realizar operaciones de arrendamiento financiero; ni a las
entregas de edificaciones para su rehabilitacién por el adquirente, siempre que
se cumplan los requisitos establecidos reglamentariamente; ni a las entregas de
edificaciones que sean objeto de demolicién con carécter previo a una nueva
promocién urbanistica. Ello se explica porque tales hechos y negocios juridicos
quedan fuera de la finalidad perseguida por el exencién contenida en este
nimero 22° la cual no incide en la propia actividad constructora o rehabili-
tadora, sino que se centra en la exencién de la transmisién de edificaciones
construidas o rehabilitadas, finalizadas. Se trata de reservar el gravamen de
las segundas y ulteriores entregas de terrenos al Impuesto sobre Transmisiones
Patrimoniales (tréfico entre particulares) de ahi la exencién en el IVA; por
ello, precisa la Ley, sélo cabe hablar de «primera entrega» cuando ésta se
produce por el promotor y tiene por objeto una edificacién cuya construccién
o rehabilitacién esté finalizada (8).

La exencién en el IVA en las llamadas «exenciones inmobiliarias» implica,
por efecto de la coordinacién con el Impuesto sobre Transmisiones Patrimonia-
les, la sujecidn en este Gltimo impuesto, salvo que a su vez gocen de exencién.
Otra de las peculiaridades de este tipo de exenciones en el IVA es su cardcter

(8) Sobre los requisitos de la aplicacién o no de la exencién en el IVA y el concepto de reha-
bilitacién en este impuesto, véase CREMADES UGARTE, Luis (2007): «La rehabilitacién de edificaciones
en el dmbito del impuesto sobre el valor afiadido», OL, Revista Tributaria Oficinas Liquidadoras 7,
pp. 13-17.
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renunciable (9). Con ello se consigue permanecer en la érbita del impuesto
evitando romper la cadena de deducciones y, lo que no es menos importante
para el transmitente, evitar la aplicacién de la regla de la prorrata (10). Debe
tenerse en cuenta ademds que, en virtud de la reciente modificacién en la Ley
del IVA (11) se considerard sujeto pasivo, por inversién, al adquirente y no al
transmitente. Los supuestos se cifien a determinadas entregas de inmuebles,
entre ellas, las entregas realizadas en el marco de las exenciones de los
ndmeros 20° y 22°, del precepto anteriormente citado, cuando se renuncie a
ellas. La finalidad de esta ltima modificacién es muy clara, garantizar el pago
del impuesto correspondiente al imponer sobre el adquirente —que no es, en
puridad, el sujeto pasivo— las obligaciones propias de éste. La razén estriba,
entre ofros motivos, en el hecho de que para que la renuncia a la aplicacién
de la exencién sea efectiva se exige que concurran determinadas condiciones
en el adquirente quien debia justificarlas mediante una declaracién suscrita
por él mismo (12). Al convertirlo en sujeto pasivo este paso formal se hace, a
nuestro juicio, innecesario.

Por su parte, en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos
Juridicos Documentados (ITPAJD) se contemplan numerosos beneficios fiscales
que afectan a determinadas actividades de planificacién urbanistica asi como
a actos y negocios juridicos asociados a estos, tanto en la modalidad de Trans-
misiones patrimoniales onerosas como en la de Operaciones societarias. Entre
estos, los mds préoximos a las actividades de rehabilitacién y de regeneracién
urbanas se encuentran en el articulo 45.1 B) ndmero 7°, relativo a las aporta-
ciones y posteriores adjudicaciones de terrenos a las Juntas de Compensacién,
incluida la reparcelacién; el nimero 12°, referido a los actos necesarios para
la construccién de edificios en régimen de viviendas de proteccién oficial,

(9) Véase el articulo 4.Cuatro de la Ley del IVA en la nueva redaccién dada por la Ley
7/2012, de 29 de octubre, mucho mds clarificadora de las relaciones de exclusién entre ambos
impuestos que la anterior.

(10) TeeriZO LOPEZ, José Manuel (2012): «Cap. IX Impuesto sobre el Valor Afiadido», en la
obra colectiva, Manual de Derecho Tributario. Parte especial, 9° ed., Pamplona, Aranzadi, p. 539
afirma, en resumen, que la razén de ser de la posibilidad de renunciar se encuentra en evitar
que deban aplicar la regla de la prorrata —pensada para supuestos concretos y relativamente
aislado— un gran ndmero de sujetos pasivos como consecuencia de la transmisién de edificaciones.
Ademds, sin la renuncia el coste de las operaciones se incrementa por las cuotas que no pueden
ser objeto de deduccién e incluso por el importe del Impuesto sobre Transmisiones que gravaria
las operaciones exentas de IVA, lo que finalmente provoca el incremento del precio final de los
productos mencionados.

(11)  Modificacién efectuada por la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de Modificacién de la
Normativa Tributaria y Presupuestaria y de Adecuacién de la Normativa Financiera para la Intensi-
ficacién de las Actuaciones en la Prevencién y Lucha contra el Fraude.

(12) Exigencia que todavia consta en el articulo 8.1 del Reglamento del Impuesto sobre el
Valor Afadido, RD 1624/1992, de 29 de diciembre.
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transmisién de terrenos y solares y la cesién del derecho de superficie para la
construccién de viviendas de proteccién oficial (VPO) —excepcionalmente, en
este beneficio fiscal se exime de gravamen de la modalidad de actos juridicos
documentados a las escrituras otorgadas al solicitar prestamos hipotecarios
para la adquisicién de dichos terrenos y solares—. Dentro de este mismo
nimero 12°, estén exentas las escrituras que formalicen actos y/o contratos
relacionados con la construccién de edificios VPO; las escrituras para formalizar
la primera transmisién de VPO tras su calificacién definitiva; la constitucién de
préstamos hipotecarios para la adquisicién exclusiva de VPO y anejos. Junto
a esto, también estd exenta la constitucién de sociedades y la ampliacién de
capital, cuando tengan por exclusivo objeto la promocién o construccién de
edificios en régimen de proteccién oficial. Estas exenciones se aplican también
a aquéllas que, con proteccién publica, dimanen de la legislacién propia
de las Comunidades Auténomas en las condiciones previstas en el Impuesto.
Obsérvese que, en ningin momento, la norma se refiere o se extiende a la
rehabilitacién de viviendas con destino a VPO.

En el ITPAJD existen otros beneficios ligados con la actividad de la cons-
truccién mas alejados de los objetivos de este trabajo (13). Por Gltimo, recien-
temente se han introducido en este Impuesto unos incentivos fiscales asociados
a la nueva corriente politica de fomento de la vivienda en alquiler. De este
modo, podemos ver cémo en el nimero 20° se prevén diversas exenciones
en la modalidad de operaciones societarias para las sociedades de inversién
de capital variable (SICAV) reguladas en la Ley de Instituciones de Inversién
Colectiva (LIIC). Lo que también se aplicard, segin dispone el apartado 3 de
este nimero, a las Instituciones de Inversién Colectiva (IIC) que tengan por
objeto social exclusivo la adquisicién y la promocién, incluyendo la compra de
terrenos, de cualquier tipo de inmueble de naturaleza urbana para su arren-
damiento. Ademds, sélo este Gltimo tipo de IIC, gozard de una bonificacién
del 95 por 100 de la cuota de la modalidad del Impuesto sobre transmisiones
patrimoniales onerosas por la adquisicién de viviendas destinadas al arrenda-
miento y por la adquisicién de terrenos para la promocién de viviendas desti-
nadas al arrendamiento, con la exigencia del cumplimiento de unos requisitos
temporales de mantenimiento de los inmuebles previstos en el Impuesto de
Sociedades para la aplicacién del tipo reducido del 1 por 100 a estas IIC.

(13)  Asi, los previstos en los nimeros 6° que se refiere a operaciones de concentracién parce-
laria y ofros actos relativos a inmuebles risticos y al desarrollo agrario; y en el nimero 16° donde se
exime de gravamen las transmisiones de edificaciones a las empresas que realicen habitualmente las
operaciones de arrendamiento financiero para ser objeto de arrendamiento con opcién de compra a
persona distinta del transmitente, cuando dichas operaciones estén exentas del IVA. Relacionado con
éstas, el nimero 18° exime del gravamen gradual de la modalidad actos juridicos documentados,
la cancelacién de hipotecas de cualquier clase.
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En el nimero 22° se establecen unos beneficios similares para las Sociedades
Anédnimas Cotizadas de Inversién en el Mercado Inmobiliario (SOCIMI) a los
que nos referiremos mds adelante.

Al margen de los beneficios fiscales contemplados en el ITPAJD, no debe-
mos olvidar los previstos en la legislacién sectorial (14). Sin embargo, es des-
tacable y llama la atencién la total ausencia de medidas fiscales relativas a las
actuaciones de rehabilitacién y regeneracién urbanas entendidas éstas como la
actividad que tiene lugar sobre nicleos urbanos degradados ya existentes, salvo
las ya mencionadas en el dmbito de las exenciones inmobiliarias del IVA.

2. Medidas concretas en la normativa propia de las Comunidades
Auténomas

Si esto es asi en el ambito estatal, 3qué nos encontramos en el sistema
tributario autonémico? Dados los limites de este trabajo, en este apartado
daremos una somera cuenta de las medidas adoptadas por las Comunidades
Auténomas de régimen comin en relacién con los impuestos cedidos sobre
los que disponen de competencias normativas, agrupdndolas por conceptos
y destacando aquéllas mds novedosas, esto es, aquellas que difieren notable-
mente de las establecidas en la legislacién estatal. En una valoracién global
podemos destacar el predominio de aquellas medidas que representan una
simple mejora de las reguladas por la Ley estatal (15).

En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, como es sabido, la
deduccidn por inversién en vivienda habitual tenia un tramo estatal y un tramo
autondémico sobre el que las Comunidades Auténomas podian legislar limitada-
mente. Es un hecho que las Comunidades Auténomas han actuado menos sobre
el tramo autonémico de esta deduccién y mds creando sus propias deducciones
en la cuota integra autonémica. De este modo, encontramos deducciones auto-
némicas a la inversién en la vivienda habitual del contribuyente en la totalidad
de ellas, particularizando las respectivas Comunidades Auténomas la medida
desgravatoria en funcién de diferentes objetivos de politica regional, asi se
fomenta la adquisicién o rehabilitacién la vivienda habitual en los casos de:
vivienda de proteccién oficial o publica, para jévenes —o excepcionalmente

(14) Destacamos los que se contienen en la Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre Subroga-
cién y Modificacién de Préstamos Hipotecarios. O en su caso, los previstos en la Ley 20/1990, de
19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas o en la Ley 19/1992, de 7 de julio,
sobre Régimen de Sociedades y Fondos de Inversién Inmobiliaria y sobre Fondos de Titulizacién
Hipotecaria.

(15) Como es sabido, los limites a la competencia normativa autondmica sobre los tributos
cedidos, en el régimen comin y ciudades auténomas se encuentran en la Ley 22/2009, de 18 de
diciembre, del Sistema de Financiacién Autonémico.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 165-204 173



M.® CRISTINA BUENO MALUENDA

también para los no j6venes—, en nicleos rurales, para familias numerosas,
por motivos de discapacidad, en propiedad o en alquiler. También son relati-
vamente frecuentes las deducciones en el IRPF para compensar los costes de
la financiacién ajena en la adquisicién (incluyendo la rehabilitacién) de la
vivienda habitual. El supuesto de inversién deducible contemplado en todas
ellas toma su origen en los supuestos de inversién de la ley estatal y, sobre
todo, se cifien a la inversién para la adquisicién y, en menor medida, para
la rehabilitacién de la vivienda, en algin caso, excluyéndola expresamente,
como en la Comunidad de Madrid en donde se regula una deduccién sobre
el IRPF, complementaria a la estatal, por la adquisicién de vivienda nueva en
construccidn excluyendo expresamente a ofro tipo de inversiones como la reha-
bilitacién de la vivienda propia o por obras e instalaciones de adecuacién en la
misma (16). En ofros casos, la rehabilitacién es una apuesta de la Comunidad
desde hace unos cuantos afos, asi en la Comunidad de la Rioja (17) se contem-
plan deducciones autonémicas especificas por inversién en rehabilitacién de la
vivienda de j6venes, de no j6venes vy, sin requisito de edad, para adquisicién
o rehabilitacién de segundas viviendas en el medio rural.

Como hemos sefialado, resultaba comin a esta serie de deducciones
su relacién con los conceptos establecidos en la deduccién por inversién en
vivienda de la Ley del IRPF. Tras la derogacién de este beneficio fiscal en la
Ley del Impuesto formalmente es posible ampararse en los conceptos estable-
cidos en el reglamento del impuesto para suplir el vacio legal —arts. 54 y 55
del RIRPF—. Todavia es pronto para valorar el efecto de la derogacién en la
regulacién de este tipo de deducciones autonédmicas y cémo se llenard —si
es que es preciso esto— el vacio legal de los conceptos vivienda habitual,
supuestos de inversién (adquisicién, rehabilitacién, ahorro en cuentas...) (18)
y demds requisitos a los que la norma autonémica se remite.

Al margen de esto, ya son numerosas las Comunidades Auténomas que se
han separado del objetivo de la deduccién estatal por inversién en vivienda.
Asi, muy recientemente, la Comunidad de Cantabria ha incluido, en su Ley de
Medidas fiscales (19) para este afio 2013, una deduccién «por obras de mejora
en viviendas», sin importar el destino, esto es, separdndose de la sempiterna

(16) Deduccién vigente hasta la fecha introducida en el afio 2009. Fuente: www.aeat.es

(17) Ley 7/2012, de 21 de diciembre, de la Comunidad Auténoma de La Rioja, de Medidas
Fiscales y Administrativas para el afio 2013.

(18) En Aragén se ha optado por remitir a los conceptos legales de la Ley vigente a 31 de
diciembre de 2012. Vid., Articulo 110 10. Deduccién de la cuota integra autonémica por adquisi-
cién de vivienda en nicleos rurales en el Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de septiembre, Texto
Refundido de las Disposiciones Dictadas en Materia de Tributos Cedidos en su modificacién por Ley
3/2012, de 8 de marzo.

(19) Ley 10/2012, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.
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referencia a la vivienda habitual. En este caso, la deduccién tiene por objeto
una rehabilitacién calificada como tal por la Direccién General de Vivienda
del Gobierno de Cantabria; la mejora de la eficiencia energética, la higiene,
la salud y proteccién del medio ambiente y la accesibilidad de la vivienda
o al edificio en que se encuentra; la utilizacién de energias renovables, la
seguridad y la estanqueidad, y en particular, la sustitucién de instalaciones de
electricidad, agua, gas, calefaccién y, finalmente, por las obras de instalacién
de infraestructuras de telecomunicacién que permitan el acceso a Internet y
a servicios de televisién digital en la vivienda del contribuyente. Quizds sea
ésta la senda que emprendan.

En cierto sentido, algunas deducciones reguladas hace algin tiempo en
este impuesto ya combinaban elementos de proteccién medioambientales (3una
suerte de rehabilitacién?) con la inversién en vivienda habitual. Se trata, como
ocurre en —Castilla y Leén (20), Murcia (21), Valencia (22), Aragén (23)— de
permitir la deduccién por incorporar instalaciones para el suministro de luz o
agua que procedan, fundamentalmente, de tecnologias basadas en energias
renovables solar (térmica y fotovoltaica) y edlica como, por ejemplo, la instala-
cién de paneles solares o bien, cuando en la vivienda se incorporen mecanismos
para el ahorro del agua o para la mejora de la depuracién de las aguas o
reutilizacién de aguas grises. Y también, en algin caso, para la adaptacién
de la vivienda a las situaciones de discapacidad (en Castilla-leén se habla,
no obstante, de «rehabilitacién» a los efectos previstos en el IRPF).

En Murcia, también se extiende la aplicacién de la deduccién a las
instalaciones en viviendas destinadas al arrendamiento, siempre que el arren-
damiento de la vivienda no tenga la consideracién de actividad econémica
de acuerdo con el concepto establecido en la propia Ley del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Fisicas.

No obstante, es una rareza contemplar deducciones como la prevista por
Castilla y Ledn por inversién en obras de adecuacién a la inspeccién técnica
de construcciones, por las obras que tengan por objeto la adecuacién de la

(20) Decreto Legislativo 1/2008, de 25 de septiembre, Disposiciones Legales en Materia de
Tributos Cedidos en la Comunidad Auténoma de Castilla y Ledn.

(21) Desde 2007. Decreto Legislativo 1/2010, de 5 de noviembre, de la Comunidad Auté-
noma de la Regién de Murcia, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Disposiciones Legales
Vigentes en la Regién de Murcia en Materia de Tributos Cedidos.

(22) Ley 14/2007, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestién Financiera y
Administrativa y de Organizacién de la Generalitat Valenciana. Ley 13/1997, de 23 de diciembre,
Reguladora del Tramo Autonémico del IRPF y Restantes Tributos Cedidos.

(23) Ley 12/2010, de 29 de diciembre, de la Comunidad Auténoma de Aragén, de Medidas
Tributarias. Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de septiembre, Texto Refundido de las Disposiciones
Dictadas en Materia de Tributos Cedidos.
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construccién en que se encuentre su vivienda habitual al cumplimiento de los
deberes urbanisticos y condiciones que exige la normativa urbanistica de la
Comunidad (24).

También son escasas, las medidas que se refieran a otro tipo de inmueble
que tenga un uso diferente al de primera residencia. Asi, en Canarias se regula
una deduccién en el IRPF por donaciones para la rehabilitacién o conservacién
del patrimonio histérico de Canarias y otra, de forma similar, por cantidades
destinadas a restauracién, rehabilitacién o reparacién de bienes inmuebles
declarados de inferés cultural. En Castilla y Lleén, se deduce por aquellas
cantidades donadas a fundaciones de Castilla y Leén para la recuperacién
del Patrimonio histérico, cultural y natural y, en el mismo sentido, también se
bonifica las cantidades invertidas con el mismo objetivo.

Por su parte, Baleares contempla una deduccién en IRPF por los gastos
de conservacién y mejora realizados en fincas o terrenos incluidos en dreas
de suelo ristico protegido, o dentro de un drea de interés agrario, o dentro
de un espacio de relevancia ambiental (25). Y en La Rioja se ha previsto la
deduccién por adquisicién o rehabilitacién de una segunda vivienda en el
medio rural. De esta deduccién solo podré beneficiarse una Gnica vivienda
distinta de la habitual por contribuyente.

En relacién con los restantes impuestos cedidos a las Comunidades Auté-
nomas, nos encontramos con dos lineas de actuacién: las medidas que son
complemento de las previstas en el impuesto sobre la renta, y otras que tienden
a favorecer objetivos de crecimiento econémico y de localizacién en el territorio.
En el primer caso, podemos citar, por ejemplo, la rebaja de tipos en ITPAJD por
las trasmisiones de la vivienda habitual, en la constitucién de préstamos hipoteca-
rios o cuando la transmisién del inmueble goza de exencién en el IVA o bien las
reducciones en la base imponible en donaciones y sucesiones de este elemento.
En el segundo caso, por inversién entidades que cotizan o en la adquisicién de
acciones o participaciones sociales de entidades nuevas o de reciente creacién
que se localicen en el territorio de la respectiva Comunidad (26).

(24) Vid., Disposicién transitoria primera del Decreto Legislativo 1/2008, antes citado.

(25) Desde 2008. Ley de la Comunidad Auténoma Balear 6/2007, de 27 de diciembre, de
Medidas Tributarias y Econémico-administrativas.

(26) Asi, en Comunidades como Madrid, Catalufia, Galicia, Andalucia y Aragén, Con la
misma finalidad de fomento de la actividad econémica y su localizacién en el territorio encontramos
en el seno del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones la reduccién por la donacién de dinero a
favor de descendientes para la constitucién o adquisicién de una empresa individual o un negocio
profesional o de participaciones en entidades (Catalufia y Madrid). Y en La Rioja, se establecen tipos
inferiores en los documentos notariales que formalicen la adquisicién de inmuebles por una sociedad
mercantil participada en su integridad por jévenes menores de 36 afos con domicilio fiscal en la
Comunidad y en funcién del valor de los inmuebles.
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Por ofra parte, en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales Onerosas
(Aragén, Catalufia, Madrid, Murcia) se prevé una bonificacién de la cuota
para la transmisién total o parcial de viviendas a empresas inmobiliarias —a
las que sean de aplicacién las normas de adaptacién del Plan general de
contabilidad del sector inmobiliario— que se incorporarén a su activo circu-
lante con la finalidad de venderlas en un plazo determinado. La Rioja (27) ha
establecido un tipo de gravamen reducido especifico para la adquisicién de
vivienda —cualquiera que sea su uso— que vaya a ser objeto de inmediata
rehabilitacién. En este caso, la comunidad riojana se remite al concepto de
rehabilitacién previsto en la Ley del Impuesto sobre el Valor Afiadido.

Finalmente, en Galicia se establece, en cuanto al gravamen gradual sobre
actos juridicos documentados, una bonificacién del 75 por ciento de la cuota
en las escrituras publicas para formalizar la declaracién de obra nueva o la
divisién horizontal de edificios destinados a viviendas de alquiler.

En conclusién, observamos una cierta tendencia en las Comunidades Auté-
nomas a la diversificacién de los objetivos de politica fiscal y, timidamente, se
abren paso medidas para la rehabilitacién y el asentamiento de la poblacién.
Falta, es cierto, un impulso més general, lo que podria resolverse en los impues-
tos de titularidad estatal mediante una decidida accién del legislador que bien
podria estar directamente relacionada con el desarrollo de los objetivos de la
Ley de Rehabilitacién, Regeneracién y Renovacién Urbanas.

3. La imposicién local: incentivos fiscales a favor de la rehabili-
tacion

No podemos finalizar este repaso a la proteccién que el sistema fiscal
brinda a las actividades de rehabilitacién sin mencionar aquellas contenidas en
el dmbito local. En los Gltimos afios las reformas legislativas del Texto Refundido
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL) se han encaminado a
la realizacién de ciertos objetivos que pueden conectarse con la realizacién la
autonomia local y la consecucién de ciertos objetivos de la llamada «fiscalidad
verde». En la imposicién inmobiliaria esta fiscalidad medioambiental se ha
convertido en una suerte de medidas de fomento de la rehabilitacién (mejora
de edificios, fomento de actividades de construccién de nuevos edificios mds
eficientes o de rehabilitacién de edificios ya existentes para la consecucién de
estas caracteristicas). Asi, encontramos bonificaciones que siguen estas pre-
misas tanto en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBl), como en el Impuesto
sobre Construcciones, Instalaciones y Obras (ICIO).

(27) A través de la citada Ley 10/2012, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Admi-

nistrativas.
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En el IBI, se establece una bonificacién obligatoria para empresas de
urbanizacién, construccién y promocién inmobiliaria, tanto de obra nueva
como de rehabilitacién equiparable a ésta, bonificacién de entre el 50 y el 90
por 100 en la cuota integra del impuesto de los inmuebles que constituyan el
objeto de su actividad (art. 73.1 TRLHRL). Junto a esta, hemos de mencionar
la bonificacién potestativa de hasta el 50 por 100 de la cuota integra del
impuesto para los bienes inmuebles en los que se hayan instalado sistemas para
el aprovechamiento térmico o eléctrico de la energia proveniente del sol (art.
74.5 TRLRHL). La aplicacién de esta bonificacién estard condicionada a que las
instalaciones para la produccién de calor incluyan colectores que dispongan de
la correspondiente homologacién por la Administracién competente. Obsérvese
lo limitado de esta actuacién de mejora funcional de los inmuebles.

Por su parte, en el ICIO, no se encuentra ninguna medida de fomento
de la actividad de rehabilitacién similar a la prevista de forma obligatoria en
el IBI, al margen de las recogidas en el articulo 103.2 del TRLRHL. Asi, se
establece una bonificacién potestativa de hasta el 50 por ciento de la cuota
del impuesto, a favor de las construcciones, instalaciones u obras referentes
a viviendas de proteccién oficial (28) y otra, de hasta un 95 por ciento de la
cuota a favor de construcciones, instalaciones y obras que sean declaradas
de especial interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias sociales,
culturales, histérico artisticas o de fomento del empleo. En este sentido, Ayun-
tamientos como el de Zaragoza han entendido que concurre este interés o
utilidad municipal en el fomento de la actividad de rehabilitacién de edificios
y de zonas urbanas (29).

A nuestro juicio, la tributacién local tiene un amplio potencial para la
intfroduccién de medidas de fomento de la actividad privada-empresarial y
particular de rehabilitacién de inmuebles y de regeneracién urbana, al estilo
de la ya citada bonificacién obligatoria en el IBl. No obstante, observamos
una cierta confusién en la utilizacién de los conceptos de rehabilitacién y las
medidas de mejora medioambiental de los edificios (mejora térmica, energética,
efc.) pues, 3no dejan de ser o formar parte de la rehabilitacién del inmueble?

(28) GoNzALEZ-CUELLAR SERRANO, M. Luisa (2012): «Capitulo VIII. La vivienda en los tributos
locales», en la obra colectiva La fiscalidad de la Vivienda en Espafia, ed. Civitas-Thomson Reuters,
Pamplona, p. 723, afirma que los ayuntamientos que la han establecido se han limitado a la cons-
truccién, citando los ejemplos de Sevilla, Madrid y Valencia.

(29) En la Ordenanza fiscal ndm. 10/2012 del Ayuntamiento de Zaragoza encontramos un
magnifico ejemplo de promocién fiscal de la rehabilitacién al entender que justifica la declaracién
de especial interés o utilidad municipal: las actuaciones de nueva planta y de rehabilitacién y en
general actuaciones de rehabilitacién en el marco de los planes integrales y dreas de rehabilitacion
integral. Pero también, se incluyen actuaciones sobre edificios sin calificacién que tengan una anti-
giedad superior a 40 afios (art. 6 Ordenanza). En otros municipios, como Madrid o Sevilla, también
encontramos disposiciones un sentido semejante.
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Confusién que es comin a los tres dmbitos tributarios y que es consecuencia
de la ausencia de un concepto comin de rehabilitacién como veremos en el
apartado siguiente.

Il. LA ACTIVIDAD DE REHABII.IT:ACIC')N EN EL IRPF Y EN EL IVA:
CONCEPTO DE REHABILITACION

1. Descripcion del concepto de rehabilitacion en el IRPF

La rehabilitacién en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas
venia contemplada como un supuesto de inversién en la vivienda habitual
del contribuyente (persona fisica) que gozaba de deduccién en la cuota del
impuesto. Asi es, la rehabilitacién se configuraba como un supuesto de inver-
sién separado y diferente de la adquisicién de la vivienda —la cual adquiria
mdltiples formas, como la adquisicién en construccién, la adquisicién mediante
ahorro en cuentas ahorro vivienda—, la ampliacién de su superficie Gtil y la
realizacién de obras e instalaciones de adecuacién en la vivienda habitual, o
en los elementos comunes o los que sirvan de paso necesario entre la finca y
la via pdblica, por razén de la discapacidad de alguno de los ocupantes de
la vivienda referidos en la norma.

Asi pues, la rehabilitacién se distinguia —como férmula de inversién en
vivienda— de estas ofras actuaciones de adecuacién sobre la vivienda y esta
precisién es importante por cuanto que el concepto de rehabilitacién no venia
establecido en la Ley, sino que era objeto de una delegacién cuasi en blanco
al reglamento del impuesto, el cual a su vez, remitia en uno de sus supuestos
a los Planes Estatales de Vivienda.

En el articulo 55.5 del reglamento del impuesto, a pesar de la derogacién
del incentivo en la Ley, todavia encontramos el desarrollo del concepto de reha-
bilitacién de vivienda consistiendo ésta en la realizacién de unas determinadas
obras sobre la vivienda del contribuyente cuando las citadas obras cumplan
alguno de los dos requisitos siguientes: que sean obras que estén calificadas
o declaradas como actuacién protegida en materia de rehabilitacién en los
términos del Plan Estatal de vivienda en vigor (30); o bien, que tengan por
objeto principal la reconstruccién de la vivienda mediante la consolidacién y
el tratamiento de las estructuras, fachadas o cubiertas y otras andlogas siem-
pre que el coste global de las operaciones de rehabilitacién exceda del 25
por ciento del precio de adquisicién si se hubiere efectuado ésta durante los

(30) A este respecto, y como curiosidad, debemos sefialar que el precepto reglamentario
remite al derogado Plan Estatal 2005-2008. Entendemos que la remisién habria de entenderse al
vigente en cada momento.
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dos afos inmediatamente anteriores al inicio de las obras de rehabilitacién
o, en ofro caso, del valor de mercado que tuviera la vivienda en el momento
de dicho inicio.

Asi pues, a los efectos del Impuesto sobre la renta, parecia diferenciarse
dos conceptos o vias de rehabilitacién a los que podriamos denominar, para
distinguirlos, como «rehabilitacién certificada» y «reconstruccién cualitativa
de la viviendas.

a) La «rehabilitacién certificada»

De acuerdo con el articulo 55.5 a) del Reglamento del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Fisicas y a los efectos, segin se disponia, del articulo
68.1.1°de la Ley del Impuesto —donde se regulaba la deduccién por inversidn
en vivienda habitual— se considerard rehabilitacién las obras en la vivienda
que hayan sido calificadas o declaradas como actuacién protegida en materia
de rehabilitacién de viviendas en los términos previstos en el Plan Estatal de
Vivienda y Rehabilitacién (31).

Asi pues, resultaba imprescindible remitirse al concepto que, en cada
momento, se contuviese en el correspondiente Plan Estatal. En el momento
en que se derogé la deduccién en el Impuesto, se encontraba vigente el Plan
Estatal de Vivienda y Rehabilitacién 2009-2012, aprobado por el Real Decreto
2066/2008, de 12 de diciembre, que fue modificado por el Real Decreto
1713/2010, de 17 de diciembre (32). Hasta este momento, el desarrollo
del concepto legal sélo podia construirse sobre la base de las actuaciones
protegibles que componian los diferentes programas integrados en los ejes
de actuacién del Plan.

De esta forma habia que preguntarse: 3qué programa encajaba en el
concepto de rehabilitacién del IRPF, o lo que es igual, cudles eran las obras
calificadas y declaradas como «rehabilitacién» segin el plan de vivienda
vigente (33)2 Veamos, segin los articulos 2 y 21 el Plan constaba de 6 ejes

(31) Como ya sefialamos anteriormente, el precepto literalmente se remite al Real Decreto
801/2005, de 1 de julio, por el que se aprueba el Plan Estatal 2005-2008, para favorecer el acceso
de los ciudadanos a la vivienda.

(32) En la actualidad, el Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, regula el Plan Estatal de
Fomento del Alquiler de Viviendas, la Rehabilitacién Edificatoria, y la Regeneracién y Renovacién
Urbanas, 2013-2016.

(33) Este Plan constaba de 6 ejes bdsicos y 12 programas: 1. Promocién de viviendas
protegidas. a) Promocién de vivienda protegida para alquiler. b) Promocién de vivienda protegida
para venta. c) Promocién de alojamientos para colectivos especialmente vulnerables y otros colectivos
especificos. 2. Ayudas a demandantes de vivienda. a) Ayudas a inquilinos. b) Ayudas a adquirentes
de nuevas viviendas protegidas y de viviendas usadas. 3. Areas de rehabilitacion integral y reno-
vacién urbana. a) Areas de rehabilitacién integral de centros histéricos, centros urbanos, barrios
degradados y municipios rurales (en adelante, ARIS). b) Areas de renovacién urbana (en adelante,
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bdsicos y 12 programas que iban mucho mds alléd de la rehabilitacién en
vivienda. De todos ellos, el eje 4 parecia el adecuado para la integracién
reglamentaria. El citado eje, o Programa de ayudas RENOVE a la rehabilita-
cién de viviendas y edificios de viviendas existentes consideraba actuaciones
protegidas las siguientes: a) Actuaciones para mejorar la eficiencia energética,
la higiene, salud y proteccién del medio ambiente en los edificios y viviendas,
y la utilizacién de energias renovables; b) Actuaciones para garantizar la
seguridad y la estanqueidad de los edificios; y c) Actuaciones para mejora
de la accesibilidad al edificio y/o a sus viviendas.

Pero ademds, dada la elasticidad con que se ha descrito el supuesto en el
reglamento del impuesto podian entenderse incluidas determinadas actuaciones
en el marco del «Programa de dreas de rehabilitacién integral de conjuntos
histéricos, centros urbanos, barrios degradados y municipios rurales» (ARIS), eje
3 del Plan, al que podian acceder tanto los promotores como los propietarios
de viviendas en ellos localizadas. El programa ARIS recogia las actuaciones
de mejora de tejidos residenciales en el medio urbano y rural recuperando
funcionalmente conjuntos histéricos, centros urbanos, barrios degradados y
municipios rurales, que precisaran la rehabilitacién de sus edificios y vivien-
das, la superacién de situaciones de infravivienda y de intervenciones de
urbanizacién o reurbanizacién de sus espacios piblicos. Pues bien, dentro
de este programa encajarian en el concepto del Impuesto, exclusivamente,
las actuaciones sefialadas en el articulo 45.2 letras a) y b), esto es, obras
en elementos privativos del edificio (viviendas) que consistieran en la mejora
de la habitabilidad, seguridad, accesibilidad y eficiencia energética. Y en
elementos comunes del edificio, las de mejora de la seguridad, estanqueidad,
accesibilidad y eficiencia energética, y la utilizacién de energias renovables.

El resto de programas y actuaciones contempladas en el plan quedarian
fuera del incentivo fiscal. Ello es debido a que el dmbito obijetivo del beneficio
fiscal se limitaba a la «vivienda habitual» del contribuyente y, en algin caso, a
elementos comunes hasta la via pdblica (por ejemplo, en el caso de obras de
acondicionamiento a las situaciones de discapacidad) y a determinados anejos,
como eran los garajes. Al margen de la necesidad de que las obras fueran
clasificadas o declaradas como actuacién protegida en los términos del Plan
de vivienda para este tipo de rehabilitacién, el Impuesto sobre la no imponia

ARUS). c) Programa de ayudas para la erradicacién del chabolismo. 4. Ayudas RENOVE a la reho-
bilitacién y eficiencia energética. a) Ayudas RENOVE a la rehabilitacién. b) Ayudas a la eficiencia
energética en la promocién de viviendas. 5. Ayudas para adquisicién y urbanizacién de suelo para
vivienda protegida. a) Ayudas para adquisicién y urbanizacién de suelo para vivienda protegida.
6. Ayudas a instrumentos de informacién y gestién del Plan. a) Ayudas a la gestién de los Planes de
Vivienda e informacién al ciudadano
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otros condicionamientos ni cualitativos ni cuantitativos que los expresados en
el Plan para los respectivos programas.

A modo de reflexién final sobre este supuesto, no podemos dejar de desta-
car uno de los defectos que, a nuestro juicio, fenia esta remisién a los Planes de
vivienda y era la siguiente: dado que la aplicacién del beneficio fiscal requeria
la calificacién o declaracién como actuacién protegida, solamente aquellos
contribuyentes que podian obtener dicha calificacién o declaracién podrian
acceder al beneficio fiscal. Particularmente, nos referimos a las condiciones de
renta maxima que imponia el Plan de vivienda para la obtencién de las ayudas
que en él se contemplaban. De esta forma colateral —3buscada o quizds no
buscada por el legislador2— se limitaba el dmbito subjetivo de la aplicacién
de este incentivo fiscal, el cual propiamente no imponia limites de renta a los
contribuyentes para el acceso al beneficio fiscal y, por ende, se constrefia la
promocién de este tipo de actividad econémica.

En este momento, el incentivo fiscal ya no es de aplicacién a las reha-
bilitaciones de viviendas desde 31 de diciembre de 2012. El nuevo Plan de
vivienda 2013-2016 (34) contempla unos programas de ayudas y subvenciones
que carecerdn de un beneficio fiscal especifico en el IRPF, salvo la exencién
por reinversién, pero que, deberdn ser integradas en éste como renta sujeta
a gravamen. Este plan y las modificaciones introducidas en la Ley del Suelo
por la Ley de Rehabilitacién, Regeneracién y Renovacién Urbanas tienen como
denominador comin la promocién de nuevos objetivos politicos y econémicos:
el alquiler y la rehabilitacién de viviendas. Y ciertamente, la actividad privada
de rehabilitacién de viviendas tiene un gran campo en el actual contexto de
nuestro pais en donde las unidades urbanas mds antiguas y degradadas son
las de la ciudad consolidada, no siempre y completamente deshabitada. Ahora
bien, tras la desaparicién del Gnico incentivo fiscal realmente generalizado que
aliviaba las sobrecargadas espaldas del contribuyente persona fisica, quizds
sea la hora de abrir nuevos incentivos, en la linea que propugna actualmente
el legislador.

b) La «reconstruccién cudlitativa de la vivienda»

El segundo sentido del concepto de rehabilitacién, a los efectos del ar-
ticulo 68.1.1° de la LIRPF, que se desprendia del 55.1.5° de su reglamento fue
objeto de una importante adaptacién por el Real Decreto 861/2008, de 23
de mayo con ocasién de la modificacién introducida en el articulo 20.Uno.22°

(34) Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan Estatal de fomento
del alquiler de viviendas, la rehabilitacién edificatoria, y la regeneracién y renovacién urbanas,
2013-2016.
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del IVA (35). La eliminacién del valor del suelo a los efectos de establecer el
limite cuantitativo se trasladaba al Impuesto sobre la Renta y, al menos en este
sentido, los requisitos en ambos impuestos se hacian equivalentes. Sin embargo,
el concepto de rehabilitacién en el IVA volvié a ser objeto, en 2010, de una
nueva redaccién que no fue trasladada al Impuesto sobre la Renta.

En efecto, la rehabilitaciéon como reconstruccién cualitativa de la vivienda
en el Impuesto sobre la Renta consistia en la realizacién de aquellas obras
que tuviesen como obijeto principal la reconstruccién de la vivienda mediante
la consolidacién o adecuacién de estructuras, fachadas o cubiertas y otras
andlogas —que no definia— siempre que el coste global de las operaciones
de rehabilitacién excediera del 25 por ciento del precio de adquisicién (se
sobreentiende de la vivienda) si se hubiese efectuado ésta durante los dos
afios inmediatamente anteriores al inicio de las obras de rehabilitacién o, en
otro caso, del valor de mercado que tuviera la vivienda en el momento de
dicho inicio, descontando en todo caso la parte proporcional correspondiente
al suelo.

2. Descripcion del concepto de rehabilitacién en el IVA

En el IVA, la dltima redaccién del concepto de rehabilitacién (36) del
articulo 20.Uno.22° de la Ley del IVA procede del Real Decreto-Lley 6/2010,
de 9 de abril, de medidas para el impulso de la recuperacién econémica y el
empleo. Dicha reforma cumplia dos objetivos segin la propia norma, ampliaba:
«el concepto de rehabilitacién estructural a efectos del impuesto, a través de una
definicién de obras andlogas y conexas a las estructurales, que permite reducir

(35) Efectivamente, el concepto de rehabilitacién contemplado en el Impuesto sobre el Valor
Afadido habia sido modificado por el Real Decreto-ley 2/2008, de 21 de abril, de Impulso de
la Actividad Econémica, a los efectos de eliminar el valor del suelo del cémputo del limite cuanti-
tativo que determina si las obras proyectadas adquieren la consideracién de rehabilitacién, como
veremos. También se aproveché la reforma para precisar que el momento para determinar el valor
de mercado se referiria al inicio de las obras de rehabilitacién y no al impreciso «momento de su
rehabilitacién». Dichas modificaciones segin, Alvarez ArRovo, Ricardo (2011): «Resumen de las
modificaciones normativas en el IVA en 2009 y 2010 y propuestas contenidas en la LPGE para
2011», Novedades y temas clave del IVA 2010-2011, Madrid, CISS, 1¢ ed., versién electrénica,
p. 1, se introducen «con la idea de reactivar el maltrecho mercado de la promocién inmobiliaria, ya
fue objeto de modificacién en abril de 2008 (Real Decreto-ley 2/2008, de 21 de abril) el concepto
de rehabilitacién, suavizando notablemente los limites que impedian con anterioridad a la nueva
redaccién de la Ley que una nueva promocién inmobiliaria sobre un inmueble existente pueda tener
tal cardcter de rehabilitacion».

(36) Sobre los aspectos de esta reforma y el concepto de rehabilitacién en el impuesto,
véase, RODRIGUEZ MARQUEZ, Jesls (2010): «El concepto de obras de rehabilitacién de edificaciones
en el Impuesto sobre el Valor Afiadido su ampliacién por obra del Real Decreto-ley 6/2010, de 9
de abril», Crénica Tributaria, nim. Extra 4, pp. 33-38.
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los costes fiscales asociados a la actividad de rehabilitacién» y «recuperar la
actividad en el sector de la construccién por la via, fundamentalmente, del
impulso fiscal a la actividad de la rehabilitacién de viviendas y con el objetivo
adicional de contribuir a la eficiencia y ahorro energético».

Efectivamente, al concepto de obras de rehabilitacién de edificaciones
—inicialmente equivalente a «la reconstruccién cualitativa» del Impuesto sobre
la Renta— cuyo objeto principal debia ser la reconstruccién de las mismas
mediante la consolidacién y tratamiento de estructuras, fachadas o cubiertas y
otras andlogas siempre que el coste global de las operaciones de rehabilitacién
excediera del 25 por 100 del precio de adquisicién si se hubiese efectuado
ésta durante los dos afios inmediatamente anteriores al inicio de las obras de
rehabilitacién o, en otro caso, del valor de mercado que tuviera la edificacién
o parte de la misma en el momento de dicho inicio, descontando en ambos
casos la parte proporcional correspondiente al suelo. A este concepto se le
afadieron otras obras, necesariamente diferentes a las anteriores, que pasaron
a denominarse obras andlogas y obras conexas. Dichas incorporaciones, a
nuestro juicio, aclaran y amplian dicho concepto y, desde luego, lo hacen més
realista y adecuado para el cumplimiento de los objetivos politicos proyectados
con la reforma.

Asi, dichas «obras andlogas» se refieren, no sélo a una consolidacién,
sino a la adecuacién estructural del edificio para dotarlo de condiciones de
seguridad constructiva, precisando mejor las estructuras afectadas: —refuerzo
de pilares, forjados o cimentacién—, incluyendo la reconstruccién de fachadas
y de patios interiores y afiadiendo, como equivalente a obras de rehabilitacién,
la instalacién de elementos elevadores para salvar barreras arquitecténicas.

Por su parte, las «obras conexas» se refieren a los trabajos de albadileria,
fontaneria, carpinteria, de mejora de instalaciones eléctricas, agua, climatiza-
cién, proteccién contra incendios y las llamadas obras de rehabilitacién ener-
géticas, aquellas que mejoran el comportamiento energético de la edificacién
mediante la reduccién de su demanda energética, el aumento del rendimiento
de los sistemas e instalaciones térmicas o la incorporacién de equipos que
utilicen energias renovables. Las obras conexas requieren que su coste sea
inferior al derivado de las obras de consolidacién o tratamiento de elementos
estructurales, fachadas o cubiertas y, en su caso, de las obras andlogas a éstas
y, ademds, que estén vinculadas a ellas de forma indisociable. No se admiten
las obras que consistan en el mero acabado u ornato de la edificacién ni en
el simple mantenimiento o pintura de la fachada. Exclusién, que a mi juicio,
deberia ser replanteada en alguna medida.

Concorde con estos cambios, la modificacién del concepto de rehabilita-
cién introdujo un requisito cuantitativo que anteriormente no se preveia, requi-
riendo que mds del 50 por ciento del coste total del proyecto de rehabilitacién
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se correspondiese con obras de consolidacién o tratamiento de elementos
estructurales, fachadas o cubiertas o con obras andlogas o conexas a las de
rehabilitacién. Este requisito se unia al ya existente, que exigia que el coste
total de las obras a que se refiere el proyecto excediera del 25 por ciento del
precio de adquisicién de la edificacién o valor de mercado, descontando el
valor del suelo, en los términos que vimos en el Impuesto sobre la renta.

3. Problemas derivados de la diferente conceptuacién de rehabi-
litacién en ambos impuestos

Con la comparativa que vamos a realizar queremos poner de manifiesto
las distorsiones que provocaba la existencia de dos configuraciones diferentes
del concepto material de rehabilitacién en el Impuesto sobre la Renta de las
Personas Fisicas y en el Impuesto sobre el Valor Afadido. Dichas diferencias,
a nuestro juicio, no tienen fundamento en los fines respectivos de los impues-
tos, ni siquiera en los propios de los incentivos que toman en cuenta esta
actividad (rehabilitacién). Entendemos que las obras de rehabilitacién sobre
vivienda o sobre el edificio perfectamente podrian ser definidas de modo dnico
entrando el respectivo impuesto a concretar los elementos que permitan a un
contribuyente deducir —si en su caso se reintroduce el beneficio fiscal— de su
impuesto personal las cuantias pertinentes, modulando en su caso en funcién
de sus umbrales de renta, en tanto que en el Impuesto sobre el Valor Afadido,
las obras que se consideren exentas habrian de ser aquéllas que el legislador
quiere promocionar como actividad econémica, partiendo de un concepto que
deberia inspirarse en el previsto en la legislacién sectorial administrativa.

Hasta la derogacién de la deduccién por vivienda en el IRPF se daba una
situacién de divergencia entre ambos Impuestos. Tal y como hemos sefialado,
en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas se contemplaban dos
formas incentivadas de rehabilitacién: la certificada segin el Plan de vivienda
vigente y la que hemos denominado «reconstruccién cualitativa de la vivienda».
Si comparamos las obras que componian ambos supuestos observamos las
coincidencias de los supuestos materiales: seguridad (en diferente grado, desde
adecuacién a reconstruccién), eficiencia energética y accesibilidad. Asimila-
bles, desde luego, a las descritas anteriormente en el IVA.

Se observaban entre ambos impuestos y supuestos ciertas diferencias.
Hemos visto que en el IRPF las obras de reconstruccién no alcanzan a otras
situaciones de adecuacién por motivos de seguridad de menor calado, como
hemos visto en el IVA a no ser que encajasen en alguno de los ejes del Plan de
Vivienda vigente en cada momento y obtuviesen la certificacién administrativa
oportuna, lo que incluye, como hemos sefialado anteriormente, el cumplimiento
para el sujeto de ciertos requisitos de renta.
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Por otra parte, la proporcién de cada tipo de obras de rehabilitacién, el
peso, en el conjunto del proyecto de rehabilitacién se exigia de forma diferente
segln el impuesto. Asi, en el IVA el proyecto de rehabilitacién puede incluir
cualesquiera obras que alcanzardn todas el cardcter de obras de rehabilitacion
a los efectos de la exencién en el impuesto cuando mds de la mitad del coste
total del proyecto se corresponda con obras de consolidacién, andlogas y co-
nexas y el coste total de las obras supongan mds de la cuarta parte del valor
(precio adquisicién o valor de mercado) de la edificacién. Mientras que en el
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, para el caso del supuesto de
rehabilitacién certificada, sélo se exigia que se declare la adecuacién al Plan
de vivienda, el cual hasta ese momento no exigia tales condiciones; y, en el
caso de rehabilitacién en el IRPF por la consolidacién de las estructuras, se
exigia que el coste global de las operaciones cubriese la cuarta parte del valor
—en funcién de las circunstancias el valor puede ser el precio adquisicién o
el valor de mercado— de la vivienda del contribuyente. En este Gltimo caso,
apor qué, si el supuesto estd pensando en la consolidacién de las estructuras
(partes comunes) de la edificacién en donde se encuentra la vivienda del con-
tribuyente, la referencia cuantitativa se hacia, a diferencia del IVA, al precio o
valor de la vivienda y no a la del edificio? Hubiera sido mucho mds razonable
adoptar la solucién del IVA permitiendo atenuar las posibles divergencias entre
los contribuyentes cuyas viviendas pudieron haber sido compradas en diversos
ciclos del mercado inmobiliario, —antes o después de la «burbuja inmobilia-
ria»— vy, sobre todo, hubiera sido mds coherente porque, materialmente, las
obras de consolidacién afectan menos a la vivienda que al propio inmueble
(estructuras, fachadas, cubiertas).

ARddase a esto que, en el Impuesto sobre la Renta quedarian fuera del
beneficio fiscal —porque no se consideran dentro del concepto de rehabilita-
ciéon— las obras conectadas directamente con la reconstruccion de la vivienda,
a diferencia de lo que sucede en el Impuesto sobre el Valor Afiadido, en que
la totalidad de la actuacién sobre la edificacién, el proyecto de rehabilita-
cién, gozaria de la exencién si alcanzan el limite cuantitativo antes sefialado.
Ello es debido a que en el Impuesto sobre la Renta no estd desarrollado el
concepto de obra andloga y hubiera sido deseable que se introdujera el de
obras conexas, de forma similar a como se hace en el IVA. Hubiera bastado
una simple remisién.

Consideramos, en definitiva, que si el legislador quiere impulsar la acti-
vidad de rehabilitacién de edificios, y por ende, de las viviendas que en ellos
se sitdan, seria deseable que se definiera un concepto Unico de rehabilitacién
—concepto material y requisitos cuantitativos referidos a las obras— sin per-
juicio de que, a los efectos de los diferentes beneficios fiscales que puedan
asociarse a esta actividad se perfilaran para cada uno de los impuestos los
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requisitos particulares que cada sujeto pasivo habria de reunir para gozar de
las exenciones, bonificaciones, etc., y que, por tanto, no predeterminarian el
concepto de rehabilitacion —qué es rehabilitacién— sino quién puede gozar
del beneficio fiscal asociado a tal actividad econémica de rehabilitacién.

Esta funcién perfectamente se podria sustentar sobre la base de los obje-
tivos y contenidos de la Ley de Rehabilitacién, Regeneracién y Renovacién
Urbanas, la cual podria dar pie a una mejor coordinacién de las politicas de
promocién econémica y de politica fiscal mediante la intervencién en los con-
ceptos de actividades de rehabilitacién previstos en los impuestos citados.

4. La Ley de Rehabilitacién, Regeneraciéon y Renovacién Urbanas

Hasta la Ley 2/20011, de 4 de marzo, de Economia Sostenible ninguna
norma de este rango habia expresado una orientacién tan favorable a la reali-
zacién un «medio urbano sostenible» denominacién que, ademds, introduce la
propia ley. Una idea de urbanismo que se apoya en el mantenimiento del patri-
monio inmobiliario existente y que preconiza la rehabilitacién y la regeneracién
urbanas frente a un descontrolado y cadtico proceso urbanizador costosisimo
que, en rigor, no caminaba sino a la desfiguracién de los nicleos urbanos
consolidados, al incremento de los costes en equipamientos y transportes y al
abandono de los nicleos urbanos més antiguos dentro de la ciudad.

Esta Ley obligaba a los poderes piblicos a adoptar una actitud mds activa
en la consecucién de los objetivos preconizados por la norma. Una actuacién
regida ab initio por fines comunes a todas las administraciones competentes
que en esta materia, como sabemos, son casi todas las posibles.

No obstante, el concepto legal de rehabilitacién que en ella se utilizaba
no venia desarrollado. A este propésito, el referente en aquel momento era
el Real Decretoley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deu-
dores hipotecarios, de control del gasto pdblico y cancelacién de deudas con
empresas y auténomos contraidas por las entidades locales, de fomento de la
actividad empresarial e impulso de la rehabilitacién y de simplificacién admi-
nistrativa (37). A tenor de su articulo 17, aunque, segin se decia, limitado a
los efectos de este Real Decreto-ley (lo que le resta la universalidad que hubiera
sido deseable), se delimitaba el término rehabilitacién englobando las actuacio-
nes de conservacién, de mejora y de regeneracién urbana. Estas actuaciones
comprendian, tanto acciones sobre los edificios como sobre éstos y la zona
en la que se encontrasen. Por tanto, no sélo consistian en actividades para
la conservacién de las condiciones de habitabilidad, seguridad, salubridad,

(37) Convalidado por Resolucién de 14 de julio de 2011 (BOE, de 22 de julio).
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accesibilidad y ornato de los inmuebles; o la mejora de ciertos inmuebles por
motivos turisticos o culturales, o por motivos de incremento de la calidad y
sostenibilidad del medio en el que se encontrasen; sino que por rehabilitacién
también se entendia, las actuaciones de urbanizacién y de dotaciones de
dmbitos urbanos vulnerables, obsoletos o degradados. Finalmente, era inte-
resante la precisién contenida en el parrafo segundo del citado precepto, en
donde se sefialaba que las actuaciones de rehabilitacién que afectasen sélo
a edificios podrian incluir también los espacios comunes privativos vinculados
a los mismos. Esta disposicién no modificé los conceptos de rehabilitacién
utilizados en las normas fiscales.

Tras esto, un nuevo legislador anuncia la elaboracién de una Ley de
Rehabilitacién, Regeneracién y Renovacién urbanas (38). En un primer momento
—fase de borrador de anteproyecto— se observaba la intencién del proponente
de conectar las actividades de rehabilitacién y regeneracién urbanas con el
deber legal de conservacién, cuyos limites se preveian en el articulo 4 del
borrador, estableciendo unos niveles de cumplimiento que enlazaban con la
nueva clasificacién de los tipos de actuaciones de rehabilitacién edificatoria y
de regeneracién y renovacién urbanas definidos en el texto legal.

El deber de conservacién de edificaciones, en todo suelo en situacién de
urbanizado —segin la redaccién que el borrador de anteproyecto de la Ley
de Rehabilitacién proponia dar al articulo 9.6 de la Ley del Suelo— compren-
deria la realizacién de los trabajos y las obras necesarias para garantizar la
conservacién y el uso y ademds para satisfacer los requisitos bésicos de la
edificacién establecidos en el articulo 3.1 de la Ley de Ordenacién de la Edifi-
cacién y adaptar y actualizar las edificaciones, en particular, las instalaciones,
a las normas legales explicitamente aplicables en cada momento. Asimismo,
segln la nueva redaccién de la Ley del Suelo (art. 9.5), también en el suelo
en situacién de urbanizado, esta vez, el deber de uso imponia completar la
urbanizacién de los terrenos.

Estos deberes se concretaban en el borrador de anteproyecto (articulo 8)
en la descripcién de tres tipos de actuaciones de rehabilitacién edificatoria
y de regeneracién y renovacién urbanas, de este modo: a) «actuaciones de
rehabilitacién edificatoria» que comprendian las obras y trabajos de manteni-
miento e intervencién en los edificios existentes, sus instalaciones y espacios

(38) En el marco de su Estrategia Espafiola de Politica Econémica, el actual gobierno anuncié,
en la web de la Moncloa, en la referencia del Consejo de Ministros de 27/09/2012, la presentacién
de una Ley de Medidas de Flexibilizacién y Fomento del Mercado de Alquiler de Viviendas y una
Ley de Rehabilitacién, Regeneracién y Renovacién Urbanas, con un plazo estimado de presentacion
de los proyectos, cuarto trimestre de 2012. En el primer caso, tomé forma como proyecto de ley
nomero 121/000021 BOCG de 7 de septiembre de 2012, nim. 21-1.
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privativos vinculados a los mismos, en los términos dispuesto por la Ley de
Ordenacién de la Edificacién; b) las «actuaciones de regeneracién urbana»
que sumaban a las obras referidas en la letra anterior otras que afectasen a
la urbanizacién material del &dmbito respectivo, tales como pavimentacién,
jardineria, infraestructuras, instalaciones y servicios urbanos de abastecimiento
de agua, saneamiento, suministro energético, alumbrado, recogida de residuos
y telecomunicaciones; y c) las «actuaciones de renovacién urbana», que con-
sistian en la reurbanizacién del dmbito correspondiente y la realizacién de
obras que afectasen a la urbanizacién material del dmbito sefialado en las
actuaciones de regeneracién urbana, vinculadas a la ejecucién de obras de
edificacién en las que predominasen las de nueva construccién en sustitucién
de edificios previamente demolidos, tanto en términos de viviendas afectadas,
como de edificabilidad total del ambito (39).

El impulso de la Ley de Economia Sostenible y el Real Decreto-ley citado
para los objetivos de la realizacién de la rehabilitacién y la regeneracién
urbana han cristalizado en la publicacién de la Ley 8/2013, de 26 de junio,
de Rehabilitacién, Regeneracién y Renovacién Urbana. 3Qué novedades
introduce la ley respecto del borrador de anteproyecto? A nuestro modesto
entender, fundamentalmente, dos: una importante mejora sistemdtica y una
simplificacién y mayor claridad de las actuaciones, consecuencia, en gran
parte, de lo anterior.

En primer término, desaparecen las referencias al deber legal de con-
servacién de la Ley de Rehabilitacién para ser integradas en la modificacién
del correspondiente precepto de la Ley del Suelo, en concreto, en el articulo
9 referido al contenido del derecho de propiedad del suelo: deberes y car-
gas. El deber de conservacién de edificaciones se remite directamente al
cumplimiento de los objetivos bdsicos de la edificacién establecidos en la

(39) Elborrador preveia la derogacién expresa tanto del capitulo IV Rehabilitacién y vivienda,
de la ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economia Sostenible y los capitulos IV, Medidas para el
Fomento de las Actuaciones de Rehabilitacién y capitulo V, Seguridad en materia inmobiliaria del
citado Real Decreto-Lley 8/2011. Derogacién que se confirma con la Ley finalmente publicada. De
no existir tal derogacién hubiera resultado obligado realizar la integracién de ambas normas, lo
que no resultaba sencillo. Ya que el citado Real Decretoley de Medidas tenia por rehabilitacion,
como hemos visto, las obras de «conservacién» y las obras de «mejora, esto es, las adicionales por
motivos turisticos o culturales o para la mejora de la calidad de la sostenibilidad del medio urbano
y también actuaciones de urbanizacién y de dotaciones de dmbitos urbanos vulnerables, obsoletos
o degradados. Las primeras podrian encajar en las contempladas en el borrador como «actuaciones
de rehabilitacién edificatoria» en tanto que las segundas, podrian asimilarse a las de «actuacién de
regeneracién urbanax». Ademds de esto, el borrador de anteproyecto de la nueva Ley de rehabilitacién
preveia la introduccién de una nueva actuacién que se definia como las «actuaciones de renovacién
urbana» cuya caracteristica comin era el predominio de obras de nueva construccién en sustitucién
de edificios previamente demolidos a las que el Real Decreto-ley no se referia.
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Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién de la Edificacién (LOE).
A lo que hay que afadir, para el caso de suelo urbanizado, el deber de
completar la urbanizacién y el deber de edificar, cuando asi se prevea por
la ordenacién urbanistica.

Por otra parte, la Ley de Rehabilitacién renuncia a definir prolijamente los
supuestos que regula dejando que sea la ley general quienes los incorporen
mediante las oportunas modificaciones tanto a la Ley del Suelo, como a la
LOE y al Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el
Cédigo Técnico de la Edificacién (CTE).

De este modo, para la Ley de Rehabilitacién y las modificaciones introdu-
cidas en la Ley del Suelo, las actuaciones sobre el medio urbano, reguladas en
el articulo 7 de la citada Ley, consisten en realizar obras de: «rehabilitacién
edificatoria», cuando existan situaciones de insuficiencia o degradacién de los
requisitos basicos de funcionalidad, seguridad y habitabilidad de las edificacio-
nes; y, actuaciones de «regeneracién y renovacién urbanas», cuando afecten,
tanto a edificios como a tejidos urbanos, pudiendo llegar a incluir obras de
nueva edificacién en sustitucion de edificios previamente demolidos. Asi pues,
quedan claramente fuera de esta Ley las actuaciones de urbanizacién y de
dotaciones en los términos del nuevo articulo 14.1 de la Ley del Suelo, el cual
introduce un nuevo concepto, en su apartado 2, «actuaciones edificatorias»,
que se define negativamente respecto del apartado 1, «actuaciones de urba-
nizacién» y que consiste en la realizacién de nuevos edificios y sustitucién de
los existentes y en obras de rehabilitacién edificatoria las cuales se definen
como las obras y trabajos de mantenimiento o intervencién en los edificios
existentes, sus instalaciones y espacios comunes en los términos de la LOE,
incluso aun cuando todos estos supuestos, requieran obras complementarias
de urbanizacién.

Definido de esta forma el dmbito material de la Ley de Rehabilitacion,
insistimos en la necesidad de evolucionar en esta linea los conceptos de reha-
bilitacién que se manejan en nuestro sistema fiscal. Particularmente, el incluido
en la Ley del IVA no se aleja de este desarrollo sectorial sin embargo seria, a
nuestro juicio, conveniente de lege ferenda articularlo de forma homogénea
con aquéllas normas. Y no sélo eso, estimamos necesaria la coordinacién entre
ambos dmbitos politicos a la hora de establecer cudles de estas actuaciones
de rehabilitacién y de regeneracién urbanas han de merecer una fiscalidad
més favorable y cémo habria de articularla.
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ll. LA RROMOCION DE ACTIVIDADES ECONOMICAS A TRAVES DE
REGIMENES FISCALES ESPECIALES: LAS SOCIMI

1. Introduccién

No resulta una novedad en nuestro sistema impositivo espafiol, la adopcién
de sistemas especiales de tributacién para aquellas actividades econdmicas
que se consideran, en un momento determinado, estratégicas o precisadas de
un mayor apoyo publico.

En estos Gltimos afos, dadas las conocidas, y sufridas por muchos, cir-
cunstancias en las que se encuentra la actividad de la construccién en Espaia
y, por extensién de la vivienda, el legislador estd impulsando varias acciones
para reactivar y reorientar la actividad de la construccién y sus actividades
conexas, asi como para dar salida al stock de vivienda construida en nuestro
pais. Entre otras, baste recordar la introduccién en el Impuesto sobre Sociedades
del régimen especial aplicable a las entidades dedicadas al arrendamiento
de viviendas, en 2003; la del régimen especial de las SOCIMI, en 2009 vy,
las recientes, Ley de Flexibilizacién y Fomento del Mercado del Alquiler de
Viviendas y Ley de Rehabilitacién, Regeneracién y Renovacién urbanas. La
tendencia, en estos momentos, va en una direccién opuesta a la que se ha
venido sucediendo hasta hace poco tiempo. Deja de primarse la adquisicién
en favor del alquiler. Y asi, finalmente, y no sin cierta polémica, se ha hecho
efectiva la eliminacién en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas
de la deduccién por inversién en vivienda habitual, en la ley 16/2012, de
27 de diciembre, de Medidas Tributarias.

No obstante, segin hemos visto hasta el momento, el panorama que
presentan las medidas fiscales adoptadas tanto por el legislador estatal como
por el autondmico en orden al impulso de las actividades de rehabilitacién y
regeneracién urbanas es fragmentario y carece de una deseable unidad de
direccién. Es, por tanto, en este contexto, en el que insertamos una propuesta
de desarrollo de un régimen especial para el fomento de las actividades de
rehabilitacién y regeneraciéon urbanas (40). Asi pues, tomando como base la
experiencia de las SOCIMI se tratard de explicar dicho régimen y su evolucién
y su posible aplicacién a los efectos que estamos buscando.

(40) La Ministra de fomento facilitaba los siguientes datos en el debate de totalidad del pro-
yecto de Ley de Medidas de Flexibilizacién y Fomento del Mercado de Alquiler de Viviendas (DOCG,
nom. 84, de 20 de diciembre de 2012, p. 47): sélo el 17% de la poblacién reside en una vivienda
en régimen de alquiler, Pero es que, ademds, tan sélo el 25,6% de las personas con rentas bajas
alquilan vivienda, frente al 52,9% de media en Europa. Aiiddase a esto, el que tenemos més de 3
millones de viviendas vacias y un stock de vivienda nueva sin vender de unas 700.000 unidades. Se
comprende la preocupacién del Gobierno por el desarrollo del alquiler como alternativa, pero también
el impulso a la actividad de rehabilitacién residencial, la regeneracién y la renovacién urbana.
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B) La experiencia de las SOCIMI

3Qué son las SOCIMI2 Las SOCIMI constituyen un tipo de sociedad ané-
nima (41) que cotiza, cuyo objeto social estd delimitado por la Ley y a las que
se les asocia un régimen fiscal especifico mas favorable, una suerte de régimen
especial del Impuesto sobre Sociedades. La regulacién de ambos aspectos se
contiene en la conocida Ley 11/2009, de 26 de octubre, de las Sociedades
Anénimas Cotizadas de Inversién en el Mercado Inmobiliario (SOCIMI). Con
esta Ley se trataba de incorporar a nuestro ordenamiento un instrumento de
inversién, de estructuracién e impulso del mercado inmobiliario de alquiler
similar a los REIT (Real Estate Investment Trust) del derecho anglosajén (42).
No obstante, no fueron pocas las criticas (43) a la primera regulacién de las
SOCIMI en Espaiia pues nuestras sociedades distaban mucho de aquéllos y, en
concreto, el régimen fiscal que se le otorgaba en Espafa diferia enormemente
siendo éste uno de los puntales fundamentales para su éxito. En la evolucién
posterior se ha comprobado que los resultados obtenidos no fueron los desea-

dos por el legislador (44).

(41) Sobre el tipo de sociedad, vid., ROMERO FERNANDEZ, Jesds Antonio (2010): «La nuevas
SOCIMI ante el fracaso de los instrumentos de estimulo de la vivienda de alquiler en Espaiia (3El final
del mercado artesanal de arrendamientos de viviendas, la panacea de la crisis inmobiliaria o simple
vehiculo de inversién)», Revista de Derecho Bancario y Bursdtil 119/ julio-septiembre, pp. 151-152.
Precisamente, a juicio de este autor, «... hubiese sido mds sencillo definir a la SOCIMI como un puro
estatus fiscal, accesible a cualquier sociedad anénima o, incluso, de responsabilidad limitada que
cumpliese con los mismos requisitos conceptuados nitidamente como condiciones de un supuesto de
hecho tributario (...)», p. 155.

(42) Sobre los REIT, puede consultarse el reciente trabajo de Atea MuRoz, José Miguel
(2012): «Aspectos Internacionales de la fiscalidad de los REIT», Revista Impuestos 11-12, versién
electrénica, pp. 1-24.

(43) En opinién de ROMERO FERNANDEZ, Jesds Antonio (2010: 148 y nota 70, 163-164),
se trata de una versién distorsionada de los REIT, un modelo de segunda generacién con escasos
resultados a corto y medio plazo. No sélo se sefialaron las deficiencias desde el punto de vista del
Derecho mercantil cuanto en la regulacién del régimen fiscal especifico. La ventaja de los REIT es
su tratamiento fiscal basado en una estructura denominada pass-through, de modo que, las rentas
generadas por el trust no son gravadas en el impuesto societario sino que es soportado por los
socios-perceptores de las rentas. Asimismo, en NASARRE AZNAR, Sergio y Rivas NIETo, Estela (2009):
«Llas nuevas Sociedades Anénimas Cotizadas en el mercado inmobiliario (SOCIMI): zsolucién para
el alquiler de vivienda en Espafia», Revista CEF-legal 105, p. 28. Sobre las SOCIMI antes de la
Gltima reforma, vid., CAvO VERGEZ, Juan (2010): «El régimen fiscal de las SOCIMI en el Impuesto
sobre Sociedades», Diario la Ley 7485, versién electrénica, pp. 1-27 y ARGENTE ALVAREZ, Javier
(2010): «Sociedades Anénimas Cotizadas de Inversién en el Mercado Inmobiliario (SOCIMI)», Carta
Tributaria. Monografias 1, pp. 2-33.

(44) La Exposicién de Motivos de la Ley 16/2012, que contiene la dltima modificacién al
régimen de las SOCIMI, literalmente reconoce «... que existe un escaso nimero de entidades que
se acoge a este régimen especial, posiblemente debido a los requisitos exigidos para su aplicacién,
que lo han convertido en un régimen totalmente inoperativo...». Segin recoge NASARRE/RIVAS (2009:
49) «la industria promotora/constructora espafiola no ha acogido con demasiado entusiasmo el Pro-
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En su primera versién, las SOCIMI se presentaban con las siguientes
caracteristicas: en cuanto a su funcién, se trataba de crear instrumentos de
inversién en inmuebles urbanos que permitieran el desarrollo en nuestro pais
de un mercado inmobiliario de alquiler més dgil y transparente. De ahi que se
las configurase como sociedades anénimas cotizadas. De este modo, se daba
pie a que los pequefios y medianos inversores se involucraran en la inversién
en activos inmobiliarios (45). A ello debia contribuir tanto su régimen mercantil
como el régimen especial fiscal especifico.

En relacién con lo primero, su objeto social combinaba tanto actividades
reales con ofras puramente financieras: asi, las SOCIMI tendrian como actividad
principal la adquisicién y promocién de bienes inmuebles de naturaleza urbana,
asi como su rehabilitacién para su arrendamiento. Otras de forma indirecta,
mediante la tenencia de participaciones en el capital de otras SOCIMI, simi-
lares a éstas; o entidades no residentes de semejantes caracteristicas o bien
en Instituciones de Inversién Colectiva Inmobiliaria.

La actividad de la rehabilitacién no estaba contemplada en el proyecto de
ley inicial de 19 de diciembre de 2008, pero si en la publicada finalmente en
donde, ademds, se establecia que el concepto de rehabilitacién de la Ley del
Impuesto sobre el Valor Afadido deberia ser objeto de una aclaracién en el
futuro y, asi, la disposicién adicional segunda de la Ley 11/2009 contenia un
mandato al legislador para precisar el alcance del término «obras andlogas»
del articulo 20.Uno.22 parrafo cuarto de la Ley del IVA. Lo que efectivamente
se llevé a cabo segin hemos dado cuenta supra. De esta forma, la actividad
de rehabilitacién que pueden realizar las SOCIMI es la comentada en el dmbito
del Impuesto sobre el Valor Afiadido, ahora bien, debe tenerse en cuenta que
en la situacién actual, la actividad de la rehabilitacién no es un fin en si misma,
sino que debe estar asociada, necesariamente, a la actividad de arrendamiento
de lo rehabilitado, puesto que asi lo exige este régimen especial. Algo que el
legislador podria subsanar facilmente.

Junto a estas actividades llamadas principales, las SOCIMI pueden rea-
lizar otras accesorias siempre que no supongan mds del 20 por ciento (el
15 por ciento en el proyecto inicial de 19 de diciembre de 2008 de la Ley
11/2009) del total de las rentas. Pero saccesorias a qué actividad principal?
En la doctrina se ha entendido que estas actividades sean las accesorias a

yecto [se refiere al de la futura Ley 11/200)]» citando el trabajo, en su totalidad, de LEDo, Manuel,
SOCIMI: «el REIT espafiol en el punto de mira del sector inmobiliario», Jornadas Nuevas formas de
financiacién para las empresas inmobiliarias, Universidad Auténoma de Madrid, enero 2009. En el
Diario de Sesiones citado anteriormente, la Ministra de Fomento reconoce que: «no habian llegado
ni a cinco las Socimi que se habian creado», p. 49.

(45) Tapia HErMIDA, Alberto Javier (2010): «Las Sociedades Anénimas Cotizadas de Inversién
en el Mercado Inmobiliario (SOCIMI): su regulacién por la Ley 11/2009», RDBB 117, p. 266.
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la actividad del arrendamiento de inmuebles, actividades tales como proveer
de los correspondientes servicios de gestién de la propiedad, servicios de
limpieza, de reparaciones, etc., sin embargo, dados los términos del articulo
2.1 de la Ley, el objeto social principal de una SOCIMI se compone de varias
actividades que vienen a reducirse a dos: la de adquirir y promover-rehabilitar
bienes inmuebles urbanos para su arrendamiento; y la de tenencia de acciones
y participaciones en el capital de otras entidades que persiguen fines similares
a los de la SOCIMI. Asi pues, dado que la Ley no establece mayores precisio-
nes, las actividades accesorias podrian adoptar también la forma de gestién
de patrimonios o de carteras o bien ser actividades conexas a la construccién
como el transporte, la logistica, los seguros, etc. En todo caso, sean cuales
sean este tipo de actividades accesorias se ven beneficiadas igualmente por el
régimen fiscal especial previsto para las actividades principales de la SOCIMI
siempre que se respete el porcentaje —peso— que representan unas sobre
las ofras.

Por ofra parte, en cuanto a su capital social éste debia alcanzar la cifra
de 15 millones de euros, una cifra considerable pero que se correspondia teé-
ricamente con el estereotipo de las sociedades anénimas cotizadas, sociedades
open-ended, con mucho capital y miles de accionistas.

Las SOCIMI tienen, ademds, como caracteristica definitoria la distribucién
obligatoria de los dividendos y en un porcentaje elevadisimo: al menos el 90
por ciento de los beneficios de las actividades que no procedan de la venta
de los inmuebles y participaciones en otras sociedades, incluyendo las rentas
de las actividades accesorias; al menos el 50 por ciento de los beneficios
derivados de la transmisién de los inmuebles y de las participaciones en otras
sociedades; y el 100 por cien de los beneficios distribuidos por las participa-
ciones poseidas en otras SOCIMI y asimiladas. Precisamente, esta obligacién
de distribucién casi total de los beneficios hace que los REIT —en el dmbito
internacional— gocen de un régimen fiscal especial en donde tributan los
perceptores finales de la renta (los socios) y no la sociedad. Sin embargo,
el régimen fiscal inicial de nuestras SOCIMI se basaba en el gravamen a la
sociedad (al 18 por ciento en 2009 y desde 2010, al 19 por ciento) —un
gravamen, no obstante, moderado respecto del tipo de gravamen general de
las sociedades del 35 por ciento— y la exencién de la percepcién de los divi-
dendos, en el impuesto personal sobre la renta de los socios personas fisicas,
residentes o no residentes. Los socios personas juridicas tenian un régimen
similar al ordinario con alguna especialidad que atenuaba el gravamen. Este
régimen fiscal «a la espafola» diferia radicalmente del tratamiento fiscal que
en el entorno infernacional se daba a los REIT por lo que en dicho contexto,
las SOCIMI espafiolas no tuvieron la oportunidad de constituirse. La opcién
por la aplicacién del régimen fiscal especial, ademds, llevaba consigo una
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serie de obligaciones de cardcter formal, obligaciones de informacién y un
régimen sancionador asociado a su incumplimiento, especifico de este tipo
de sociedades.

Finalmente, las SOCIMI podrian recurrir a la financiacién ajena con un
alto indice de exposicién al endeudamiento, que fue del 60 por ciento en el
proyecto de 2008 al 70 por ciento fijado por la Ley 11/2009 en su primera
version (46).

Las criticas a este primer régimen de las SOCIMI recayeron fundamental-
mente sobre la antagénica conceptuacién del gravamen establecido en Espafia
frente a los referentes internacionales. Precisamente, la regulacién actual tras
la ¢ltima modificacién de la Ley 11/2009, realizada por la ley 16/2012,
de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales (47) ataca especialmente esta dife-
rencia. Pero no sélo eso, ademds elimina el limite al endeudamiento y rebaja
considerablemente el importe del capital social, que se reduce a 5 millones
de euros. 3Se trata de un intento a la desesperada del legislador de lograr el
impulso del mercado del alquiler y la reactivacién de este segmento econémico
de nuestro pais?

El régimen de las SOCIMI, tras esta importantisima modificacién, se ha
transformado radicalmente sobre todo en su tratamiento fiscal (48). Pero tam-
bién, desde el punto de vista de su régimen juridico-privado. En estos momentos,
el limite de capital social se ha rebajado en diez millones de euros lo que
en teoria, parece obvio, aumentard las posibilidades de constitucién de estas
sociedades.

A esto ha de sumarse el amplio abanico de posibles tipos de SOCIMI.
Desde las mds puramente inmobiliarias, a las exclusivamente financieras o
las mixtas con la distribucién que se entienda oportuno. Ello es debido, entre
otros factores, a la formulacién de su objeto social principal —no dnico, sino

(46) NAasaARre/RIvAs (2009: 40) sefialan la existencia de criticas en el mercado inmobiliario
por la existencia de limites; sin embargo, dichos autores apuntan razones que justifican dichos limites
al endeudamiento.

(47) BOE, de 28 de diciembre de 2012. El proyecto de Ley, BOCG, nim. 26-1, serie A.
Proyecto ndmero 121/000026 no introducia ninguna modificacién de la Ley 11/2009 reguladora
de las SOCIMI. El contenido sustantivo de la modificacién del régimen de las SOCIMI regulado en la
disposicién final octava de la citada Ley 16/2012, si bien con alguna alteracién, proviene del que se
incorporaba al proyecto de ley nim. 21-1 (121/000021) de Medidas de Flexibilizacién y fomento
del Alquiler de Viviendas, actualmente, Ley 4/2013, de 4 de junio. En palabras de la Ministra de
fomento «con el objeto de que entren en vigor el 1 de enero de 2013», vid., Diario de Sesiones del
congreso de los Diputados, nim. 84, de 20 de diciembre de 2012, p. 48.

(48) A nuestro juicio, en este momento ya no cabe hablar de que las SOCIMI tengan «una
versién distorsionada de los REIT», Romero (2010: 148) o de «REIT’s de segunda generacién»,
NASARRE/RIVAS (2009: 39).
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moltiple— segin hemos sefialado anteriormente; y al hecho de que, pese a
las dudas, no se ha modificado el articulo 3 sobre los requisitos de inversién,
a cuyo tenor, las SOCIMI deberdn tener invertido, al menos, el 80 por ciento
del valor del activo en bienes inmuebles de naturaleza urbana destinados al
arrendamiento, en terrenos para la promocién de bienes inmuebles que vayan
a destinarse a dicha finalidad siempre que la promocién se inicie dentro de
los tres afios siguientes a su adquisicién, asi como en participaciones en el
capital o patrimonio de otras entidades (las asimiladas a SOCIMI, residentes o
no residentes e Instituciones de Inversién Colectiva Inmobiliaria). Como puede
observarse, la Ley no fija ni sugiere reparto o distribucién interno de los acti-
vos. Tampoco desde el punto de vista de sus resultados, puesto que la Ley sélo
estipula que al menos el 80 por ciento de las rentas del periodo impositivo han
de proceder del arrendamiento o de dividendos o participaciones en beneficios,
sin exigir un minimo de rentas arrendaticias.

En cuanto al ndmero de socios requerido para constituir la SOCIMI, al
margen de lo que conlleva su cardcter de sociedad cotizada, nada se dice
en la Ley especial (49). Es significativa, a este respecto, la eliminacién del
apartado 4° del articulo 3, antes citado, en el que se exigia «para garantizar
una adecuada diversificacién de las inversiones inmobiliarias, las entidades
deberdn tener al menos tres inmuebles en su activo sin que ninguno de ellos
pueda representar mds del 40 por ciento del activo de la entidad en el momento
de la adquisicién.|...)».

Otras medidas en el régimen juridico de las SOCIMI tratan de flexibilizar
y de generalizar su acceso. Asi, por ejemplo, aunque pueda parecer una
medida de menor calado, la posibilidad de que la obligada negociacién de
las acciones de la SOCIMI no dependa exclusivamente de mercados regulados
sino que pueda hacerse a través de sistemas multilaterales de negociacién (50)

(49) Romero (2010: 153-155) advertia del riesgo de que las SOCIMI actien de facto como
sociedades cerradas ya que en la ley 11/2009 no se hace referencia a un nimero minimo de
accionistas o a que un accionista no pueda acaparar cierto porcentaje significativo de las acciones
o de los beneficios, de ahi que abogase por que el legislador permitiera que una sociedad anénima
cerrada o una sociedad de responsabilidad limitada pudieran tener por objeto social el reservado
para las SOCIMI y acogerse a los beneficios fiscales de éstas. A juicio de este autor, ello permitiria
la conversién en SOCIMI de entidades que gestionan numerosos inmuebles pero que no se encuentran
entre las grandes sociedades inmobiliarias o constructoras. El legislador ha optado por la rebaja en
el capital social minimo para la constitucién sin renunciar al cardcter de sociedad cotizada.

(50) Articulo 118 de la Ley del Mercado de Valores (Ley 24/1988, 28 julio) sobre el concepto
de «Sistema multilateral de negociacién. Y, asi, tendrd la consideracién de sistema multilateral de
negociacién todo sistema, operado por una empresa de servicios de inversién, por una sociedad
rectora de un mercado secundario oficial, o por la entidad constituida al efecto por una o varias
sociedades rectoras, que ha de tener como objeto social exclusivo la gestién del sistema y que ha
de estar participada al 100 por 100 por una o varias sociedades rectoras, que permita reunir, den-
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tanto europeos como de ofros dmbitos internacionales diferentes. Y, por otra
parte, la importantisima decisién que ha adoptado el legislador de eliminar las
exigencias de la financiacién ajena, probablemente motivado por las especiales
circunstancias de nuestro pais fuertemente endeudado, tanto en el seno de las
familias como entre el sector empresarial de la promocién y la construccién (51).
Esta medida, no obstante, no figuraba en el texto del proyecto de ley de
medidas para favorecer el alquiler sino que se ha introducido al incorporarse

al texto de la ley 16/2012, de Medidas Fiscales.

Por otra parte, la modificacién de la Ley reguladora de las SOCIMI trata
de hacer més atractiva esta férmula de inversién al cambiar tanto los porcen-
tajes de reparto de beneficios como los conceptos afectados. Asi, se exige el
reparto del 100 por cien de los dividendos o participaciones en beneficios,
dejando de lado a las rentas por arrendamiento y a las rentas que se obten-
gan de las actividades accesorias, las cuales sélo son objeto de reparto, junto
con las restantes rentas que puedan obtenerse, al menos en un 80 por ciento.
El reparto de las plusvalias no se ha modificado, sigue fijado en un 50 por
ciento de los beneficios obtenidos por la transmisién de inmuebles y acciones
o participaciones. Estos cambios, a nuestro juicio, vienen a compensar —sobre
todo desde la perspectiva de un socio persona fisica— el radical cambio en
su tributacién.

En relacién con la tributacién de los socios de la SOCIMI, a pesar de la
robrica del articulo 10 de la Ley 11/2009, el tratamiento fiscal de la percepcién
de dividendos y de ganancias patrimoniales (plusvalias) no puede decirse que
consista en un régimen fiscal especial ya que la redaccién vigente realmente
sélo viene a explicitar la aplicacién del régimen general a salvo de pequefias
diferencias. En el caso de los perceptores de dividendos que sean personas
juridicas contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto sobre
la Renta de los No Residentes (IRNR) con establecimiento permanente, la Gnica
especialidad consiste en la no aplicacién de la deduccién para evitar la doble
imposicién interna, lo que resultard obvio cuando expliquemos la tributacién de
la SOCIMI ya que la entidad se somete a un tipo de gravamen cero. Para ese
mismo tipo de rentas y respecto de los contribuyentes personas fisicas sometidos

tro del sistema y segin sus normas no discrecionales, los diversos intereses de compra y de venta
sobre instrumentos financieros de multiples terceros para dar lugar a contratos, de conformidad con
lo dispuesto en esta Ley.

(51) Segin el informe del Banco de Espafia de 2011 (en www.bce.es), capitulo 1y 5,
el endeudamiento de las familias esté basado en sus inversiones en vivienda, lo que provoca un
desendeudamiento muy lento y por tanto, una contraccién de la demanda interna. El proceso de
absorcién del stock de viviendas es muy lento. La construccién continué siendo el sector que mds
empleé destruyd, con una caida del 14,6 %, superior a la observada en 2010 y que afecté tanto al
componente de edificacién residencial como al de otras construcciones (Cap. 5: 133).
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al Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas o bien los contribuyentes del
IRNR sin establecimiento permanente, la especialidad consiste en la no aplica-
cién de la exencién de los primeros 1.500 euros obtenidos, exencién que si
concurre cuando los dividendos percibidos proceden de cualquier ofro tipo de
sociedad mercantil. No entendemos la razén que asiste a dicha diferencia.

En cuanto al gravamen de las ganancias patrimoniales obtenidas en la
transmisién o reembolso de la participacion en la SOCIMI, tampoco existen
grandes diferencias respecto de su tratamiento fiscal previsto con cardcter
general. Asi, cuando el transmitente, o perceptor en el caso de reembolso, de
la participacién en el capital de la SOCIMI sea un sujeto pasivo del Impuesto
sobre Sociedades o un contribuyente del IRNR con establecimiento permanente,
la tributacién es la general salvo la aplicacién de la deduccién por doble impo-
sicién interna. Cuando sea un contribuyente del IRPF la Ley se limita a explicitar
que la regla de cuantificacién serd la prevista con cardcter general para la
transmisién a fitulo oneroso de valores admitidos a negociacién, sin ninguna
especialidad. Finalmente, los contribuyentes del IRNR sin establecimiento per-
manente tributardn ordinariamente por estas rentas si bien no pueden aplicar
la exencién de los primeros 1.500 euros antes aludida. La premisa, en todo
caso, es que los dividendos hayan sido distribuidos con cargo a beneficios o
reservas que se hayan constituido cuando la entidad estaba bajo el régimen
fiscal especial; y ofro tanto cabe decir de las rentas obtenidas en la transmi-
sién o reembolso que han de proceder de sociedades que hayan optado por
el mismo régimen.

El gravamen de la SOCIMI como entidad, si constituye un auténtico régi-
men especial ya que se aleja del régimen general en los siguientes aspectos:
las rentas obtenidas tributan a un tipo de gravamen cero y, en consecuencia, no
es de aplicacién la compensacién de bases imponibles negativas ni el régimen
de deducciones y bonificaciones de los capitulos Il a IV del Titulo VI del texto
refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. Sélo existe una suerte de
pérdida parcial del régimen fiscal especial para el caso de la obtencién de
ganancias patrimoniales derivadas de la transmisién de inmuebles cuando se
hayan obtenido sin haber respetado el requisito de permanencia de los bienes
inmuebles que integren el activo de la sociedad, los cuales deberdn estar arren-
dados, segin dispone el articulo 3 en su apartado 3, durante al menos tres
afos. Ello implicard la tributacién por el régimen general de todas las rentas
generadas por dichos inmuebles en todos los periodos impositivos en los que
hubiera resultado de aplicacién el régimen fiscal especial. El incumplimiento
del plazo de permanencia, también de tres afios, en el caso de acciones y
participaciones en el capital determinard la tributacién de la parte de las rentas
generadas con ocasién de la transmisién. Finalmente, esta pérdida del régimen
especial y su consiguiente regularizacién procede cuando, por cualquier motivo,
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la SOCIMI pase a tributar por cualesquiera otros regimenes diferentes al suyo
antes de que se cumpla el referido plazo de tres afios (52). Esta regularizacién
sigue el procedimiento y tiene las consecuencias del articulo 137.3 del texto
refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, por lo que no conlleva
otra penalizacién que los oportunos intereses de demora. Por otra parte, el
articulo 13 de la Ley establece las causas generales de pérdida del régimen
fiscal especial que no determinardn ninguna regularizacién sino la tributacién
por el régimen general del Impuesto sobre Sociedades en el propio ejercicio
en que se manifieste la causa.

Hasta aqui lo que el régimen espafiol tiene en comin con la tributacién,
minimo comdn denominador, de los REIT. Lo singular del régimen espafiol estriba
en el gravamen especial —gravamen a la SOCIMI— de un 19 por ciento
sobre el importe integro de los dividendos o participaciones en beneficios que
hayan sido distribuidos a socios que tengan una participacién igual o superior
al 5 por ciento del capital social. Ahora bien, este gravamen sélo se produce
efectivamente cuando la percepcién de los dividendos haya gozado de exen-
cién o tribute a un tipo de gravamen inferior al 10 por ciento. Todo esto, sin
embargo, no se aplica cuando el socio en estas condiciones sea, a su vez,
una SOCIMI u otra entidad a la que le resulte de aplicacién la Ley 11/2009.
De forma similar, tampoco se aplicard el gravamen especial a la parte de los
dividendos o participaciones en beneficios que sean percibidos por socios,
con dicho porcentaje de participacién, que sean entidades no residentes si
tributan, al menos, al tipo de gravamen del 10 por ciento.

Debido a la existencia de este gravamen especial, a los socios afectados
—referidos supra— se les impone la obligacién de notificar, y en el caso de
los no residentes, de acreditar, el régimen tributario a que estardn sometidas
las eventuales rentas percibidas de la SOCIMI espariola.

Como complemento de lo dicho, resulta interesante recordar el beneficio
fiscal previsto en el articulo 45.1 B ndmero 22° del texto refundido de la Ley
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Juridicos Documenta-
dos que exime de gravamen de la modalidad del impuesto sobre operaciones
societarias, la constitucién y aumento de capital de las SOCIMI asi como las
aportaciones no dinerarias a dichas sociedades. Asimismo, gozardn de una
bonificacién del 95 por 100 de la cuota del impuesto en su modalidad de
transmisiones patrimoniales onerosas por la adquisicién de viviendas destina-

(52) Se infiere de la regulacién del régimen especial la existencia de un plazo minimo de
3 afios de duracién de la opcién lo que se corrobora en el articulo 13 en donde se dispone que
la pérdida del régimen implicard que no se pueda optar de nuevo mientras no haya transcurrido al
menos tres afios desde la conclusién del Gltimo periodo impositivo en que fue de aplicacién dicho
régimen.
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das al arrendamiento y por la adquisicién de terrenos para la promocién de
viviendas destinadas al arrendamiento, siempre que se cumpla el requisito
especifico de mantenimiento del articulo 3.3 de la Ley 11/2009.

3. Consecuencias que se desprenden de la Gltima modificacién
del régimen SOCIMI

Podemos afirmar que con la Gltima modificacién del régimen juridico-
privado vy fiscal de las SOCIMI el legislador espafiol estd apostando fuerte en
la busqueda de la reactivacién del mercado inmobiliario en nuestro pais. Tanto
las amplias posibilidades de constitucién de diferentes tipos de SOCIMI, como la
holgura con que se presenta la composicién societaria, asi como la eliminacién
de limites al endeudamiento pensamos que son suficientemente atractivos para
emprender la aventura de la SOCIMI. Ello se acompafia de un régimen fiscal
comparable internacionalmente, con lo que se elimina la desventaja competitiva
que anteriormente se padecia. El hecho de que se haya creado un gravamen
especifico de la SOCIMI que entra en funcién del gravamen de los grandes
socios la entendemos en clave de control de la elusién fiscal que podria darse
al anudar regimenes SOCIMI encadenados (ej. SOCIMI cuyos socios sean todos
SOCIMI, ya que el régimen fiscal especial se aplica a la sociedad y a sus
socios) y, cémo no, como garantia de obtencién de una minima tributacién. No
obstante, desde el punto de vista fiscal la nueva regulacién a nuestro parecer
resulta menos atractiva que antes para los socios personas fisicas ya que, como
hemos sefialado, no gozardn de la exencién de los primeros 1.500 euros obte-
nidos, como si ocurre cuando se perciben de cualquier ofro tipo de sociedad.

Junto a esto, a diferencia del régimen de los Fondos de Inversién Inmobi-
liarios (Fll) en las SOCIMI no existen previsiones legales sobre la limitacién de
riesgos, como por ejemplo, la prohibicién en Fll de que ningin bien, incluidos
los derechos sobre él, pueda representar mds del 35 por ciento del patrimonio
total en el momento de su adquisicién (53); ni tampoco sobre la diversificacién
de sus actividades, asi los Fll sélo pueden invertir un 15 por ciento, del conjunto
de su patrimonio, en bienes inmuebles urbanos finalizados (54) entendiéndose
como tales también la participacién en sociedades como las SOCIMI. Por ello,
el peligro que vemos es que las SOCIMI no tienen por objeto exclusivo la
formacién de un verdadero mercado de alquiler de viviendas ya que, como
hemos visto, una SOCIMI puede orientarse, ser un mero vehiculo de inversién

(53) Vid., articulo 91 del Reglamento de las Instituciones de Inversién Colectiva, aprobado
por el Real Decreto 1082/2012, de 13 de julio, Reglamento de desarrollo de la Ley 35/2003, de
4 de noviembre de 2003, de Instituciones de Inversién Colectiva.

(54) Vid., articulo 86 del Reglamento de las Instituciones de Inversién Colectiva, antes
citado.
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en ofras entidades de similares caracteristicas, con el riesgo afiadido de que
estos capitales salgan fuera de Espafia ya que la Ley 11/2009 no limita la
participacién ni en entidades extranjeras ni la inversién en inmuebles situados
en el extranjero (55).

Entendemos con RomMERO (2010: 160) que «A la vista de los efectos negati-
vos generalizados que la actual crisis econémica y financiera estd teniendo para
un ndmero creciente de inversores inmobiliarios, creemos que éstos tenderdn a
apostar por aquellos negocios de inversién inmobiliaria en los que los ingresos
procedan de una gestién més activa de los inmuebles, frente a aquellos otros
mds pasivos, que se limitan a la adquisicién de inmuebles para la percepcién
de las rentas pagadas por sus inquilinos». Esto es, es preciso reforzar y fomentar
la actividad del alquiler en si misma, como en nuestro caso, seria la decidida
apuesta por la rehabilitacién, actividad real sobre la que podria construirse un
mercado inmobiliario de segundo grado en el que entidades como las SOCIMI
y las Fll pudieran tener mayores posibilidades.

Por esta razén, creemos que, a los efectos de la promocién de la actividad
econdmica real, la regulacién de la SOCIMI que hemos visto goza de muchas
posibilidades y ventajas (sobre todo desde la dltima modificacién) pero también
adolece del peligro antes sefialado de modo que no consiga el dinamismo del
mercado de alquiler en Espafia. El instrumento y el régimen fiscal favorable, no
obstante, estd a disposicién de los operadores econémicos quienes habrén de
valorar si la futura modificacién de la Ley de arrendamientos urbanos ofrece
las garantias suficientes como para mover en nuestro pais el fiel de la balanza
de la propiedad hacia el alquiler.

4. Alternativas a SOCIMI. El régimen especial en el IS de enti-
dades dedicadas al arrendamiento de viviendas (adaptacién
a rehabilitacién)

Cohabita con la Ley 11/2009 reguladora de las SOCIMI pero es seis afios
anterior en el tiempo. La Gltima reforma se ha producido por la comentada Ley
16/2012 de Medidas Fiscales. A diferencia de las SOCIMI, podrd acogerse al

régimen de Entidades dedicadas al arrendamiento de vivienda (56) cualquier

(55) A diferencia del régimen especial de entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas
del Texto Refundido del Impuesto sobre Sociedades en cuyo objeto principal se exige que el arren-
damiento sea de viviendas situadas en territorio espafiol (art. 53.1 y ss. del Real Decreto Legislativo
4/2004, de 5 de marzo).

(56) Un andlisis de este régimen antes de la reforma puede verse en: CAlvO VERGEZ, Juan
(2011): «La aplicacién del régimen especial de las entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas
en el Impuesto sobre Sociedades a la luz de la reciente doctrina administrativa», Revista Aranzadi
Doctrinal 1, pp. 51-62.
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sociedad que tenga como actividad econémica principal el arrendamiento de
viviendas situadas en territorio espafiol que hayan construido, promovido o
adquirido. Dicha actividad serd compatible con la realizacién de otras activida-
des complementarias y con la transmisién de los inmuebles arrendados cuando
haya transcurrido el periodo minimo de permanencia establecido en la Ley.
En este caso, no hay equivoco, la actividad principal y exclusiva ha de llevar
al arrendamiento de viviendas en Espafa. Dicha finalidad se ve compensada
con un régimen fiscal muy favorable ya que tendré una bonificacién del 85
por ciento la parte de la cuota integra que corresponda a las rentas deriva-
das del arrendamiento de viviendas, alcanzando el 90 por ciento cuando el
arrendamiento sea a discapacitados y en la vivienda se hubieran efectuado
las obras e instalaciones de adecuacién por motivo de dicha discapacidad.
Las rentas que deriven de las actividades complementarias y las ganancias-
plusvalias que se obtengan de la venta de los inmuebles tributan por el régimen
general. En cuanto a los dividendos o participaciones en beneficios distribuidos
con cargo a las rentas que han gozado de la bonificacién antes citada, les
serd de aplicacién la deduccién por doble imposicién interna, cualquiera que
se la entidad que los distribuya, el momento en el que el reparto se realice
y el régimen fiscal aplicable a al entidad en ese momento, salvo régimen de
consolidacién fiscal. Los perceptores de estas rentas gozardn de la exencién
de los primeros 1.500 euros en el IRPF e IRNR.

sPor qué no pensar que en su objeto social no cabe la actividad de
rehabilitacién? 3No se considera en el régimen de las SOCIMI que la promo-
cién incluye la actividad de rehabilitaciéon? A nuestro juicio, aunque pudiera
forzarse una interpretacién contextual en dicho sentido seria preferible una
modificacién legal en tal sentido.

Por otra parte, la finalidad dltima de las entidades que gocen de este
régimen especial se limita al arrendamiento, en los términos del articulo 2.1 de
la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, dejando
de lado oftras férmulas de obtencién de rendimientos como la concesién u los
derechos reales de disfrute que le darian mayores oportunidades de éxito al
diversificar las posibilidades de negocio. Tampoco ayuda mucho el hecho de
que también esté limitado el objeto, ya que la aplicacién del régimen fiscal
especial se condiciona a que sélo puedan ser viviendas y algunos anejos
arrendados conjuntamente como trasteros y garajes, con el maximo de dos,
eliminando la posibilidad de los locales de negocio. De lege ferenda una
ampliacién del objeto en este sentido redundaria, de forma importante, en
la dinamizacién de este sector de la actividad econdmica. A lo que también
contribuiria la creacién de un régimen similar en el dmbito del la tributacién
de las actividades econémicas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas
Fisicas.
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Es una ldstima que la reciente reforma en este régimen efectuada por la
Ley 16/2012 no haya recogido estos aspectos. No obstante, saludamos con
optimismo la rebaja en las exigencias respecto del nimero de viviendas arren-
dadas u ofrecidas en arrendamiento, que bajan de 10 a 8, la eliminacién del
requisito maximo de superficie de las viviendas y la reduccién considerable
del plazo en que una vivienda ha de permanecer ofrecida en alquiler, ahora
tres afos frente a los siete exigidos anteriormente.

En definitiva, este régimen es una férmula fiscalmente bastante atractiva y
con posibilidades de ser utilizada a los efectos de la rehabilitacién y regene-
racién urbanas con una minima reforma legal, del modo que hemos sefialado.
Ademds, frente a la SOCIMI, en este régimen no existe —cual espada de
Damocles— la obligatoriedad de la distribucién de los beneficios y, por tanto,
no apremia la obtencién a corto plazo de rentas. Por lo que estimamos que
podria constituir un éptimo mecanismo, y en cierto sentido, complementario

al de las SOCIMI.
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REHABILITACION URBANA Y CAMBIO SOCIAL
EN LAS GRANDES CIUDADES ESPANOLAS')
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DANIEL SORANDO ORTIN

SUMARIO: I. INTRODUCCION.= Il. EL CONTEXTO SOCIO-RESIDENCIAL:
1. Condiciones socio-demogrdficas. 2. Condiciones socioeconémicas. 3. Acceso a la
vivienda.— lll. LA DISTRIBUCION ESPACIAL DE LA DESIGUALDAD SOCIO-RESIDENCIAL:
1. Dindmicas de cambio en la geografia de la desigualdad socio-residencial. 2. Una
evaluacién de la intervencién sobre la ciudad construida.— IV. EL CAMBIO SOCIAL EN
LAS AREAS REHABILITADAS: 1. la edad de los residentes. 2. La nacionalidad de los
residentes.— V. CONCLUSIONES.- VI. BIBLIOGRAFIA.

RESUMEN: Finalizado el ciclo inmobiliario expansionista, la intervencién sobre
la ciudad construida se revela como un objetivo prioritario consistente en adecuar el
espacio residencial a las necesidades sociales de sus habitantes. Sin embargo, esta
infervencién genera consecuencias sobre la composicién social de cada espacio que
inciden sobre sus formas de convivencia y pueden alterar su capital social. El andlisis
de las intervenciones en Barcelona, Madrid y Zaragoza entre 1991 y 2001 permite
deducir que la delimitacién de las dreas de rehabilitacién sigue objetivos que exceden
la mejora de las dreas en peores condiciones. En el caso de los centros urbanos, la
rehabilitacién puede cambiar la distribucién de los grupos de edad en la ciudad, indu-
cir procesos de gentrificacién que favorecen la extensién territorial de las categorias
socioeconémicas altas en expansién y desplazar a los hogares menos favorecidos, en
su mayoria compuestos por trabajadores extranjeros.

Palabras clave: rehabilitacién urbana; gentrificacién; segregacién residencial;
categorias sociales.

ABSTRACT: Once the expansionist real estate cycle has finished, state intervention
over the urban built environment appears as an objective of first importance to adapt
the residential space to the social needs of its inhabitants. However, this intervention
affects the social composition of each place. Therefore, regeneration policies have an
impact on its coexistence patterns and its social capital. After the analysis of regeneration

(*) Este articulo recoge parcialmente el resultado del proyecto financiado por el Ministerio de
Economia y Competitividad: Comportamientos residenciales y provisién de viviendas en las grandes
ciudades. Con referencia CSO 2010-22117-C02-(01).
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areas in Barcelona, Madrid and Zaragoza from 1991 to 2011 it can be deduced that
its objectives exceed the upgrade of most deprived areas. In the case of city centres,
regeneration can alter the distribution of age groups within the city. Finally, it can also
promote gentrification processes by which growing upper classes occupy new places and
displace most deprived households, mostly composed by foreign workers.

Key words: urban regeneration; gentrification; residential segregation; social
categories.

I. INTRODUCCION

El fracaso de las politicas de vivienda a lo largo del primer decenio
de este siglo, con una sobreproduccién y una elevacién desaforada de los
precios, ha conducido a la quiebra a una buena parte de las promotoras
inmobiliarias, desequilibrando todo el sistema financiero del pais y llevdndose
por delante una serie de entidades crediticias. Una de sus consecuencias ha
sido la manifestacién de la exigencia de un cambio de modelo del sistema
inmobiliario en toda su extensién desde el planeamiento y la reserva de suelo
hasta las formas de acceso a la vivienda. Entre esos cambios se plantea la
necesidad de considerar de forma prioritaria la transformacién del parque
residencial para su adecuacién a las necesidades actuales y previsibles de
la poblacién que se convierte en uno de los principales retos de este nuevo
sistema inmobiliario residencial.

Las alternativas que se estdn dando en ese cambio del sistema van en
diversas direcciones, la primera afecta a la forma de tenencia, con un fomento
del acceso en alquiler en detrimento de la tenencia en propiedad que se habia
constituido en alternativa casi Unica. La segunda consiste en un cambio en los
instrumentos de la politica de vivienda, con una reconsideracién importante en
su fiscalidad y su financiacién: supresién de la desgravacién por adquisicién,
incremento del IVA de la construccién y cambio en la ley hipotecaria.

Finalmente, frente a la existencia de un gran parque de viviendas vacias
o inadecuadas, se plantea la rehabilitacién como proceso de adaptacién del
parque residencial a las exigencias de una sociedad que cambia répida-
mente en sus valores y en sus formas de vida, tal como se plantea en otros
paises (CREMASCHI, 2008; ANDERSEN, 2008). El objetivo inicial seria alcanzar
un balance entre nueva construccién y rehabilitacién similar al que se da
en gran parte de los paises europeos, lo que supone llegar hasta acaparar
mds de la mitad de la actividad constructora para la rehabilitacién. Pero la
experiencia en el mantenimiento y adaptacién de ese parque residencial no
es muy extensa y generalmente se ha limitado a los aspectos mas fisicos de
la misma.
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Esta alternativa coincide con un cambio en la ideologia y en el objeto de
las politicas urbanas. La pretendida transformacién urbana a partir de actua-
ciones estructurales en transporte, vivienda, actividades, etc. ha dado paso
a un redescubrimiento de lo local y a la intervencién puntual sobre espacios
precisos de la ciudad. Estas actuaciones parten del supuesto segin el cual la
mejora de una zona puede repercutir sobre su entorno inmediato e, incluso,
sobre el conjunto de la ciudad. En consecuencia, los investigadores se han
centrado en el andlisis de los medios sociales y de los barrios en las ciuda-
des, mientras los politicos han establecido planes de actuacién que suponen
la recuperacién y mejora de determinadas dreas urbanas. Esta légica parece
proyectarse hacia el futuro, especialmente si las grandes ciudades espafolas
dejan de crecer o lo hacen a un ritmo mucho mds lento, como es previsible a
partir de las proyecciones demogrdficas actuales.

Partiendo de este nuevo protagonismo de la rehabilitacién, este articulo
pretende abordar una evaluacién de los efectos sociales que han tenido las
actuaciones de los Gltimos afos, con el fin de impulsar la consideracién de
dichos efectos en los objetivos de las actuaciones que se den en el futuro.

El punto de partida es que cualquier intervencién de rehabilitacién actia
sobre tres elementos: el primero es el medio fisico, suponiendo que aporte una
mejora de sus condiciones, el segundo es, sin duda, el medio social tanto de los
residentes como de los transelntes y, finalmente, el tercero es la imagen colec-
tiva que dicha infervencién proyecta y cuyo alcance puede variar en relacién
con su localizacién. A diferencia de lo que sucede con la nueva construccioén,
cualquier operacién de rehabilitacién va a suponer en un cambio en esos tres
elementos que debe acotarse y definirse de la forma mds precisa posible.

Este articulo presupone que toda intervencién de rehabilitacién que impli-
que un cambio sustancial en las condiciones de las viviendas en una zona
va a suponer un cambio social en la composicién de la zona y, en mayor o
menor medida, un cambio en su imagen. En este sentido, se trata de analizar
las intervenciones sobre el patrimonio residencial que se han dado en los
dltimos afios, por parte de los ayuntamientos, y constatar los cambios sociales
registrados en los espacios en los que se ha intervenido. En el caso concreto
de la actuacién sobre las zonas centrales de las ciudades, la intervencién
ha facilitado la extensién en esas zonas de las categorias sociales medias y
altas, que han salido beneficiadas de tales operaciones, con procesos que van
desde una mayor mezcla social hasta un desplazamiento de la poblacién que
residia con anterioridad.

En cualquier caso, no se trata de tan sélo contrastar la intervencién con
la valoracién individual de los afectados sino, tal y como plantean una serie
de autores (PRIEMUS, 2008; FLNT y KeARNS, 2006), de considerar ademdés la
intervencién tanto por los efectos sobre el capital patrimonial, individual y
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colectivo, como sobre el capital social, teniendo en consideracién que la exis-
tencia de una identidad local y de una comunidad con redes de relacién
establecidas forma también parte de dicho capital social. Eso implica que,
en un balance completo de las actuaciones, hay que considerar también las
transformaciones en las redes de relacién y en las organizaciones espontdneas
que pudieran darse.

El articulo se centra en el estudio del cambio socio-espacial, en sus aspec-
tos mensurables, para dejar para mds adelante el dimensionamiento del cam-
bio que se plantea en el capital social, lo que implicaria un extenso andlisis
cualitativo para el que no se dispone de los recursos necesarios. Para estudiar
la dimensién de este cambio se ha realizado una investigacién que permite,
en primer lugar, evaluar cudles podrian haber sido las dreas de intervencién
prioritarias, deducidas a partir de los datos censales disponibles, del Padrén
Continuo y de algunas encuestas nacionales de elevada muestra. En segundo
lugar, se ha tratado de contrastar esa evaluacién con la determinacién de las
actuaciones concretas que se han llevado a cabo, analizando sus efectos en
lo que respecta a la composicién social resultante de la intervencién.

El intento no es otro que el de poder definir con mayor claridad los
procesos de decisidn sobre las dreas de intervencién, desvelando las posibles
desviaciones de una actuacién basada en la evidencia empirica disponible.
Al mismo tiempo, se propone la evaluacién de los efectos de las actuaciones
sobre el espacio residencial para impulsar una reflexién que lleve a definir con
mayor precisién los obijetivos sociales de este tipo de intervenciones.

Aungque las condiciones sociales de cada uno de los espacios de interven-
cién son muy distintas, en principio las actuaciones piblicas de rehabilitacién
de viviendas se centran sobre todo en aquellas zonas de la ciudad en las que
existe una poblacién de bajos recursos, incapaz de afrontar por si misma la
mejora de sus viviendas, cuyo espacio residencial estd deteriorado. Se supone,
por tanto, que la actuacién en aquellas zonas habitadas por una poblacién
con mayores recursos econémicos se limita a la mejora del espacio publico,
dejando la mejora residencial a cargo de los propios habitantes, sin que eso
impida que se lleven a cabo actividades de impulso, regulacién y coordinacién
para que la realizacién de esas mejoras suponga una mejora de la imagen
colectiva de ese espacio urbano. Solamente cuando el esfuerzo por mantener
esa imagen desborda la capacidad econémica de los usuarios, se plantea una
serie de ayudas que serdn acompaiiadas de obligaciones precisas, tal como
sucede en la conservacién de los patrimonios histéricos.

Para este andlisis se parte de la existencia de dos tipos de intervencién
sobre el espacio residencial. El primero tiene como objetivo Unicamente la
transformacién del espacio de uso puiblico, es decir, la mejora de los entornos
residenciales compuestos por calles, plazas, jardines e, incluso, por equipamien-
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tos pUblicos de uso abierto. Se trata de una intervencién importante en la que
los efectos sobre ese espacio residencial son indirectos, en la medida en que la
mejora del entorno afecta mucho a la condicién de la vivienda, en su imagen,
en su valor y, especialmente, en las condiciones de vida de sus residentes.

El segundo tipo de intervencién se concentra, sobre todo, en la mejora
de las condiciones residenciales de los espacios sobre los que se actia, con
intensidades diferenciadas que podemos establecer en tres grados, cuyos efec-
tos sobre los cambios sociales que generan varian.

— Un primer grado que consiste en una mejora del edificio que permita
la continuvidad de las funciones residenciales del mismo durante su
realizacién, no alterando la composicién social del mismo.

— Un segundo grado en el que la intensidad de las obras a realizar
supone un parénfesis en las funciones residenciales que obliga a los
residentes a realojarse temporalmente fuera de sus viviendas, para
volver a ellas una vez acabada la obra. En este caso, se puede dar
una reestructuracién de las divisiones del espacio residencial, lo que
la aproximaria al siguiente grado.

— Un tercer grado en el que se plantea una demolicién total o parcial del
edificio y su reconstruccién sobre un nuevo disefio, el cual implica una
reorganizacién del espacio residencial con una merma o ampliacién
del nimero de viviendas y con un cambio importante en su composicién
social.

La primera tarea es la determinacién de las dreas de intervencién, para
lo cual se emplean los datos censales que dan cuenta de las caracteristicas
sociales de sus residentes, del estado de los edificios de la ciudad y de la
opinién de sus residentes sobre las caracteristicas del entorno. A partir de dicha
demarcacién se analizan las intervenciones que se han llevado a cabo y se
contrastan sus resultados con los siguientes datos censales. Por lo tanto, a la
espera de la publicacién de los resultados del Censo de Poblacién y Viviendas
de 2011, el contraste sélo puede realizarse de forma completa entre 1991
y 2001, aunque parcialmente, para las variables contenidas en el Padrén
Continuo, se puede prolongar hasta la actualidad.

En sintesis, se trata de explicar el impacto de las Areas de Infervencién
Integral (ARI), sobre las que ha pivotado la mayor experiencia de rehabili-
tacién. En ese sentido se deja de lado ofro tipo de intervenciones como las
autondmicas que por sus caracteristicas requeririan una exploracién mayor de
la que se puede llevar a cabo en la actualidad.

El planteamiento inicial es que la intervencién piblica no siempre se guia
en su intervencién por el grado légico de prioridad de los espacios que mds
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lo necesitan en relacién con los tres objetivos expresados anteriormente, sino
que hay un desplazamiento de dicha intervencién guiado por la mejora de la
imagen de la ciudad que tiene un efecto politico indudable, para lo cual se
da prioridad a los espacios mds centrales que estén mds expuestos al conjunto
de los ciudadanos.

No obstante, también influye en la seleccién de las dreas de rehabilita-
cién la propia combatividad de los movimientos urbanos que buscan con su
intervencién una mejora de sus condiciones de vida. En este sentido, habria
que considerar el debate que se abrié en Francia a propésito de la determina-
cién de los barrios que iban a ser objeto de la Politique de la Ville (CHALNE,
1977) en los que se detectaba una desviacién debida a motivos estrictamente
politicos que iban mds alld de las prioridades légicas. De cualquier manera,
una primera deteccién de las zonas de intervencién deducidas de la informa-
cién censal ha de ser complementada con un trabajo de observacién y con
un andlisis del sistema social de discursos de sus habitantes, que se deja para
una publicacién posterior.

El segundo planteamiento es que, como se ha mencionado, las intervencio-
nes llevadas a cabo suelen suponer no sélo una mejora de las viviendas sino
también un cambio en la composicién social de las personas que las habitan.
Ese cambio social puede implicar tanto un desplazamiento de la poblacién
originaria, debido a la confirmacién de un proceso de «gentrificacién», como
la ruptura de un proceso segregativo con el impulso de una mayor mezcla
social.

Es de notar que el objetivo de impulsar la mezcla social se constituye
actualmente en algo esencial en gran parte de los planes y las politicas de
intervencién en la mayoria de las ciudades europeas, como modo de romper
los procesos segregativos, de conseguir una mayor heterogeneidad y una mayor
cohesién entre los habitantes de una zona determinada.

Il. EL CONTEXTO SOCIO-RESIDENCIAL

La variabilidad de las sociedades urbanas espafiolas entrafia una gran
complejidad tanto desde una perspectiva sincrénica (la distribucién hetero-
génea de su poblacién y sus viviendas en el espacio) como diacrénica (el
cambio en el tiempo de sus principales caracteristicas). A continuacién, se
presentan las transformaciones en el marco socio-espacial de las tres ciudades
estudiadas: Barcelona, Madrid y Zaragoza. El cambio en dicho marco es
la base que permite explicar los procesos contempordneos de rehabilitacién
urbana.
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Tabla 1. Nomero de habitantes del municipio central y el area metropo-
litana segin el ambito territorial. Porcentaje de habitantes del municipio
central sobre el total del area metropolitana. Ao 2011.

Barcelona Madrid Zaragoza
Municipio Central 1.611.013 | 3.198.645 678.115
Area Metropolitana 5.008.436 | 5.984.016 747.903
Peso Municipio Central 32,2% 53,5% 90,7%

Fuente: Elaboracién propia a partir del Censo de Poblacién y Viviendas de 2011 (INE).

No obstante, es preciso advertir que la distancia entre las dimensiones
de los municipios objeto de estudio (ver tabla 1) es la causa de buena parte
de las diferencias entre sus valores. En sintesis, el municipio de Madrid acoge
en su interior buena parte de los asentamientos residenciales de su clase tro-
bajadora, a diferencia de lo que ocurre en Barcelona, donde dicha clase se
aloja prioritariamente en los municipios aledafos. En el caso de Zaragoza,
los limites municipales casi coinciden con los metropolitanos.

1. Condiciones socio-demogrdficas

Las caracteristicas de la poblacién residente en cada uno de los muni-
cipios estudiados han sido objeto de una notable transformacién durante las
dltimas dos décadas.

La edad es una variable fundamental en los procesos de rehabilitacién
urbana, en la medida en que los distintos grupos segin la misma presentan dife-
rentes necesidades de alojamiento. En los tres casos de estudio se confirma la
tendencia generalizada al envejecimiento poblacional, de modo que aumenta
el porcentaje de la poblacién madura (entre 40 y 64 afios) y el de la poblacién
de 65 y mds afios, pero especialmente en Zaragoza en donde el grupo de 65

y mds pasa de representar el 13,9% en 1991 al 21,7% en 2001.

No obstante, entre 2001 y 2011 se observa un ligero descenso en tér-
minos porcentuales (pero no absolutos) de la poblacién mayor de 65 afios
en Barcelona y Madrid debido al gran incremento de la poblacién extranjera
cuya estructura por edades es mds joven que la de los espafoles, lo que se
manifiesta sobre todo en la existencia de proporciones més elevadas entre los
20 y los 40 afos en 201 1(ver tabla 2).
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Tabla 2. Porcentaje de personas en cada grupo de edad en 2011 segin
nacionalidad y provincia de residencia.

Edad Barcelona | Madrid | Zaragoza |
Espafioles |Extranjeros| Espaiioles |Extranjeros Espaiioles |Extranjeros
0-14 15,3 15,8 15,7 14,0 13,6 16,3
15-24 8,9 13,4 9,3 13,3 8,9 14,5
25-39 21,8 44,8 22,8 44,1 20,7 42,2
40-64 34,6 23,9 34,6 26,6 35,1 25,6
Mas de 65 19,4 2,0 17,6 2,1 21,7 1,4
Total 100 100 100 100 100 100

Fuente: Elaboracién propia a partir del Padrén municipal de 2011 (INE).

El elevado porcentaje que ha llegado a representar la poblacién inmi-
grante extranjera sobre el total de la poblacién de las tres ciudades (ver tabla
3) obliga a considerar sus particulares condiciones sociales, fuente de unos
comportamientos residenciales que la politica de rehabilitacién urbana ha de
tener en cuenta.

Tabla 3. Porcentaje de personas nacidas en un pais extranjero sobre el
total de la poblacién segin el afio y el municipio.

Afio Barcelona Madrid Zaragoza
1991 2,9 2,8 1,4
2001 8,3 7,6 4,5
2011 21,0 19,7 14,0

Fuente: Elaboracién propia a partir de los Censos de Poblacién y Viviendas de 1991, 2001 y
2011 (INE).

2. Condiciones socioeconémicas

En las ciudades espafiolas, la transformacién del modelo productivo capi-
talista, desde el paradigma fordista-keynesiano hasta uno de cardcter flexible,
implica cambios trascendentales sobre las posiciones y comportamientos socia-
les (CasTEL, 2010). Estos cambios derivan sobre todo de la nueva distribucién
de las actividades econémicas, con un descenso generalizado de la agricultura
y la industria que se compensa por el aumento de los trabajadores en los
servicios, cuya proporcién no ha dejado de aumentar. Como consecuencia, se
desarrollan nuevos grupos sociales con pautas residenciales diferenciadas.

Por otro lado, durante el ciclo expansionista de la economia espafiola
entre 1996 y 2007, el incremento en el porcentaje de personas ocupadas es
paralelo a la pérdida de la centralidad del empleo en la organizacién de las
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trayectorias sociales (ALONSO, 2010), asi como a la devaluacién de algunas
ocupaciones. Es en este contexto donde hay que situar el importante crecimiento
en el porcentaje de profesionales y técnicos (tanto por cuenta propia como
ajena) que se observa en la tabla 4, el cual conlleva un aumento considerable
de estas categorias dentro de las sociedades urbanas, especialmente en el caso
de Barcelona y sobre todo en Madrid, donde se concentra la mayor inversién
de capital financiero (FERNANDEZ DURAN, 2006).

Al tiempo que se refuerzan las categorias mds elevadas, se asiste a una
fragmentacién de las categorias tradicionales de trabajadores con el descenso
del porcentaje de personas ocupadas como operarios tanto cualificados como
sin cudlificar, coincidente con el aumento en la relevancia de un grupo emer-
gente constituido en gran parte por trabajadores del «resto de los servicios»
que constituye el corazén de la nueva clase trabajadora, atomizada y preca-
rizada (WACQUANT, 2007). En esta categoria se incluyen especialmente las
actividades de servicios personales, habiendo sido copada prioritariamente
por la poblacién inmigrante extranjera tal como muestra la Encuesta Nacional
de Inmigrantes de 2007, donde se observa que el 46,4% de los inmigrantes
residentes en Espafia trabajaba en ocupaciones sin cudlificar, en los servicios de
restauracién, personales, de proteccién o como vendedores en comercios.

Tabla 4. Porcentaje de personas ocupadas mayores de 16 aiios en cada
categoria de la condicién socioeconémica (CSE) (1) segin afio y municipio
de residencia.

CSE Barcelona Madrid Zaragoza

1991 | 2001 | 91-01 | 1991 [ 2001 [ 91-01 [ 1991 [ 2001 [ 91-01
Directores y gerentes 1,9 5,1 3,3 2,0 53 3,3 1,3 3,3 2,0
Profesionales Cuenta Ajena 14,3 23,8 9,5 17,5 25,0 7,5 12,6 19,3 6,7
Profesionales Cuenta Propia 24 5,0 2,6 1,9 39 1,9 1,6 34 1,8
Empresarios con Asalariados 42 4,5 0,4 29 3,6 0,7 3,9 52 1,2
Empresarios sin Asalariados 6,9 5,7 -1,2 5,0 4,7 -0,3 6,8 6,0 -0,9
Personal advo. y comercial 26,8 25,1 -1,7 26,7 24,2 -2,6 20,2 20,1 -0,1
Otras ocupaciones medias 11,0 2,0 -9,0 11,3 2,7 -8,6 11,1 3,6 -7,5
Operarios Cualificados 18,1 13,3 -4.8 14,3 11,6 2,7 23,2 224 -0,9
Operarios sin Especializacion] 4,3 2,1 2,3 4,6 2,0 -2,6 6,9 2,7 -43
Resto de Servicios 9,5 13,0 3,5 13,1 16,7 3,6 10,5 13,2 2,7
Trabajadores Agrarios 0,6 0,3 -0,3 0,6 0,4 -0,2 1,8 0,8 -1,0
CSE Alta 22,7 38,5 15,7 243 37,8 13,5 19,4 31,2 11,8
CSE Media 44,7 32,8 -11,9 43,0 31,5 -11,5 38,1 29,7 -8,4
CSE Baja 32,5 28,7 -3,8 32,6 30,7 -2,0 42,5 39,1 -3.4
Total 100 100 0 100 100 0 100 100 0

Fuente: Elaboracién propia a partir de los Censos de Poblacién y Viviendas de 1991 y 2001 (INE).

(1) Dentro de la CSE alta se incluyen las categorias de directores y gerentes, profesionales
tanto por cuenta propia como ajena y los empresarios con asalariados; dentro de la CSE media estdn
los empresarios sin asalariados, el personal administrativo y comercial y el resto de ocupaciones
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Este proceso de cambio social incluye un importante crecimiento en el
porcentaje de personas con estudios universitarios (ver tabla 5), que supone un
incremento entre 1991y 2001 de mds de un 50% en las ciudades analizadas,
a costa de una disminucién de la poblacién de primer y segundo grado y de
un cierto crecimiento de los analfabetos y sin estudios.

Tabla 5. Porcentaje de personas sobre el total con cada nivel de estudios
segUn afio y municipio. Diferencia en puntos porcentuales de cada nivel
de estudios entre 1991 y 2001 segiun municipio.

Nivel de Estudios Barcelona Madrid Zaragoza
1991 | 2001 ] 91-01 | 1991 [ 2001 [ 91-01 | 1991 | 2001 | 91-01
Analfabetos/Sin Estudios 179 186 07 | 189 194 06 133 170 37
Primer Grado 287 210 77 | 249 192 58 | 377 223 -154
Segundo Grado 41,7 41,8 0,1 422 40,2 -2,0 39,2 449 5,7
Tercer Grado 11,7 186 69 | 139 211 72 98 158 60
Total 100 100 100 100 100 100

Fuente: Elaboracién propia a partir de los Censos de Poblacién y Viviendas de 1991 y 2001 (INE).

3. Acceso a la vivienda

A lo largo del 0ltimo medio siglo, el modelo residencial espafol se ha
caracterizado por un modelo productivo que requeria de nuevas construccio-
nes para sostener su crecimiento. En este contexto se desarrolla un continuo
incremento del acceso en propiedad facilitado por la combinacién de unas
laxas prdcticas hipotecarias junto con el estimulo fiscal para la compra de
la vivienda, el abandono institucional del alquiler y el cardcter residual de
la vivienda social que transforma el pais en una sociedad de propietarios
(NArReDO, 2010).

La forma de acceso a la vivienda es una variable fundamental en las
politicas de rehabilitacién urbana. En primer lugar, las viviendas en alquiler
se asocian a peores condiciones residenciales como resultado de las prdcticas
de abandono de sus propietarios, las cuales introducen mayor complejidad
en la gestién de la rehabilitacién. Pero las intervenciones sobre viviendas en
alquiler incrementan el riesgo de desplazamiento de los residentes mds débiles
en un mercado inmobiliario muy liberalizado, especialmente cuando han de
ser realojados.

Como se observa en la tabla 6, el peso del alquiler ha decrecido progresi-
vamente mientras aumentaba el del acceso a la vivienda mediante la propiedad

medias (miembros de cooperativas, contramaestres y capataces, efc.); mientras que dentro de la
CSE Baja se han incluido a los operarios (cualificados y sin especializar), al resto de los servicios
y a los trabajadores agrarios.
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pendiente de pagos. Esta dindmica dificulta de dos modos los procesos de
rehabilitacién: en primer lugar, la fragmentacién de la propiedad horizontal
implica complejos procesos de negociacién y gestién; mientras que, en segundo
lugar, el estallido de la burbuja inmobiliaria ha atrapado a muchos hogares
en el pago de su hipoteca, lo cual impide en la préctica cualquier esfuerzo
econémico dedicado la rehabilitacién de sus viviendas.

Tabla 6. Porcentaje de viviendas sobre el total con cada régimen de
tenencia segin aifio y municipio. Diferencia en puntos porcentuales de
cada régimen tenencia entre 1991 y 2001 segin municipio.

Barcelona Madrid Zaragoza
1991 | 2001 | 91-01] 1991 | 2001 [ 91-01] 1991 | 2001 | 91-01
En propiedad (pagada) 48,7 484 -0,3 55,0 54,8 -0,2 52,3 56,5 4,2
En propiedad (pendiente)] 11,2 19,8 8,6 14,9 23,7 8,8 19,6 26,7 7,1

Régimen de tenencia

En alquiler 36,3 285 -7,8 | 20,7 165 -42 | 185 130 -55
Otros regimenes 3,9 3,4 -0,5 9,4 4,9 -4,5 9,6 3,8 -5,8
Total 100 100 100 100 100 100

Fuente: Elaboracién propia a partir de los Censos de Poblacién y Viviendas de 1991 y 2001 (INE).

Finalmente, las condiciones fisicas o espaciales de las viviendas son el
habitual inicio de los procesos de rehabilitacién urbana. Entre las mismas es
posible distinguir entre la evolucién del parque de viviendas y el de su entorno
residencial.

Ademds de las condiciones de urbanizacién de su entorno y de la presen-
cia de los servicios minimos (agua corriente, saneamiento, electricidad) existen
algunas variables fundamentales para la satisfaccién de las necesidades de
alojamiento (CorTEs, 1997).

En primer lugar se encuentra la adecuacién residencial, caracterizada
tanto por una superficie minima por ocupante como por la disponibilidad
de ascensor en las viviendas en una planta superior a la segunda, la cual
permita la accesibilidad al conjunto de servicios y equipamientos que ofrece
su entorno residencial. En este sentido, la tabla 7 muestra una mejora en la
accesibilidad de los edificios, en buena medida debido a la incorporacién
de nuevas construcciones al parque de viviendas adaptadas a los estdndares
minimos de construccién. A pesar de ello en 2001 permanecian importantes
porcentajes de viviendas con este problema.
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Tabla 7. Porcentaje de viviendas con caracteristicas precarias de hacina-

miento y falta de accesibilidad segin el municipio de pertenencia y el aio.

Diferencia en puntos porcentuales de cada caracteristica entre 1991 y 2001
segUn municipio.

Barcelona Madrid Zaragoza
1991 [ 2001 ]91-01] 1991 ] 2001 [91-01] 1991 ] 2001 [91-01
Menos de 10 m? por habitante| 1,5 0,9 -0,5] 34 20 -14] 1,0 0,6 -04
Sin ascensor (3 planta o mas)| 35,9 33,5 -241449 399 -50]352 29,7 -55

Fuente: Elaboracién propia a partir de los Censos de Poblacién y Viviendas de 1991 y 2001 (INE).

En el caso del hacinamiento, las situaciones problemdticas se limitan a
un porcentaje minimo en 2001 (ver tabla 7), que contrasta con su crecimiento
posterior ligado al incremento de la poblacién inmigrante en las que la pro-
porcién se eleva notablemente, debido a que tienen hogares mayores que la
media y viviendas en alquiler de tamafio inferior a la media de todo el pais
(LeAL y ALGUACIL, 2012).

Por otra parte en el periodo considerado aumenta la proporcién de vivien-
das en estado ruinoso mientras que disminuye el total de viviendas en mal
estado tal como se expresa en la tabla 8.

Tabla 8. Porcentaje de viviendas segin el estado de su edificio, el afo
y el municipio de pertenencia. Diferencia en puntos porcentuales de cada
estado del edificio entre 1991 y 2001 segin municipio.

Barcelona Madrid Zaragoza
1991 | 2001 [91-01] 1991 | 2001 [ 91-01 | 1991 | 2001 [ 91-01
Ruinoso 0,4 1,0 0,6 0,3 0,8 0,5 0,2 0,3 0,2
Malo 3,1 33 0,2 2,1 22 0,1 12 1,0 02
Deficiente| 12,9 113 -1,5 | 92 6.8 24 4,6 42 04
Bueno 83,6 844 08 | 884 90,2 1,8 940 944 04
Total 100 100 100 100 100 100

Fuente: Elaboracién propia a partir de los Censos de Poblacién y Viviendas de 1991 y 2001 (INE).

En cualquier caso, estos resultados estdn especialmente afectados por la
dimensién del municipio central respecto de su drea metropolitana. En concreto,
en Barcelona hay un mayor porcentaje de viviendas en mal estado que se
debe a que la edad media de las viviendas es superior y las nuevas viviendas
en su dmbito metropolitano se ubican en su mayor parte fuera de su término
municipal.
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Por Gltimo, en relacién con la valoracién del entorno residencial por sus
habitantes de las ciudades estudiadas, no se pueden establecer comparaciones
temporales porque tan sélo se dispone de informacién censal en 2001. Los
ruidos exteriores aparecen como el mayor problema junto con la poca lim-
pieza de las calles, seguidos por la escasez de zonas verdes y la presencia
de delincuencia o vandalismo en su zona de residencia. Salvo en el caso de
las comunicaciones, estos problemas son menos frecuentes en Zaragoza que
en el resto de ciudades (ver tabla 9).

Buena parte de estas cuestiones son objeto de la intervencién pdblica
de rehabilitacién integral de dreas urbanas, en especial las vinculadas a los
espacios pUblicos (zonas verdes, delincuencia, vandalismo), asi como aquellas
que conectan cada lugar con el resto de la ciudad.

Tabla 9. Porcentaje de residentes en viviendas familiares que manifiestan
la existencia de un problema en su entorno residencial segun el tipo de
problema (2) y el municipio (2001).

Problemas de la vivienda Barcelona | Madrid Zaragoza
Ruidos exteriores 442 39,3 35,1
Contaminacion o malos olores 27,0 26,1 27,4
Poca limpieza en las calles 433 433 254
Malas comunicaciones 10,3 15,4 17,3
Pocas zonas verdes 37,1 314 25,9
Delincuencia o vandalismo en la zona 343 41,8 25,6

Fuente: Elaboracién propia a partir del Censo de Poblacién y Viviendas de 2001 (INE).

En conclusién, a pesar del proceso de profesionalizacién de una impor-
tante parte de la estructura social de las ciudades estudiadas a lo largo de los
afios noventa y del inicio del desarrollo de politicas de rehabilitacién integrales
de forma sistemdtica, las condiciones del parque de vivienda de las principales
ciudades espaniolas empeoraron en el caso de las viviendas en condiciones
mds precarias.

(2) En todo caso, la definicién de las circunstancias problemdticas en el entorno residencial
no deja de ser arbitraria y, probablemente, sesgada por la clase social en su disefio. En este sentido,
sorprende la ausencia de preguntas acerca de la presencia/ausencia de bienes y servicios de consumo
colectivo como escuelas, centros culturales o de salud, aspectos fundamentales para operaciones de
rehabilitacién urbana integral.
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lll. LA DISTRIBUCION ESPACIAL DE LA DESIGUALDAD SOCIO-RESI-
DENCIAL

El criterio en la seleccién y la evaluacién de las dreas de rehabilitacién
preferente incluye dos campos relacionados: el social y el residencial. Al res-
pecto, la interaccién entre la disponibilidad de las variables que los definen
y su interés tedrico permite realizar una seleccién final de aquellas que sirven
para caracterizar cada territorio urbano (3). No obstante, muchas variables
estdn relacionadas entre si, de forma que conviene agrupar aquellas que varian
conjuntamente en un sélo componente o factor.

Esta operacidn no sélo permite sintetizar las variables originales en un
némero inferior de componentes, sino que ademds ofrece informacién acerca
de las caracteristicas de vivienda y de los grupos sociales que se encuentran
o no coinciden en las mismas secciones censales (4). En sintesis, determinadas
caracteristicas socio-residenciales tienden a aparecer conjuntamente en los
mismos espacios, mientras ofras se excluyen de manera mutua.

En concreto, el andlisis de componentes principales aplicado a las ciu-
dades de Barcelona, Madrid y Zaragoza en 1991 (5) permite definir cuatro
componentes mediante los cuales se puede definir cada una de sus secciones
censales en base a las caracteristicas de sus viviendas y de sus habitantes:

- Descualificacién: una puntuacién alta en este componente implica una
importante presencia de personas con estudios de primer grado, asi
como de operarios cualificados y sin especializar; al mismo tiempo
que excluye la presencia de personas con estudios de tercer grado,
asi como de profesionales tanto por cuenta propia como por cuenta
ajena y de directivos, gerentes y altos cargos de la administracién
poblica. Una puntuacién negativa significa exactamente lo contrario.
Es decir, ambos grupos sociales residen en diferentes lugares de la

ciudad.

(3) En esta tarea se emplea la seccién censal como unidad territorial en que se divide el
territorio de las ciudades estudiadas, dado que es la unidad administrativa mds pequefia de la que
se dispone informacién estadistica desagregada y representativa. Cada seccién censal alberga
alrededor de 2.000 habitantes, de modo que las secciones censales de mayor tamafio son aquellas
con menor densidad de residentes en su superficie.

(4) Se ha excluido deliberadamente el porcentaje de inmigrantes extranjeros dado su infimo
valor en 1991 y muy modesto en 2001, asi como por la imposibilidad de diferenciarlos por su
nacionalidad en tales afios.

(5) Una vez calculada la estructura de los componentes socio-residenciales en 1991, ésta
ha sido aplicada a los datos de 2001 para poder comparar los valores de cada seccién censal
en un afio y ofro. Por ofro lado, se omite la explicacién de las pruebas que validan el andlisis de
componentes principales, las cuales han sido desarrolladas de acuerdo con el rigor metodolégico
exigido, por ejemplo, en Cea (2002).
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2- Precariedad socio-residencial: las secciones censales con una alta
puntuacién en este componente se caracterizan por la presencia de
un importante porcentaje de viviendas con problemas de hacinamiento
y de accesibilidad. Al mismo tiempo, se trata de secciones censales
con un alto porcentaje de personas ocupadas en la categoria del resto
de servicios, asi como de personas analfabetas y sin estudios. Si la
puntuacién es negativa, enfonces se trata de secciones censales donde
este tipo de precariedad es infima.

3- Envejecimiento: una alta puntuacién en este componente significa un
elevado porcentaje de personas mayores de 65 afios y excluye un
importante porcentaje de menores de 14 afios. En cambio, un valor
negativo se asocia a la presencia de nifios y la ausencia de mayores.
Por tanto, se observa una incipiente segregacién urbana en términos
de edad por la cual nifios y més mayores no residen en los mismos
espacios urbanos.

4~ Deterioro del edificio: las secciones censales con un alto valor en este
componente albergan un porcentaje elevado de viviendas en edificios
cuyo estado es ruinoso o malo, buena parte de las cuales estén habi-
tadas en régimen de alquiler, a diferencia de las secciones censales
con un alto valor en este componente.

Resulta relevante que cada uno de estos componentes se distribuye en
el territorio de las ciudades estudiadas de manera independiente. Es decir,
las caracteristicas de una seccién censal en relacién con un componente no
implican nada en relacién con sus caracteristicas en el resto de componentes,
lo cual evidencia la complejidad y diversidad de las situaciones con las que
ha de enfrentarse la politica de rehabilitacién. En concreto, se observa cémo
el estado del edificio es independiente de las caracteristicas sociales y demo-
gréficas de la poblacién, de modo que una rehabilitacién meramente fisica
puede afectar tanto a grupos sociales privilegiados como precarizados, lo cual
va a definir el cardcter redistributivo o regresivo de la misma.

1. Dindmicas de cambio en la geografia de la desigualdad socio-
residencial

Las actuaciones de rehabilitaciéon de cardcter redistributivo tratan de
invertir recursos en las dreas cuyas caracteristicas sociales y residenciales
son més desfavorecidas. En la medida en que los componentes presentados
permiten describirlas en base a dichos atributos, es posible clasificar las
secciones censales de cada ciudad en funcién de su puntuacién en cada
uno de ellos.
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El objetivo es la definicién de tipos espaciales compuestos por secciones
censales similares en sus atributos socio-residenciales, asi como distantes de
las caracteristicas de las secciones que componen el resto de tipos espaciales.
Una vez obtenida la puntuacién de las secciones censales en cada componente
tanto en 1991 como en 2001 se ha realizado un andlisis de clasificacién (6)
para obtener los tipos espaciales que permiten revelar la estructura espacial
de la desigualdad socio-residencial en cada afio. La tabla 10 resume la trans-
formacién de dicha estructura a lo largo de la década.

Es importante advertir del cardcter relacional de estos resultados. La asig-
nacién de los territorios a cada tipo espacial es el resultado de su posicién
en el conjunto de las tres ciudades. Es decir, su clasificacién da cuenta de
la posicién relativa de cada seccién censal en comparacién con el resto que
son estudiadas.

Tabla 10. NUmero absoluto y porcentaje de secciones censales pertene-
cientes a cada tipo socio-residencial segun afno y ciudad.

Afio Tipo Barcelona Madrid Zaragoza
N [ % N | % N [ %
Urgente Intervencion 94 5,2% 150 6,6% 11 2,5%
Riesgo Envejecimiento/Precarizacion 165 9,1% | 1085 47,6% 15 3,4%
1991 Envejecidas con Riesgo Deterioro 757  418%| 144 6,3% 87 19,9%
Trabajadores sin Probls. Residenciales 505 27,9%]| 339 149% ]| 280 63,9%
Altas Condiciones Socio-Residenciales 291 16,1% | 560 24,6% 45 10,3%
Total 1812 100% | 2278 100% | 438  100%
Urgente Intervencion 141 9,5% 188 8,0% 10 2,2%
Precariedad Socio-Residencial 136 9,1% | 1067 45,3% 20 4,3%
2001 Trabajadores sin Probls. Residenciales 775 52,1% | 134 5,7% 288  62,5%
Buenas Condiciones Socio-Residenciales 116 7,8% 264 11,2% 84 18,2%
Altas Condiciones Socio-Residenciales 320 21,5% | 701  29.8% 59 12,8%
Total 1488 100% | 2354 100% | 461  100%

Fuente: Elaboracién propia a partir de los Censos de Poblacién y Viviendas de 1991 y 2001 (INE).

En cualquier caso, la observacién detallada del tipo socio-residencial al
que pertenece cada seccién censal en 1991 y 2001 permite extraer algunas
conclusiones acerca de los procesos con los que se enfrentaba la rehabilitacién
urbana a comienzos de siglo. Ciertas pautas generales se reproducen en las

(6) En concreto, se ha implementado un andlisis de conglomerados de k-medias. De nuevo,
se omiten las especificaciones metodolégicas que, en todo caso, han sido realizadas en base a los
esténdares de rigor cientifico convencionales (Cea, 2002).
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tres ciudades en 2001. En concreto, es especialmente relevante el aumento
general de las secciones censales de urgente intervencién.

En algunos casos, estas dreas arrastran problemas ya presentes en 1991.
Algunos ejemplos donde se observa su permanencia se encuentran tanto en
Barcelona (Nou Barris, Trinitat Nova, Raval, Santa Caterina i Sant Pere o La
Barceloneta) como en Madrid (en zonas de Lavapiés, Tetuan y Vallecas).

Mientras que, en ofros casos, las dreas que necesitan urgente interven-
cién en 2001 han confirmado el riesgo de precariedad y envejecimiento que
presentaban en 1991. Este proceso se observa en Barcelona (como zonas
de Ciutat Vella, el Carmel o Nou Barris), asi como las secciones censales del
Este de la ciudad, limitrofes con el rio Besés. En Madrid ocurre lo mismo en
algunos ferritorios de Tetudn, Vallecas, Carabanchel o Villaverde. Finalmente,
en Zaragoza se constata la presencia de zonas de clase trabajadora sin pro-
blemas residenciales en 1991 donde ha aumentado notablemente el deterioro
residencial (en Delicias, San Pablo o el Picarral).

En segundo lugar, se constata un elevado nimero de secciones censales
en el que el riesgo de precariedad socio-residencial en 1991 permanece en
2001. El caso madrilefio es especialmente notable al respecto, principalmente
en los barrios que rodean a la almendra central.

En tercer lugar, en relacién con las zonas con mejores condiciones, a lo
largo de la década se consolidan las preexistentes y, ademds, se suman nuevas
dreas de la ciudad que recogen el crecimiento de categorias socioeconédmicas
altas (profesionales y directivos). Una parte de los hogares de estas categorias
se traslada a vivir en lo que eran espacios devaluados de los centros urbanos,
de manera que algunas de las secciones que en 1991 presentaban graves
problemas socio-residenciales o tenian riesgo de padecerlas han experimentado
una notable revalorizacién.

El caso del centro de Madrid es particularmente interesante, dado que en
2001 todas sus secciones se posicionan en uno u otro de los extremos de la
precariedad o el privilegio socio-residencial. Dicho proceso ha coincidido con
la implementacién de politicas de rehabilitacién pdblica (en el centro) o con
iniciativas de cardcter privado (Arganzuela o Chamberi). Este proceso también
se observa en Barcelona (en el Ensanche, el entorno de la Villa Olimpica, el
Distrito 22@ o los limites del barrio de Gracia). Esto ha impulsado una cierta
polaridad residencial con el incremento de los dos extremos: las secciones de
urgente rehabilitacién y las de altas condiciones residenciales.

Otras dreas ven incrementado su valor socio-residencial como resultado
de la expansién de las nuevas clases medias y altas en los nuevos ensanches
metropolitanos. Esto se manifiesta de forma clara tanto en los nuevos ensanches

de Madrid (Madrid Sur en Vallecas, Valdebernardo, El Espinillo en Ciudad
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de los Angeles o Las Rosas junto a San Blas), como en los ejes periféricos
donde se concentra la poblacién de una condicién socio-econémica mds alta
(Mirasierra, Pefiagrande, Chamartin).

Este proceso de mejora de las condiciones socio-residenciales también
se produce en buena parte de las dreas envejecidas con riesgo de deterioro
en 1991. En concreto, algunos ejemplos donde se observan zonas de este
tipo en 1991 que reciben a poblacién de un nivel socioeconémico superior
durante la década posterior son Diagonal Mar o Les Corts en Barcelona; Santa
Eugenia o Mar de Cristal en Madrid; o el ACTUR, Montecanal o Romareda
en Zaragoza.

En relacién con las ciudades de Barcelona y Madrid, el caso de Zara-
goza destaca por el abrumador porcentaje de secciones censales de clase
trabajadora sin problemas residenciales, frente a la comparativamente supe-
rior presencia de directivos y profesionales en Barcelona y Madrid, donde se
concentran en mayor proporcién actividades econémicas que requieren de
una alta cualificacién.

No obstante, el crecimiento de estas clases medias y altas en Zaragoza
durante el periodo considerado ha presionado sobre algunas de las zonas
situadas en el eje central de la ciudad (en torno al Paseo Independencia-Gran
Via-Fernando el Catélico), reforzando las tendencias observadas en 1991.

En resumen, las necesidades de rehabilitacién son sobresalientes en
Madrid donde se experimenta un proceso de polarizacién socio-residencial
entre 1991y 2001. Al mismo tiempo en Barcelona, adn siendo notables dichas
necesidades, estds estdn mds concentradas, sin que la mayoria del territorio
muestre problemas residenciales. Finalmente, Zaragoza con una menor desi-
gualdad socio-residencial, tenia un nimero més reducido de secciones con
necesidad de intervencién urgente.

2. Una evaluacién de la intervencién sobre la ciudad construida

En resumen, en 2001 el ferritorio de estas ciudades se puede distribuir
en cinco tipos espaciales diferenciados (7):

1- Areas de urgente intervencién: con un alto porcentaje de edificios
deteriorados, una elevada y atipica presencia de problemas de haci-
namiento e inaccesibilidad, asi como una poblacién donde desto-

(7) La distribucién de frecuencias de los componentes que caracterizan a las secciones cen-
sales de Barcelona, Madrid y Zaragoza en 2001 es practicamente igual a la de 1991, de modo
que es posible comparar los tipos espaciales de un afio y ofro en base a los valores adquiridos en
tales componentes por cada ferritorio.
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can las personas ocupadas en las categorias laborales que requieren
menor cualificacién (resto de servicios y operarios). Al mismo tiempo,
es notable el bajo porcentaje de directivos, profesionales y titulados
universitarios. En todo caso, no se observa una importante presencia
de mayores de 65 afios.

2- Areas con riesgo de precariedad: son zonas envejecidas de clase
trabajadora tanto tradicional como empleada en ocupaciones con una
alta incidencia de precariedad (resto de servicios), donde ademds se
registra una notable presencia de situaciones de elevado hacinamiento
e importante inaccesibilidad.

3- Areas de clase trabajadora sin problemas residenciales: asi como con
un incipiente envejecimiento de su poblacién.

4- Areas emergentes con buenas condiciones socio-residenciales: sus
habitantes son familias con presencia de profesionales y directivos,
asi como de titulados universitarios, en buena medida resultado de la
expansién del sistema educativo. Sus viviendas no presentan problemas
de adecuacién.

5- Areas con altas condiciones socio-residenciales: se trata de los terri-
torios con mayor presencia de directivos, profesionales y titulados
universitarios. Su poblacién muestra un notable envejecimiento. Por
dltimo, sus viviendas y edificios no albergan problemas de adecuacién
ni deterioro.

Como se ha mencionado, cada una de estas dreas no se localiza en el
espacio de una forma aleatoria sino que es posible establecer ciertas pautas
geogrdficas, pudiendo contrastar su correspondencia con la eleccién de las
Areas de Rehabilitacion Integral desarrolladas durante la década posterior
(ver figuras 1, 2 y 3).
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Figura 1. Distribucién de las secciones censales de Barcelona en 2001
segun su tipologia socio-residencial y localizacién de las ARIs durante la
década posterior.

Fuente: Elaboracién propia a partir del Censo de Poblacién y Viviendas de 2001.

Ha sido en los centros urbanos donde se ha concentrado la mayor parte de
los esfuerzos de rehabilitacién piblica durante las dos Gltimas décadas en las
tres ciudades analizadas lo que es comprensible pero no justificable. Mientras
el centro de estas ciudades se caracterizaba por la mezcla socio-residencial en
1991, como resultado de la huida de las clases medias y altas a las nuevas
periferias (DONZELOT y JAILLET, 1997); en 2001 se observa un fuerte retorno de
tales poblaciones hacia el centro, algo especialmente significativo en Madrid,
aunque también estd presente en Zaragoza y Barcelona.
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Figura 2. Distribucién de las secciones censales de Madrid en 2001 segun
su tipologia socio-residencial y localizaciéon de las ARIs durante la década
posterior.

Fuente: Elaboracién propia a partir del Censo de Poblacién y Viviendas de 2001.
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La rehabilitacién de estas dreas ha sido un importante aliciente en este
proceso, al que ha contribuido la existencia de una proporcién mds elevada
de viviendas en alquiler en las que el remplazo era més sencillo: «para ello
sirven los programas de rehabilitacién selectiva y depuradora, otra contradic-
cién que busca su legitimacién en el hecho de eliminar la infravivienda. Las
componentes mds marginales de este universo secundario quedan condenadas
a ocupar los sétanos del edificio metropolitano incluyendo las necesidades de
alojamiento que originan» (RocH, 2004:98).

Figura 3. Distribucién de las secciones censales de Zaragoza en 2001
segun su tipologia socio-residencial y localizacion de las ARIs durante la
década posterior.

Fuente: Elaboracién propia a partir del Censo de Poblacién y Viviendas de 2001.

Esta atencién por los centros urbanos contrasta por el abandono gene-
ralizado de los barrios periféricos de urgente intervencién. En este caso se
observa mayor heterogeneidad entre las tres ciudades, puesto que Zaragoza
y Barcelona muestran mds intervenciones en los barrios mds degradados de
los sesenta. Aunque por ofra parte, en el caso de Barcelona, los ARIs son
complementados con actuaciones ligadas a la Ley de Barrios de la Comunidad
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Auténoma de Catalufia. Esto no quita que algunas de las ARIs declaradas en
Barcelona se hallan en zonas caracterizadas por buenas o altas condiciones
socio-residenciales (en el distrito de Sarrié-Sant Gervasi).

Sin embargo, la mayor parte de secciones censales en las que el riesgo
de precariedad socio-residencial en 1991 permanece en 2001 no han sido
declaradas como dreas prioritarias de rehabilitacién, lo cual plantea interrogan-
tes acerca de su evolucién a lo largo de la dltima década. El caso madrilefio
es especialmente notable al respecto, con escasas excepciones [San Cristébal
de los Angeles y Ciudad de los Angeles (8)].

En sintesis, los centros urbanos de las ciudades estudiadas han atraido
las principales inversiones piblicas recientes en defrimento de numerosas dreas
periféricas con mayores necesidades socio-residenciales. De acuerdo con el
urbanismo neoliberal: «los centros urbanos se han convertido asi en uno de
los principales motores internos de las mdquinas de crecimiento urbano. Una
vasta oleada de intervenciones piblicas y privadas han tratado de producir
lo que podriamos llamar la segunda gran reforma interna de las ciudades
espanolas» (RODRIGUEZ y LopEz, 2010:443).

IV. EL CAMBIO SOCIAL EN LAS AREAS REHABILITADAS

Tal como se ha planteado al inicio, los procesos de rehabilitacién de dreas
urbanas producen efectos notables sobre la composicién social de las mismas.
No obstante, al respecto es preciso diferenciar entre dos tipos de intervencién
segln la posicién geogréfica del territorio rehabilitado. En primer lugar, se
observa un modelo de rehabilitacién de las dreas centrales que estd asociado
a dos dindmicas principales: el asentamiento de los inmigrantes extranjeros en
el inicio de la Gltima década, por un lado, y la presién de las nuevas clases
medias sobre tales dreas, por el otro lado.

Por otro lado las dreas periféricas rehabilitadas no son el lugar deseado
por las nuevas clases medias, de modo que el cardcter de dicha intervencién es
més redistributivo. En todo caso, la combinacién de ambos movimientos puede
haber convertido los centros urbanos en lugares inaccesibles para la poblacién
mds precarizada compuesta en gran parte por inmigrantes extranjeros.

(8) Asi como Zonas de Rehabilitacién Integral de la Comunidad Auténoma de Madrid en
Entrevias, el Pozo del Tio Raimundo o Almendrales.
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Con el fin de observar las dindmicas de cambio social en ambos tipos de
territorios se observan dos variables fundamentales: la edad y la nacionalidad
de sus residentes (9).

1. La edad de los residentes

Los centros de las tres ciudades estudiadas son los lugares con una mayor
transformacién en la estructura por edades de su poblacién, en contraste con el
conjunto de la ciudad (ver tabla 11). En primer lugar, se observa un vaciado de
la poblacién de 65 afios y mds en los centros urbanos. Este fenémeno contrasta
con la estabilidad de su presencia en el conjunto de las ciudades estudiadas,
donde el envejecimiento de los espafioles es compensado por su privilegiada
posicién en la recepcién de inmigrantes extranjeros jGvenes.

En segundo lugar, la poblacién infantil (hasta los 14 afios) alcanzé su
presencia menor en los centros urbanos durante la Ultima década del siglo
XX. A partir de entonces, su presencia porcentual aumenta ligeramente (salvo
en el centro de Madrid, donde el descenso es muy leve), de forma paralela
a las personas en edad adulta madura (entre 40 y 64 afios), buena parte de
las cuales constituyen hogares sin hijos (unipersonales, nido vacio, etc.). La
moderacién de este aumento estd vinculada a ciertas caracteristicas del parque
de viviendas de estos territorios.

Finalmente, los adultos jévenes son la poblacién protagonista en el cambio
de los centros urbanos, tal como muestra el elevado aumento del porcentaje
que suponen sobre el conjunto de los residentes en estos territorios. En este
caso se observa cémo las caracteristicas residenciales de las viviendas centrales
no son un obstdculo.

En sintesis, el proceso de abandono de los centros urbanos finalizé con
el siglo XX como resultado de un renovado interés por las ventajas que pro-
porciona para determinadas poblaciones en ascenso (nuevas clases medias e
inmigrantes extranjeros), asi como de la rehabilitacién de sus viviendas y sus
espacios publicos. No obstante, este cambio no implica tanto la sustitucién
de la poblacién envejecida como su sucesién una vez fallecida (10), en un
contexto de baja movilidad residencial.

(9) Ambas son variables desagregadas territorialmente disponibles en la explotacién del
Padrén municipal (INE). Otras variables interesantes como el nivel educativo o la condicién socioeco-
ndémica sélo aparecen en los censos decenales y el de 2011 todavia no es piblico.

(10) En 2007, dltimo afio del que se disponen datos desagregados por distritos municipales,
la tasa de mortalidad de los mayores de 65 afios en el Centro de Madrid (55,8%) era la més alta
de todos los distritos de la ciudad (cuya media era de 38,5%o). (Fuente: Instituto de Estadistica de
la Comunidad de Madrid. Estadistica de Movimiento Natural de la Poblacién).
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En concreto, en Madrid las zonas centrales declaradas como ARl han
registrado un aumento de poblacién superior al resto del centro urbano, muy
notable en el caso de los adultos jévenes, mientras que se producia un descenso
de la poblacién de 65 y mds afios. Esta diferencia se observa también en Zara-
goza, incluso de forma mds notoria, en especial en el ARCH de Armas-Pignatelli
(barrio de San Pablo). Finalmente, en Barcelona este proceso es evidente en
el caso del ARI de Gracia, pero también los de Poble Sec y Sants. Por Gltimo,
el ARl de Ciutat Vella excede la propia delimitacién de su distrito.

Tabla 11. Cambio en puntos porcentuales del porcentaje de poblacién en
cada grupo de edad segun el ambito territorial (2001-2011).

Ambito 0-14 15-24 25-39 40-64 Mas de 65
BARCELONA 0,7 -2,4 1,4 1,2 -0,9
ARI Ciutat Vella 0,9 -0,9 6,5 1,4 -7,9
ARIs Sants-Montjuic 0,6 -1,9 4,1 2,1 -5,0
Resto Sants-Montjuic -0,3 -2.7 1,1 1,5 0,5
ARIs Sarria-Montjuic 0,8 -1,2 0,6 0,8 -0,9
Resto Sarria-Montjuic 1,5 -0,2 -2.9 1,8 -0,1
ARIs Gracia 0,7 2,2 6,5 0,8 -5,7
Resto Gracia 0,6 -2.5 3,5 0,3 -1,9
MADRID 1,2 -2,9 -0,9 2,9 -0,2
ARIs Centro -0,2 -3,0 5,0 42 -5,9
Resto Centro -0,3 -3,1 3,4 4.6 -4.5
ARI Tetuan 1,2 -2,7 1,1 4,1 -3,7
Resto Tetuan 0,9 -2.5 1,2 32 -2.9
ZARAGOZA 1,1 -3,1 -1,1 2,7 0,5
ARIs Casco Antiguo 2,7 -3,0 2,7 2,6 -5,1
Resto Casco Antiguo 1,5 -2,1 -2,2 3,7 -0,9

Fuente: Elaboracién propia a partir de los Censos de Poblacién y Viviendas de 2001 y el Padrén
municipal de 2011 (INE).

El caso de las dreas de rehabilitacién de los barrios no centrales es
muy diferente, salvo contadas excepciones en el caso situado en Zaragoza
(ARI de Las Fuentes y del Picarral). El resto de los casos se caracteriza por la
heterogeneidad, si bien coinciden en un ligero aumento en la presencia de su
poblacién infantil y un descenso de los jévenes entre 15 y 24 afios.

En conclusién, las Areas de Rehabilitacién Integrada son lugares de atrac-
cién de residentes adultos jévenes en los centros urbanos, lo cual augura la
formacién de nuevas familias en su territorio, mientras en el resto de los casos
sus beneficiarios se caracterizan por una mayor diversidad en términos de
edades.
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2. La nacionalidad de los residentes:

Buena parte de las transformaciones en la estructura por edades de las
ciudades espafiolas estd explicada por el flujo excepcional de llegada de inmi-
grantes extranjeros durante los primeros afios del nuevo siglo. Dicha poblacién
es mayoritariamente joven, lo cual ha corregido parte de las dindmicas de
envejecimiento de la poblacién espafiola (11).

Sin embargo, en la medida en que las condiciones sociales de los extran-
jeros distan de ser homogéneas segin su origen, el estudio de su asentamiento
residencial segin nacionalidad permite realizar una aproximacién a los cam-
bios en el valor social del territorio (12).

A lo largo de la ¢ltima década (2001-2011) se observa un proceso de
dispersién del asentamiento residencial de los inmigrantes extranjeros. Este
proceso resulta de la saturacién de los espacios centrales, los cuales reciben a
los inmigrantes extranjeros en los primeros momentos de su trayectoria dado que
ofrecen tanto viviendas accesibles como redes de apoyo mutuo. Sin embargo,
con el desarrollo de su trayectoria en el pais de acogida, los inmigrantes
extranjeros comienzan a residir en otros barrios periféricos, como resultado de
la saturacién de las viviendas a su alcance en los centros urbanos.

En 2011, la presencia de los inmigrantes en las ARIs es heterogénea, si
bien existen ciertas pautas territoriales que la explican. En primer lugar, las
ARIs localizadas en los centros urbanos son lugares propios de residencia de
inmigrantes cuyo origen permite suponer condiciones sociales precarias (ver
tabla 12). Asimismo, en relacién con su localizacién en el resto de la ciudad,
los extranjeros de paises desarrollados estdn presentes en los centros urbanos
de forma muy notable y, en concreto, en las ARIs alli localizadas.

(11) A nivel municipal, la informacién disponible del Censo de Poblacién y Viviendas de
2011 (INE) revela que el porcentaje de personas menores de 16 afios es menor entre la poblacién
extranjera que entre la espafiola en Barcelona y Madrid, pero no en Zaragoza. Por ofro lado la
poblacién mayor de 65 afios es en torno a 20 puntos porcentuales superior en la poblacién extranjera
en cada una de las tres ciudades.

(12) Se estudia en concreto tanto a los extranjeros procedentes de la UE de los 15 (més
Noruega) como a los extranjeros procedentes de América Latina, el resto de Europa, Asia y Africa.
Se trata de diferenciar a los inmigrantes que provienen de paises econémicamente desarrollados de
aquellos en vias de desarrollo.
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Tabla 12. Cociente de localizacién (QL (13)) y porcentaje de los extranjeros
en 2011 segun su origen y el ambito de residencia en el centro. Cambio
en el QL de los extranjeros (2001-2011).

2011 2001-2011
Ciudad Ambito QL Cambio en el QL
UE(15) | Resto Extranjeros
ARI Ciutat Vella 2,6 2,3 -1,0
ARIs Sants-Montjuic 1,1 1,5 -0,1
Resto Sants-Montjuic 0,6 1,1 0,1
Barcelona |ARIs Sarria-Montjuic 1,2 0,6 0,0
Resto Sarria-Montjuic 1,2 0,4 -0,2
ARI Gracia 2,0 0,9 0,1
Resto Gracia 1,1 0,6 0,0
ARIs Centro 3,5 1,6 -0,6
Madrid Resto Centro 3,2 1,1 -0,5
ARI Tetuan 1,3 1,8 -0,9
Resto Tetuan 1,1 1,3 -0,1
Zaragoza ARIs Casco Antiguo 2,0 2,1 -0,8
Resto Casco Antiguo 1,7 1,2 -0,1

Fuente: Elaboracién propia a partir del Censo de Poblacién y Viviendas de 2001 y el Padrén
municipal de 2011 (INE).

Pero existen excepciones relevantes, como el ARl de Gracia en Barcelona o
los de Huertas y el Recinto Amurallado del S. XIl en Madrid, donde la elevada
presencia de extranjeros de paises desarrollados coincide con la ausencia del
resto de nacionalidades. Por el contrario, en otras dreas los extranjeros de
paises en vias de desarrollo estdn representados de una forma significativa-
mente superior al resto, como en el caso del ARCH de Las Armas-Pignatelli
en Zaragoza o el ARl de Tetudn en Madrid. Finalmente, otros casos como,
por ejemplo, el ARl de Lavapiés en Madrid muestran una fuerte polarizacién
interna, de modo que los contornos del mismo son habitados por extranjeros
con mejores condiciones y el interior del mismo por aquellos més precarios.

En segundo lugar, a pesar de la creciente importancia de las periferias en
el asentamiento residencial de los extranjeros, las ARIs alli ubicadas presentan
dos modelos segin la nacionalidad de sus residentes en 2011, en ninguno
de los cuales se observa una significativa presencia de extranjeros de paises
en desarrollo: las dreas donde hay una importante presencia de extranjeros
precarizados y las dreas cuya poblacién extranjera es alta pero inferior a la
media del municipio. En cualquier caso, la influencia de la rehabilitacién en

(13) Se trata de un indice que compara la presencia porcentual de un grupo en un drea con
el peso total del grupo en el total del municipio. Cuando el valor del QL es superior a 1, este indica
una sobrerrepresentacién del grupo en el drea designada.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 205-236 231



JESUS LEAL MALDONADO Y DANIEL SORANDO ORTIN

este aspecto es muy variable y no es posible extraer conclusiones ajenas a la
especificidad de cada caso (ver tabla 13).

Tabla 13. Cociente de localizacién (QL) y porcentaje de los extranjeros en
2011 segun su origen y el ambito de residencia en la periferia. Cambio
en el QL de los extranjeros entre 2001 y 2011.

2011 2001-2011
Ciudad Ambito QL Cambio en el QL
UE(5) | Resto Extranjeros

ARI D'Horta 0,4 1,1 0,2
Resto Horta-Guinardo 0,5 0,8 0,1
ARI Prosperitat 0,2 1,1 0,2
Resto Nou Barris 0,3 1,2 0,3
Barcelona |ARINA Sant Andreu 0,3 0,5 0,0
Resto Sant Andreu 0,3 1,0 0,2
ARIs Sant Marti 1,0 0,9 0,0
Resto Sant Marti 0,8 0,9 0,2
. ARIs Villaverde 0,3 1,8 0,5
Madrid g esto Villaverde 03 1.4 03
ARI Delicias 0,9 1,2 0,3
Resto Delicias 1,1 1,5 0,1
ARI San José 1,3 1,0 0,6
Zaragoza Resto San José 0,8 1,2 0,1
ARI Las Fuentes 0,8 1,2 0,3
Resto Las Fuentes 0,8 1,2 0,2
ARIs Margen Izquierda 1,2 1,6 0,4
Resto Margen Izquierda 1,0 0,6 0,0

Fuente: Elaboracién propia a partir del Censo de Poblacién y Viviendas de 2001 y el Padrén
municipal de 2011 (INE).

Finalmente, y en tercer lugar, sobresalen los territorios cuyas caracte-
risticas socio-residenciales eran precarias en 2001 y que han sido el lugar
de asentamiento residencial de numerosos inmigrantes extranjeros con pocos
recursos. Esta poblacién ha ocupado los nichos residenciales abandonados
por los espafioles de clase trabajadora que se han enriquecido relativamente
por el ciclo inmobiliario, de forma que han emigrado a los nuevos ensanches
metropolitanos. En sintesis, se trata de barrios industriales construidos sin res-
petar los minimos estédndares de edificacién que carecen de las dotaciones
sociales suficientes.
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Figura 4. Distribucién geogrdfica en 2011 del QL de los inmigrantes de
paises en vias de desarrollo econémico y tipo socio-residencial de las
mismas en 2001 (Madrid).

Fuente: Elaboracién propia a partir del Censo de Poblacién y Viviendas de 2001 y el Padrén
municipal de 2011 (INE).
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Algunos de estos territorios sefialados como potenciales objetos de inves-
tigacién, han sido objeto de rehabilitacién. Sin embargo, la gran mayoria han
quedado exentos de estos esfuerzos de inversién piblica en un contexto de crisis
econémica. Sin duda, en el presente el carécter redistributivo de la rehabilita-
cién urbana encuentra su principal reto en estos territorios (ver figura 4).

En conclusién, los espacios centrales y, en concreto, las dreas de reha-
bilitacién en ellos emplazadas, son espacios con una elevada proporcién de
los extranjeros europeos con mejores condiciones sociales, asi como del resto
de extranjeros los cuales, en cambio, se encuentran dispersos por el conjunto
de la geografia de las ciudades estudiadas. Por Gltimo, si bien se observa
un efecto homogéneo en la atraccién de los primeros por parte de las ARls
centrales, los efectos no siguen un modelo comin en el caso de las ARIs en
la periferia.

V. CONCLUSIONES

Cualquier proceso de rehabilitacién ha de contar tanto con las caracte-
risticas fisicas de la vivienda como con la condicién social de sus habitantes.
Diferentes combinaciones de ambas exigen diferentes tipos de intervencién
considerando los efectos sobre la poblacién y en especial sobre los residentes
mds precarizados. En ese sentido la rehabilitacién puede insertarse en una
politica redistributiva o regresiva segin los beneficiarios de la misma. En el
andlisis se observa que las intervenciones centrales han sido mds regresivas,
mientras las periféricas tienen un cardcter mds redistributivo.

Los centros urbanos son demandados por las nuevas clases medias cuyas
aspiraciones residenciales satisfacen los procesos de rehabilitacién, lo que
supone la atraccién de nuevos hogares en los espacios centrales. No obstante,
se muestra un proceso de polarizacién en estas dreas de manera que las
dreas donde residen los habitantes con un capital econémico que les permite
acogerse a las ayudas pdblicas mejoran sus condiciones socio-residenciales,
especialmente en los bordes de tales territorios; mientras el resto de dreas se
quedan relegadas, sobre todo en el inferior de estos barrios.

El rejuvenecimiento de los centros plantea problemas ligados a la espe-
cializacién de ciertas dreas de la ciudad por edades, lo cual deteriora la
sostenibilidad social de unas ciudades donde buena parte de sus hogares son
dependientes del apoyo que ofrecen las relaciones familiares, como resultado
de en un Estado del bienestar débil

Las periferias muestran comportamientos diferenciados coincidiendo en no
ser objeto de deseo de las nuevas clases medias. Por el contrario, se observa
que en algunas de ellas se instalan inmigrantes de origen empobrecido, lo
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cual confirma la necesidad de atencién sobre las mismas vy, especialmente,
sobre las que no han sido objeto de rehabilitacién. La poblacién inmigrante
es mds dependiente de las redes de apoyo mutuo que ofrecen los barrios y
padecen el hacinamiento en mayor medida, asi como poseen menos recursos
de movilizacién social para reclamar el derecho a la rehabilitacién de sus
entornos.

En todo caso, el criterio de delimitacién de las dreas de ayuda piblica
a la rehabilitacién es cuestionable, especialmente en los casos de Madrid
y Barcelona, donde numerosas dreas que requieren una intervencién no la
reciben, mientras otras si lo hacen por el cardcter simbdlico que se deriva de
su posicién central o por la influencia de ofros factores.
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